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Resumen 
El presente trabajo tiene como objetivo establecer las relaciones entre la movilización 
social y el conflicto armado a partir de la trayectoria organizativa de la Asociación 
Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) en el departamento de Sucre desde los años 
60‟s hasta la actualidad. De esta forma, la investigación tiene como propósito analizar las 
interacciones, los puntos de encuentro y desencuentro entre la Asociación de Usuarios y 
las guerrillas, considerando las experiencias insurgentes del MIR-Patria libre, el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores (PRT) y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC), organizaciones guerrilleras que mantuvieron su accionar y presencia 
en el departamento sucreño. Igualmente, el documento expone los efectos de la 
violencia y la intensidad del conflicto armado sobre la organización campesina 
finalizando los años 90‟s, lo cual derivó en el declive y desvanecimiento de la Asociación 
a partir del asesinato sistemático a sus dirigentes y de las masacres cometidas contra las 
bases campesinas. 
 














X El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
Abstract 
This study aims to establish the relationship between social mobilization and armed 
conflict from the organizational history of the National Association of Peasant Users 
(ANUC) in the department of Sucre since the late 60's to the present. Thus, the research 
aims to analyze the interactions, meeting points and divergence between the Association 
of Peasant Users and guerrillas, taking into account the insurgent experiences of the 
MIR-Patria Libre, the Revolutionary Party of workers (Partido Revolucionario de los 
trabajadores PRT) and the Colombian Revolutionary Armed Forces (Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia FARC), who maintained their action and influence in this 
department. Similarly, the document described the effects that the increased violence and 
the intensity of the armed conflict during the late 90‟s had on the peasant organization, 
which led to the decline and disappearance of the Association due to the systematic 
murder of their leaders and massacres committed against peasant bases. 
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La literatura colombiana sobre el conflicto armado interno del país, se ha enfocado 
principalmente en analizar las causas estructurales de la violencia, fijándose en ciertas 
particularidades del Frente Nacional, el origen de las guerrillas, el desarrollo del 
paramilitarismo, y en esta misma dirección, los procesos de paz que se han establecido 
con los distintos actores armados del conflicto. A pesar de esta amplia literatura y del 
lugar central que el conflicto armado ha tenido en las agendas de investigación de la 
ciencia política colombiana, es muy poco lo que se ha abordado sobre las lógicas 
internas de los actores armados, y en esta medida su comportamiento con la población 
civil . 
 
 Aún es muy difuso entender, por ejemplo, por qué en algunos territorios la guerrilla 
tiende a recurrir más a la violencia y por qué en otros la violencia no es su principal 
repertorio de acción. De igual forma no hay una clara distinción y caracterización entre 
los métodos de interacción, incluyendo los no violentos, que los diferentes actores 
armados utilizan para relacionarse con la población civil. Tampoco se alcanza a 
comprender, por qué la población civil negocia e interactúa con los actores armados, y en 
algunas ocasiones les otorga su apoyo y en otras situaciones se resiste a su accionar. 
Los vacíos y confusiones en estas problemáticas son producto, en parte, de la profunda 
polarización que en los últimos años ha generado el conflicto armado , 
sobre todo con respecto al accionar de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC-EP), llevando más a los prejuicios e hipótesis apresuradas, que a la 
comprensión y explicación de este tipo de aspectos de la guerra civil colombiana. 
 
 Dentro de esta amplia temática sobre los actores armados y sus relaciones con la 
población civil, se inscribe el presente trabajo de investigación. Así, el tema en específico 
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que se propone analizar en este documento es la relación entre la insurgencia1 y los 
movimientos sociales,  teniendo como objetivo indagar las correspondencias o 
desencuentros que existen entre la trayectoria de la guerrilla y los periodos de la 
movilización social en Colombia, así como analizar los comportamientos o métodos que 
ha utilizado la guerrilla en los espacios más locales para relacionarse con estos actores 
sociales.  
Las tesis gruesas sobre el tema, han sugerido la continua instrumentalización de la 
movilización social por parte de la guerrilla (Restrepo, 1990). A su vez, dicha relación 
instrumental se ha sostenido como el resultado de dos procesos: la adhesión ideológica 
del movimiento social a la guerrilla, o la adhesión por el miedo, para garantizar su 
supervivencia en medio de la guerra (Ortiz, 2001). No obstante, las interacciones entre 
ambos actores  son más complejas que una simple relación instrumental sustentada en 
el miedo o en la violencia, y dependen: de la estrategia político militar de la guerrilla en 
un periodo particular (Pizarro, 1990, 1996); de sus objetivos políticos, económicos y 
militares en una determinada región (Weinstein, 2006; Arjona, 2010); y del nivel de 
rivalidad y confrontación armada (referido a la presencia de otro actor armado y la 
competencia por los recursos) (Metelits, 2010; Aguilera, 2014). 
 
A partir de la configuración de los anteriores elementos este documento va a proponer 
principalmente tres escenarios diferentes de la relación entre la guerrilla y los 
movimientos sociales. El primer escenario plantea una fuerte correspondencia entre el 
movimiento y la guerrilla, cuando este último actor ha emergido de un conflicto social o 
de un movimiento social, lo cual tiene como consecuencia el uso restringido de la 
violencia contra el movimiento social. El segundo escenario propone la emergencia de 
conflictos y tensiones entre la guerrilla y el movimiento, cuando la insurgencia prioriza 
sus objetivos militares y económicos sobre el territorio. Por último, cuando el movimiento 
social se encuentra inmerso en un escenario de alta confrontación armada, esta 
intensidad del conflicto convierte en blanco de ataque a los dirigentes del movimiento, 
desmovilizando a las bases y demás líderes, y desactivando así las luchas y 
reivindicaciones de los movimientos sociales. 
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Considerando esta propuesta conceptual y analítica sobre la relación entre la guerrilla y 
los movimientos sociales, este trabajo de investigación  propone desarrollar dichos 
lineamientos a partir de un caso de estudio relacionado con la movilización y 
organización de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) en el 
departamento de Sucre. La elección de este caso responde a varias razones de orden 
metodológico pero también histórico y político. En primer lugar, la ANUC fue uno de los 
movimientos sociales más importantes del siglo XX en Colombia (Fals Borda, 2002), que 
encarnó las distintas demandas de los campesinos por el acceso y el derecho a la tierra 
(Zamosc, 1978). En este sentido, el eje central de la movilización de la ANUC ha sido la 
reforma agraria, cuestión que a su vez coincide con una de las banderas de lucha 
principales del movimiento guerrillero. De ahí resulta este interés por observar cómo las 
guerrillas reaccionaron ante la masiva movilización de los campesinos en el marco de la 
ANUC, y si lograron conectar su lucha o no con este potencial organizativo; y de igual 
forma, entender cuál fue la reacción de la ANUC frente a la presencia y actividad de las 
guerrillas. 
 
De otro lado, la amplia y larga trayectoria de la ANUC en Sucre, que viene desde los 
años 60‟s hasta la actualidad (por supuesto con auges y declives de la organización 
durante todos estos años), coincide con el también largo y amplio curso del movimiento 
guerrillero en Colombia. En consecuencia, las prolongadas trayectorias de la ANUC y de 
la insurgencia, permiten analizar los posibles cruces o desencuentros entre ambos 
procesos. Asimismo, el análisis propuesto está enfocado en el departamento de Sucre 
debido a dos razones: primero, porque fue uno de los lugares en los cuales el 
movimiento campesino adquirió una fortaleza significativa, al punto que aún después de 
las grandes divisiones y la represión del Estado en los años 70‟s, la ANUC continuó con 
su actividad en el departamento. Segundo, porque el departamento de Sucre fue y ha 
sido el escenario de múltiples actores armados, entre los que cabe resaltar: el MIR-Patria 
Libre (MIR-PL) y el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), estructuras 
guerrilleras que emergieron en los años 80‟s; luego la llegada y consolidación de las 
FARC a la región en los años 90‟s; y finalmente el rearme paramilitar finalizando el siglo 
XX. En este sentido, la interacción con las distintas organizaciones guerrilleras, junto a 
las diferentes intensidades de la confrontación armada, tendrían importantes efectos 




Este caso de análisis basado en la trayectoria de la ANUC en Sucre y los efectos que la 
actividad de las distintas organizaciones guerrilleras tuvo sobre su movilización, propone 
varios puntos de partida. Primeramente, es necesario indicar que el auge y 
fortalecimiento del movimiento guerrillero no siempre ha coincidido con la movilización 
popular en Colombia, sobre todo si se toma en cuenta el proceso de lucha por la tierra de 
la ANUC. Pese a esta tendencia general, han existido ciertos cruces entre la actividad de 
ambos actores, para lo cual es necesario encontrar las explicaciones pertinentes para 
estos encuentros. En consecuencia, el caso de la ANUC en Sucre muestra un periodo de 
predominancia del conflicto por la tierra junto a la marginalidad de las guerrillas durante 
los años 70‟s; seguidamente viene un lapso de reactivación del movimiento campesino 
sucreño y de emergencia de algunas estructuras guerrilleras que mantenían cierta 
cercanía con la ANUC en los años 80‟s; por último, se tiene la década de los 90‟s, un 
periodo en el cual prevalece la lógica del conflicto armado por medio del enfrentamiento 
entre la guerrilla de las FARC y los grupos paramilitares, cuestión que debilitaría 
profundamente a la Asociación. 
 
En el marco de estas interrelaciones entre las trayectorias de la ANUC y la insurgencia, 
es importante reconocer que las diversas organizaciones guerrilleras que se presentaron 
en el departamento de Sucre, van a tener diferentes estrategias y objetivos sobre el 
territorio, cuestión que influirá en sus relaciones con la Asociación. En este sentido, 
mientras que la experiencia del MIR-PL y el PRT provenían de ciertos sectores que 
estuvieron asociados a la lucha por la tierra de la ANUC, la llegada de las FARC al 
departamento de Sucre acontece más por una necesidad militar, de control territorial de 
la insurgencia en el marco de sus planes revolucionarios. De este modo, la actividad del 
MIR-PL y el PRT tendrá como objetivo la defensa de las luchas políticas y sociales del 
movimiento campesino, subordinando el uso de la violencia a los objetivos del 
movimiento social. Por su parte, las FARC mantendrán continuas tensiones con los 
líderes de la Asociación, debido a sus prácticas violentas en contra de la población civil. 
Especialmente los líderes tomaran distancia de las acciones de las FARC, cuando la 
guerrilla intenta instrumentalizar la lucha por la tierra de la Asociación con el fin de 
alcanzar sus objetivos revolucionarios. 
  
Además de estas relaciones de la Asociación con las distintas guerrillas, otro punto a 
destacar está situado al finalizar los años 90‟s, cuando incrementó la confrontación 
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armada entre las FARC y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), cuestión que 
tendría un efecto devastador para la Asociación. En consecuencia, durante este periodo, 
el asesinato de los líderes, algunos presidentes de la Asociación departamental, generó 
miedo en la base campesina, la cual poco a poco se fue desmovilizando. Junto a este 
hecho, las masacres cometidas generaron un masivo desplazamiento de la población, 
abandonando las tierras que en años anteriores habían sido recuperadas. De esta forma, 
la alta intensidad del conflicto armado absorbió la lucha por la tierra de los campesinos 
sucreños,  quienes durante este periodo cedieron sus tomas de tierra y sus plantones, 
por marchas pacíficas solicitando la paz y el cese a la violencia. 
 
Estas proposiciones que resultaron de esta investigación, han sido claves para entender 
algunos elementos de la relación entre el conflicto armado y la movilización social en 
Colombia. En primer lugar, el caso de la ANUC permite reafirmar cómo las dinámicas de 
violencia en el país han tenido como blanco de ataques a los movimientos y 
organizaciones sociales. En este sentido, este estudio comprueba que los contextos 
altamente conflictivos y violentos, terminaron desmovilizando a la Asociación de 
Usuarios, y desdibujaron sus horizontes políticos, los cuales estaban enmarcados en la 
lucha por la tierra. De otro lado, este análisis propone una imagen más completa y 
compleja del fenómeno insurgente en Colombia, que muchas veces ha sido reducido a la 
actividad de las FARC. Así, las trayectorias del MIR-PL y el PRT, demuestran un nivel de 
diversidad en los proyectos revolucionarios de la insurgencia en Colombia, 
convirtiéndose de esta manera en experiencias que propusieron la unidad entre la lucha 
armada y la lucha política y social, subordinando la primera a estas últimas. Finalmente, 
la investigación también avanza en la caracterización del fenómeno paramilitar en Sucre, 
entendiendo no sólo los propósitos militares de este actor, sino reconociendo su 
trayectoria y sus orígenes situados en la misma lucha por la tierra librada por la 
Asociación desde los años 70‟s. 
 
 Para efectos de este trabajo es importante considerar igualmente que el estudio de la 
ANUC cuenta con múltiples trabajos investigativos, principalmente los que se realizaron 
finalizando los años 70‟s en el marco del Centro de Investigación y Educación Popular 
(CINEP), entidad que recogió gran parte de la documentación oficial de la ANUC, 
tomando en consideración la experiencia del movimiento a través de entrevistas a los 
dirigentes campesinos. Producto de este ejercicio, el CINEP desarrolló una vasta 
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literatura sobre el tema (Reyes, 1978; Zamosc, 1978; ; Rivera, 1982; Escobar, 1983) y un 
enorme Archivo Bibliográfico acerca de toda esta experiencia del movimiento campesino 
a nivel nacional. En este sentido, este trabajo recoge varios aspectos de estas 
investigaciones, principalmente lo relacionado con la década de los años 70‟s.  
 
 Posteriormente, la trayectoria de la ANUC (años 80‟s hasta la actualidad) no cuenta con 
muchas investigaciones que retomen el tema, pues se entiende que la “etapa dorada” del 
movimiento se estanca al finalizar la década del setenta. En este sentido, fue importante 
entonces retomar la investigación de Cristina Escobar (1998) sobre el clientelismo 
político en Sucre, donde se prolonga el estudio de la ANUC en los años 80‟s. Para el 
análisis de esta década, también se tomó en consideración información de prensa 
regional sobre el movimiento, y algunos Archivos y bases documentales que facilitaron 
este proceso de caracterización de la ANUC en Sucre durante estos años. 
Principalmente fue importante la consulta de dos archivos: el Archivo Personal de 
Orlando Fals Borda almacenado en la Biblioteca del Banco de la República en Montería y 
el Archivo Personal de un dirigente de la ANUC en Sucre, Jesús María Pérez, recogido 
por el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH). Dentro de la tarea que ha venido 
realizando el CNMH, fueron útiles las investigaciones sobre La masacre de El Salado 
(2009), y La tierra en disputa (2010), (esta última desarrollada por la pasada Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación-CNRR) sobre todo porque estos documentos 
recogían algunos relatos de dirigentes de la ANUC, en la época de alta intensidad del 
conflicto armado en Sucre.  
 
Además de estas fuentes, se realizaron algunas entrevistas entre mayo y agosto del año 
2015 a ocho dirigentes campesinos de la ANUC de Sucre, algunos de ellos habían sido 
presidentes de la ANUC departamental, quienes ofrecieron una mirada más completa 
sobre la etapa de violencia que tuvo que enfrentar la organización. Esta información 
sobre los efectos de la violencia y la disputa paramilitar y guerrillera se pudo 
complementar con un valioso Archivo de derechos humanos del movimiento campesino 
en Sucre, localizado en Sincelejo. También fueron importantes los múltiples reportajes 
que el portal web Verdad Abierta realizó sobre la guerrilla de las FARC y el 
paramilitarismo en la región. 
 
 La caracterización de la insurgencia tuvo algunas dificultades, debido a la falta de 
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información, en particular sobre las experiencias del MIR-PL y el PRT. En este sentido se 
dispuso de una serie de entrevistas a profundidad con dos miembros del MIR-PL quienes 
a su vez habían sido parte de la ANUC en años pasados, y se logró obtener una 
entrevista realizada por el CINEP a un miembro del PRT quien también había sido 
dirigente de la ANUC. Esta información se complementó con algunos documentos 
oficiales de ambas organizaciones, sobre todo a partir de sus órganos de comunicación 
(Al Combate del MIR-PL y Viraje del PRT). 
 
Tomando todos estos elementos en consideración, la estructura del documento está 
organizada alrededor de cuatro capítulos. El primero contiene la discusión sobre la 
relación entre las guerrillas, el conflicto armado y los movimientos sociales, proponiendo 
algunos debates tanto desde los estudios de la guerra civil como desde el campo de la 
movilización social, encontrando así unidades conceptuales comunes entre ambas 
tradiciones académicas. 
  
Seguidamente, un segundo capítulo desarrolla la trayectoria de la ANUC en Sucre 
durante la década del setenta y ochenta, considerando los distintos momentos de auge y 
declive de la organización, periodizando de esta manera su movilización con la finalidad 
de encontrar estos cruces con la actividad de la insurgencia. Para la caracterización de 
los años 70‟s, se recogen los trabajos más reconocidos de la ANUC, resaltando que este 
periodo, por más que ha sido profundamente caracterizado, es imprescindible retomarlo 
para efectos de la ubicación temporal del accionar de la Asociación. Por su lado, el 
estudio de la actividad de la Asociación en Sucre durante la década de los ochenta, es un 
ejercicio con pocas referencias en la documentación académica, razón por la cual este 
periodo intenta ser caracterizado a partir de información de prensa, algunas revistas de 
opinión, documentos de la ANUC y entrevistas que se realizaron a los líderes.  
 
El tercer capítulo trata entonces de aproximarse a esas relaciones entre la Asociación de 
Usuarios y las guerrillas, mostrando la propuesta insurgente y la lucha armada dentro del 
espectro ideológico y organizativo de la ANUC. En esta parte del documento se recogen los 
distintos sectores que conformaban a la Asociación en los años 70‟s, detallando su posición 
respecto a la actividad de las guerrillas. Por otro lado, se proponen las experiencias del MIR-
PL y el PRT en los años 80‟s, como organizaciones insurgentes que provenían de la 
reorganización de ciertos sectores y líderes pertenecientes a la ANUC.  
8 Introducción 
 
El cuarto capítulo describe la llegada de las FARC a Sucre, la estrategia que esta 
guerrilla adoptó con la población civil y el comportamiento que tuvo frente a la 
Asociación. De esta manera, en esta parte se destaca los métodos de relacionamiento 
que empleó la guerrilla para interactuar con la población en Sucre, así como se describen 
las tensiones que la insurgencia mantuvo con los líderes de la Asociación. 
Posteriormente, se examinan los impactos que tuvo la confrontación armada entre la 
guerrilla y el paramilitarismo sobre la ANUC. En este punto, se realiza una breve 
caracterización del fenómeno paramilitar en Sucre destacando la alianza que se 
conformó entre distintos actores armados, políticos y económicos quienes promovieron la 
violencia en el departamento, apoderándose de las alcaldías y la gobernación, así como 
de la tierra. El capítulo también resalta la violencia que se ejerció en contra de la 
organización campesina durante estos años de alta intensidad del conflicto armado, a 
partir del asesinato sistemático a sus líderes y las masacres que se cometieron contra la 
población campesina. Por último, el capítulo concluye con la remergencia de la ANUC en 
los años recientes, después de un significativo descenso de la violencia y de la actividad 





1.  Aproximaciones conceptuales sobre la 
relación entre el conflicto armado, la 
guerrilla y los movimientos sociales 
Los estudios sobre el conflicto armado o la guerra civil, y el campo de la acción colectiva 
y los movimientos sociales son tradiciones académicas que, pese a compartir 
problemáticas comunes o encontrar el cruce entre los fenómenos observados –la 
movilización social en los tiempos de guerra-, son campos que se han desarrollado de 
forma aislada (Wood, 2015). Esta falta de diálogos en la literatura internacional se debe 
en gran parte a la tendencia de los académicos a idealizar a los movimientos sociales, y 
de esta forma pasar por alto los repertorios violentos de la acción colectiva, 
considerándolos elementos irracionales que no merecen formar parte del análisis 
(Goodwin, 2012). Para el caso de la literatura colombiana, la misma dinámica del 
conflicto armado ha impedido profundizar en estas relaciones entre movimientos sociales 
y actores armados, debido a la profunda polarización que se ha generado alrededor de la 
guerra en los últimos años , lo que ha llevado a priorizar el debate 
desde las opiniones ideologizadas de los medios de comunicación o en las justificaciones 
de las fuerzas armadas (Espinosa, 2013). A pesar de estas limitaciones, es necesario 
comenzar a entender las interacciones que tienen la dinámica del conflicto armado y del 
conflicto social, así como las confluencias entre los actores sociales y los actores 
armados, elaborando así un entendimiento más completo y complejo de estas 
dimensiones de  nuestra guerra civil. 
 
Considerando esta última pretensión, este capítulo intenta aproximarse a dichas 
relaciones entre conflicto armado y movimiento social, a partir de tres entradas que 
plantean a su vez puntos en común entre los estudios de la guerra civil y la movilización 
social. En primer lugar, el capítulo indaga la participación de los movimientos sociales en 
acciones violentas, incluida la participación en grupos armados como las guerrillas, 
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proceso al cual se ha denominado la radicalización de los movimientos sociales; un 
segundo grupo de preguntas están dirigidas hacia la generación de movimientos sociales 
o acciones colectivas en el marco de contextos hostiles, como las dictaduras o los 
mismos conflictos armados, cuestión que se ha denominado acciones colectivas de alto 
riesgo o acciones de resistencia frente a los actores armados; la tercera problemática se 
concentra en la pregunta por las relaciones entre la guerrilla y la población civil, 
destacando aquí los métodos de relacionamiento de la insurgencia con los movimientos y 
organizaciones sociales. Por último, el capítulo presenta algunas proposiciones que 
guiarán el análisis del caso de estudio correspondiente a la ANUC en el departamento de 
Sucre. 
 
1.1 Los “radicales” y la “radicalización” de los 
movimientos sociales 
Aunque existe una vasta literatura sobre la teoría de los movimientos sociales, es poco 
común encontrar explicaciones exhaustivas sobre el por qué, el cómo, el cuándo y el 
quién de la violencia utilizada por ciertos activistas de los movimientos sociales. En 
efecto, el estudio de los activistas y organizaciones radicales y de los procesos de 
radicalización de los movimientos sociales2, han sido problemáticas un tanto ignoradas 
debido, en parte, a la tendencia de los autores a idealizar a los movimientos sociales 
como actores comprometidos con el activismo pacífico (Snow & Cross, 2011). A partir de 
estos vacíos encontrados, el propósito de esta sección es exponer algunas ideas básicas 
sobre estas temáticas, subrayando las explicaciones y definiciones que los distintos 
autores plantean sobre los activistas radicales, la radicalización y el escalamiento de la 
violencia, así como proponer el alcance explicativo de esta discusión para el caso 
colombiano. 
 
Gamson (1975), en su libro The strategy of social protest, define a los movimientos 
radicales como aquellos que proponen en sus demandas „objetivos más que limitados,‟ 
de manera tal que estos movimientos se plantean: 1.) la alteración de la autoridad de 
                                               
 
2
 Se entiende a los activistas y organizaciones radicales como aquellas que están comprometidas con 
un uso constante de la violencia (Cross, 2011). Por otro lado, la radicalización de los movimientos 
sociales es entendido como el proceso de escalamiento de la violencia por medio de un mayor uso de 
las estrategias violentas en las contiendas políticas (Della Porta & LaFree, 2012, p. 7). 
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algunos de sus antagonistas; 2.) la alteración de los procedimientos usados por sus 
antagonistas; 3.) la alteración de los miembros de sus “enemigos”; 4.) la destrucción o el 
reemplazo de sus antagonistas. 
 
Dentro de estos movimientos radicales, el autor propone las ventajas que tienen para 
ellos el uso de las tácticas violentas en la consecución de sus objetivos. En efecto, según 
los casos que estudia, Gamson plantea el éxito de la violencia usada por los movimientos 
radicales cuando estos se encuentran en un escenario favorable, es decir, cuando los 
movimientos tienen la posibilidad de conseguir sus metas, y solo necesitan cierto 
elemento catalizador (tácticas violentas) para desencadenar su victoria. Por el contrario, 
cuando los movimientos son los receptores de la violencia, por ejemplo la represión del 
Estado, sus ventajas y posibilidades de éxito disminuirán notablemente. 
 
Sobre estos efectos de las tácticas violentas, Haines (1984) expone los impactos de los 
grupos radicales sobre el movimiento, evaluando tres dimensiones: 1.) la alteración de 
las definiciones y conceptos de los grupos moderados; 2.) la influencia sobre los 
tomadores de decisiones; 3.) la capacidad para atraer recursos de ciertos aliados. 
Llegando a una conclusión similar a la de Gamson, Haines postula la importancia de los 
grupos radicales en el movimiento de derechos civiles en los Estados Unidos, mostrando 
el aumento en los recursos del movimiento, la creación de corporaciones y fundaciones a 
favor de la defensa de los derechos de los afroamericanos y la colaboración de la élite en 
el movimiento, todas estas acciones ocurridas precisamente en los años en los que 
escaló el enfrentamiento y la violencia. 
  
Ahora, proponiendo una aproximación más estructural, el trabajo de Tilly (1978) expone 
el escalamiento de la violencia como el resultado de la disputa entre grupos y clases 
quienes luchan por el acceso a los bienes que ofrece el sistema político y el Estado. 
Dentro de esta disputa, la violencia va a ser utilizada por distintos actores en los 
escenarios donde aparecen nuevos movimientos sociales, o se producen nuevas 
alianzas de clases que desafían la estabilidad del régimen, ocasionando el descenso de 
miembros tradicionales del sistema político (Tilly, 1978, p. 14). En este sentido, Tilly 
postula que a mayor estabilidad de los miembros del sistema, menor será el ejercicio de 
la violencia política; por el contrario, las nuevas agrupaciones que desafían el orden 
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político pueden llevar a las fuerzas represivas del gobierno a actuar en contra de ellas, 
promoviendo un escenario de generalización de la violencia. 
 
 Hasta aquí, los anteriores análisis se habían concentrado en dimensiones parciales de la 
radicalización. Los trabajos que comenzaron a estudiar de forma más completa este 
fenómeno tuvieron como categoría explicativa los ciclos de la protesta social, 
concentrándose así en las dinámicas internas de estas movilizaciones, es decir, en los 
repertorios de acción, los actores y  las organizaciones que participan, así como en la 
respuesta del Estado, y evidentemente en los cambios que cada uno de los anteriores 
elementos presentan durante el periodo de protesta (Porta & Tarrow, 1986). Es así como  
la idea de los ciclos de protesta sugiere la observación de múltiples actores en un mismo 
escenario de confrontación y movilización social, en lugar del clásico análisis de un solo 
movimiento o actor social. 
 
Concretamente el ciclo de protesta es definido como “la difusión de un conflicto en la 
mayor parte del territorio nacional, el cual cuenta con la participación de actores 
tradicionales y nuevos quienes recurren a su vez al uso de repertorios de acción más 
ortodoxos o novedosos, creando nuevos marcos de la acción colectiva al igual que 
utilizando viejas demandas sociales” (Porta & Tarrow, 1986, p. 610). Así, con este 
concepto de ciclo de protesta, Tarrow & Della Porta (1986) tratan de indagar en qué 
momento del ciclo aparecen las estrategias, repertorios, y respuestas violentas y de qué 
manera se comportan. En consecuencia, los autores proponen lo siguiente: 
 
La violencia tiende a aparecer desde el principio del ciclo de protesta. En esta fase, la 
violencia es usada por formas poco intencionales, y en este sentido, es usada por 
varios manifestantes. Al aumentar los enfrentamientos con la policía durante las 
acciones masivas, se presenta entonces una amplia difusión de la violencia política, 
en el punto más alto del ciclo. En la última etapa, la agresión es causada por 
pequeños grupos de militantes. En este sentido las formas de violencia más 
dramáticas crecen cuando las fases de movilización masiva dentro del ciclo de 
protesta descienden. (Porta & Tarrow, 1986, citado en Della Porta, 2014, p. 97) 
     
Durante todo el ciclo de protesta, se produce igualmente un fenómeno que los autores 
denominan proceso competitivo de diferenciación táctica, que se refiere a la competencia 
entre los distintos grupos y actores por la dirección de la movilización proponiendo ya sea 
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el uso de estrategias más violentas o la realización de repertorios más moderados. En 
consecuencia, Della Porta y Tarrow (1986) plantean que en el punto de crecimiento del 
ciclo de protesta, los actores tienden a usar repertorios de acción más tradicionales 
siendo pocas las personas que usan de forma directa la violencia. Posteriormente, ante 
el declive del ciclo de protesta, la primacía del faccionalismo y la polarización de las 
organizaciones, da lugar a la división de los movimientos en grupos con intereses en 
repertorios más violentos, así como la emergencia de organizaciones orientadas hacia 
formas más pacíficas de protesta. Este doble proceso que se muestra, es caracterizado 
por los autores como escenarios de institucionalización-radicalización de la violencia: por 
un lado las demandas de ciertos actores son acogidas por partidos políticos o grupos de 
interés (institucionalización), cuestión que desmoviliza a ciertos sectores; y por el otro 
lado, los grupos ya radicalizados se aíslan y comienzan a organizarse de formas más 
clandestinas y violentas (radicalización). 
 
Siguiendo con esta idea de los ciclos de protesta social, Della Porta (1995) propone un 
análisis más sistemático sobre los procesos de radicalización, considerando tres distintos 
niveles: macro/meso/micro. Así, la autora plantea la interacción entre el Estado, los 
movimientos sociales y sus oponentes, como participantes importantes en el proceso de 
radicalización y de escalamiento de la violencia.  
 
Sobre el nivel macro, la autora se enfoca en los aportes de la Estructura de Oportunidad 
Política (EOP), resaltando la interacción entre las estrategias del Estado y de los 
movimientos sociales a partir del control y la respuesta de la policía frente a los eventos 
de protesta (policing of protest). En este sentido, Della Porta (1995) indica que “los 
estudios de la EOP plantean la siguiente correlación: entre más contestataria sea la 
estrategia del Estado, más radical y violenta será la estrategia del movimiento; y 
viceversa, entre más adaptativa la estrategia del Estado, más moderada será la 
estrategia del movimiento” (p. 11).  
 
 En el nivel intermedio de su propuesta,  la autora propone el análisis de los movimientos 
sociales como una estructura segmentada y conformada por diversos sectores, células o 
subgrupos, los cuales tienen conflictos internos referentes a la dirección del movimiento 
social, como a las tácticas moderadas y violentas. En este sentido, Della Porta (1995) 
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regresa al debate de Gamson sobre las organizaciones y grupos radicales, 
caracterizándolos como “empresarios violentos”, en la medida en que consumen y 
producen recursos violentos.  
 
Un último nivel de análisis que comprende el texto de Della Porta (1995), está enfocado 
en la dinámica motivacional-individual. Aquí, la autora se propone observar las 
percepciones sobre la realidad externa de los militantes radicales, es decir, “la manera 
como los individuos perciben los eventos políticos y a los actores colectivos, 
considerando el predominio que las dinámicas del grupo tienen en la concepción cultural 
del mismo individuo” (Della Porta, 1995, p. 13). 
 
A partir de la interacción entre los tres niveles de análisis que observa la autora para sus 
casos comparativos (Alemania e Italia), se puede establecer la predominancia de un nivel 
sobre los otros en las distintas etapas del ciclo de protesta. Sobre este punto, Della Porta 
(1995) sugiere los siguientes escenarios: 
 
Las condiciones políticas y sociales afectan inicialmente, de forma predominante, los 
niveles meso y micro. Una vez la violencia ha irrumpido y los grupos radicales han 
emergido, el nivel organizacional asume un rol determinante, influyendo en los 
desarrollos del nivel macro y micro. Al final del ciclo de la violencia, cuando el número 
de militantes comprometidos con la violencia ha disminuido a unos cuantos 
radicalizados, el nivel micro, empieza a tomar mayor relevancia. (p. 187) 
  
Centrándose en la dimensión del ciclo de protesta que señalaba Della Porta sobre la 
respuesta del Estado (policing of protest) y como ésta estrategia puede moldear la 
moderación o radicalización de los movimientos sociales, Brockett (2005)  va a analizar la 
efectividad de la represión estatal, proponiendo en cuáles momentos del ciclo la 
respuesta violenta del Estado detiene la movilización social, y en cuáles provoca la 
radicalización de los movimientos sociales, llegando a promover la participación del 
movimiento en organizaciones guerrilleras. Tomando en consideración los casos de El 
Salvador y Guatemala, el autor propone los siguientes escenarios: 
 
 Al inicio del ciclo de protesta, los movimientos sociales emergen si los niveles de 
represión son bajos y existen unos canales institucionales abiertos. Por el contrario, 
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si las acciones contenciosas son reprimidas fuertemente, es probable que la 
movilización no tenga continuidad. 
 
 Una vez comenzado el ciclo de protesta, la movilización empieza a fortalecerse e 
igualmente aumenta de manera gradual la violencia del Estado. En este punto del ciclo, 
la violencia estatal se vuelve ineficaz, y puede ocasionar la radicalización de los 
movimientos sociales, especialmente con la ayuda de aliados estratégicos (guerrilla, 
trabajadores religiosos, estudiantes, sindicalistas) quienes fortalecen la movilización. En 
consecuencia, al aumentar más la represión en este punto del ciclo, aumentarán las 
acciones ilegales y violentas, acompañadas del fortalecimiento de las organizaciones 
guerrilleras. 
 
 Al menos que exista una fuerte respuesta represiva del Estado, el ciclo de protesta 
continuará. En este sentido, al estar radicalizado ya el movimiento social, es 
imperativo que la represión se dirija a las zonas revolucionarias para lograr derrotar 
al movimiento.  
 
Estos últimos aportes que sugiere Brockett sobre las experiencias centroamericanas, 
permiten ver los efectos de la radicalización de los movimientos sociales en relación a la 
emergencia de las organizaciones guerrilleras. En este sentido, el estudio de Hazen 
(2009) sobre la Fuerza Voluntaria del pueblo del delta del Níger (NDPVF, de sus siglas 
en inglés) en Nigeria, es pertinente para observar el caso en el que el movimiento social 
pasó de su emergencia en un escenario de amplia protesta y movilización, a su 
determinación por la lucha armada. La propuesta de Hazen nuevamente se concentra en 
mirar el modelo del ciclo de protesta desarrollado por Tarrow (1989) y Della Porta (1995), 
planteando la necesidad de observar la estructura de oportunidad política, la 
competencia desarrollada por las distintas organizaciones que conforman la movilización 
social, y finalmente el proceso de alineamiento de los marcos interpretativos de la acción 
colectiva, los cuales permitieron en su momento la opción por la vía armada de un sector 
del movimiento social del pueblo Ijaw. 
 
 La emergencia de las organizaciones insurgentes tiene como antecedente el inicio del 
ciclo de protesta, mostrando Hazen (2009) cómo al interior del movimiento se da un proceso 
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competitivo por los distintos recursos, dividiendo al movimiento entre las tácticas moderadas y 
las violentas. En este aire de fragmentación interna surge la NDPVF, una organización que 
comienza todo un proceso de radicalización de la población Delta, señalando las demandas y 
la justificación del uso de la violencia con el fin de obtener mayores derechos económicos y 
políticos. 
  
La tesis de Hazen (2009) indica la importancia de incluir en todo este análisis sobre la 
radicalización de los movimientos sociales, el papel que llevan a cabo los líderes 
carismáticos relacionado con el proceso de justificación de la violencia y, en este sentido, 
la creación de marcos de la acción colectiva que interpretan el momento de la 
movilización como uno propicio para la lucha armada (Hazen, 2009, p. 296). 
 
Todos estos enfoques y análisis que se han presentado, han concentrado su explicación 
sobre la radicalización de los movimientos sociales en escenarios de amplia movilización 
social, y escalamiento de la violencia política, mostrando que en ciertas ocasiones estos 
procesos han dado lugar a la emergencia de grupos guerrilleros. No obstante, este tipo 
de análisis desde los ciclos de protesta encuentra ciertas limitaciones explicativas para el 
caso colombiano, incluido el caso de estudio referente a la movilización de la ANUC. En 
este sentido, Archila (2003) plantea que pese a presentarse fuertes movilizaciones a 
finales de los sesenta, correspondientes a la actividad de la Asociación, y en el segundo 
lustro de los años 80‟s con la emergencia de los movimientos cívicos, no existe en la 
protesta social colombiana, este elemento cíclico que permite determinar los momentos 
de auge y descenso de la violencia y de la radicalización de los movimientos sociales que 
suponían Tarrow (1986) y Della Porta (1995). Frente a este escenario, la movilización 
social ha tendido a ser más intermitente y desarticulada, lo que hace difícil la 
identificación de los elementos claves de la EOP, o el paso de repertorios moderados y 
pacíficos hacia formas más violentas (Archila, 2003, p. 176-177). 
 
 Pese a los anteriores límites explicativos, la movilización de la Asociación en los años 
70‟s consistió en una dinámica de radicalización del movimiento campesino, que en 
efecto  condujo a ciertos procesos que se señalaban anteriormente en el trabajo de Della 
Porta (1995) y Gamson (1975), entre los que se resalta: la importancia de la respuesta 
represiva del Estado; la aprehensión de „objetivos más que limitados‟ debido a la 
influencia de la izquierda sobre el movimiento; la dinámica de institucionalización-
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radicalización; la distinción entre sectores moderados y sectores radicalizados que 
reafirmaban la violencia. Ahora, es claro reafirmar que en estas dinámicas, no es posible 
determinar esos momentos de auge y descenso de los repertorios violentos, o el auge y 
descenso de la represión estatal, especialmente debido a los diferentes resultados que 
tuvo la actividad de la ANUC en las regiones. Nuevamente, el caso colombiano muestra 
esa intermitencia de las causas estructurales y de los factores internos de las 
organizaciones que impiden explicar a partir del modelo del ciclo de protesta la 
movilización social y la violencia política. 
 
Otra discusión que es pertinente abordar estaría referida a la relación entre la 
movilización social y la emergencia de la insurgencia. Aun cuando en Colombia se puede 
observar el surgimiento de un amplio número de grupos guerrilleros desde los años 60‟s, 
no existe en realidad una fuerte correspondencia entre la emergencia de las guerrillas y 
la movilización social, salvo el caso del movimiento Quintín Lame, con ciertos matices3.  
En este sentido, es claro anotar, para efectos de la relación guerrilla y movimiento social, 
que los tiempos de auge y reflujo de la insurgencia no necesariamente corresponden a 
los tiempos de ascenso y repliegue de la movilización social y popular en Colombia, así 
como la movilización social en sí misma no significa un apoyo inmediato a las causas y 
accionar de la guerrilla. En consecuencia, hay periodos caracterizados por la emergencia 
de actores sociales y populares junto a la marginalidad de la actividad guerrillera, como  
en efecto ocurrió en la década de los 70‟s con el auge de la Asociación de Usuarios y el 
aislamiento de las guerrillas de las FARC, el ELN y el EPL. Otros periodos, por el 
contrario permiten observar un ascenso de la movilización social acompañado del 
fortalecimiento de la guerrilla, como aconteció en los años 80‟s con el surgimiento de los 
movimientos cívicos y populares y de los „frentes políticos‟ (Pizarro, 1990, pp. 328–333). 
En este sentido, es necesario para el análisis de la relación entre movilización social y 
guerrilla en Colombia, ubicar estos momentos del conflicto social y del conflicto armado 
que permitan establecer los puntos de intersección, así como los desencuentros entre 
ambos procesos.  
                                               
 
3
 Ver Peñaranda (2015). Guerra propia, guerra ajena. Conflictos armados y reconstrucción 
identitaria en los Andes Colombianos. El Movimiento Armado Quintín Lame. Bogotá: Centro 
Nacional de Memoria Histórica. 
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1.2 Las acciones colectivas frente al alto riesgo del 
Conflicto Armado 
 En el anterior apartado se presentaron algunos planteamientos que relacionaban los 
ciclos de protesta o episodios de amplia movilización social con la radicalización de los 
movimientos sociales y su compromiso por emplear tácticas más violentas. El propósito 
de esta sección es observar las acciones colectivas que surgen en escenarios de alto 
riesgo para la movilización, como pueden llegar a ser los regímenes dictatoriales, o para 
el caso colombiano, ciertas situaciones del conflicto armado. Sobre este tema, algunos 
aportes recientes de la literatura colombiana han sido útiles para ilustrar experiencias 
locales, de comunidades que se organizaron y resistieron a los distintos actores del 
conflicto armado.  
  
Un concepto clave para entender la emergencia de acciones colectivas en contextos 
altamente represivos y desfavorables para la movilización social, es el referido a la 
acción colectiva de alto riesgo. Para McAdam (1986) las acciones colectivas tienen 
distintos niveles de riesgos y de costos, refiriéndose a los primeros como los “peligros 
anticipados de comprometerse en un tipo de actividad particular, mientras los costos son 
los gastos de tiempo, dinero y energía que requiere una persona para comprometerse en 
una forma de activismo” (McAdam, 1986, p. 67). En consecuencia, no solamente pueden 
existir acciones colectivas más costosas y más riesgosas que otras, sino que pueden 
emerger ciertas formas de activismos que suponen mayores riesgos sin elevar 
necesariamente los costos. Bajo este contexto, la acción colectiva de alto riesgo supone 
entonces un aumento considerable de los peligros anticipados de ciertas formas de 
activismo bajo contextos especiales. 
 
Uno de los contextos que suponen mayores riesgos para los activistas, puede 
encontrarse en los regímenes en los cuales el Estado es altamente represivo, tales como 
las dictaduras. En este escenario, Mara Loveman (1998) intenta analizar la emergencia 
de organizaciones defensoras de derechos humanos durante el periodo de las dictaduras 
en  el Cono Sur, las cuales se convirtieron en focos de resistencia a la represión estatal. 
En consecuencia, la propuesta de la autora para explicar la movilización en estos 
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escenarios de alto riesgo4, plantea una serie de conceptos ligados a la configuración de 
“redes sociales y políticas, con capacidad para movilizar ciertos recursos, en las cuales 
existe un proceso continuo de participación y construcción de identidades” (Loveman, 
1998, p. 478).  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, Loveman rescata la importancia de las redes sociales 
personales de los participantes en las organizaciones de derechos humanos, 
particularmente aquellas interacciones con redes más institucionales como la Iglesia 
Católica, las cuales, en el caso de Chile, pudieron sostener de manera más eficaz las 
organizaciones que en el caso argentino, donde el movimiento logró en menor medida 
sus objetivos. Estas redes institucionales aumentaron el nivel de confianza dentro del 
movimiento, permitiendo contrarrestar algunos desincentivos a la movilización 
relacionados con la persecución del Estado.  Igualmente, este tipo de conexiones que 
tuvieron los movimientos posibilitaron su acceso a distintos recursos, principalmente al 
espacio físico, y a atar sus demandas a ciertos “asuntos internacionales” que les 
permitieran mayor notoriedad (Loveman, 1998). 
 
 Otro trabajo importante que intenta responder el interrogante sobre el porqué de la 
acción colectiva en contextos de alto riesgo, puede observarse en el libro de Wood 
(2003) y su explicación sobre la acción colectiva insurgente en El Salvador, entendida 
ésta como la participación de los campesinos5 en actividades de apoyo a la guerrilla, que 
significaba afrontar altos riesgos como la desaparición, los homicidios, las masacres o las 
torturas.  
 
La tesis que propone Wood (2003) para explicar este tipo de acciones colectivas se 
sustenta en las motivaciones individuales de los campesinos, relacionadas con sus 
emociones, percepciones morales, y el nacimiento de cierta cultura política que un 
ambiente de emergencia de la insurgencia y de represión estatal, logró incentivar la 
                                               
 
4
 El alto riesgo definido por la autora se refiere a la sistemática violación a los derechos humanos 
por parte del Estado, entre los que se encuentra “los arrestos, las torturas, las desapariciones, el 
homicidio de quienes participaran en acciones contra el gobierno, sus amigos y familiares.” 
(Loveman, 1998, p. 478) 
5
 La autora es clara que la acción colectiva insurgente de la que habla es realizada por la 
población civil, aquí no incluye a militantes de las organizaciones insurgentes como tal. 
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participación y el apoyo en las actividades insurgentes a una gran cantidad de 
campesinos. En efecto, la autora propone cinco elementos que componen su modelo 
motivacional sobre la acción colectiva insurgente. Los tres primeros puntos que resalta 
Wood (2003) se relacionan con las emociones y los compromisos morales: 1.) el 
compromiso moral por la justicia social, enmarcado en el deseo y voluntad de Dios; 2.) el 
sentimiento de ira debido a la respuesta represiva del Estado, y en consecuencia su 
deseo por desafiarlo; 3.) el placer de participar y ayudar a la insurgencia, es decir, el 
sentimiento de orgullo y gusto por cambiar una sociedad tan injusta. En las áreas y 
lugares que estudió Wood, estos sentimientos que motivaron la participación de los 
campesinos en la insurgencia, se desarrollaron a partir de un doble proceso: la presencia 
de redes sociales creadas por la guerrilla cercanas a la población; el pasado de violencia 
Estatal sufrido por la comunidad en estas zonas. 
 
Por el lado de la producción colombiana, el conflicto armado ha sido considerado una 
variable contextual importante, que en algunas ocasiones se ha presentado como un 
escenario de alto riesgo para la acción colectiva, pero que en general ha moldeado y 
otorgado unas características particulares a la movilización social en Colombia. 
   
 A partir de este panorama, Mauricio García (2005) propone una configuración de la 
acción colectiva teniendo en cuenta la debilidad institucional del Estado colombiano, que 
ha fortalecido en parte a los actores del conflicto armado en muchas regiones, lo que ha 
conllevado a “que en la práctica (el Estado sea) incapaz de imponer sus pretensiones 
frente a otros actores locales, con frecuencia armados y con los cuales se ve obligado a 
negociar o a transigir” (García, 2005, p. 164). En este escenario, los actores sociales se 
ven inmersos en la tramitación de sus demandas por medio de los grupos ilegales, 
llevando a cabo determinadas estrategias que les permitan adecuarse a la situación de 
conflicto armado. 
 
Teniendo en mente este planteamiento, García (2005) postula 3 tipos principales de 
acción colectiva, dependiendo del uso de las vías institucionalizadas y de su racionalidad 
(valorativa-instrumental).  En efecto, las acciones que mantienen una racionalidad 
valorativa -percibir los objetivos como fines en sí mismos-, pueden diferenciarse según el 
uso de estrategias institucionales. Así, se encuentra en primer lugar la opción ciudadana, 
cuyas luchas se enmarcan en las vías institucionales, seguidamente la opción heroica, la 
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cual tiende a realizar sus acciones por fuera de cualquier tipo de institucionalidad, y por 
último, la opción bifronte, cuya actividad combina medios institucionales y no 
institucionales. Por el otro lado, las acciones que mantienen una racionalidad 
instrumental -un énfasis en los medios sin considerar plenamente el objetivo como único 
e irremplazable- se dividen en tres opciones: la vía paternalista, la cual intenta sacar 
provecho de los recursos que las instituciones puedan ofrecer; el escape  o la huida, 
referida a los casos de desplazamiento en Colombia; finalmente, el acomodamiento, el 
cual implica una adaptación al entorno social, donde no existe ni rebelión ni conformidad. 
  
Haciendo este paralelo entre la racionalidad instrumental y valorativa de las luchas sociales 
en los contextos de conflicto armado, altamente desinstitucionalizados, García concluye su 
planteamiento haciendo énfasis en una preocupación referente al carácter de la acción 
colectiva: 
 
El gran riesgo que corren las ACC [acciones colectivas contenciosas] consiste en que 
la incidencia de los entornos híbridos y, en particular, la fuerza de los intermediarios o 
redes de poder que allí operan termine siendo tal que la acción colectiva se 
desnaturalice, pierda su carácter participativo, político y altruista y se convierta en 
una defensa coyuntural e instrumental de personas o grupos en situaciones de 
guerra o de conflicto (…) esto significa una pérdida de los referentes políticos y de la 
lucha política en beneficio de una lucha instrumentalista, en la cual los riesgos de que 
una violencia banalizada tenga lugar son muy altos. (García, 2005, p. 180) 
 
Profundizando en este tipo de acciones colectivas que están enmarcadas en la dinámica 
del conflicto armado, María Teresa Uribe (2006) aborda el estudio de la resistencia y las 
estrategias de supervivencia de los grupos subordinados, diferenciando dos escenarios 
de conflicto armado: la existencia de un solo operador de orden y violencia, o la disputa 
entre operadores de violencia. 
 
 En las zonas donde domina un solo operador de violencia y orden, la autora sostiene 
una estrategia de acomodamiento, de tal forma que “las personas se someten al orden 
impuesto por éste y no expresan de manera pública su rechazo o inconformidad” (Uribe, 
2006, p. 65). Las lógicas de acomodamiento también vienen acompañadas por la 
aceptación  de la población hacia el comportamiento del operador, en tanto este último 
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puede ofrecer seguridad, orden y, en esta medida, disminuir la incertidumbre de la 
guerra. A pesar de la adaptación al actor armado, la autora precisamente señala las 
formas no ortodoxas de resistencia, ligadas a la esfera de lo cotidiano-doméstico. A partir 
del aporte de James Scott (2000), Uribe denomina la infrapolítica y discurso oculto, como  
 
Una serie de formas de resistencia muy variadas entre las cuales está la falsa 
sumisión, el incumplimiento pasivo, la ignorancia fingida, la difusión de rumores, el 
engaño deliberado, la burla, la risa, los chismes […] se trata de prácticas a menudo 
ignoradas, no visibles y de cierta forma ilegibles, pues transcurren por el mundo 
difícilmente aprensible de la cotidianidad y, aunque tienen como propósito principal la 
inmediata búsqueda de la supervivencia, en ellas subyace una lucha por la 
autonomía y por la independencia de todo poder autoritario legal o ilegal. (Uribe, 
2006, p. 66) 
 
Las resistencias que se desarrollan en estos escenarios de conflicto armado, han sido 
también retomadas por  Ricardo Peñaranda (2010, 2015), bajo la categoría de 
adaptación en resistencia6 para entender las relaciones entre las guerrillas y los grupos 
indígenas en Colombia. Este concepto hace referencia a la “capacidad de los pobladores 
rurales de adaptarse a situaciones de dominación, incluso por largo tiempo, sin renunciar 
a la conservación de un cuerpo de derechos cuya supervivencia implica el carácter 
contingente de la adaptación” (Peñaranda, 2015, p. 46). En este sentido, las 
comunidades adquieren un rol activo en las relaciones que mantienen con los grupos 
armados, con la finalidad de conservar y ampliar su autonomía, exigiendo ciertos límites al 
accionar de estos actores. De este modo, la población no sólo es víctima de los abusos y de 
la violencia, sino que puede constituir acciones de resistencia con una determinada 
intencionalidad política (Peñaranda, 2015). 
 
Estas prácticas de resistencia y búsqueda de la autonomía por parte de la población que 
plantean Uribe (2006) y Peñaranda (2015), pueden verse seriamente afectadas en 
escenarios de alta confrontación armada, cuando se presentan disputas territoriales por 
                                               
 
6
 El autor recoge esta categoría a partir del trabajo de Steve Stern (1987). Resistencia, rebelión y 
conciencia campesina en los Andes. Siglo XVIII al XX. 
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la presencia de más de un operador de violencia.7 En efecto, Uribe (2006) sostiene que 
bajo este escenario de incremento de las hostilidades se originan diversas acciones de 
tinte pacifista y cívico a partir de las cuales se pretende la protección de la vida. Los 
valores generales y abstractos que defienden estas formas colectivas protegen a la 
población de presuntos ataques, en la medida en que su protesta va dirigida hacia la 
guerra más no, hacia un actor en específico. Igualmente, otro tipo de estrategias usadas 
en estos escenarios, corresponde a la declaración de neutralidad activa de la población 
civil, o la negociación de acuerdos sobre el respeto al derecho internacional humanitario 
promovido por distintos actores políticos y civiles frente a la acción de los grupos 
armados al margen de la ley8 . 
 
Bautista (2010) complementa estas características de las acciones colectivas en el marco 
del conflicto armado a partir de las  conclusiones a las que llega en su estudio de caso 
sobre las movilizaciones en los municipios de Líbano y Chaparral. En primer lugar, el 
énfasis que otorga Bautista al éxito de la acción colectiva desarrollada en ambientes 
hostiles se debe a los recursos disponibles con los que cuentan los participantes, algo ya 
planteado en el análisis de Loveman (1998). En segundo lugar, la autora propone la 
presencia de los actores armados como un factor insuficiente para configurar los riesgos 
y peligros de la acción colectiva. En consecuencia, para Bautista (2010) el riesgo de la 
acción colectiva en los escenarios de conflicto armado va a depender del choque de 
intereses económicos y políticos de los distintos actores, tanto de los grupos armados 
como de los dirigentes de las organizaciones campesinas, lo cual los lleva a un nivel de 
confrontación determinado. Todo esto teniendo en cuenta que esos intereses cambian en 
                                               
 
7
 En otro de sus textos, Uribe (2002) afirma lo siguiente sobre esta dinámica: “las hostilidades 
cuando llegan a un alto grado de intensidad adquieren dinámicas propias, lógicas esencialmente 
bélicas y sentidos nuevos, pasando a un segundo plano las razonas, las causas o las 
justificaciones que hicieron posible el enfrentamiento o la hostilidad; la guerra no nace de la 
hostilidad total, por el contrario, ésta nace de la guerra y una vez que se instaura, la gramática de 
las acciones y reacciones armadas pueden aparecer como irracionales y contradictorias en 
relación con las razones que produjeron el enfrentamiento” ( p. 196). 
8
 Estos escenarios de disputa en los cuales aumenta la violencia contra la población civil, han sido 
tratados de forma cuantitativa por Rubio (2000), afirmando el autor lo siguiente: “en los lugares en 
los que, de acuerdo con el reporte de presencia simultánea de varis actores armados en 1997 se 
puede colegir que es más intenso el conflicto, se observan como cabía esperar, mayores niveles 
de violencia. Los datos de muertes violentas por habitante en los municipios en donde actúan 
varios actores armados son cerca de 60% superiores a los de aquellos con presencia exclusiva de 
uno de estos grupos” (p.169-170). 
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el tiempo, lo que hace variar el riesgo según el momento.  
 
Finalmente, con la intención de construir un índice que permita denotar las zonas donde 
será más riesgosa la acción colectiva en contextos de conflicto armado, Ricardo 
Peñaranda, Bautista, et al (2011), definen a partir de la amenaza, la vulnerabilidad, y la 
protección, un índice de riesgo de la acción colectiva. La amenaza se encuentra referida 
a la “posibilidad y capacidad de los grupos armados de causar daño a la población civil” 
(Peñaranda, et al, 2011, p. 22). A partir de la propuesta de Kalyvas (2006) sobre el nivel 
de control y la violencia ejercida por los actores armados, los autores plantean las zonas 
con controles parciales como aquellas que representan una mayor amenaza para la 
población. La vulnerabilidad “se trata de un factor de riesgo interno que da cuenta de los 
aspectos que limitan la capacidad de la población civil para afrontar y superar las 
amenazas” (Peñaranda et al, 2011, p. 28). Por último, la protección se formula como los 
medios de resistencia a los cuales la población tiene acceso. En efecto, la protección 
está relacionada con las capacidades institucionales, materiales e individuales para 
enfrentar la adversidad o con  las estrategias de protección concretas construidas por las 
comunidades. 
 
Desarrollando algunos estudios de caso, los autores plantean tres conclusiones generales 
sobre la acción colectiva de alto riesgo. En primer lugar, existe una correspondencia entre el 
incremento de la violencia y las acciones colectivas, sin embargo en algunos casos las 
condiciones hostiles llegan a desmovilizar, mientras en otros la protesta se fortalece. En 
segundo lugar, una mayor vulnerabilidad ha implicado normalmente la determinación hacia la 
movilización. Por último se concluye la inexistente relación entre mayor protección y 
movilización.  
 
Estas propuestas sobre la acción colectiva en escenarios de conflicto armado, sobre todo 
las tesis referidas a las zonas de disputa como escenarios de alto riesgo para las 
acciones de resistencia, tiene su correspondencia para el caso de la movilización de la 
ANUC en Sucre durante los años 90‟s. En este sentido, tal como planteaba Uribe (2006), 
en estos escenarios en los cuales hay más de un operador de violencia, existiendo una 
continua disputa y confrontación armada, las acciones colectivas giran en torno a ideales 
abstractos  y demandas tendientes a solicitar el cese a la violencia. Es así como este tipo 
de escenarios altamente conflictivos y represivos dieron lugar, para el caso de la ANUC, 
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a la “desnaturalización”  de su acción (García, 2005), por cuanto durante este periodo el 
problema de la tierra quedó suspendido. 
1.3 La Guerrilla y la movilización social 
Las anteriores entradas analíticas han permitido comprender las relaciones entre la 
movilización social y el conflicto armado desde distintas aristas, abarcando una serie de 
procesos que pueden emerger de estas interacciones. En este sentido, se ha propuesto 
en primer lugar, cómo a partir de la radicalización de la movilización social hay un 
escalamiento de la violencia que puede derivar en la emergencia de actores armados 
como las guerrillas; seguidamente, se ha planteado cómo algunos escenarios del 
conflicto armado han dado lugar a acciones colectivas de resistencia y movilización. La 
idea de este tercer apartado es profundizar en estas interacciones entre la movilización 
social y el conflicto armado a partir del análisis de un actor armado específico: la guerrilla. 
 
A primera vista, se piensa que podría existir una fuerte correspondencia entre ambos 
actores (guerrilla-movimiento social) debido, principalmente, a los lugares comunes de 
sus demandas: la reforma agraria, la justicia social, la igualdad, la equidad, la distribución 
de la riqueza. De hecho, como se planteó en la primera sección, las organizaciones 
insurgentes pueden emerger a partir de un amplio escenario de movilización social. No 
obstante, estas coincidencias no derivan inmediatamente en un apoyo a la causa 
guerrillera por parte de los movimientos sociales, y viceversa. En este sentido, hay 
diferentes tácticas y métodos que usa la guerrilla para relacionarse con los movimientos 
sociales, que a su vez dependen de factores internos de la insurgencia, de los objetivos 
sobre el territorio, así como del periodo de análisis que se tome en consideración. En 
consecuencia, con el propósito de entender esta variación, esta sección hace alusión a 
algunos estudios recientes sobre la guerra civil que enfocan sus análisis en la relación 
guerrilla-población. Al final de esta sección, se plantean ciertos escenarios que permiten 
entender las formas de relacionamiento entre la guerrilla y los movimientos sociales, 
proponiendo algunos alcances de esta perspectiva para el caso de estudio de la ANUC. 
 
La población civil siempre ha tenido un papel central en la estrategia de las guerrillas que 
desde distintas teorías y posturas marxistas afirmaban la importancia de las masas y la 
movilización y organización social, para la consecución de sus fines políticos y militares. 
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En este sentido, planteando su modelo de guerra popular prolongada (GPP), Mao hacía 
énfasis en este punto sosteniendo:     
 
La movilización de todo el pueblo formará un vasto mar para ahogar al enemigo, creará 
las condiciones que habrán de compensar nuestra inferioridad en armas y otros  
elementos, y proporcionará los requisitos previos para superar todas las dificultades en la 
guerra. A fin de obtener la victoria, debemos perseverar en la Resistencia, mantener el 
frente único y persistir en la guerra prolongada. Pero todo esto es inseparable de la 
movilización del pueblo. Querer alcanzar la victoria y descuidar la movilización política es 
lo mismo que „tratar de dirigirse al Sur con el carruaje orientado al Norte.‟ (Tseng Tung, 
1968, p. 158) 
 
En esta medida, la GPP proponía la construcción de contra-poderes o bases de apoyo 
que contribuyeran al alzamiento popular: “se plantea la configuración de poderes 
alternativos en las “zonas liberadas”, como consecuencia de la guerra y del control 
territorial de las fuerzas revolucionarias” (Aguilera, 2014, p. 50). En sintonía con lo 
anterior, el modelo insurreccional, sustentado en la experiencia de la Revolución Rusa, 
planteaba que “la acción militar debe corresponder a una fase de la confrontación, que 
requiere de la actividad de una organización popular, de un momento oportuno y de una 
preparación sigilosa y sistemática” (Aguilera, 2014, p. 47). Según estos modelos, la 
población civil tomaba entonces un activo rol en la construcción de los acumulados 
organizativos de los insurgentes, y se convertía en el principal aliado de la revolución. 
 
Ahora, más allá de este potencial revolucionario que pregonaban estas tesis marxistas, lo 
cierto es que la población civil es importante para la guerrilla, en cuanto es necesaria 
para el desarrollo de las tareas más cotidianas, comunes y a su vez de vital importancia 
para la supervivencia de la insurgencia:  
 
La movilidad, por ejemplo, depende de la provisión de comida, refugio, mano de obra para 
la instalación de minas, mensajeros, todos estos servicios que requieren de una activa y 
clandestina cooperación civil ante las narices del enemigo […] La inteligencia depende de 
un íntimo contacto con la población, de tal forma que se pueda desarrollar una base de 
apoyo que incluya a mujeres, ancianos y niños […] Finalmente, el apoyo popular es 
esencial en cuanto la desigualdad militar de los insurgentes, cuya lucha se vuelve una 
guerra donde la moral guerrillera es un as bajo la manga, y la moral no puede sostenerse 
cuando se está aislado de la población. (Ahmad, 1982, citado por Mampilly, 2007, p. 60) 
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Pese a reconocer esta importancia del apoyo popular tanto en términos estratégicos y 
militares, como para los objetivos revolucionarios de la guerrilla, es necesario considerar 
que las prácticas y comportamientos de la insurgencia frente a la población civil pueden 
variar y muchas veces ir en contravía de los ideales por los cuales en principio está 
sustentada su lucha9 (Weinstein, 2006, pp. 32–33). Desde esta mirada, la guerrilla debe 
balancear entonces dos opciones comunes en su accionar: el uso de la violencia y su 
necesidad por construir consensos y legitimidad en la población (Mampilly, 2007, p. 61).  
 
Esta variación y determinación por usar la violencia o recurrir a otras formas de 
relacionamiento con la población civil, se convierte en un punto importante a examinar 
para el caso colombiano, en el cual la guerrilla ha tenido una prolongada actividad en el 
tiempo, al igual que una presencia en diversos territorios del país, cuestión que en efecto 
ha ocasionado que su comportamiento con la población civil no siempre respete o se 
corresponda con sus ideales revolucionarios o sus plataformas políticas (la reforma 
agraria, la justicia social, etc). De ahí resulta que el entendimiento de esta relación 
guerrilla-población, pasa por la contextualización del periodo de análisis que se pretende 
estudiar y por la caracterización del territorio donde actúa la guerrilla, distinguiendo así 
algunos elementos tales como: el origen de la insurgencia, sus objetivos sobre 
determinado territorio, el nivel de competencia y rivalidad por los recursos y la fortaleza 
de las instituciones locales. 
    Siguiendo el planteamiento de Pizarro (1996), el origen o emergencia  de la guerrilla 
puede estar sustentada o relacionada con tres causas:  
 
1. Los conflictos sociales o movimientos sociales en lo local (guerrilla societal) 
2. La guerrilla  puede surgir como el aparato militar de un partido político que hace 
presencia en el territorio (guerrilla de partido) 
3. La guerrilla puede estar atada a un proyecto fuertemente militarista de toma del poder 
(guerrilla militar).  
                                               
 
9
Uno de los casos que señala Weinstein (2006) sobre el tema corresponde al Frente Unido 
Revolucionario de Sierra Leona, en el cual muestra cómo esta organización pese a que incluía en 
sus demandas cuestiones democráticas y de justicia social que permitieran el empoderamiento de 
la población, en la práctica toda esta ideología se convirtió en una forma para justificar las 
violaciones sexuales, el reclutamiento forzado y demás acciones violentas contra los civiles.   
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Acorde con Pizarro (1996), cuando la guerrilla emerge en el territorio a partir de conflictos 
sociales o movimientos sociales, la relación entre ella y la población civil puede ser 
bastante fuerte, debido a la cercanía y a la conexión entre la causa guerrillera y las 
demandas inmediatas de la población. Por tanto, en este escenario, el uso de la violencia 
contra los civiles es limitado, debido a dicho vínculo con la comunidad. Cuando la 
guerrilla aparece como el brazo armado del partido político, el partido tiene como 
propósito principal la consecución de sus objetivos políticos. En este sentido, el partido 
puede favorecer métodos políticos e ideológicos de relacionamiento con la población civil 
para obtener su apoyo. En estos dos primeros casos, en los cuales es posible que 
prevalezcan los objetivos políticos y sociales de la guerrilla, ésta tiende a emplear 
métodos lejanamente coercitivos, sustentados en incentivos selectivos, la prestación de 
algunos servicios públicos, medios propagandísticos de su lucha e ideología, todas 
aquellas herramientas que le permitan la construcción de bases y organizaciones 
sociales importantes para su causa.   
 
El caso contrario sucede con la de origen militarista que presenta Pizarro. Este tipo de 
guerrilla al emerger como un proyecto que busca la construcción de un aparato 
meramente militar, se presenta de manera descontextualizada con respecto a las 
demandas de la población, lo que trae como consecuencia que la guerrilla se relacione 
con los civiles por medio de la intimidación, dado que puede prescindir de la comunidad 
(Pizarro, 1996, p. 76). Este carácter profundamente militarista está sustentado para el 
autor en las guerrillas que se inspiraron en el modelo foquista de la revolución cubana, y 
en este sentido, en la posibilidad de acelerar la victoria por medio de una vanguardia 
militar que dirigiera la revolución, como en sus primeros años lo fue el ELN, por ejemplo.  
 
Estas causas y motivos iniciales que tiene el accionar de la guerrilla pueden variar en el 
tiempo, sobre todo cuando se presenta un proceso de expansión de la insurgencia a nuevos 
territorios, que se alejan de sus bases sociales o lugares de origen. En este sentido, la 
guerrilla puede tener distintos objetivos sobre los diferentes lugares donde pretende 
instalarse:  
 
Algunos territorios son deseados porque son fáciles de conquistar, adhiriéndose al 
control de la guerrilla; otros son económicamente más importantes por sus recursos 
naturales. Hay territorios también que son corredores estratégicos para el tráfico ilegal 
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de recursos. Otras áreas pueden tener un valor político porque movimientos sociales 
simpatizan con el actor armado y su oposición al Estado es fuerte. También algunos 
lugares están destinados a la protección y salvaguardia de los comandantes, o para la 
recuperación de combatientes heridos, o su entrenamiento. (Arjona, 2010, p. 79) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el interés de la guerrilla por el territorio puede estar 
relacionado entonces con alguna actividad económica. En este caso, según Weinstein 
(2006), las insurgencias que se constituyen alrededor de la explotación de recursos 
naturales u otras actividades económicas, tienden a usar de una manera más frecuente la 
violencia contra los civiles. De esta forma, estos “rebeldes oportunistas”, atraen reclutas 
indisciplinados quienes sacrifican los objetivos colectivos del grupo por sus intereses 
individuales. Por tanto, la falta de obediencia y restricción termina siendo un factor que 
genera un uso reiterado de la violencia contra la población civil10. Por el contrario, 
Weinstein (2006) muestra que cuando un grupo está organizado y sostiene su lucha a 
partir de la colaboración de sus bases sociales, estos “activistas rebeldes” muestran un 
mayor compromiso por la protección de la población, restringiendo el uso de la violencia. 
 
Ahora, estos objetivos y propósitos de la guerrilla sobre el territorio, están sujetos a su 
vez al control  que la insurgencia ejerza en estas zonas, teniendo en cuenta de esta 
manera la presencia de otros actores armados y el nivel de confrontación entre la 
guerrilla y éstos últimos por los recursos. En este sentido, cuando la guerrilla se 
establece en una zona no conflictiva y relativamente segura, estos lugares pueden ser 
utilizados como fuente de abastecimiento, de recursos para la guerra, o territorios 
seguros para el refugio de los comandantes, de descanso y recuperación de los 
combatientes heridos (Aguilera, 2014). Ante este contexto, la guerrilla restringe el uso de 
                                               
 
10
 Es importante resaltar que a partir de este planteamiento sobre la disciplina interna y el 
reclutamiento dentro de los movimientos guerrilleros, algunos estudios recientes han tomado en 
consideración las normas y formas organizativas al interior del grupo insurgente como una 
variable que moldea la relación con la población civil. En consecuencia, la ausencia o uso de la 
violencia es  el resultado de una norma interna del grupo armado que la prohíbe o la incentiva, y a 
su vez es obedecida por los combatientes debido a la fuerte jerarquía y disciplina del grupo (E. J. 
Wood, 2009, 2015). Otro factor interno que puede incidir en esta relación, es la ideología. Así, 
algunos grupos pueden mostrar cierta restricción por los métodos violentos debido a sus 
convicciones y compromisos ideológicos. De igual manera, la ideología puede ser un medio para 
justificar la violencia contra los civiles, como puede notarse en gran medida en los conflictos 
étnicos  (Gutiérrez & Wood, 2014).  
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la violencia contra los civiles debido a que su presencia no se encuentra amenazada por 
otros actores armados. En otras palabras, el grupo insurgente puede “hacer más” por la 
población civil cuando su seguridad no está siendo cuestionada (Metelits, 2010, p. 12, 26). 
Según Metelits (2010), en estos casos donde no existe rivalidad ni competencia entre actores 
armados, los objetivos económicos que predominen en el grupo guerrillero en lugar de ser un 
incentivo para usar la violencia, pueden motivar la negociación con los civiles y llevar a la 
guerrilla a intervenir en los asuntos de la comunidad, especialmente cuando la explotación 
del recurso económico depende de una alta participación de los no combatientes11. 
 
En contraste con lo anterior, las zonas en disputa, tal como lo advierte el término, son 
lugares que no controlan las guerrillas y en donde existe una presencia continua de otros 
actores armados con los cuales hay una confrontación permanente por el territorio o por los 
diferentes recursos (Metelits, 2010). Debido a este alto nivel de confrontación, la guerrilla 
puede reenfocar sus prioridades hacia el aspecto militar, con la finalidad de preservar su 
control sobre el territorio así como garantizar su sobrevivencia. Bajo estas condiciones, el 
uso de la violencia contra los civiles toma un importante lugar en la estrategia de la guerrilla 
como un medio para eliminar los posibles aliados del bando enemigo. 
 
Hasta aquí se han mostrado las distintas variaciones del comportamiento de la guerrilla, 
observando los casos en los que estas organizaciones usan o restringen el uso de la 
violencia contra la población. De esta manera, se ha propuesto que cuando la guerrilla 
tiene un origen social o político o cuando existe un nivel de confrontación bajo, la 
insurgencia apela a otras formas no violentas de interactuar con la población civil. Entre 
estas estrategias puede resultar la pretensión de la guerrilla por intervenir en mayor 
medida en los asuntos civiles y de esta forma constituir ciertas normas y acuerdos con la 
población que tiendan a conservar su poder y autoridad en los lugares donde mantiene a 
sus combatientes. Estos procesos han sido llamados por algunos autores como los 
gobiernos rebeldes (Mampilly, 2007) o desde la perspectiva de Wickham-Crowley (1987) 
los contra-estados. La autoridad que poco a poco va construyendo la guerrilla depende 
de reglas que, tal como sustenta Wickham-Crowley (1987), normalmente están basadas 
                                               
 
11
 Incluso Weinstein en cierta parte de su libro, llega a plantear este punto aportado por Metelits 
(Weinstein, 2007, p. 173). Sin embargo el autor no profundiza en el asunto, sustentando los 
intereses económicos de la guerrilla como causa de la violencia contra los civiles. 
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en la provisión de servicios como la seguridad, la garantía de orden, la mediación en 
ciertas disputas, la justicia, al igual que la oferta de ciertos servicios públicos como salud 
o educación. En este orden de ideas, Wickham-Crowley (1987) propone que el apoyo de 
la población a la guerrilla, no está sustentado necesariamente en el terror o en la toma de 
conciencia, sino principalmente en el intercambio de ciertos servicios que los civiles y la 
guerrilla acuerdan. 
 
Esta idea de la intervención y la regulación de los asuntos civiles, depende a su vez de la 
calidad de las instituciones locales antes de la llegada de la guerrilla. En este sentido, 
Arjona (2010) propone que el tipo de reglas y normas que establece el grupo armado con 
la población civil, dependen no solo de los niveles de control territorial o rivalidad, sino 
también del nivel de fortaleza de estas instituciones locales. Esta fortaleza institucional 
puede definirse a partir de dos elementos: la legitimidad (que sean reconocidas por la 
población civil) y su efectividad (que pueda resolver los asuntos y conflictos de la 
comunidad). Desde esta perspectiva, la autora plantea basar la resistencia civil frente a 
los actores armados como una consecuencia de la capacidad institucional. En efecto, si 
las instituciones son fuertes, hay una mayor probabilidad a resistir la presencia, poder e 
intervención de la guerrilla en los asuntos civiles. Por el contrario, si las instituciones son 
débiles, no hay potencialidad para la resistencia, en tanto las personas no cuentan con la 
posibilidad de organizarse colectivamente, lo que proporciona una oportunidad para que 
la guerrilla pueda involucrarse en las cuestiones de la comunidad. Adicionalmente, es 
necesario considerar que este análisis que realiza Arjona tiene una visión amplia de la 
institucionalidad, no sólo referida al Estado, sino también a instituciones informales 
conformadas por la misma sociedad civil. Así, en esta categoría la autora llega a incluir a 
los movimientos y organizaciones sociales.  
 
Tomando en consideración el anterior análisis, Arjona (2010) propone tres escenarios a 
los que denomina órdenes sociales de la guerra, que permiten entender con mayor 
claridad esta relación entre la guerrilla y la población civil: 
 
 En primer lugar, la autora propone una rebelocracia, que se refiere a un orden 
caracterizado por una baja calidad y presencia de instituciones, facilitando así la 
intervención de la guerrilla en los asuntos civiles, negociando con la comunidad y 
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ofreciéndole determinados servicios. Usualmente, la violencia es ejercida como un 
castigo por desobedecer estas normas acordadas. 
 
 El segundo escenario es denominado un orden de Vigilancia, en el cual hay una 
presencia y una fuerte legitimidad de las instituciones; como consecuencia, la 
intervención en los asuntos civiles por parte de la guerrilla tiene ciertas restricciones, 
en la medida en que su accionar puede ser resistido y limitado por los civiles. En este 
escenario la guerrilla llega entonces a unos mínimos acuerdos con la población civil 
que garantizan su seguridad. Si los acuerdos son incumplidos, aparece entonces la 
resistencia civil así como los métodos violentos. 
 
 En contraste con los anteriores escenarios, en el orden que la autora llama Desorden, 
se presenta la competición y disputa entre diferentes actores armados por el control 
sobre el territorio y los recursos. Esta situación, hace que la guerrilla se enfoque en 
sus objetivos militares y el mantenimiento de la seguridad, debilitándose así la 
relación con la población civil. Como resultado, no existen acuerdos con los civiles, o 
las normas acordadas ya no son respetadas, convirtiéndose la violencia contra la 
población en un mecanismo frecuentemente usado para preservar la seguridad. 12 
 
Considerando estos elementos que se han descrito sobre la relación entre la guerrilla y la 
población civil, es posible plantear algunas implicaciones para la relación entre la guerrilla 
y los movimientos sociales, tomando en consideración ciertas proposiciones para el caso 
de estudio de la ANUC. Retomando el argumento de Arjona (2010) sobre la calidad 
institucional y la resistencia civil, se podría considerar a los movimientos sociales como 
estas instituciones informales que juegan un papel importante en la regulación e 
intervención de ciertos asuntos de la comunidad, por lo menos en cuanto a la capacidad 
organizativa de las poblaciones. En consecuencia, dependiendo del nivel de legitimidad y 
                                               
 
12
 Asimismo, este análisis de los órdenes sociales no puede perder de vista, la dinámica interna 
de los grupos insurgentes. En consecuencia, el uso de la violencia puede variar de acuerdo a las 
reglas internas de la guerrilla así como a sus compromisos ideológicos. En este sentido, existen 
métodos o formas de violencia contra la población civil (secuestro, violación, masacres, limpieza 
social) que han definido la identidad y causa del grupo, haciendo difícil su restricción aún en 
órdenes como la rebelocracia o la vigilancia donde no hay ningún tipo de rivalidad; o, por el 
contrario, pueden haber ciertas reglas internas o tendencias ideológicas que prevengan el uso de 
la violencia aún en escenarios de desorden. 
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fortaleza del movimiento en el contexto local, éste puede ejercer cierto tipo de resistencia 
o apoyo al accionar de la guerrilla. A continuación se muestran algunos escenarios y 
efectos de esta relación. 
 
 Prioridad sobre lo social y lo político 
En los casos en los que la guerrilla ha emergido de un conflicto social o de un 
movimiento social, como anteriormente se propuso, habría una fuerte correspondencia 
entre la guerrilla y el movimiento social, al punto que algunos líderes del movimiento 
podrían llegar a ser miembros activos de la insurgencia. En consecuencia, dado este 
vínculo entre ambos actores, sería poco probable que la insurgencia arremetiera 
contra el movimiento o usara estrategias coercitivas. Por el contrario, bajo estas 
condiciones la guerrilla intenta lograr y ayudar a los propósitos del movimiento social. 
De igual forma, la insurgencia de la mano del movimiento social podría tener cierta 
capacidad y facultad para influir en los temas de la comunidad, y regular algunos 
asuntos de las poblaciones. 
 
Cuando el partido político se encuentra ubicado en una zona donde un movimiento 
social tiene presencia, el primero tratará de influenciar al movimiento social, cooptando 
en algunos casos a sus líderes. Por tanto, la relación entre la guerrilla y el movimiento 
social dependerá de las tareas y funciones delegadas por el partido a la insurgencia 
para mejorar, ayudar o incluso debilitar al movimiento, dependiendo esto del nivel de 
conflicto o acuerdo entre el partido y el movimiento social. En estos casos, el partido, 
el movimiento y la guerrilla pueden llegar a construir de manera conjunta reglas y 
normas que les permite regular e intervenir en los asuntos de la comunidad. 
 
En estas experiencias la guerrilla tiende a no usar la violencia contra los civiles, 
incluyendo al movimiento social, debido a sus propósitos políticos y sociales. Es más, 
la violencia puede ser concebida de una forma más defensiva, en contra de los 
oponentes y contrincantes del movimiento social.  
 
Con relación al caso de la ANUC, es importante considerar en este punto, que durante 
la década del ochenta algunos sectores del movimiento, especialmente unos cuantos 
líderes, buscaron por la vía de la insurgencia defender la lucha por la tierra que la 
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organización había emprendido durante los años 70‟s. En este sentido, las 
experiencias del MIR-Patria Libre y del Partido Revolucionario de los Trabajadores, 
como estructuras guerrilleras que provenían de algunos sectores del movimiento 
campesino en Sucre, pueden contener este carácter societal del que hablaba Pizarro 
(1996), lo que ocasionó que en efecto estas organizaciones tuvieran un vínculo 
cercano a la ANUC, y pretendieran el uso de la violencia en una forma defensiva que 
potenciara la lucha por la tierra de la Asociación. 
 
 Prioridad sobre los objetivos militares y económicos 
Cuando la guerrilla tiene la pretensión de constituir un aparato militar o tiene ciertos 
intereses de tipo económico en el territorio, como se ha anotado, los civiles no son una 
prioridad, luego el uso de la violencia contra ellos puede ser frecuente. La negociación 
y el establecimiento de reglas con la población no son importantes, sólo importa los 
asuntos relacionados con la seguridad de la insurgencia. De esta forma, la guerrilla y 
el movimiento social pueden acordar un arreglo mínimo que garantice la seguridad del 
grupo armado así como el desarrollo del movimiento social. Cuando los pactos se 
rompen, se dará lugar al conflicto entre ambos actores, especialmente si el 
movimiento social está relacionado con la explotación del recurso. La guerrilla puede 
usar aquí algunos métodos coercitivos contra los líderes del movimiento, sabotear la 
movilización o aliarse con sus oponentes. Esta situación puede derivar en un orden de 
Vigilancia como mencionaba Arjona (2010) 
 
Sin embargo, hay casos en los cuales las guerrillas llegan a territorios con una baja 
calidad de instituciones, sin ningún tipo de organización o movilización social fuerte. 
En esta situación, aun cuando la guerrilla desarrolla sus objetivos económicos o 
militares, ella tratará de proveer bienes y servicios, o negociar con la población civil las 
condiciones de sus propósitos económicos. De hecho, en estos órdenes la guerrilla 
puede incluso llegar a facilitar y promover las acciones colectivas y las movilizaciones, 
organizar a la comunidad, y de esta forma intervenir de manera amplia en los asuntos 
civiles. 13  
Este escenario tiene también su correspondencia para el caso de la ANUC, referido a 
                                               
 
13
 Esto se puede observar en el caso de las marchas cocaleras y del movimiento cívico en el 
Putumayo (Ramírez, 2001). 
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la relación entre la Asociación y la guerrilla de las FARC, frente a su llegada al 
departamento de Sucre a inicio de los años 90‟s. La pretensión de las FARC por 
constituir un bloque militar en la Costa Atlántica, junto a su objetivo de dominar un 
corredor de movilidad importante, dio lugar a que la insurgencia no pretendiera 
construir con la población civil relaciones basadas más allá de los aspectos logísticos 
y militares. En esta medida, los líderes de la ANUC entran en contradicciones con las 
prácticas de las FARC, sobre todo cuando la guerrilla trata de instrumentalizar a las 
bases campesinas y cooptar a los mismos líderes dentro de su lucha. 
 
 Las zonas de disputa y los “desórdenes” 
Estas áreas están caracterizadas por la continua confrontación entre actores armados 
quienes pelean por los diferentes recursos que poseen los territorios. Como se mostró, 
en este contexto, las guerrillas y los otros actores armados tienden a enfocarse en su 
seguridad, usando frecuentemente la violencia, y vulnerando los acuerdos o normas 
que se pactaron con la población civil. Luego, en esta situación, los civiles quedan en 
el medio de la confrontación armada. 
      
Como se analizó en el anterior apartado, estas zonas en disputa representan un alto 
riesgo para la movilización y la acción colectiva: cualquier persona por fuera del 
control del actor armado puede convertirse en una amenaza.  Así, en estos 
escenarios, los líderes del movimiento comienzan a ocultar su identidad de activistas, 
especialmente si algún actor armado es aliado de sus contrincantes. Esta lógica de la 
guerra provoca entonces el desvanecimiento de los movimientos, sobre todo cuando 
sus líderes se convierten en blanco de ataques14. No obstante, pese a esta situación 
desfavorable, tal como lo planteó Uribe (2006), la acción colectiva puede emerger 
como resistencia a la violencia. En este sentido, las manifestaciones, los paros, y otros 
                                               
 
14
 Sobre este escenario de alta  intensidad del conflicto armado y de las hostilidades, Uribe (2002) 
reafirma la lógica devastadora que tiene la guerra para los espacios participativos, las distintas 
acciones colectivas y los movimientos sociales, resaltando así lo siguiente: “los espacios 
participativos, las localidades descentralizadas, las movilizaciones colectivas, las organizaciones y 
los movimientos sociales (son) colonizados por la guerra, convirtiendo la esfera de la acción 
participativa en otro campo de la disputa de los actores armados; bien para liquidar eventuales 
enemigos u opositores, bien para cooptarlos e incorporarlos a sus propósitos de dominio exclusivo 
y sus objetivos militares” (p. 197). 
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tipos de repertorios aparecen como una voz de protesta demandando la paz y el cese 
al fuego. Todas estas solicitudes están dirigidas hacia valores generales como la paz, 
tratando la población de no tomar partido por ningún actor armado. En realidad, estas 
acciones intentan evidenciar la posición neutral de la población civil en estos conflictos 
(Uribe, 2006). 
 
En efecto, a mediados de los años 90‟s, el departamento de Sucre se convirtió en un 
zona de alta confrontación entre la guerrilla y los paramilitares, lo que trajo la violencia 
contra los líderes y las bases campesinas de la ANUC. Ante este escenario, la 
Asociación silencia sus actividades y poco a poco la lucha por la tierra es colonizada 
por la lógica de la guerra. Durante estos años, se asisten a unas pocas acciones por 
parte de la ANUC que consisten más en la defensa del derecho a la vida de las 
comunidades campesinas, la demanda por la paz en el campo, y otras 
reivindicaciones que piden cesar la violencia contra la población. 
1.4 Puntos de partida para el análisis del impacto del 
conflicto armado y la insurgencia sobre la ANUC 
Considerando estas tres entradas analíticas (sobre la radicalización, las acciones 
colectivas de alto riesgo, y las relaciones de la guerrilla con la población civil),  los 
siguientes planteamientos pretenden recoger algunas ideas-fuerza sobre los efectos del 
conflicto armado en la trayectoria de la ANUC. Estas proposiciones se han venido 
abordando durante esta sección conceptual del documento, y serán la base orientadora 
de la discusión y el desarrollo de los capítulos posteriores. 
 
1. Es necesario retomar la idea que la dinámica del conflicto armado no siempre 
corresponde con los procesos de movilización social y popular en Colombia, así 
como no se puede derivar de una forma causal, que los actores de la protesta social 
han sido los mismos de la insurgencia. Sin embargo, aunque son procesos en 
ocasiones disonantes, hay intersecciones entre ambos, lo que implica encontrar las 
explicaciones pertinentes para este tipo de cruces.   
 
2. La década de los 70‟s se caracteriza como un periodo de auge de la movilización 
campesina en torno a la lucha por la tierra. En este sentido, la importante 
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participación del Estado y de la propuesta llerista de reforma agraria va a generar 
todo un impulso para la conformación de la ANUC, alejando a la organización, en un 
primer momento de la vía armada como forma de lucha. Posteriormente, la ruptura 
con el gobierno de Pastrana y la interferencia de los grupos de izquierda lleva a una 
fase de radicalización de la organización, donde a pesar que se promueven acciones 
contestatarias que desafían al Estado, este proceso no derivaría en la emergencia de 
guerrillas o en la adhesión del movimiento a las causas insurgentes. 
 
3. Durante los años 80‟s se establecerá un punto de intersección entre la actividad de la 
ANUC y la emergencia de ciertas guerrillas en el departamento de Sucre, bajo un 
contexto de ascenso de la insurgencia y reemergencia de las tomas y la lucha por la 
tierra. De ahí resulta la reorganización de algunos de los sectores de izquierda en los 
que quedó dividida la ANUC a finales de los 70‟s, creando nuevas estructuras 
político-militares (MIR-PL; PRT) que tendrán un carácter defensivo bajo el objetivo de 
proteger las pasadas luchas y victorias por la tierra en el departamento. No obstante, 
estas guerrillas van a encontrarse ante un escenario donde la ANUC deja atrás su 
discurso radical participando en formas más legales de participación, teniendo 
presenta la constante conciliación con los gobiernos locales. 
 
4. De manera distinta al anterior proceso, la presencia de las FARC en el departamento 
de Sucre, surge en el contexto de expansión y conexión territorial de sus frentes, para 
lo cual se vuelve imprescindible el control del corredor que comunica el Golfo de 
Morrosquillo con el Magdalena Medio. Esta predominancia de lo militar sobre lo 
político va a caracterizar las relaciones con la población civil, incluyendo a los 
liderazgos que en los años 90‟s quedan de la Asociación, de manera tal que las 
FARC van a buscar el apoyo de los líderes para establecer su predominio en la zona. 
Sin embargo, la defensa de la autonomía organizativa de la ANUC por parte de sus 
dirigentes va a entrar, en no pocas ocasiones, en tensión con los objetivos de la 
guerrilla.  
 
5. El último elemento a considerar muestra el enfrentamiento entre la guerrilla de las 
FARC y los grupos paramilitares que se profundiza desde mediados de la década de 
los 90‟s. La disputa entre estos actores armados, incrementaría la represión contra 
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los dirigentes campesinos que ya venía en ascenso desde el principio de esta 
década. El conflicto por la tierra cede entonces frente a la agudización del conflicto 
armado, dando como resultado el desvanecimiento de la organización campesina 





2. La ANUC en sucre: Una trayectoria de lucha 
por la Tierra 
Normalmente la trayectoria política y gremial de la Asociación Nacional de Usuarios 
Campesinos (ANUC) se ubica en los años 70‟s, reconociendo dicha década como la 
época dorada del movimiento campesino dada la fortaleza organizativa y el impacto que 
tuvo la organización en el campo colombiano, a través del intento de reforma agraria 
promovido por el gobierno de Carlos Lleras Restrepo. En este sentido, algunos textos 
importantes sobre la Asociación, como lo son las investigaciones de Rivera (1982), 
Escobar (1982, 1983), Zamosc (1978, 1986),  y Múnera (1998), han ubicado sus análisis 
únicamente en la década de los 70‟s asumiendo como punto de declive de la 
organización el inicio de los años 80‟s, producto a su vez  del cambio de dirección de la 
política agraria, al igual que la represión ejercida contra  el movimiento campesino.  
 
A pesar del anterior énfasis dado, el caso del departamento de Sucre, uno de los lugares 
donde la ANUC tuvo mayor acogida y fortaleza, el debilitamiento de la organización a 
finales de los años 70‟s, no significó la derrota ni del movimiento campesino ni de la 
Asociación en esta zona. Por el contrario, los años siguientes a dicho periodo, dan a 
entender  un proceso de reorganización de la ANUC  y reconfiguración de sus objetivos. 
En consecuencia, durante la década del ochenta, el centro de la discusión va a girar en 
torno a la reunificación de la línea Sincelejo, lo cual llevó  a la realización del quinto 
Congreso de la ANUC en 1987, en el cual se constituye la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos Unidad y Reconstrucción (ANUC-UR).  
 
Con el fin de retomar toda esta amplia historia de la ANUC en Sucre, este capítulo 
presenta los principales hitos de la organización y de su movilización durante la década 
del setenta y ochenta. En primer lugar, se propone el proceso de expansión de la 
hacienda en Sucre, junto a las primeras luchas de resistencia campesina como 
antecedentes a la creación de la Asociación; luego, se muestran algunos detalles sobre 
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la reforma agraria y la posterior conformación de la asociación departamental de la 
ANUC en Sucre; seguidamente, se plantea todo el ciclo de movilización y organización 
de la Asociación durante los años 70‟s, tomando en consideración las tensiones con el 
Estado, la cercanía con los grupos de izquierda, y el posterior reflujo de la organización. 
Es importante advertir que para este análisis de los años 70‟s se recurrió a los trabajos 
de la ANUC referenciados anteriormente, debido a que esta trayectoria, por más que ha 
sido reiteradamente estudiada, no podría faltar en este presente documento que 
pretende ubicar los periodos de movilización de la Asociación.  
 
Luego de estos años, viene la reactivación de la ANUC en Sucre durante la década del 
ochenta. Aquí se describen los nuevos procesos de tomas de tierras al igual que la 
reorganización de la ANUC a partir de su V Congreso. Este periodo concluirá, una vez 
más, con el debilitamiento de la organización, a raíz de la entrada del conflicto armado al 
departamento. Contrario al análisis de los años 70‟s, el estudio de la década del ochenta, 
recoge algunos procesos poco conocidos de la trayectoria de la ANUC en Sucre, 
relacionados con su reorganización al inicio de los años 80‟s, el número de tomas de 
tierra que se efectuaron en esta década, sus demandas y reclamaciones, las marchas y 
movilizaciones, y la represión ejercida contra el movimiento en estos años. Para la 
caracterización de este periodo fue importante la documentación de prensa regional que 
se logró consultar, principalmente artículos del periódico El Heraldo. También fueron 
importantes la consulta de revistas tales como: Colombia: Hoy Informa y Solidaridad 
Aportes Cristianos para la liberación.  
2.1 La hacienda ganadera y las primeras organizaciones 
campesinas en Sucre      
El surgimiento y consolidación de la hacienda ganadera en Sucre tiene como 
antecedentes la instauración de dos instituciones características de la época colonial: 
primero, el otorgamiento de las “mercedes” de tierra a los privilegiados y beneficiarios de 
la Corona como forma de incentivar la conquista del territorio indígena; segundo, la 
encomienda, mediante la cual se agrupaba y organizaba a la población indígena como 
mano de obra que debía pagar ciertos tributos  (Fals Borda, 1976, p. 31).  Ante la 
disminución demográfica de la población indígena en la Costa Atlántica, producto a su 
vez de la eliminación de comunidades como la Zamba y Baranoa, la encomienda entró 
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en decadencia, lo cual dio como resultado el interés de antiguos encomenderos por 
controlar la tierra, desarrollando así relaciones de servidumbre con   los “encomendados” 
que aún tenía a su disposición (Fals Borda, 1976; Reyes, 1978). 
 
El proceso de desarrollo de la hacienda encontró inicialmente serios problemas,  
relacionados en su mayoría con la escasez de mano de obra (Reyes, 1978). En este 
sentido, durante el siglo XVII la hacienda se ve profundamente debilitada a razón de tres 
inconvenientes: primero, la falta de mano de obra esclava, dado los elevados costos de 
importación de esclavos y su debido mantenimiento; segundo, la poca productividad que 
generaba la actividad de las haciendas a la Corona, en parte por los constantes fraudes 
fiscales que se efectuaban; finalmente, la existencia de un mercado regional muy limitado 
que no permitía la conexión con otros lugares del virreinato (Escobar, 1982; Reyes , 1978). 
 
Aunque hubo algunas medidas por parte de la Corona para contrarrestar la baja 
productividad de las haciendas, el poder terrateniente logró sobreponerse a estas 
determinaciones por medio de la expedición de la cédula de San Idelfonso (1780) la cual 
establecía la protección de la propiedad privada (Escobar, 1982). Ante este evento, el 
cual reafirmó el papel de la hacienda, la decisión que tomaron los terratenientes para 
superar el problema de mano de obra, consistió en la expansión cada vez más de su 
territorio, monopolizando más tierra, adquiriendo mano de obra esclava e indígena  sin 
otra alternativa que trabajar en sus propiedades (Escobar, 1982). 
 
La independencia no modificó sustancialmente la estructura de la hacienda sucreña, por 
el contrario, favoreció la concentración, dado que los terratenientes que estaban en el 
bando español perdieron sus tierras, pasando sus propiedades a otros terratenientes del 
lado ganador de la guerra (Havens, Flinn, & Lastarría, 1980).  
 
A mediados del siglo XIX las reformas liberales tampoco mejoraron el anterior patrón. En 
efecto, buscando consolidar un mercado de tierras libre que modernizara la estructura 
económica del país, la abolición de los bienes de “manos muertas”, junto a la eliminación 
de los resguardos indígenas permitieron la adquisición de estos territorios por parte de 
los terratenientes. De igual forma, los anteriores procesos posibilitaron una nueva oferta 
de mano de obra, esclava e indígena, disponible para el trabajo en las haciendas 
(Havens et al., 1980).  
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Además del impulso que tuvo la expansión de la hacienda con las reformas liberales, la 
ganadería en Sucre se vio favorecida por la ampliación del mercado interno,  
consecuencia a su vez del mejoramiento de la vías internas que había traído la 
exportación del tabaco, cuestión que conllevó a la provisión de carne principalmente 
hacia el departamento de Antioquia (Reyes, 1978). Asimismo, Reyes (1978) destaca la 
instalación de nuevos procesos tecnológicos como medios para la monopolización de la 
tierra. Así, a finales del siglo XIX la introducción del alambre de púas “fortaleció al 
latifundio pues cada uno cercaba lo que podía según sus recursos, aprovechando la 
imprecisión absoluta de los linderos” (Reyes, 1978, p. 61). 
 
Ante este panorama expansivo, el único obstáculo que tuvo la hacienda fue la selva. A partir 
de esto, el terrateniente se apoyó entonces de la técnica tradicional de tumba y quema, e 
igualmente usó la mano de obra disponible por medio del  “arriendo por pastos”,  la “tierra por 
pasto”, o “monte por yerba.” Según Fals Borda (1976), los anteriores acuerdos consistían en 
la siembra de pastos para el hacendado, recompensándose  al campesino por medio de la 
siembra de cultivos para su subsistencia. Frecuentemente el campesino terminaba 
endeudado, debido a que vendía estos avances a mal precio, y muchas de sus deudas se 
heredaban a los miembros de su familia, lo que profundizaba esta situación de servidumbre 
en el campo (Fals Borda, 1976, p. 38-39). 
 
Las resistencias de los campesinos, negros e indígenas durante estos años que 
culminaban el siglo XIX, estuvieron básicamente precedidas por la migración a otros 
lugares, tales como las altas montañas o los baldíos (Fals Borda, 1976). Sobre este 
punto Fals (1976) indica la creación de colonos marginales “caracterizados por la 
autosubsistencia, el trueque de productos y la irrigación local del excedente generado” (p. 
41). A pesar de contar con esta opción de partir y colonizar otras tierras, la concentración 
de la tierra fue un proceso que paulatinamente evitó que los campesinos tuvieran la 
opción de marcharse. 
 
No fue sino hasta comienzos del siglo XX, durante la década de los años 20‟s, que 
comenzaron a organizarse pequeñas sociedades de obreros y artesanos quienes 
liderarían una férrea oposición al poder terrateniente. Este despertar del movimiento 
campesino estuvo precedido por dos factores: “el ideológico, con una nueva incidencia 
del socialismo; y el económico, representado en la resistencia del modo de producción 
La ANUC en Sucre: Una trayectoria de lucha por la Tierra 43 
 
campesino, ahora más frontal y organizada, contra la continua tendencia expansionista 
de los terratenientes” (Fals Borda, 2002, p. 145B). En efecto, las primeras asociaciones 
que se establecieron en la Costa Atlántica se nutrieron de las corrientes socialistas, por 
medio de la dirección del obrero italiano Vicente Adamo en 1918. Junto a la corozalera 
Juana Julia Guzmán, Adamo creó en 1918 la “Sociedad de Obreros y Artesanos” en 
Montería y la “Sociedad de Obreras Redención de la Mujer” en 1919, ésta última 
asociación aparecía como una primera respuesta por parte de la mujer a una sociedad 
machista que reproducía su sumisión y favorecía su explotación (Fals Borda, 2002). Es 
necesario indicar que estas primeras experiencias más que contener un recetario 
revolucionario, consistían en una serie de reformas un tanto moderadas, en las que se 
exigía la posibilidad de organización, el respeto de su autonomía y el mejoramiento de 
las condiciones laborales. En este sentido, estas ideas reformistas manejaban un 
lenguaje sencillo, no tan ideologizado, el cual permitía llegar a la raíz de los problemas 
sociales (Fals Borda, 2002, p. 149B). 
 
En 1921, entre los días 21 al 27 de enero en Montería, tuvo lugar una asamblea de 
campesinos y obreros de la Costa Atlántica, la cual tenía por finalidad combatir la 
matrícula, instalada  desde el siglo anterior bajo la Ordenanza 54 de 1892 de la Asamblea 
Departamental de Bolívar, y por el decreto No 34 de 1908 del departamento de Sincelejo 
(Fals Borda, 1976, 2002). La matrícula consistía en un nuevo mecanismo de explotación 
obrera que le permitía al esclavo convertirse en jornalero bajo unas condiciones laborales 
paupérrimas donde el trabajador debía “presentarse con sus respectivos animales, 
instrumentos de trabajo y la sarapa o comida” (Negrete, 1981, p. 29).  
 
Ante estas nuevas presiones sociales, el 19 de marzo de 1921, la Asamblea 
Departamental de Bolívar derogó las antiguas Ordenanzas que estipulaban la matrícula, 
estableciendo ciertos cambios en las condiciones laborales referidos principalmente al 
aumento del pago de los jornales, el mejoramiento de la alimentación y el botiquín de los 
peones, y la disminución del interés por los préstamos adquiridos por los peones (Fals 
Borda, 2002, p. 144A). 
 
Estos avances sobresalientes de las sociedades de obreros y artesanos, llevó a que sus 
liderazgos comenzaran a involucrarse en la lucha en el campo. De ahí resulta la 
organización de campesinos parcelarios en “sociedades comerciales anónimas” de 
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índole cooperativo, conocidas como los baluartes campesinos, los cuales defendían el 
derecho a la propiedad sobre la tierra. Existieron tres baluartes en esta región del Sinú, 
conformados en Callejas bajo el nombre de Tierra Libre, el de Canalete conocido como 
Nueva Galia, y en Lomagrande como Baluarte Rojo. La intención de Adamo con la 
conformación de estos baluartes consistía en la certificación de la tierra de los 
campesinos como baldías, cuestión que llevó a la represión terrateniente contra estas 
asociaciones, y posteriormente en 1927 a la expulsión de Adamo del país (Fals Borda, 
2002, p. 146A). 
 
Paralelamente a la anterior organización, se establecieron ligas campesinas “en las 
Tierras de Loba, especialmente en San Martín de Loba, bajo la inspiración de Francisco 
J. Serpa y Carlos Aislanth” (Fals Borda, 2002, p. 152B). Aquí la lucha fue en contra de 
una compañía norteamericana, American Colombian Corporation, cuyas intenciones 
consistían en el apropiamiento de un antiguo latifundio. Asimismo, Fals Borda (2002) 
relata otras luchas por la tierra, en contra del poder terrateniente, en los pueblos de 
Tinajones y Río Ciego, cuyos dirigentes se pusieron en contacto con algunos seguidores 
de Jorge Eliécer Gaitán, al igual que en el pueblo de Lorica, donde  tuvieron que 
enfrentarse al terrateniente José Santos Cabrera, y en Cotorra y Los Morales, lucharon 
contra el expansionismo del general Miguel Mariano Torralvo. 
 
Las disputas en toda la región del Sinú ayudarían a consolidar las futuras luchas por la 
tierra en el marco de la ANUC, sobre todo como parte del imaginario del movimiento 
campesino en la Costa Atlántica, sin embargo no fueron las únicas que impulsarían a la 
organización campesina. Más cercanas a los territorios que conformarían el futuro 
departamento de Sucre, se dieron las luchas de Francisco “Pacho” Atencio contra 
usurpadores de tierra, así como la pelea de la negra Felicita Campos quien protestó ante 
el mismo presidente Miguel Abadía Méndez por el accionar del terrateniente Rafael 
Prieto (Fals Borda, 2002, p. 150A). En efecto,   
 
En San Onofre hubo ligas campesinas u organizaciones de lucha por la tierra que 
lograron éxitos relativos en los primeros años del presente siglo, como las comandadas 
por Francisco (Pacho) Atencio, Felicita Campos y Máximo Romero. También las hubo 
en Colosó (con Aquiles Peluffo), Ovejas (con Pedro López) y Joney (con Francisco 
Márquez), que prepararon el camino para ligas y sindicatos campesinos formales 
La ANUC en Sucre: Una trayectoria de lucha por la Tierra 45 
 
durante los decenios de 1930 y 1940, cuando ya se había consagrado el principio de 
agremiación sindical en la ley 83 de 1931. (Fals Borda, 2002, p. 156B) 
 
Estas luchas que se iniciaban en los decenios del 30‟ y 40‟ estuvieron precedidas por el 
inevitable debate sobre el conflicto por la tierra y las dos vías para solucionarlo: la vía 
campesinista o la terrateniente. En efecto, la ley 200 de 1936, generó algunos cambios a 
favor de los colonos, y se presentó como una reforma progresista, que contenía 
importantes propuestas, entre las que se resaltan la comprobación de los títulos originales 
por parte de los propietarios. De esta forma, si los títulos no existían, las haciendas se 
considerarían tierras baldías y los campesinos asentados podrían solicitar al gobierno su 
concesión. Igualmente, se redujo el periodo de prescripción adquisitiva de la tierra de 
treinta a cinco años, lo que significaba que si los campesinos cultivaban tierra inculta de 
propiedad de otra persona, podrían ser propietarios de la tierra (LeGrand, 1988, p. 203). 
 
No obstante, la ley reafirmó la propiedad de los terratenientes al no entrar en 
contradicción con los predios que no hubieran sido afectados antes de 1935 e imposibilitó 
las futuras reclamaciones sobre los títulos después de dicho año. Así, para estos predios, 
“bastaba con presentar una cadena de títulos que indicara posesión durante treinta años 
al menos […] De esta manera la ley 200 confirió en la práctica legitimidad a las 
usurpaciones de baldíos efectuadas en el siglo precedente”(LeGrand, 1988, p. 204). 
Adicionalmente, la ley proponía  el aumento de la productividad de los predios, para lo 
cual estipuló que toda propiedad que no fuera explotada al cabo de diez años después 
de la aprobación de la ley sería del Estado. LeGrand (1988) afirma que en la práctica 
esta disposición no se cumplió, y con el advenimiento de gobiernos más conservadores, 
la llamada “función social” de la tierra quedó suspendida. 
 
Estas disposiciones de la ley hicieron que en algunas regiones como en Sucre, se diera 
la expulsión de grandes cantidades de colonos debido a la prescripción de la propiedad 
por los cinco años de haberla trabajado. En consecuencia, “muchos aparceros fueron 
expulsados para evitar el que quisieran alegar el status de colonos de tierras baldías y en 
otras regiones de las sabanas de Bolívar, la clase terrateniente se encargó de formalizar las 
relaciones atrasadas de trabajo, a través de los contratos de arriendo o de aparcería”(Reyes, 
1978, p. 76). Ante este panorama, la lucha por la tierra en las sabanas sucreñas se proliferó, 
contando ahora con algunos aliados estratégicos, entre sindicatos y federaciones agrarias, 
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que apoyaron el proceso de organización y movilización campesina. 
 
En primer lugar, es importante resaltar la actividad de  la Confederación de Trabajadores 
de Colombia (CTC), filial sindical del partido liberal, la cual a través de ligas campesinas 
logró la recuperación de fincas de Colosó y Ovejas (Fals Borda, 2002, p. 159A). En estas 
recuperaciones también  sobresale la lucha de los sindicatos tabacaleros por la finca La 
Europa en Ovejas, que finalmente fue entregada en 1957 a los campesinos por el 
Instituto de Fomento Tabacalero (Intabaco) (Dimas, 2011, p. 1).  
 
La presencia de la CTC llevó a que la Iglesia Católica impulsara una organización agraria 
de tendencia cristiana. De ahí resulta el surgimiento de la Federación Agraria Nacional 
(FANAL), conformándose a su vez como una rama de la Unión de Trabajadores de 
Colombia (UTC) (Fals Borda, 2002, p. 160A). FANAL comenzó la creación de diversos 
sindicatos agrarios en los pueblos de Sucre, principalmente en “San Pedro (cuyo 
dirigente era Froilán Rivera), San Marcos, Morroa, Paloquemao, Los Palmitos, Ovejas, 
Colosó, San Onofre, Sampués y Chalán” (Fals Borda, 2002, p. 160A).  Estos sindicatos 
obtuvieron  algunas victorias como las fincas “Los Borrachos” en San Pedro y “Limos” y 
“Números” en Ovejas (Fals Borda, 2002, p. 160A).  
 
Finalmente, más adelante, a mediados de la década del 60‟s, el Partido Comunista 
Colombiano Marxista Leninista (PCC-ML), llegó a la región con la finalidad de establecer 
un proceso de concientización del campesinado, encaminado hacia la lucha por la tierra, 
la lucha entre clases y otras visiones que en su momento aportaba el maoísmo (Fals 
Borda, 2002, p. 156B). Así, para 1963 y 1965 se conocieron algunas invasiones de tierra 
en Morroa, Sampués, Colosó y San Onofre dirigidas por ciertos sectores políticos de 
izquierda (Escobar, 1982, p. 72).  
 
Además de estas reivindicaciones, estos sindicatos no sólo se dedicaron a la lucha por la 
tierra. También existió un episodio en los años 60‟s, donde los campesinos organizados 
en los sindicatos impidieron la instalación de una base militar norteamericana en Tolú, 
bajo el gobierno de Guillermo León Valencia  (Antiguo líder de la Liga-ML, 2015a). 
 
Todos estos primeros episodios de confrontación entre el campesinado, la expansión 
terrateniente y en algunos casos el gobierno, que tuvieron lugar en la región del Sinú y en 
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las sabanas pertenecientes en ese entonces al departamento de Bolívar, fueron los 
cimientos sobre los cuales se fue estructurando el movimiento campesino en Sucre que 
daría lugar a la ANUC en años posteriores. Así, tal como concluye Fals Borda (2002), 
“sin ese trabajo previo del PCC-ML en el planteamiento de ideas, como tampoco sin la 
experiencia acumulada en tantas tomas espontáneas del pasado reciente en Sucre, la 
ANUC no habría podido contar con tantos cuadros campesinos como de repente 
aparecieron en los años 70‟s” (161A).  
2.2 La reforma agraria y el surgimiento de la ANUC  
El proceso de lucha por la tierra que se venía relatando en el anterior apartado se vio 
detenido frente al periodo de la Violencia, en el cual, a pesar que la Costa Atlántica no 
fue el gran escenario de la disputa bipartidista, si le permitió a las fuerzas terratenientes 
consolidar su poder sobre la tierra (Fals Borda, 2002).  Posteriormente, con la llegada al 
poder del general Rojas, “la situación agraria no ofreció cambios significativos, (pues) su 
función se limitó más al control de los movimientos campesinos” (Moncayo, 1975. Citado 
en Escobar, 1982, p. 19). Es así como la instalación del Frente Nacional va ubicarse 
como el contexto más reciente en relación a la disputa por la tierra en los años 60‟s, y en 
sí a los orígenes de la Asociación de Usuarios Campesinos. 
 
A pesar de los aspectos negativos que el periodo del Frente Nacional podría evocar, 
como la exclusión política a la oposición bipartidista, el mantenimiento del Estado de sitio, 
el clientelismo, o la creciente autonomía de las fuerzas armadas en materia de orden 
social (Múnera, 1998), la propuesta del pacto consociacionalista incluyó, con algunos 
matices en sus diferentes gobiernos, una serie de reformas que en esencia pretendían 
disminuir la violencia de los años anteriores, modernizar al Estado colombiano, y en esta 
medida, mejorar su papel en el proceso de desarrollo económico y social del país 
(Hartlyn, 1993). De esta forma, tomando en consideración los peligros de la violencia 
política y del desarrollo de movimientos insurgentes, (Bagley & Edel, 1980), los gobiernos 
del frente propusieron la reforma agraria como un medio, que al mejorar notablemente 
las condiciones del campesinado, evitaría una posible insurrección como ya había 
acontecido con la experiencia cubana (Múnera, 1998; Zamosc, 1986). 
 
El desarrollo de las discusiones en torno a la ley de reforma agraria, llevadas a cabo en 
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el Congreso durante el gobierno de Alberto Lleras Camargo, mostraba la prevalencia de 
un inevitable faccionalismo al interior del régimen, y en esta medida, una decisiva 
oposición latifundista cuya representación política estaba encabezada por el partido 
conservador. En consecuencia, la ley 135 de 1961 sobre la Reforma Agraria, fue el 
resultado de un lento proceso de negociación en el cual finalmente “la clase terrateniente 
tuvo éxito al mantener un criterio de expropiación y asegurar los procedimientos de 
indemnización los cuales garantizaban un pago por la venta de la tierra” (Zamosc, 1986, 
p. 35), elementos que en un primer momento no se habían contemplado en el proyecto 
de ley de Carlos Lleras Restrepo (Havens et al., 1980). Entre los principales objetivos y 
mecanismos que concebía la ley para corregir la concentración de la tierra se proponía: 
la reconstrucción de los sitios de minifundio y la provisión de tierras a los campesinos que 
carecen de ellas; se promovía el uso adecuado y eficiente de la tierra a partir de 
programas y técnicas apropiadas para el cultivo; también se planteaba la asistencia 
técnica, el crédito, la organización de mercados y la provisión de servicios públicos en el 
campo; finalmente se contemplaba la conservación y adecuada utilización de los 
recursos naturales  (Havens et al., 1980, p. 355). 
 
Adicionalmente, se creó el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria (INCORA), cuyo 
objetivo era llevar a cabo la implementación de la reforma agraria de la mano de un 
personal que incluía jóvenes abogados, economistas y sociólogos, quienes se habían 
tomado seriamente el objetivo de cambiar la estructura de tenencia sobre la tierra 
(Havens et al., 1980). No obstante, durante la mayor parte de la década de los 60‟s, la 
actividad del INCORA estuvo limitada a resolver algunas disputas pasadas de la época 
de la Violencia, dejando de lado las áreas donde predominaba el latifundio, los lugares 
donde realmente la reforma debía actuar por medio de la distribución de la tierra 
(Zamosc, 1986, p. 35-36). Además de estos límites, los instrumentos legales de la 
reforma agraria llevaban a que las transacciones se resolvieran por medio de canales 
burocráticos, cuestión que volvía aún más lento el proceso e implicaba el aumento de los 
costos financieros para el gobierno (Zamosc, 1986, p. 50). 
 
Tomando en consideración estos obstáculos inmediatos que presentaba la 
implementación de la reforma agraria, el tercer presidente del Frente Nacional, Carlos 
Lleras Restrepo, con el propósito de acelerar el proceso de redistribución de la tierra, 
crea ciertas condiciones externas que posibilitaran el debilitamiento paulatino de la clase 
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terrateniente, cambiando las relaciones de fuerza al interior del Frente Nacional. En este 
sentido, aparece la participación  de los campesinos como el aliado estratégico para 
llevar a cabo el reformismo agrario de Lleras (Zamosc, 1986, p. 50). 
 
En la década de los 60‟s la participación de algunos sectores populares se convertía en 
un medio para canalizar el descontento popular, y en esta medida, era la vía que podría 
erradicar la violencia en las zonas rurales como urbanas. Por esta razón, a inicios de esta 
década, se crearon las Juntas de Acción Comunal, como estos espacios donde era 
posible discutir los problemas locales y que precisamente favorecían e impulsaban la 
participación de la población, siempre y cuando estas formas de acción ciudadana 
permanecieran dentro de los límites del régimen, beneficiando así al bipartidismo (Bagley 
& Edel, 1980). No obstante, la perspectiva de participación campesina planteada por 
Lleras, descartaba los espacios de las Juntas en tanto dichos lugares habían sido ya 
cooptados por los políticos locales (Zamosc, 1986).  
 
Considerando esta realidad, el presidente creó un Comité Operativo en 1966 el cual 
debía estudiar y proponer un proyecto de participación masiva del campesinado 
conducido por el Estado (Havens et al., 1980). El comité trabajó en una propuesta de 
participación campesina basada en experiencias extranjeras similares, diseñando de esta 
manera las distintas etapas de organización del campesinado, y detallando el papel del 
Estado y de sus funcionarios (Zamosc, 1986, p. 50). Finalmente, el 2 de mayo de 1967 
bajo el decreto presidencial 755, Lleras Restrepo crea la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos,  la cual tenía como “objetivo inscribir a arrendatarios y aparceros 
para hacerlos propietarios, generar propuestas de crédito supervisado, y convertirse en 
un canal entre los campesinos y el Estado para el fomento y utilización de los servicios 
que éste brindaba al agro colombiano” (CNRR, 2010, p. 213). 
 
Después de la expedición del decreto, comenzó todo un proceso de socialización, 
organización y registro de los campesinos como usuarios, lo cual contó con la realización 
de múltiples seminarios dirigidos a campesinos y a funcionarios del Estado, así como el 
trabajo en campo de los promotores quienes tendrían como tarea la construcción de las 
primeras asociaciones municipales y veredales (Zamosc, 1986).  
 
Teniendo en cuenta este proceso de instrucción que requería la organización campesina, 
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Lleras Restrepo elige dos economías distintas como los sitios pioneros para la 
implementación de su propuesta: las sabanas sucreñas y el Valle del Cauca. “Se escogió a 
Sucre un departamento totalmente ganadero, donde los campesinos no tenían ningún tipo 
de acceso a la tierra, y al departamento del Valle, que era un departamento ya 
industrializado, donde habían unas relaciones de producción más avanzadas” (Pérez, 2015). 
 
En consecuencia, bajo el gobierno de Lleras se inaugura el departamento de Sucre, el 1 
de marzo de 1967, luego de las numerosas peticiones de sincelejanos por separarse del 
departamento de Bolívar (Moreno, 1981, p. 35). Posteriormente, en 1968 es elegido 
como gobernador de Sucre, Apolinar Díaz Callejas, un dirigente de Colosó, quien 
anteriormente había pertenecido al Movimiento Popular de Unidad Liberal (MOPUL), una 
organización, que según Fals Borda (2002), “tuvo el papel de disminuir el tono radical de 
la reforma agraria frente a dirigentes campesinos que tenían un origen conservador, y 
quienes posteriormente liderarían los cuadros directivos de la ANUC (entre ellos Ramiro 
Jiménez de Ovejas y Froilán Rivera de San Pedro)” (p. 170A).  
 
Como gobernador de Sucre, Díaz Callejas impulsó la realización de un informe desde el 
Ministerio de Agricultura sobre la situación agraria del recién creado departamento de 
Sucre. El diagnóstico que desarrollaba el informe sobre la situación del departamento 
ponía en el centro el problema de la tenencia de la tierra, indicando que la mayoría de 
agricultores no eran propietarios, y pertenecían a grupos de aparceros, arrendatarios y 
colonos. Esta situación se había agravado con la expulsión de campesinos, quienes 
laboraban en las haciendas, debido a que los propietarios temían que sus tierras tuvieran 
que ser cedidas en virtud de la ley de reforma agraria. Este escenario tenía como 
consecuencia el éxodo de la población campesina a la ciudad, o su migración a otros 
países vecinos (Ministerio de Agricultura, 1968. Citado por Escobar, 1982, p. 30) 
 
A partir del anterior informe, y de las solicitudes promovidas por el gobernador Díaz a la 
Procuraduría para examinar el tema agrario en Sucre, se creó el proyecto No 1 por 
Resolución #042 del 10 de marzo de 1969, dentro del cual se pretendía reformar la 
estructura social agraria, fomentar una adecuada explotación de la tierra, crear mejores 
condiciones para los pequeños arrendatarios y aparceros y promover las organizaciones 
campesinas (INCORA, 1973. Citado por Escobar, 1982, p. 74). 
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Así, durante la administración de Díaz Callejas y desde los esfuerzos del INCORA por 
mejorar la situación del departamento, se comenzaron a crear los primeros comités 
veredales y asociaciones municipales de la ANUC en Sucre. La creación de estos 
comités y asociaciones vino acompañada del entrenamiento de líderes campesinos a 
cargo de funcionarios del Ministerio de Agricultura y de grupos especiales del Instituto 
Interamericano para las Ciencias Agrícolas y el Centro Interamericano de la Reforma 
Agraria (IICA-CIRA), los cuales provenían de las experiencias más recientes de reforma 
agraria latinoamericana (Escobar, 1998, p. 221). Este proceso de formación de líderes se 
constituía en un programa de alfabetización el cual estaba estrechamente vinculado a los 
planteamientos y metodología de Paulo Freire, que tenía como objetivo “rehacer 
pedagógicamente el momento por el cual se constituye la conciencia crítica de una 
realidad determinada” (CIRA, 1969. Citado por Escobar, 1982, p. 34).  
 
El impacto de estos ejercicios de formación de liderazgo campesino fueron decisivos en 
el proceso de organización de la Asociación a nivel veredal, municipal y luego 
departamental. En este sentido el líder campesino de la Asociación Alejandro Suárez, 
oriundo de Los Palmitos, comenta lo siguiente: 
 
 Se desarrollaron estas escuelas de alfabetización, que era, como su nombre lo 
indica, con campesinos iletrados, pero las cuales tuvieron un efecto determinante 
para entender  la lógica de la miseria y de la pobreza. Antes de estas escuelas, la 
gente creía que la pobreza era voluntad de Dios. Al campesino la escuela le quita la 
venda de los ojos: no era Dios, era el hombre el responsable de su miseria, eran los 
exportadores del tabaco, ciertos apellidos ilustres que manejaban la cuestión política 
y social en Sucre. (Suárez, 2016) 
 
Bajo estos ejercicios de alfabetización, “fueron creadas las primeras asociaciones 
municipales en Los Palmitos, San Pedro, Betulia y Toluviejo (…) Para 1969 ya existían 
22 asociaciones municipales y en Agosto de ese mismo año fue creada la ANUC 
departamental, la cual sería la primera bajo el gobierno de Lleras en todo el país” 
(Escobar, 1998, p. 222). Finalmente, la junta directiva de esta primera asociación 
departamental quedó conformada de la siguiente manera: “el campesino de Betulia, 
Francisco Barrios, como presidente; José de la Paz, vicepresidente; Santiago Campo, 
secretario; y Froilán Rivera, como tesorero”(Pérez, 2010, p. 27). 
 
52 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
Esta interdependencia entre los niveles locales y departamentales de la organización, 
reflejaban la estructura organizativa de la ANUC como una rígida y jerárquica. En 
consecuencia, por encima de las asociaciones municipales y departamentales, existía una 
Asamblea Departamental compuesta por un miembro de la Junta Directiva de cada 
Asociación Municipal. A su vez, las asociaciones departamentales elegían Juntas 
Directivas compuestas por cinco miembros, de la misma forma que las asociaciones 
locales (Bagley & Botero Zea, 1978a, p. 65). Finalmente existía una Asamblea Nacional, la 
cual se consideraba la máxima autoridad de la organización, compuesta por 140 miembros 
pertenecientes a las Juntas Directivas de cada departamento. De estas asambleas se 
elegía una Junta Directiva Nacional conformada por un representante de cada Junta 
Directiva departamental. La Junta Directiva Nacional nombraba al Comité Ejecutivo 
compuesto por cinco miembros. Desde las Juntas Directivas locales hasta las nacionales, 
se estableció un periodo de tiempo de dos años (Bagley & Botero Zea, 1978a, p. 65). En la 
figura 1 se establece la estructura organizativa de la ANUC. 
 
Figura 1. Esquema organizativo de la ANUC.                                                  
                                                     
Fuente: Zamosc (1986). The agrarian question. (p.58) 
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Contando con esta estructura rigurosa, pero que se sustentaba desde las asociaciones 
de base, la ANUC se convirtió rápidamente en una organización con un amplio alcance e 
influencia nacional, con una composición muy heterogénea del campesinado, 
manteniendo una auténtica representación y con una legitimidad auspiciada por el 
Estado (Zamos, 1986, p. 62). En efecto, la ANUC mantuvo su representación real en el 
Estado a través de la oficina del Departamento de Organización Campesina (DOC) 
ubicada en el Ministerio de Agricultura, la cual, mediante la actividad de los promotores 
coordinaba y asistía los eventos centrales de la organización (Zamosc, 1986). Por otro 
lado, la Asociación rompió la estructura clientelar de participación popular que se había 
estado aplicando con las juntas de acción comunal. En este sentido, no había ningún tipo 
de intermediario, la construcción de la organización a partir de las bases del movimiento 
permitía una verdadera representación campesina entre los distintos niveles de la 
Asociación (Zamosc, 1986). 
 
Con la máquina organizativa del campesinado en marcha, la oposición terrateniente se 
fue haciendo cada vez más notoria, principalmente con la promulgación de la ley I de 
1968, la cual significó un impulso para la reforma y la movilización campesina, en la 
medida en que establecía  las tierras donde trabajaban los arrendatarios y aparceros, 
como predios sujetos a la reforma agraria (Havens et al., 1980, p. 356).  
 
Adicionalmente, las acciones de Lleras en el gobierno estuvieron dirigidas a impulsar la 
presión campesina sobre el terrateniente por medio de las invasiones o recuperaciones 
de tierra15. Así, los campesinos comenzaron a considerar  las invasiones como métodos 
de presión, que no sólo acelerarían y facilitarían la reforma agraria, sino que eran 
considerados medios legitimados por el mismo Estado.  A partir de esta determinación, 
en febrero de 1970 ocurren las tres primeras ocupaciones de tierra en el departamento 
de Sucre: la hacienda Camajones en San Pedro, El Mango en Toluviejo y El Socorro en 
Betulia (Escobar, 1998, p. 227). 
  
                                               
 
15
 Para el líder Alejo Suárez, se quiso usar el término de recuperaciones, refiriéndose a las tierras 
que habían sido poco a poco expropiadas a los indígenas zenúes por parte de los españoles, y 
posteriormente como resultado de la expansión de la hacienda ganadera en Sucre (Suárez, 
2016). 
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Luego de estas primeras acciones, en junio de 1970, la ANUC celebra su primer 
Congreso en Bogotá, convirtiéndose en un evento masivo sin precedentes, con la 
participación de aproximadamente 480 representantes de 22 asociaciones 
departamentales (Múnera, 1998, p. 245). El Congreso nombra la primera Junta Directiva 
Nacional, así como los dirigentes nacionales que conformarán el primer Comité Ejecutivo 
de la ANUC. Esta última instancia quedaría compuesta por Carlos Ancízar Rico (Valle), 
Leonel Aguirre Valencia (Quindío), Francisco Barrios (Sucre) y Jaime Vásquez 
(Cundinamarca), quienes ejercerán rotativamente el cargo de Presidente de la 
Organización (Rivera, 1982, p. 67). 
 
Posteriormente a estas declaraciones del Primer Congreso, en el trascurso de sus 
últimos meses de gobierno, Lleras toma una decisión más impulsiva y radical con la que 
espera dar un último esfuerzo a la implementación de la reforma agraria. Así, el 23 de 
junio de 1970 se da la expropiación de 10.200 hectáreas en el municipio de Jamundí, 
Valle del Cauca, destinadas a la producción de cultivos comerciales, cuestión que desata 
la protesta de los gremios agrícolas, al igual que de ciertos sectores de la Asociación 
Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI) (Pécaut, 1988, p. 95). El hecho reveló una 
oposición firme del gobierno contra el sector latifundista, cosa que quedó aún más clara 
en uno de los últimos discursos de Lleras en la presidencia el 4 de agosto del 70‟: 
 
Me dirijo al país para decirle a los latifundistas obstinados que han opuesto tanta 
resistencia a la reforma, que nos han hecho avanzar de manera mucho más lenta de 
lo que habríamos deseado en la vía de la transformación, que no deben tener 
ninguna ilusión acerca de lo que actualmente ocurre en el país. (Pécaut, 1988, p. 95) 
     
Tomando en cuenta esta oposición al latifundismo que lideró Lleras, es claro admitir que las 
diferentes  acciones que ejecutó su gobierno, dirigidas a promover la reforma agraria y apoyar 
y fomentar la organización campesina, abrieron el camino hacia esas grandes movilizaciones y 
tomas de tierra de 1971. En este sentido, la confluencia de intereses entre el movimiento 
campesino y el gobierno de Lleras significó un verdadero intento por “ampliar la autonomía e 
independencia del Estado  frente a los latifundistas y sus aliados” (Múnera, 1998, p. 269), que 
permitiera un desarrollo capitalista y la modernización de la burocracia estatal. No obstante, los 
gobiernos sucesores no estarían tan seguros de la viabilidad de esta reforma agraria y sus 
beneficios para el desarrollo del país, lo que traería como resultado un paulatino desmonte de 
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las medidas reformistas de Lleras, así como el continuo conflicto con la organización 
campesina, elementos que se discutirán a continuación. 
2.3 Entre las tensiones con el Estado, el auge de las 
tomas y las alianzas con la izquierda 
     Las relaciones que desarrolló la ANUC con ciertas organizaciones políticas e 
intelectuales de izquierda, tuvieron como antesala las disputas entre la organización y el 
nuevo gobierno de Misael Pastrana, cuestión que reflejó a su vez un reacomodamiento 
de las fuerzas políticas a favor de la clase terrateniente e industrial y la suspensión del 
reformismo agrario (Rivera, 1982). No obstante, esta ruptura con el Estado fue un 
proceso paulatino, en el cual convergieron una serie de eventos que fueron moldeando la 
situación hacia dos momentos: el cambio de dirección de la política agraria y la 
radicalización de la ANUC. 
2.3.1 La ruptura de la ANUC con el gobierno de Pastrana 
Inicialmente el gobierno de Pastrana trató de mantener una relación armónica con el 
movimiento campesino, razón por la cual eligió como ministro de agricultura al conservador 
progresista, Emilio Valderrama y mantuvo a funcionarios lleristas dentro de su administración 
como el gerente general del INCORA, Carlos Villamil Chaux (Rivera, 1982, p. 82).   
    
A pesar de los anteriores intentos, el caso de la expropiación de predios “adecuadamente 
explotados” en el municipio de Jamundí, había desatado la oposición de los gremios 
empresariales y terratenientes contra la reforma agraria y la ANUC, razón por la cual la 
organización campesina rechazaba sus acciones y hacía énfasis en la problemática social 
del municipio que formulaba el INCORA en los siguientes términos: “1.497 familias vivían en 
950 hectáreas, mientras que 56 familias se repartían en 16.000” (Pécaut, 1988, p. 95). 
 
 Ante este panorama, la ANUC quiso mostrar su fuerza y posición a favor de la reforma 
agraria planeando una serie de tomas de tierra por toda la Costa Atlántica entre Octubre 
y Noviembre del 70‟. La finalidad de estas acciones consistía en servir de medio 
propagandístico y de advertencia frente al gobierno y los terratenientes. Así, para “el mes de 
Noviembre se habían producido más de un centenar de invasiones, y se amenazaba con 
extender el movimiento a todo el país” (Rivera, 1982, p. 83). Además de esta oleada de 
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invasiones, finalizando noviembre, se realizó una marcha de 5000 campesinos en Sucre que 
terminó en la plaza central de Sincelejo, donde por todo un día, los usuarios exigieron un 
efectivo proceso de expropiación y redistribución de la tierra (Zamosc, 1986, p. 70). 
 
Para inicios de 1971, la actitud de la ANUC fue aún más contundente, organizando las 
recordadas tomas de tierras del 21 de febrero realizadas por todo el territorio nacional. 
Se estima que alrededor de 15.000 familias participaron en estas acciones ocupando 350 
fincas en 13 departamentos, especialmente en las zonas de la Costa Atlántica y las 
planicies del Huila y del Tolima (Zamosc, 1986, p. 71).  
 
La oleada de invasiones fue particularmente fuerte en el departamento de Sucre, lo que 
significó una gran presión sobre los hacendados de FEDEGAN, quienes frente a la 
inminente invasión, decidieron estar dispuestos a negociar con el INCORA, cuestión que 
no detuvo la magnitud de las tomas de tierra. En los días siguientes al 21 de febrero 
fueron invadidas en Sucre un total de 53 fincas, siendo los municipios de Corozal (9 
invasiones), Betulia (12 invasiones) y Ovejas y San Pedro (5 invasiones cada uno), los 
lugares más afectados (Escobar, 1998, p. 230). En la Tabla 1 se puede apreciar con 
mayor detalle el panorama de invasiones en otros municipios del departamento sucreño. 
 
Tabla 1. Tomas de tierras en Sucre Febrero 1971 
La ANUC en Sucre: Una trayectoria de lucha por la Tierra 57 
 
Los resultados de estas invasiones variaron según la región y el departamento, por 
cuanto  en Sucre, Huila, Córdoba y algunas zonas de Bolívar y Tolima, las acciones y 
una mejor organización de las tomas posibilitó el éxito de las mismas (Zamosc, 1986, p. 
90). De hecho, el caso de Sucre muestra cierta tendencia hacia la negociación con los 
hacendados de FEDEGAN, a partir de la intervención del INCORA y la presión puesta 
por el campesinado en las tomas. En este sentido, los terratenientes tomaron una actitud 
más conciliadora prometiendo vender los predios demandados por los campesinos, 
cuestión que se logró gracias a la colaboración en las negociaciones de las 
administraciones locales (Escobar, 1998, p. 232). 
 
Pese a estas victorias obtenidas por el movimiento campesino, el panorama nacional 
después de febrero del 71‟ reflejó la posición anti-reformista del gobierno. En 
consecuencia, ante la ola de invasiones, el gobierno comienza a entrometerse en la 
estructura del INCORA, despidiendo en marzo a su director Carlos Villamil Chaux, 
seguido del recorte de presupuesto al periódico de la ANUC, Carta Campesina, en abril. 
Adicionalmente, para mediados del año 71‟ el ministro de Agricultura Emilio Valderrama 
renuncia declarando su imposibilidad de continuar dentro de las directrices del gobierno 
(Zamosc, 1986, p. 72). Esta respuesta del Estado termina con la designación de un 
nuevo ministro de Agricultura, Hernán Jaramillo Ocampo, un terrateniente caldense con 
amplia experiencia en el gremio cafetero, con el cual “se produce un viraje irreversible en 
la política agraria y el abandono de todo intento conciliador y continuista de la política de 
Lleras”(Rivera, 1982, p. 97). 
 
Mientras estos reacomodamientos en la institucionalidad del Estado se daban, la ANUC 
respondía con la elaboración de dos documentos claves que marcarían un acercamiento 
más decisivo hacia las agrupaciones de izquierda. En consecuencia, la reunión de la 
Junta Directiva Nacional de la organización, llevada a cabo el 5 de junio del 71‟ en Villa 
del Rosario, Cúcuta, dio lugar a la construcción de un documento denominado la 
Plataforma Ideológica, el cual, bajo la asesoría del Partido Comunista, reivindicaba la 
independencia organizativa, la expropiación del latifundio y el reconocimiento legal de las 
invasiones, al igual que otras demandas  que mantenían un aire anti-imperialista (Bagley 
& Botero Zea, 1978b). En efecto, 
 
En el documento se planteaban 17 demandas básicas en torno a la defensa del derecho a 
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la organización; la necesidad de una reforma agraria masiva y rápida basada en la 
expropiación de la gran propiedad terrateniente; el establecimiento de límites máximos de 
extensión a la propiedad privada de la tierra; el apoyo a la cooperativización de los 
campesinos y respeto a los pequeños y medianos productores; la liquidación de las formas 
de trabajo precapitalista; la nacionalización del crédito y de las importaciones de maquinaria 
e insumos agropecuarios; la elevación del salario mínimo rural y el establecimiento de la 
jornada rural de 8 horas; la protección de las comunidades indígenas entre otras 
reivindicaciones. (Rivera, 1982, p. 101) 
 
Posterior a este documento, entre el 20 y 22 de agosto del mismo año, se realiza la 
cuarta Junta Nacional de la ANUC en Fúquene, Cundinamarca. Allí se decidió la 
elaboración de un documento que recogiera los postulados de la plataforma teniendo 
como consigna tierra sin patronos, un emblema que había sido aportado por algunos 
sectores trotskystas. Así, el Primer Mandato Campesino era un documento que 
planteaba la creación de los Comités Ejecutivos de Reforma Agraria (CERA), los cuales 
se proponían como organizaciones de base que ejercían la expropiación directa de la 
tierra, sin contar ni esperar la acción de los mecanismos legales dispuestos (Rivera, 
1982, p. 102). Además, el Mandato declaró la “utilidad pública e interés social de los 
latifundios con desarrollo agroindustrial o ganadero que utilizaran mano de obra 
asalariada, para su explotación por los propios trabajadores” (Rivera, 1982, p. 102). Por 
último, el Mandato legitimó y dio continuidad a las tomas de tierra que se retomarían en  
los meses de Octubre y Noviembre de 1971 (Zamosc, 1986, p. 73). 
 
La segunda ola de invasiones que se realizó a finales de 1971, dio como resultado en 
solo tres días la ocupación de 120 fincas en siete departamentos, y dos meses después 
se estimó la ocupación de 300 haciendas dando un total de 150.000 hectáreas 
comprometidas en los procesos de invasiones (Zamosc, 1986, p. 73). Para el caso del 
departamento de Sucre, los nuevos municipios que se incorporaron a esta lucha por la 
tierra fueron Galeras (1 invasión), Majagual (1 invasión), Sincelejo (2 invasiones) y 
Toluviejo (1 invasión) (Zamosc, 1978, p. 238). En las tablas 2 y 3 se aprecian las tomas 
de tierra del departamento de Sucre y el balance de tomas en otros departamentos para 
el año 1971. 
 
 























Las impresiones que generó la ola de invasiones dentro del Estado y algunos sectores 
conservadores, como ciertos diarios y periódicos del país, comenzó a alertar sobre el 
peligro “comunista” de las actuaciones de los campesinos, demandando al Estado la 
restauración del orden16 (Zamosc, 1986, p. 97). Así, finalizando noviembre del 71‟, el 
                                               
 
16
 Sobre este punto, el político conservador Hugo Escobar afirmaba lo siguiente respecto a las 
invasiones en Sucre: “Es que siempre hay un concierto de individuos en el campo y en la ciudad, 
que se reúnen y discuten las posibilidades de una invasión; localizan el sector que han de ocupar 
y bajo la dirección de personas interesadas, de un gran sentimiento „humanitario‟, motivadas por 
intereses políticos o subversivos en algunos casos, crean esta peligrosa situación de 
intranquilidad social, en donde la presencia del Estado debe ser rápida, enérgica y firme, para que 
no nos precipitemos irreprimible para el mismo Estado, por falta de instrumentos para contener 
una perturbación inusitada sobre todo el territorio nacional” (Escobar, 1972, p. 17). 
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presidente Pastrana anunciaba en una reunión del sector arrocero que “las invasiones 
serían severamente reprimidas, y que no habría la adjudicación de títulos para aquellos 
que se beneficiaran de la reforma después de haber tomado la tierra por la fuerza” 
(Zamosc, 1986, p. 97).  
 
La anterior posición del gobierno se reafirmaría en la reunión de ambos partidos políticos 
y el sector privado, llevada a cabo en el municipio de Chicoral (Tolima) en los primeros 
días del mes de enero de 1972 (Rivera, 1982; Zamosc, 1986). Este evento dio lugar al 
conocido Pacto de Chicoral, en el cual se declaraban las intenciones de frenar la reforma 
agraria a partir del pago de impuestos por parte de los terratenientes a cambio de 
garantizar la no redistribución de sus predios, mientras se fortalecía la explotación 
agrícola a gran escala (Zamosc, 1978, 1986). En este sentido, “se endurecían los 
criterios para calificar los predios como susceptibles de afectación para efectos de 
reforma agraria, y para aquellos casos en los que hubiera afectación la indemnización de 
la tierra habría de efectuarse consultando el avalúo comercial, pagando un alto 
porcentaje al contado, achicando el plazo de pago a cinco años,  y aumentando los 
intereses sobre estos pagos” (Zamosc, 1978, p. 76).   
 
La reacción de la ANUC contra las disposiciones del Pacto fue inmediata. Así, para la 
quinta reunión de la Junta Nacional, realizada entre el 7 y 10 de febrero del 72‟ en Tolú, 
“los usuarios expresaron al Ministro su total rechazo a los proyectos aprobados en 
Chicoral a espaldas de la organización campesina, y provocaron su apresurado retiro de 
la reunión” (Rivera, 1982, p. 110). Frente a esta situación, se presenta la renuncia de 
Víctor Calle, funcionario de la DOC, concluyendo así esta etapa de despido y eliminación 
de los promotores y funcionarios progresistas, cuestión que representaría finalmente la 
ruptura entre el Estado y la organización campesina (Rivera, 1982). En la figura 2 se 
presenta la serie de eventos que llevaron a esta disolución de la relación entre el Estado 
y la organización campesina. 
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Figura 2: Línea de Tiempo Relaciones entre la ANUC y el Estado 
 
Fuente: Elaboración Propia 
 
2.3.2  El acercamiento con la izquierda y la división de la ANUC 
Mientras se daban estas distancias con el Estado, la ANUC comenzaba un acercamiento 
hacia las organizaciones de izquierda. Estas alianzas llegaban en un momento en el cual 
se tenía la necesidad de emplear no sólo una confrontación directa con la clase 
terrateniente mediante las tomas de tierra, sino se precisaba de ciertos “recursos 
discursivos apropiados para enfrentar al Estado y al conjunto de las clases dominantes” 
(Múnera, 1998, p. 291). En efecto, la colaboración del Partido Comunista y del Bloque 
Socialista en la redacción y formulación de la Plataforma Ideológica y del Mandato, 
permitió cierta influencia ideológica sobre el movimiento campesino, desafiando de esta 
forma la posición que había tomado el Estado con respecto a la Reforma Agraria. Por 
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otro lado, la influencia del campo Marxista Leninista17, representados por el PCC-ML y la 
Liga ML, comenzaba a hacerse notar en las tomas de tierra, sobre todo a partir de la 
campaña de bolchevización18 del PCCML, que promovía el trabajo en el campo como eje 
de su actividad política (Múnera, 1998; Rivera, 1982)  
 
No obstante, esta influencia de la izquierda no era compartida por ciertos sectores 
moderados de la ANUC, quienes promovían la autonomía gremial de la organización y la 
combinación táctica de la negociación con la presión en el procesamiento de las 
demandas frente al Estado (Rivera, 1982, p. 98). Entre estos dirigentes se encontraban 
Carlos Ancízar Rico y Leonel Aguirre, quienes representaban regiones de menor 
incidencia en la movilización y de mayor vigencia de los mecanismos políticos 
tradicionales como los departamentos de Boyacá, Santander, Valle, Nariño y la zona 
cafetera. Mientras la acogida de la izquierda y de los dirigentes más radicales de la 
organización se ubicaban en los departamentos de la Costa Atlántica, donde se había 
comenzado a quebrar el poder político e ideológico terrateniente19, o en las zonas de 
colonización, donde la propia debilidad de la presencia estatal limitaba la eficacia de los 
mecanismos tradicionales de encuadramiento político (Rivera, 1982, p. 99). 
 
Ante esta diversidad de dirigentes moderados y radicales, posterior a la V Junta Nacional 
de la ANUC en febrero de 1972, donde se rompe con el Estado y se rechaza de manera 
enfática el Pacto de Chicoral,  en junio se lleva a cabo la VI Junta Nacional Extraordinaria 
la cual releva de sus cargos a los dirigentes Carlos Ancízar y Leonel Aguirre, por haber 
firmado la „Declaración circular a los campesinos de Colombia‟ en la cual se criticaba en 
general la intervención de la izquierda (Rivera, 1982, p. 112). 
En medio de estas disputas, ocurre la primera gran división de la ANUC al celebrarse dos 
                                               
 
17
 Archila (2008) define al „campo ML‟ como a “todas aquellas organizaciones que tuvieron que ver 
directa o indirectamente con el Partido Comunista Marxista Leninista, y se caracterizan, al menos 
hasta los años ochenta, por una rígida ortodoxia maoísta” (p. 148). 
18
 Sobre este campaña, Múnera (1998) retoma las palabras de Hernán Romero, quien postula lo 
siguiente: “La campaña de bolchevización consistía en que todos debían vincularse a la 
producción y a las masas. Era un vínculo del activista a la producción y no sólo una campaña de 
educación. Había que salir al campo a las fábricas, pero sobre todo al campo. Se consideraba al 
campesino como fuerza principal, y el trabajo del partido se consideraba como un apoyo logístico 
al trabajo en el campo entre campesinos y guerrilleros” (p. 295) 
19
 Muestra de esta situación en el departamento de Sucre fue la elección de Apolinar Díaz Callejas 
como senador de la república en 1970 , quien había liderado el proyecto reformista de Lleras 
(Escobar, 1998, p. 229). 
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congresos paralelos en julio y noviembre de 1972. En consecuencia, el gobierno organiza 
entre el 11 y el 13 de julio una reunión denominada el „precongreso de Neiva‟ con la 
pretensión de convocar el segundo congreso de la ANUC en la ciudad de Armenia. A 
dicha reunión asistieron dirigentes campesinos afiliados al partido conservador, quienes 
planteaban la subordinación de la organización a la política tradicional, así como los 
dirigentes Carlos Ancízar y Leonel Aguirre, quienes mantenían su perspectiva de la 
ANUC como una organización autónoma respecto a todos los partidos (Rivera, 1982, p. 
112). Para noviembre del 72‟ se realiza el congreso de Armenia, formándose la 
denominada línea gobiernista de la ANUC o línea Armenia. Por su lado, los sectores de 
izquierda organizaron su segundo Congreso en la ciudad de Sincelejo entre el 20 y 24 de 
julio, en el cual se ratificó la Plataforma Ideológica y se aprobó la consigna tierra pa‟ el 
que la trabaja, surgiendo así la llamada línea Sincelejo de la ANUC (Múnera, 1998).     
 
Después de estos Congresos, la actividad de la Asociación se centraría principalmente 
en el marco de la línea Sincelejo, en tanto la ANUC gobiernista habría de quedar como 
un simple instrumento que no cumplía ninguna función real de representación de las 
demandas campesinas20 (Zamosc, 1987. Citado por Múnera, 1998, p. 255). En este 
sentido, comenzaría a tener un predominio la actividad de la organización en los 
departamentos de Sucre, Bolívar y Córdoba21. La figura 3 muestra la influencia en el 
departamento de Sucre de la línea Sincelejo durante estos años de la década del 70‟s. 
 
  
                                               
 
20
 Planteando el panorama después de la división, el líder Carlos Ancízar va a criticar mucho más 
esta orientación de la ANUC-línea armenia, sosteniendo lo siguiente: “Mientras la represión ocupa 
silenciosamente el espacio dejado por la derrota del proyecto reformista, la línea Armenia no 
podrá realizar ningún Congreso o reunión ampliada hasta 1977, no contará con ningún órgano de 
difusión nacional hasta 1978 y no conseguirá sino un puesto simbólico e ineficaz en las juntas 
directivas de los institutos descentralizados.” (Múnera, 1998, p. 255) 
21
 Según Zamosc (1986) a la línea Sincelejo se adhirieron las asociaciones departamentales de 
Caldas, Cauca, Nariño, Risaralda, Santander, Arauca, Caquetá, Putumayo, Bolívar, Cesar, 
Córdoba, Magdalena, Meta y Sucre. Por su lado la línea Armenia mantuvo su predominio en los 
departamentos de Antioquia, Boyacá, Norte de Santander, Quindío, Chocó, Atlántico, Guajira, 
Huila y Tolima. No obstante algunas asociaciones municipales de los departamentos de Antioquia, 
Huila y Tolima apoyaron a la línea Sincelejo (p. 102).  
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Figura 3: Mapa Influencia de la línea Sincelejo de la ANUC en el departamento de Sucre 
década 70‟s 
   
Fuente: CNRR, (2010). La Tierra en disputa. (p. 225) 
 
Junto a esta centralidad que tuvo la línea Sincelejo, imperó igualmente la influencia de 
los sectores ML en la organización, una relación que fue evidente en la asociación 
departamental de Sucre, donde a partir de 1971 y hasta 1975 su dirección estuvo 
comandada por el PCC-ML y la Liga ML.22 Además de estos sectores,  la actividad de 
                                               
 
22
 Durante los dos primeros años de creación de la ANUC en Sucre, el presidente de la 
organización fue Francisco Barrios, quien de hecho era un líder tradicional perteneciente al 
proyecto agrarista de Lleras, y Froilán Rivera, quien era un líder moderado independiente que 
mantenía un discurso de izquierda. Para 1971 el tercer congreso departamental de la ANUC en 
Sucre eligió como presidente a Vicente Carrascal de la Liga ML. Posteriormente, durante los años 
1973, 1974 y 1975 los líderes del PCC-ML Iván Salgado y Ramíro Jiménez fueron elegidos 
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ciertos intelectuales dentro de la organización, completaría este panorama de relaciones 
entre la ANUC y la izquierda. En efecto, a partir de diciembre de 1972 entraría a hacer 
parte de la Comisión Política de la ANUC o la Comisión Central Impulsadora (el órgano 
„ideológico‟ de la ANUC), los intelectuales Miguel Gamboa y Alfonso Cuéllar, este último 
había sido expulsado del PCC-ML producto de las discusiones sobre el foquismo que se 
dieron en el partido en 1965 (Molano, 2004, p. 102). Igualmente, tuvo un papel 
importante el trabajo investigativo de Orlando Fals Borda a propósito de su labor en la 
asociación departamental de Córdoba desarrollado por el grupo La Rosca desde marzo 
de 1972 (Rudqvist, 1986, p. 215). 
2.3.3 Las siguientes luchas de la ANUC en Sucre 
La ruptura con el Estado y la división entre la línea Armenia y Sincelejo debilitó 
fuertemente al movimiento campesino, de tal forma que para el año 1972 cesaron 
muchas de las invasiones pasando de 645 a 54 (Zamosc, 1986, p. 75). No obstante el 
movimiento campesino por la tierra prosiguió, sobre todo en los lugares de influencia de 
la izquierda como la Costa Atlántica.    
 
Para 1973, las relaciones entre los hacendados, representados en la Federación 
Colombiana de Ganaderos de Sucre (FEDEGAN), y la ANUC, se encontraban en 
constante conflicto, dadas las acusaciones y criminalizaciones por parte de FEDEGAN 
hacia los usuarios, para lo cual fue necesario la intervención del gobierno y la aplicación 
de un Plan de Emergencia en febrero de dicho año (Escobar, 1998, p. 245). En 
consecuencia, este plan se propuso como una solución ante la situación que presentaba 
el departamento de Sucre : 5000 familias se asentaban en 72 predios, además de haber 
pasado por periodos de sequías y lluvias durante toda esta disputa por la tierra (Escobar, 
1982, p. 111).  
 
Considerando esta problemática, el plan planteaba la adquisición de 12.000 hectáreas de 
tierra, donde se incluían algunos predios que eran altamente productivos, con la finalidad 
de ser entregados a los campesinos, al igual que se buscaba la financiación a la 
                                                                                                                                              
 
presidentes. Estos liderazgos le dieron un tono más radical a las movilizaciones de los siguientes 
años, generando fuertes tensiones con el sector moderado e independiente del Comité Ejecutivo 
(Escobar, 1998, p. 322) 
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agricultura y al desarrollo de obras públicas (Escobar, 1998, p. 245). En consecuencia, 
durante estos años (1972-1975), los campesinos sucreños mantuvieron las invasiones de 
tierras como forma de presionar la adquisición de los predios prometidos por el plan. Por 
consiguiente, fueron significativas las tomas de tierra entre el 21 y 22 de febrero de 1974 
(„día del campesino‟), en las que tuvo que intervenir el gobernador de Sucre, Gustavo 
Dáger Chadid, mediando el conflicto entre los hacendados de FEDEGAN, quienes 
denunciaban el robo de ganado, y los campesinos, los cuales exigían la eficacia en la 
aplicación del plan (Escobar, 1982, p. 119). La tabla 4 registra las tomas de tierras 
realizadas en Sucre durante este periodo. 
 
Tabla 4. Tomas de tierra en Sucre por municipio 1971-1975 
 
 
Por otro lado, también fue importante durante estos años el paro tabacalero realizado en 
septiembre de 1973, que cubrió los departamentos de Sucre, Córdoba y Bolívar. La 
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manifestación estaba sustentada en la insostenible situación que vivían los pequeños 
productores del tabaco, debido a los precios fijados por las empresas exportadoras 
(Escobar, 1982, p. 113). Ante su difícil situación, los cultivadores habían comenzado a 
recibir algunas ayudas financieras bajo la aplicación del plan de emergencia, cuestión 
que regularizó la producción, beneficiando a muchos campesinos. Teniendo una oferta 
constante de tabaco, las empresas exportadoras comenzaron a bajar el precio de 
compra. Con base en este hecho, los campesinos organizaron primeramente asambleas 
municipales donde se discutía la problemática, incluso eligieron una comisión 
negociadora que hablara con el gobierno. Aun cuando se llevaron a cabo estos 
esfuerzos, el gobierno tomó una actitud indiferente, razón por la cual se decidió  dar inicio 
a un paro, el 11 de septiembre de 1973 (A.P Fals Borda Caj. 23 carp. 06 fol. 7773-7784).  
 
Durante el paro se acordó la no venta del tabaco, junto al bloqueo de vías y 
manifestaciones en algunos municipios como Ovejas, San Onofre y Los Palmitos. 
Después de 15  días de paro, el gobierno accedió a la negociación con los 
representantes campesinos, acordando el establecimiento de un subsidio de $3 pesos 
por cada kilo. A pesar de la negociación,  los acuerdos pactados entre la comisión 
negociadora y el gobierno nunca se llegaron a cumplir (A.P Fals Borda Caj. 23 carp. 06 
fol. 7773-7784). 
 
En suma, durante estos primeros años, la lucha por la tierra en el departamento de 
Sucre, mostró un panorama que oscilaba entre la presión de los campesinos, la 
negociación y la concertación con los terratenientes, interviniendo en varias ocasiones 
los gobiernos locales, quienes mediaban entre los intereses del campesinado y del 
terrateniente. En este sentido, la experiencia del movimiento campesino en Sucre se 
diferencia de los procesos en otras regiones, por su alto nivel organizacional y su elevado 
desarrollo político y reivindicativo del campesinado (Zamosc, 1986, p. 110). 
2.4 El reflujo de las luchas por la tierra 
Los estudios de Zamosc (1982, 1986)  establecen dos dinámicas principales para hablar 
del debilitamiento de la ANUC: primero el cambio de política estatal en contra de la 
reforma agraria junto a la represión ejercida por el Estado en las tomas de tierra y 
movilización, algo que denomina el autor como las estrategias de contrarreforma, 
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divisionismo y represión (Zamosc, 1978, p. 75); segundo, los conflictos y contradicciones 
entre los distintos sectores y grupos de la ANUC, disputándose el control y la hegemonía 
del movimiento campesino.  A continuación se examinará de manera detallada ambos 
procesos 
2.4.1  Los cambios en la política agraria: hacia el fomento de la 
agricultura capitalista 
El giro de la política reformista habría comenzado, como ya se anotó anteriormente, en el 
mismo gobierno de Pastrana, cuyo plan de desarrollo anunciado en diciembre de 1971 
denominado „El Plan de las Cuatro Estrategias‟23 ponía un especial énfasis en el trabajo 
urbano por medio de la construcción de vivienda, dejando de lado al campo, considerado 
por el gobierno como un subsector que representaba un obstáculo para el desarrollo, en 
tanto retenía fuerza de trabajo subremunerada y de baja productividad (Fajardo, 1986, p. 
125; Hartlyn, 1993, p. 170). Junto al Pacto de Chicoral, el plan de desarrollo se convirtió 
en la base sobre la cual se instalarían las leyes 4° y 5° de 1973, cuyas intenciones 
consistían en paralizar la aplicación de la reforma agraria.  
 
Así, la ley 4° “introdujo instrumentos para calificar los predios y su posibilidad de 
afectación y expropiación, que requerían determinar mínimos de productividad por cultivo 
y por región. (En este sentido), los criterios y factores para clarificar los predios 
terminaron haciendo imposible la expropiación de tierras y su redistribución” (Albán, 
2011, p. 349). Igualmente la ley recogió la idea del  Pacto de Chicoral, sobre el pago de 
impuestos a cambio de la no afectación de los predios, instaurando la renta presuntiva a 
una tasa del 10% para los predios dedicados a la agricultura, y el 4% para las 
explotaciones ganaderas (Fajardo, 1986, p. 126). No obstante, la generalización de la 
renta presuntiva se aplicaría hasta la reforma fiscal de López Michelsen de 1974 (Albán, 
2011).   
 
                                               
 
23
 El plan retoma numerosos elementos e ideas ya enunciadas por el trabajo de Lauchlin Currie en 
1949-50, quien proponía para el caso colombiano una estrategia contraria a la planteada por la 
Alianza para el Progreso. Así “el estudio defendía la emigración de los agricultores marginales a 
fin de poder aumentar más fácilmente la productividad agrícola y estimular la demanda 
impulsando programas de construcción en los que encontrarían empleo los excedentes 
rurales”(Pecaut, 1988, pp. 186–187). 
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Por otro lado, la ley 5° creó un sistema de financiamiento para el agro, referido a las 
necesidades de asistencia técnica, definiendo así líneas de crédito para los empresarios 
y grandes propietarios (Albán, 2011, p. 349). En el marco de esta última ley, se crearía el 
Fondo Financiero Agropecuario, manifestando las intenciones del gobierno por estimular 
una agricultura capitalista de alta productividad (Pecáut, 1988, p. 198). 
 
El gobierno de López Michelsen seguiría impulsando estas medidas hacia el fomento de 
la gran propiedad, manteniendo un doble rol del Estado: por un lado se encontraba la 
reactivación de la intervención social bajo la promoción de programas de beneficio a los 
pobres; por el otro, volvía a ser clave el papel del Estado en la economía, poniendo un 
énfasis especial en las exportaciones e introduciendo elementos neoliberales como la 
liberalización de las importaciones, cuyo efecto contribuiría a volver más competitiva a la 
industria nacional (Hartlyn, 1993, p. 176). En el marco de ese rol social del Estado, el 
plan de desarrollo de López, denominado „Para cerrar la brecha,‟ crea el Plan Nacional 
de Alimentación y Nutrición (PAN), que tenía como objetivo mejorar la situación 
nutricional de los estratos más pobres, cuestión que a su vez traería consecuencias 
positivas para los procesos productivos (Fajardo, 1986, p. 131). Adicionalmente, el 
gobierno trató de lidiar con otros sectores sociales como el estudiantil, estableciendo un 
rector “marxista” en la Universidad Nacional, o el caso de las centrales sindicales que 
fueron invitadas por el gobierno a participar en la definición de la política salarial, así 
como  la concesión de la personería jurídica de la CSTC (Zamosc, 1978, p. 107; Pecáut, 
1986, p. 303).    
          
La doble estrategia de López, de atar los beneficios sociales a la productividad 
económica, se mantuvo en el  campo, de tal manera que el gobierno propuso la 
combinación de dos formas de producción agrícola: de un lado, favoreció la 
modernización de la agricultura campesina tradicional, y del otro, incentivó el desarrollo 
de la agricultura capitalista, sustentada en la generación de renta y de la fuerza de 
trabajo asalariada (Fajardo, 1986). En efecto, en el desarrollo del PAN, López introdujo 
programas de Desarrollo Rural Integrado (DRI), cuyas experiencias extranjeras 
financiadas por organismos multilaterales (BIRF/BID), apoyaban la tesis según la cual, la 
investigación y transferencia de tecnología a las economías campesinas lograría una 
mayor productividad en el campo (Fajardo, 1986). Bajo este entendimiento, el DRI se 
proponía tres objetivos principales: “a.) Garantizar la oferta suficiente de productos de 
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consumo directo, atendidos predominantemente por el sector parcelario; b.) Incrementar 
el ingreso campesino mediante la organización del mercado, una política de precios, 
construcción de vías de comunicación y prestación de servicios básicos y c.) Crear 
nuevas fuentes de empleo productivo para los campesinos” (Moncayo, 1986, p. 110). 
 
Aun cuando los balances más positivos del DRI mostraron las claras intenciones del 
gobierno por intervenir y mejorar la producción en el campo, asistiendo a los campesinos 
de diversos servicios como el acceso al crédito, la asistencia técnica y programas de 
salud y educación, lo cierto fue que los propósitos de redistribuir la tierra quedaron en un 
segundo plano, y fueron planteados como políticas complementarias dentro de los planes 
del DRI, que deberían ser aplicadas sólo en casos excepcionales24 (Fajardo, 1986; 
Zamosc, 1986). Asimismo, las evaluaciones del programa dieron lugar a distintos 
resultados. Así, en las zonas del Oriente Antioqueño, donde los campesinos disponían de 
tierras suficientes para generar excedentes comerciales, hubo significativos beneficios, 
mejorando tanto la calidad de vida del campesinado como la producción agrícola. Caso 
contrario mostraron las regiones de la Costa Atlántica, donde predominaban los 
campesinos aparceros o arrendatarios que no tenían un acceso fijo a la tierra y podían 
considerarse más como „jornaleros ambulantes de la región‟ (Fajardo, 1986, p. 145-147). 
En efecto, estas evaluaciones del DRI comprobaban las hipótesis de las experiencias 
extranjeras: para el éxito de la estrategia era imprescindible el acceso a la tierra (Fajardo, 
1986). 
 
Estos límites del DRI configuraron el predominio de la agricultura capitalista, cuestión que 
se evidenció finalmente con la promulgación de la  ley 6° de 1975 (ley de aparcería). La 
ley, más que volver a los anteriores métodos de explotación precapitalistas, pretendía 
reglamentar la distribución de utilidades entre el propietario, quien tenía el capital y la 
tecnología, y el aparcero, quien disponía de la fuerza de trabajo (Moncayo, 1986, p. 105). 
En este sentido, la ley se alejó de la aparcería tradicional, al no estar determinado el 
salario del aparcero por los resultados del cultivo, obligando al propietario a suministrarle 
un anticipo imputable (Moncayo, 1986, p. 105). No obstante, esta nueva legislación 
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 Al respecto, “el ministro de agricultura Pardo Buelvas, recalcaba que los programas del DRI no 
tenían nada que ver con la Reforma agraria, o la redistribución de la tierra, pero la ejecución de 
las últimas leyes se convertía en un punto de difícil conciliación puesto que „no queremos en 
ningún caso desanimar el mejoramiento de los empresarios‟” (Escobar, 1982, p. 145-146). 
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mantuvo el espíritu antirreformista y terrateniente del Pacto de Chicoral, al proponer que 
los contratos de aparcería que se celebraran garantizarían la no afectación de los predios 
por parte del INCORA25 (Fajardo, 1986, p. 138).  
 
A modo de síntesis, teniendo en cuenta estas nuevas directrices de la política agraria, se 
daba un apoyo contundente a la agricultura capitalista, garantizando la propiedad de los 
grandes terratenientes, asegurándoles una mano de obra estable y reduciendo así las 
tensiones que había ocasionado anteriormente la redistribución y lucha por la tierra 
(Zamosc, 1986, p. 126).      
2.4.2 La estrategia represiva del Estado contra el movimiento 
campesino 
En párrafos anteriores se ha anotado que la lucha por la tierra tuvo diferentes resultados 
según las regiones, resaltando la actividad de la ANUC en Sucre donde, hasta 1974-75, 
hubo una dinámica de presión y negociación entre los campesinos, los terratenientes 
aglomerados en FEDEGAN, el INCORA y los gobiernos locales. A pesar de estos éxitos, 
los casos de otros departamentos reafirmaban la intensidad de la represión estatal 
iniciada desde finales de 1971 y principios de 1972, años durante los cuales el gobierno 
de Pastrana había desplegado una serie de estrategias coercitivas para desacelerar la 
actividad de la ANUC, entre las cuales se encontraba: presionar al INCORA para evitar 
su intervención en las invasiones, adelantar los desalojos, nombrar a alcaldes militares 
en muchos municipios afectados, trasladar batallones del ejército a ciertas zonas, 
detener masivamente a los usuarios26 y mantenerlos en las cárceles durante un largo 
tiempo, perseguir a los líderes campesinos, y aplicar la justicia militar bajo el Estado de 
sitio (Zamosc, 1978, p. 81). De hecho, la primera muerte de un dirigente campesino en 
                                               
 
25
 Esta parte de la ley fue desarrollada más adelante por el decreto 135 de Enero de 1976, según 
el cual era “posible desafectar tierras en las cuales el INCORA adelantaba programas de 
adquisición o aún de expropiación, si se demostraba con la presentación de los documentos de 
contrato que la tierra sería explotada por el sistema de aparcería” (Escobar, 1982, p. 142). En 
algunos casos estas disposiciones representaron la oportunidad del latifundista por reclamar 
predios que llevaban siendo invadidos por más de 5 o 7 años, como fue el caso del municipio de 
Ovejas en Sucre, donde el propietario de la finca „Buenos Aires‟ Reginaldo Aduen, pidió la 
desafectación de sus predios basado en la ley 6, una propiedad que se encontraba intervenida 
desde 1968 (Escobar, 1982, p. 144). 
26
 Para 1972 la cifra de detenciones a campesinos se eleva a 2084 casos que contrastaban con 
los 845 registrados en 1971 (Rivera, 1982, p. 109). 
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Sucre, Anselmo Mendoza,  ocurrió en este intervalo del gobierno de Pastrana, durante 
una toma de tierra en la vereda La Palmira en el  municipio de Toluviejo el 8 de diciembre 
de 1972 (Archivo Personal Orlando Fals Borda Caja 29 carpeta 05 fol. 10107). 
 
Para inicios del gobierno de López, los aspectos distintivos de su gobierno mostraban 
una profundización y expansión de las estrategias coercitivas utilizadas por Pastrana, 
principalmente hacia ciertas zonas que habían liderado el proceso de lucha por la tierra 
como Sucre y Córdoba (Zamosc, 1978, p. 113). En efecto, ante la intención de algunos 
campesinos por continuar las invasiones a principios del año 75‟, como ocurrió en los 
municipios de Caimito y San Onofre, seguidas estas acciones por la tradicional 
celebración del 21 de febrero en Sincelejo, el gobierno toma la determinación de 
dispersar a los más de 5000 campesinos a través de sus fuerzas armadas, obteniendo 
como resultado la aprehensión de 53 campesinos para el 25 de febrero (Zamosc, 1986, 
p. 113; Escobar, 1982, p. 133).  
 
Posteriormente, la 12° Junta Nacional de la ANUC reunida en el mes de marzo de 1975, 
se pronuncia rechazando la adopción de la ley 6°. La organización argumentaba que 
dicha ley “no era otra cosa que la legalización de la servidumbre en el campo y la mejor 
garantía lograda por los terratenientes de mantener sin preocupaciones sus latifundios, 
que antes eran sujetos a la Reforma Agraria” (Escobar, 1982, p. 135). Junto a este 
pronunciamiento, vino una serie de invasiones que se realizaron durante el mes de mayo, 
dentro de las cuales se destaca la toma de la finca “Las Mulas” en Ovejas que contó con 
la participación de más de 200 campesinos, lo que generó el enfrentamiento con la 
fuerza pública, dejando un saldo de dos muertos y el encarcelamiento masivo de los 
ocupantes, entre ellos cuatro dirigentes importantes (Escobar, 1982, p. 134). 
 
La respuesta del presidente frente a estas invasiones no se hizo esperar. “Así, el 
gobierno anotó la existencia de un plan premeditado y subversivo de invasiones de 
predios rurales y envió una carta a todas las gobernaciones, en la cual se impartía 
instrucciones a los gobiernos seccionales para que tomaran las medidas de seguridad a 
fin de prevenir tales intentos de alteración del orden” (Escobar, 1982, p. 134). 
Adicionalmente, el Ministro de Gobierno, Cornelio Reyes, denunció públicamente los 
intereses de los campesinos planteando que los usuarios “no nos harán la reforma 
agraria”, para lo cual puso en práctica “las provisiones especiales del decreto 1533 de 
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1975 sobre la aplicación del Estado de sitio, militarizando regiones enteras y adelantando 
detenciones masivas de campesinos no sólo en las ocupaciones de tierra sino 
independientemente de ellas” (Zamosc, 1978, p. 113).  
 
De la mano de la acción represiva del Estado vino la violencia terrateniente, que ya 
aumentaba para el año 1974. De esta manera, “los desalojos de 1975 en el municipio de 
San Pedro en Sucre, señalaron por primera vez la aparición de bandas de „pájaros‟ en el 
departamento, y varios comités de invasión fueron erradicados violentamente en las 
haciendas de Caimito, San Onofre, Morroa, Toluviejo y Sincé” (Zamosc, 1978, p. 114). 
En otras regiones, la situación de violencia empeoró, lo que trajo como consecuencia el 
asesinato de usuarios en el municipio de Piedra (Atlántico) y Achí (Bolívar); los arrestos 
masivos en Urrao y Cáceres (Antioquia); la brutal intervención militar en Mingueo 
(Guajira); los desalojos en Puerto López (Meta) y el bloqueo militar que afectó las zonas 
de Yondó, Cimitarra y Barrancabermeja en el Magdalena Medio. Todas estas medidas 
dejaron un saldo de más de 40 muertos y cientos de arrestos en todo el territorio nacional 
(Zamosc, 1986, p. 128-129). 
 
Estas acciones represivas tuvieron una fuerte repercusión en la actividad de la ANUC, 
por cuanto para el año 1976 no se registra ninguna invasión en el departamento de 
Sucre27, y solo se realizaron 15 invasiones en todo el territorio nacional, concentradas 
principalmente en el departamento del Huila (8 invasiones) (Zamosc, 1986, p. 75). 
Igualmente, “de febrero a julio continuaron las denuncias de desalojos, la quema de 
ranchos, la violencia física y el encarcelamiento en la zona central del departamento 
sucreño” (Escobar, 1982, p. 148). En la figura 4 se muestran algunas de estas 
expresiones de la violencia terrateniente y oficial que emergió en el departamento de 






                                               
 
27
 No obstante, Escobar (1998) señala la realización de 5 tomas de tierra en Sucre para el año 76‟ 
(p. 483). 
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Figura 4: La violencia terrateniente en Sucre 1976 
Lugar Hechos Fuente 
San Pedro, 
vereda del Bajo 
de la Alegría 
Ocupación de la finca El Copey de los terratenientes los Hermanos 
Botero. Durante 1976 los campesinos fueron perseguidos 48 veces por 
las bandas de “pájaros” creadas por los Botero. 
Carta 
Campesina. No. 
32 Febrero 1976 
San Pedro, 
vereda Rovira 
Los terratenientes Francisco Ramiro y Antonio Arrieta instalaron un 
piquete de policía para desalojar 64 familias que estaban laborando en 
80 hectáreas de tierra desde 1969. Posteriormente, la policía comenzó 
a amedrentarlos con metralletas. 
Carta 
Campesina. No. 
34. Junio 1976. 
Sincé, vereda 
Ibagué 
El terrateniente Manuel García junto a la policía y 3 asesinos a sueldo 
dispararon contra 60 campesinos y los desalojaron de unas tierras 
baldías que venían trabajando. 
Carta 
Campesina. No. 
34. Junio 1976. 
Betulia Finca El Amparo, el terrateniente Ezequiel Pérez, destruyó 600 matas 











La terrateniente Zoila viuda de Barrios, con la policía a su servicio y con 





34. Junio 1976. 
Fuente: Elaboración propia 
      
Entre los años 77‟ y 78‟ acontecieron las últimas luchas por la tierra en el marco de la ANUC, 
que darían por terminado este periodo de movilización y organización campesina de los años 
70‟s. Para el caso del departamento de Sucre sobresalen las disputas en la zona de la 
Mojana, una región ubicada al sur del departamento y que comprende algunos municipios de 
Bolívar, así como la escalada de los enfrentamientos entre campesinos y policías en algunos 
municipios de las sabanas sucreñas (Zamosc, 1978, p. 183-186).   
 
La región de la Mojana está conformada por una serie de playones, bosques y sobre todo 
ciénagas, en las cuales el desarrollo del latifundio ha sido reciente, en comparación con otras 
zonas de la Costa Atlántica, razón por la cual ésta zona no participó en la actividad de la 
ANUC durante las tomas de tierra de 1971 (Zamosc, 1978, p. 183-184). No obstante, el 
conflicto por la tierra habría comenzado con el proceso de sedimentación de las ciénagas, lo 
que permitía la apropiación de estas nuevas tierras por parte de los terratenientes, quienes 
las arrendaban a cambio de la siembra de pastos óptimos para la ganadería. Debido a esta 
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expansión, las disputas se hicieron inevitables, principalmente al considerar la inexistencia de 
títulos sobre la tierra. Ante esta situación, los directivos de la ANUC en Sucre decidieron 
involucrarse en esta lucha, llegando a convocar el IV Congreso de la línea Sincelejo en 
Majagual, uno de los municipios de la Mojana (Zamosc, 1978, p. 185). Sobre estos hechos, 
Zamosc (1978) comenta que el inicio de la disputa estuvo relacionado con el desalojo de un 
gran número de colonos quienes no habían pagado sus obligaciones a la Caja Agraria. Las 
manifestaciones que se llevaron a cabo fueron fuertemente reprimidas por la policía, lo que 
llevó a la organización de mítines conformados por campesinos armados, y la ocupación de 
predios por los comités de invasión. Frente a estos hechos, se eligió a un alcalde militar en 
Majagual y se desplazaron efectivos del ejército hacia la zona, manifestando que estas 
acciones eran expresiones de la guerrilla (Zamosc, 1978, p. 184). 
 
Junto a este ejercicio de la violencia oficial vino la respuesta de los terratenientes, quienes 
organizaron consejos de seguridad y armaron un cuerpo de seguridad permanente, los 
llamados „pájaros‟. Posterior a la muerte de uno de los líderes de la ANUC en Guaranda 
(Zamosc, 1978, p. 185), la represión escaló en la Mojana con la puesta en marcha del 
decreto 1923 de 1978, conocido como el Estatuto de Seguridad, promulgado por el nuevo 
presidente Turbay Ayala, el cual lograba recopilar una serie de normas anteriores dispersas, 
reafirmando la autonomía de las fuerzas militares en el trato del orden público, y las medidas 
de justicia penal militar aplicables a la población civil (Buitrago, 1994, p. 104). De esta forma 
no sólo los conflictos en la Mojana fueron altamente reprimidos, sino en los otros municipios 
sucreños, donde se había concentrado la actividad de la ANUC, empezaron a ser atacados 
por las fuerzas armadas, a través del desalojo violento de los predios, y mediante la 
persecución y tortura de los líderes más visibles de la Asociación 28 (Zamosc, 1978, p. 186). 
                                               
 
28
 El líder de la ANUC, Alejandro Suárez agrega lo siguiente sobre los impactos del Estatuto en la 
actividad de la Asociación: “El decreto 1923 o estatuto de seguridad que fue publicado el 6 de 
septiembre y ejecutado en el departamento de Sucre el 14 de septiembre, realmente fue una lista 
de 75 dirigentes campesinos que iban a detener y alcanzaron a detener 18: en Los Palmitos, en 
Betulia y en Sincelejo. Eso no era con máscaras ni rostros encubiertos, era la armada con asiento 
en Coveñas, era el Estado, era la institucionalidad palmada. Esto tuvo un efecto desconcertante 
para nosotros y para las comunidades porque ya fue la persecución abierta, pero eso se vino a 
dar hasta el 78‟” (Suárez, 2016).   
En otra entrevista realizada por el portal Verdad Abierta (2010), Suárez plantea lo siguiente sobre 
la situación del Estatuto de Seguridad: “Se llevaron a 18 líderes y fueron torturados. A Iván 
Salgado, el más inteligente, lo torturaron tanto que lo dejaron aniquilado.  A Marley Vives, le 
pusieron choques eléctricos, a José Ángel Bohórquez (hoy líder de desplazados) lo torturaron 
también.” 
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En resumen, al finalizar este periodo de reflujo de la organización y movilización campesina, 
las tomas de tierras se redujeron en el departamento de Sucre a 11 en 1977 (8 de ellas 
realizadas en Majagual correspondientes a la disputa en la Mojana), no hubo registro de 
tomas para los años 1978 y 1979, y finalmente 4 tomas entre los años 80 y 81 (Escobar, 
1998, p. 483). 
2.4.3 Las disputas internas de la Asociación 
El último factor relevante para el análisis del debilitamiento y reflujo de la ANUC en los años 
70‟s, tiene como foco las tensiones internas y conflictos sectarios que comenzaron a 
desarrollarse entre los distintos liderazgos y grupos de la organización, una dinámica que se 
hizo más evidente a partir del Tercer Congreso en 1974 y que culminaría en el Cuarto 
Congreso de Tomala en 1977.   
 
El III Congreso Nacional de la ANUC, realizado entre el 31 de agosto y 4 de septiembre en 
Bogotá, fue uno de los eventos definitivos que marcaron las debilidades organizativas de la 
Asociación. Aunque la apertura del Congreso estuvo precedida por una multitudinaria 
marcha liderada por 40000 campesinos, quienes manifestaron sus reivindicaciones por la 
calles capitalinas (Bagley & Botero Zea, 1978b), la disputa por la dirección de la ANUC, llevó 
al conflicto entre distintos actores, entre ellos partidos tradicionales, partidos de izquierda y 
los mismos líderes campesinos, situación que impidió que el evento pudiera tener un final 
conveniente (Múnera, 1998, p. 259). El centro de la disputa estaría en el conflicto librado 
entre los sectores del PCC-ML y el Comité Ejecutivo de la ANUC (que ahora estaba 
influenciado por los intelectuales Gamboa y Cuéllar), debido a las pretensiones del Comité 
Ejecutivo de crear un partido agrario al margen de las organizaciones de la izquierda.  
 
El alborotado Congreso significó una verdadera batalla de „todos contra todos‟, llegando a 
proponer planteamientos absurdos sin ningún tipo de argumentación o hechos concretos. De 
ahí resultó la crítica a la financiación extranjera que Fals y el grupo La Rosca conseguían 
para sus investigaciones, al punto que se planteaba la intromisión del „imperio‟ en el 
movimiento campesino por medio de la recepción de estos fondos (Rivera, 1982, p.149), y 
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además, se creó  la idea de que el sociólogo era un agente de la CIA29 (“El triunfante.” A.P. 
Orlando Fals Borda; Rivera, 1982, p. 155). 
 
Frente a esta dinámica, fue claro que las deliberaciones y comisiones instaladas no pudieron 
tener un adecuado desarrollo; de hecho la única sesión que se llevó a cabo fue la propuesta 
por la delegación indígena la cual trabajó de manera independiente30 (Rivera, 1982, p. 149). 
En consecuencia, el evento culminó abruptamente con la elección de un nuevo Comité 
Ejecutivo, conformado por 10 representantes, de los cuales sólo 1 pertenecía a los grupos 
ML31, lo cual revelaba el amplio control burocrático que mantenía este sector independiente 
en la organización (Rivera, 1982, p. 150). 
 
Estas confrontaciones y divisiones no quedarían solo en el plano de la disputa ideológica del 
evento, sino que se plasmarían en las actividades diarias y locales de la ANUC, acciones 
que de por sí,  para mediados de los 70‟s, ya disminuían y se encontraban replegadas en 
muchas zonas. En este sentido, en los departamentos de Sucre, Córdoba y Bolívar, los 
grandes ejes de disputa por la tierra, el sectarismo y los conflictos entre los sectores ML y los 
líderes independientes afectaron la dinámica de la lucha por la tierra, lo que trajo como 
consecuencia la desorganización de los comités de invasiones y la desestructuración de la 
resistencia contra la ofensiva terrateniente, que venía en ascenso a partir del cambio de 
dirección de la política agraria. Estas disputas entre los líderes, dieron lugar a una 
deslegitimación de su actividad a los ojos de los usuarios de base, cuestión que se reflejó 
finalmente en el abandono de la organización por parte de muchos campesinos (Zamosc, 
1986, p. 120). 
 
                                               
 
29
 En septiembre de ese año sale en defensa de la actividad de Fals en el departamento de 
Córdoba uno de los grupos de trabajo, “El Boche”, rechazando las posturas de la financiación 
extranjera como una intromisión del imperialismo, así como critica la dirección de la Asociación 
por mantener una actitud oportunista, caudillista y traidora al querer erigir un partido agrario 
(Escobar, 1983, p. 72). 
30
 Para octubre 1974 el CRIC sienta su posición frente a los resultados del III Congreso, criticando 
la incapacidad de los sectores de izquierda para llevar a cabo un debate y trabajo serio, 
pretendiendo dar una disputa política para la cual ni había claridad de parte de los dirigentes, ni 
compresión por parte de los campesinos en general. (Escobar, 1983, p. 73). 
31
 El Comité Ejecutivo quedó conformado por los dirigentes Carlos Alméciga (Cund.), Jesús María 
Pérez (Suc.), Víctor Félix Pastrana (Caq.), y Noel Montenegro (Cal.) como ejecutivos principales; 
Froylán Rivera (Suc.) como fiscal y Richard May (Atl.), Alejandro Torres (Ara.), y Jaime Vásquez 
(Cund.), como suplentes (Rivera, 1982, p. 150). 
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Siguiendo este patrón de conflicto y división al interior de la ANUC, para el año 1975 
acontecieron una serie de hechos que reafirmarían el debilitamiento interno de la 
organización. En consecuencia, para la XIII junta nacional llevada a cabo en septiembre 
en Cartagena, se identifican las tensiones existentes entre el Comité Ejecutivo y el 
Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC)32, lo que da como resultado la ruptura 
abierta del sector indígena de la ANUC (Escobar, 1983, p. 84). En palabras de un 
dirigente del CRIC, “la ANUC nos acusó de racistas, indigenistas, gremialistas. Trataban 
de difamar a nuestros dirigentes. El fin de ellos era tragarse nuestra organización y 
llevarla hacia metas políticas” (Rivera, 1982, p. 161). 
  
Paralelamente a la ruptura con el CRIC, el Congreso tampoco fue favorable para la 
unidad de los sectores ML, lo que derivó en la división del PCC-ML en 1975, producto en 
parte de las críticas dirigidas al partido con respecto a la primacía de lo militar sobre lo 
político. Esta reorganización del partido dio como resultado su escisión en tres facciones: 
el sector mayoritario denominado La Tendencia Marxista-Leninista-Maoísta, el cual 
incluía ciertas zonas de Antioquia, Cundinamarca, parte del Valle y la Costa; otro sector 
minoritario llamado la Línea Proletaria, con arraigo en el eje cafetero; finalmente el 
Comité Central que quedó bajo el mando del EPL, que a su vez sufría una disidencia 
temporal: la muerte de Pedro León Arboleda (Archila, 2008, p. 159). Por el lado de la liga 
ML también se dieron algunas divisiones producto de la participación electoral de uno de 
sus dirigentes, Vicente Carrascal, a la Asamblea Departamental en las elecciones de 
1976 a nombre de un movimiento político denominado el Frente Democrático 
Revolucionario (Escobar, 1998, p. 348; Molano, 2004). 
  
Teniendo en cuenta esta serie de desencuentros entre los distintos sectores de la 
llamada línea Sincelejo, se lleva a cabo el IV Congreso de la ANUC el 21 de febrero de 
1977 en Tomala, una vereda del municipio Majagual, en Sucre. El evento tiene múltiples 
interpretaciones según el sector de la ANUC que relate el encuentro. Así, para los 
                                               
 
32
 Las luchas de los indígenas del Cauca habían sobresalido durante estos años, cuyas 
reivindicaciones fueron atendidas en la ANUC en el marco del segundo Congreso en Sincelejo 
mediante la creación de la Secretaría indígena que estaría adjunta al Comité Ejecutivo. Así, 
vinculando la lucha indígena a la lucha por la tierra, las invasiones de tierra que acontecieron en el 
Cauca en 1974, estuvieron influenciadas por un grupo independiente de izquierda, en su mayoría 
antropólogos, quienes ayudaron a su vez a la creación del CRIC (Zamosc, 1986, p. 111). 
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sectores del Comité Ejecutivo, que formaban el sector independiente, el Congreso fue 
una oportunidad desaprovechada para conseguir la unidad del movimiento (Pérez, 2010, 
p.103-104). Pese a ello, este mismo sector en su momento resaltó la participación en el 
Congreso de organizaciones internacionales tales como La Confederación Campesina 
del Perú y del Ecuador, la Liga Antiimperialista de Bélgica y el Comité de Solidaridad de 
Holanda. También estuvo presente La Unión Sindical Obrera (USO), y la Federación 
Nacional de Educadores (FECODE), quienes por esas fechas estaban en contra del 
“Estatuto Docente” (A. P. Jesús María Pérez. Pobres del campo. 1977). 
 
Otra serie de opiniones, por su lado plantearon, que a pesar de la presencia de las 
anteriores organizaciones, lo cierto fue que el Congreso representó el oportunismo del 
Comité Ejecutivo y sus planes de convertir a la ANUC en un partido político, sin contar 
con ningún partido tradicional, incluyendo los de izquierda como el PCCML. Sobre este 
punto, las primeras críticas apuntaron hacia la elección del lugar, una vereda de difícil 
acceso y en donde los campesinos no tenían una tradición de lucha como otros lugares 
de Sucre. (A.P. Fals Bolda. Caj. 17 carp. 03 fol. 5589-5599). El otro factor que disgustó a 
los distintos sectores participantes fue el montaje de una guardia cívica, cuya función era 
“dar garrote” a quienes no estuvieran de acuerdo con las disposiciones del Comité 
(Chamorro, 2015). Debido a este hecho, los primeros en retirarse del Congreso fueron el 
sector del PCCML, quienes posteriormente dan lugar a la formación de la ANUC Secca 
(Sector Consecuente y Clasista de la Anuc) (Rivera, 1982, p. 166). Ante su retiro, la 
ANUC Secca realiza un Congreso paralelo en el municipio de San Jacinto, en Bolívar, al 
cual denomina Primer Encuentro Nacional del Sector Consecuente y Clasista de la 
ANUC (A.P. Fals Borda Caj. 22 carp. 04 fol. 7412). 
 
El segundo día del Congreso terminó con la oficialización del partido político del sector 
independiente, la Organización Revolucionaria del Pueblo (ORP), y con la división de 
otros sectores minoritarios del campo maoísta. En consecuencia, en 1979 del sector de 
la Tendencia ML y otras pequeñas facciones del PCC-ML (sectores minoritarios),  se 
oficializa el grupo denominado 21 de febrero en un Encuentro Nacional de Dirigentes que 
se realizó en Ovejas. Allí se “aprueba un plan guía, la publicación de “Voz Campesina”, la 
coordinadora nacional provisional y la realización de un Encuentro Nacional de Masas” 
(Colombia Hoy: Informa, 1980). Por otro lado, del sector de la Liga Marxista Leninista, a 
finales de los años 70‟s se crea la Junta Reorganizadora Campesina  (Antiguo dirigente 
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de la Liga ML, 2015b). Igualmente por parte del Comité Ejecutivo, en septiembre de 
1977, sale a la luz  el Movimiento Nacional Democrático y Popular (MNDP), como 
continuidad de la ORP, y participa en “las elecciones de febrero 1978 con el MOIR en el 
Frente Por la Unidad del Pueblo (FUP), apoyando la candidatura de Jaime Piedrahita 
Cardona.” (Rivera, 1983, p. 168). Estas elecciones tendrían un resultado muy marginal, 
obteniendo el FUP apenas el 2% de los votos en Sucre, de manera que el MNDP obtuvo 
solo 1 concejal en cada uno de los siguientes municipios: Buenavista, Palmito, San Pedro 
y Majagual (Escobar, 1998, p. 340). 
 
Finalmente, un último hecho problemático que registró el Congreso, fue la elección de un 
nuevo Comité Ejecutivo. La conformación de este nuevo comité representó un cambio 
generacional, por tanto los nuevos líderes resultaban bastantes jóvenes frente a la vasta 
experiencia de sus antecesores (Pérez, 2010, p. 103). En efecto, posterior a la elección, 
el nuevo Comité busca aliarse con la línea gobiernista de la ANUC, la línea Armenia, y 
patrocinados por el gobierno, en cabeza del nuevo ministro de agricultura, y antiguo 
gobernador de Sucre, Gustavo Dáger Chadid, celebran la unificación de ambas líneas, 
en un evento realizado en Bogotá entre el 15 y 16 de febrero de 1981. (Herrán. “El 
sindicalismo por fuera”. El espectador). Por estas razones, dentro de ese mismo Comité, 
surge un sector disidente perteneciente a la ORP y al MNDP, quienes rechazan 
férreamente la unidad con el gobierno y forman el denominado Concejo de Unidad 
Campesina (CUC) en una Conferencia Nacional realizada en Bogotá a mediados de 
1979 (Rivera, 1982, p. 170). 
2.5 El resurgimiento de la ANUC en los 80’s 
Como se anotó anteriormente, hacia finales de la década de los 70‟s e inicios de los 80‟s, 
la actividad de la ANUC se había replegado y debilitado en varias zonas en las que se 
habían dado importantes luchas por la tierra. Al mismo tiempo, la organización se 
encontraba seriamente fragmentada en grupos y sectores que a su vez mantenían 
divisiones internas. A pesar de este contexto desalentador para el conflicto agrario, la 
llegada a la presidencia de Belisario Betancur marcaba ciertas diferencias con el 
ambiente represivo de la administración de Turbay. En este sentido, Betancur inicia un 
proceso de apertura política, el cual buscaba quitar ciertas restricciones del régimen 
político heredadas del Frente Nacional, así como ofrecer una salida negociada al conflicto 
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armado, estableciendo diálogos con la insurgencia. A partir de este panorama, emergen dos 
dinámicas: de un lado, se presenta el auge de la lucha armada, mediante el protagonismo 
del M-19 y el fortalecimiento militar de las FARC y el ELN; de otro lado, se tiene la 
proliferación de diversas problemáticas y actores sociales, incluidos ciertos sectores 
campesinos, que protagonizan todo un escenario del descontento social y popular. 
 
A la luz de este nuevo contexto, la actividad de la ANUC en Sucre va a ser retomada durante 
la mayor parte de la década de los 80‟s, llegando a su punto cumbre en 1987 con la 
reunificación de la organización en el V Congreso. Este periodo de movilización cuenta a su 
vez con un amplio repertorio de acciones del movimiento entre las que se encuentran las 
tomas de tierra, los bloqueos de vías, los paros, las ocupaciones de iglesias y oficinas del 
INCORA, así como la confrontación entre los campesinos y la policía o los ejércitos privados 
de los terratenientes (Escobar, 1998, p. 361). Esta etapa estaría caracterizada también por la 
emergencia de grupos guerrilleros en las sabanas sucreñas, principalmente el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores (PRT), y el MIR-Patria Libre.  
2.5.1 Las nuevas movilizaciones 
A inicios de los años 80‟s la reforma agraria prácticamente se había paralizado. Las leyes  
4° y 5°/ 73 y la implementación del DRI, habían dificultado la adquisición de tierra por 
parte del INCORA, incluso la legislación impulsaba la desafectación de predios sujetos a 
reforma agraria, como se detalló en páginas anteriores. Así, durante el periodo de 
Turbay, la actividad del INCORA se mantuvo en la titulación de baldíos y la desafectación 
de los predios intervenidos en el pasado con base en la legislación ya establecida por los 
gobiernos de Pastrana y López (Ramos, 2001, p. 127).  
 
A pesar que la llegada de Betancur había significado un panorama menos represivo por 
medio de la suspensión del Estatuto de Seguridad que había golpeado fuertemente al 
movimiento campesino sucreño finalizando los años 70‟s, su gobierno hizo poco énfasis 
en el tema de la reforma agraria, planteando el problema agrario ante todo como una 
falta de seguridad y fomento al campo que como un problema de concentración de tierra 
(Salgado, 1984). En efecto, durante el proceso de paz, la expedición de la ley de 
amnistía (ley 35/1982), por medio de la cual se reglamentó el Plan Nacional de 
Rehabilitación (PNR), enfocó los recursos únicamente a las zonas donde se presentaban 
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los conflictos armados, autorizando al INCORA la adquisición de tierra en estas regiones 
para ser distribuidas a los amnistiados y habitantes del lugar (Ramos, 2001, p. 172). En 
este sentido, la ley impuso al INCORA  la compra de la tierra a precios comerciales y a 
pago de contado, lo que derivó en una verdadera presión social por la tierra estimulada 
por varios sectores: los viejos propietarios buscando vender su tierra a buenos precios; 
compradores al margen de la ley interesados en comprar las tierras en las zonas de 
violencia; por último los campesinos desposeídos y maltratados por la larga crisis del 
sector (Salgado & Prada, 2000, p. 217). 
 
Junto a este precario escenario de apoyo a la redistribución de tierra, estaba la situación 
del campesino sin tierra en Sucre. A pesar que en la década del setenta se había 
redistribuido 43256 (has) a 4753 familias hasta el año 1979 (INCORA, 1980. Citado por 
Escobar, 1998, p. 306), a inicios de los años ochenta, el dirigente de la ANUC, Tulio 
Olivera manifestaba el mantenimiento de la gran propiedad, por cuanto 10 fincas 
propiedad de 7 u 8 familias poseían 84000 (has) mientras 52000 familias no tenían 
ningún tipo de acceso a la tierra (Solidaridad Aportes Cristianos para la liberación, 1987, 
p. 16). Adicionalmente, el trabajo agrícola por estaciones que se había estado 
consolidando en Sucre desde los años 70‟s, escaseaba a razón de la crisis del algodón y 
la crisis económica venezolana, ocasionada esta última por los bajos precios del 
petróleo, lo que había dado lugar al retorno de antiguos migrantes (Escobar, 1998, p. 
361). En consecuencia, “al ser muy escasas las posibilidades de empleo en los centros 
urbanos de la Costa, muchos miraban el campo como la única salida al desempleo” 
(Suárez, 1984, p. 155), cuestión que a su vez aumentaba nuevamente la presión sobre la 
tierra. Por último, la intervención del Instituto de Mercadeo Agropecuario (IDEMA), en la 
compra de las cosechas había sido ineficiente, debido al sistema de pagos que no 
permitía el cumplimiento a tiempo de las obligaciones crediticias de los campesinos, lo 
que derivaba en la actividad de intermediarios quienes compraban el producto a muy 
bajos precios (Suárez, 1984).33  
 
A partir de los anteriores contextos, la lucha por la tierra en Sucre volvería a tomar un 
                                               
 
33
 A estos factores, algunos voceros de la ANUC agregaban la falta de tecnología apropiada en el 
campo sucreño, dada la carencia de tractores con respecto a la superficie a cultivar (El Tiempo,  
1984). 
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nuevo aire en la década de los 80‟s. De este modo, las movilizaciones tendrían ya un 
carácter más descentralizado, siendo promovidas por  distintas secciones de la ANUC, 
especialmente por los sectores 21 de febrero, en cabeza de uno de sus dirigentes, Tulio 
Olivera, quien durante la mayor parte de los años 80‟s sería el presidente de la ANUC en 
Sucre. También participaron en estas nuevas acciones los sectores del CUC, quienes 
estuvieron  vinculados a la lucha de los indígenas zenúes (CNRR, 2010; Escobar, 1998). 
Durante estos años, la dirigencia campesina optaría por el cambio de sus prácticas 
políticas, dejando de lado el sectarismo de años pasados. Esta nueva actitud, llevaría a 
los dirigentes campesinos a la realización de su V Congreso (El congreso de Unidad y 
Reconstrucción),  y a la adopción de demandas y reivindicaciones más moderadas 
enfocadas en las necesidades económicas inmediatas del campesinado, lo que le 
quitaba el carácter „radical‟ y „revolucionario‟ a sus peticiones.  La figura 5 muestra el 
mapa de influencias de estos pequeños sectores que habían quedado luego de la 
división de la línea Sincelejo en 1977, cuestión que representa esta nueva etapa de 
luchas por la tierra y reorganización de la ANUC en la década del ochenta. 
 
Figura 5: Mapa Influencia de la ANUC durante los años 80‟s en Sucre 
Fuente: CNRR, (2010). La Tierra en disputa. (p. 241). 
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El primer hito importante en toda ésta reemergencia del movimiento campesino puede 
encontrarse en  1983 con la toma de la finca “El Cedro”,  en el municipio de Corozal, 
donde se habían presentado acciones represivas contra los campesinos que ocupaban el 
predio, por parte del latifundista Alberto Turcio, quien después de haber quemado y 
arrasado los cultivos, disparó contra las familias que laboraban, matando a uno de los 
campesinos, Juan Elías Lázaro (Voz Proletaria, 1983). Ante el asesinato del campesino, 
en julio de 1984 alrededor de 40 campesinos se tomaron la Catedral San Francisco de 
Asís en Sincelejo. Un dirigente campesino recordaba así el episodio: “cuando nos 
tomamos la iglesia fueron 5 días porque nos mataron a Juan Elías Lázaro; ahí metimos 
cincuenta mujeres y cinco hombres” (CNRR, 2010, p. 232). De igual forma, durante la 
ocupación se envió un pliego de peticiones al gobernador de Sucre, Adelberto Quintero, 
exigiéndole la pronta entrega de tierras así como la condonación de las deudas con la 
Caja Agraria (El Tiempo,  1984).  Igualmente, las tomas a las oficinas del INCORA fueron 
una de las nuevas modalidades de lucha que implementó el movimiento campesino en 
los años 80‟s (Escobar, 1998, p. 363). En efecto, en abril de 1984, más de 200 
campesinos provenientes de los departamentos de Córdoba y Sucre se tomaron las 
oficinas del INCORA en Sincelejo, exigiendo al gobierno nacional una solución inmediata 
a sus problemas de tierra (Buelvas, 1984).  
 
Las tomas de tierra tuvieron un lugar protagónico para 1984. Así, en mayo de dicho año 
se encontraban invadidas cerca de 22 fincas ante la falta de tierras y garantías para las 
pequeñas parcelas (El Tiempo, 1984). La situación llegaría a provocar el rechazo a las 
invasiones por parte de la Federación ganadera de Sucre (Fegasucre), quienes  la 
ocupación de 46 predios para el mes de octubre, tildando las acciones como 
„perturbadoras del orden público‟, exigiendo a las „autoridades civiles y militares‟ la 
protección de las propiedades y de los propietarios (Valderrama, 1984). Al finalizar el año 
ya se habían registrado 51 tomas de tierras (Salgado & Prada, 2000, p. 220), una cifra 
que solo era superada por las 60 invasiones del año 1971. La tabla 5 registra algunos de 
los predios afectados, sus propietarios, las hectáreas invadidas y el número de familias 
„invasoras‟ para el año 1984. 
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Tabla 5. Fincas invadidas edn Sucre 1984 
 
 
Durante el año 1985 continuaron las presiones en torno a la tierra. En consecuencia, en  
abril se mantuvo la ocupación de cuatro de los predios que se señalaban en la anterior 
tabla: „La Pastora‟, en Sincelejo; „El Delirio‟ en Sincelejo; „Santa Inés‟ en Buenavista y 
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„Aguas Vivas‟ en Colosó. En la ocupación de la finca La Pastora, los campesinos fueron 
desalojados por la policía, mientras que, sobre la ocupación de las otras tres fincas, el 
dirigente de la ANUC Tulio Olivera solicitaba al INCORA su intervención en estos casos 
en los cuales los campesinos se habían mantenido en el predio por más de cinco años. 
Según la organización, en Sucre estaban en conflicto 20.000 (has), siendo ocupados 31 
predios por 8000 familias (Cohen, 1985a). Dentro de esta dinámica de invasión, al 
finalizar el mes de abril la policía había frustrado siete invasiones y detenido a un 
centenar de campesinos, algunos de ellos permanecían en la cárcel de Sincé (El 
Heraldo,  1985).  
 
La falta de solución a la problemática agraria dio lugar a una masiva movilización del 
campesinado al finalizar el mes de septiembre. Así, durante casi dos días (24 y 25 
septiembre/1985) más de 2000 campesinos provenientes de Bolívar, Córdoba y Sucre 
ocuparon el Parque Santander de la ciudad de Sincelejo. „La toma de Sincelejo‟, 
promovida por los sectores 21 de febrero (Escobar, 1998, p. 365) buscaba nuevamente 
entregar un pliego de peticiones al ahora gobernador de Sucre, Roberto Samur, 
denunciando asimismo el incumplimiento de lo acordado en la anterior ocupación a la 
Catedral San Francisco de Asís.  
 
En el nuevo pliego se incluía: con respecto al conflicto agrario, la entrega de 25.000 (has) 
de tierra, una mayor regulación de los precios que beneficiara a los pequeños 
productores, así como el cese de hostilidades, principalmente en los casos de las fincas 
„Santa Inés‟ y  „La Tribuna‟, donde en el primer predio se había abaleado a 40 familias, 
hiriendo gravemente a dos campesinos; segundo, manifestaba la necesidad de 
infraestructura, sobre todo de las carreteras rurales, así como el mejoramiento de los 
servicios de salud, educación, agua y alcantarillado; por último, se incorporaba una 
demanda de los trabajadores de Electrosucre, quienes exigían el respeto a su contrato 
de trabajo (Movilla, 1985). Para el 29 de septiembre, el gobernador Samur y el 
representante de la ANUC, Olivera, habían llegado a un acuerdo, en el cual el INCORA 
se comprometía a acelerar los procesos de adjudicación de la tierra al igual que asignaba 
un presupuesto adicional para los créditos de los campesinos (Cohen, 1985b). En 
diciembre de 1985 el INCORA ya había adelantado la negociación de cinco predios entre 
los que se encontraba las fincas „El Cedro‟ „Buenos Aires‟ y „Mónaco‟ que correspondían 
a 852 (has) (Cohen, 1985). 
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La coyuntura de la „Toma de Sincelejo‟ fue un momento igualmente importante para las 
demandas de los indígenas zenúes, quienes habían comenzado su lucha en el marco de 
la ANUC en los años 70‟s, con la creación de la división de asuntos indígenas y luego 
con la constitución de la ONIC en los años 80‟s (CNRR, 2010). En efecto, durante la 
toma, los indígenas consolidaron un pliego de peticiones propio dirigido a las autoridades 
locales, manifestando en él la necesidad de recuperar sus territorios ancestrales 
pertenecientes al Resguardo de San Andrés de Sotavento, que incluía algunos municipios de 
Sucre y Córdoba (CNRR, 2010; Movilla, 1985). A partir de estas demandas y junto a la 
asesoría de miembros del CUC y el PCC-ML, los indígenas llegaron a un acuerdo con el 
gobierno y el INCORA en 1986, negociando un plan de adquisición de los territorios del 
Resguardo que correspondía a un área de 10.000 hectáreas en terrenos discontinuos 
rodeados por predios ganaderos (Cabildo Mayor Regional, 2010). Esta lucha del pueblo 
Zenú estuvo igualmente marcada por la oposición terrateniente, apelando éstos a 
mecanismos de represión y violencia así como a la manipulación de la dirigencia indígena. 
Sobre este último punto, un exdirigente indígena comentaba lo siguiente: 
 
Ahí pasó que para que los blancos nos siguieran manejando decidieron bajarme a mí 
y nombraron dos caciques más. Para tumbar los recursos de los convenios que hice 
con el gobierno y para legalizar las tierras que se recuperaron, entonces nombraron 
otro cacique. Su estrategia era clara, la división del movimiento indígena era el primer 
paso para que ellos siguieran mandando, por eso creaban más y más cabildos 
menores y nombraban caciques. Uno evidencia que son los blancos, son los 
foráneos que han estado acabando con la comunidad zenú como tal. Ellos por 
supuesto son los terratenientes. (CNRR, 2010, p. 244) 
 
Como se ha anotado hasta ahora, estas nuevas tomas de tierra, movilizaciones y 
ocupaciones han contado con una constante respuesta represiva por parte del terrateniente, 
acompañada muchas veces por la acción de la fuerza pública, o de las bandas armadas del 
propietario (Escobar, 1998, p. 362). Para 1986,  la lucha por la tierra se complicaría aún más 
a causa de la creciente actividad del MIR-Patria Libre, lo que ocasionaría que el nuevo 
gobernador de Sucre, Nelson Martelo, propietario entre otras cosas de una de las fincas en 
disputa („El Delirio en Sincelejo‟), y quien había sido secuestrado, conformara el Batallón de 
Fusileros No. 5 de Sincelejo, junto a la creación de cuatro bases militares en todo el 
departamento (Escobar, 1998, p. 362). En efecto, con la creación del Batallón, las 
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acusaciones y persecuciones contra el movimiento campesino aumentarían entonces de 
manera significativa, llegando a complicarse la lucha por la tierra durante la mayor parte del 
año 1987. 
2.5.2 1987: La cumbre de la Movilización y el Congreso de 
Reconstrucción   
El año 1987 representó la puesta en escena de distintos procesos de unidad que se venían  
produciendo durante toda la década y que para este momento habían avanzado hacia 
importantes acuerdos que permitieron una reorganización del movimiento campesino en 
Sucre. En efecto, en 1987 se concretiza  el V Congreso de la ANUC, mientras la lucha por la 
tierra seguía desarrollándose en el departamento de Sucre, por cuanto en este año 
aumentarían las tomas a 55 (Salgado & Prada, 2000). De igual forma durante este año la 
Asociación y los campesinos recurrirán constantemente a los bloqueos, las tomas a 
entidades, marchas y demás acciones que denotan un elevado grado de insatisfacción por la 
forma como se ha resuelto el conflicto agrario, entre la ineficiencia del INCORA y la 
respuesta represiva del Estado y los terratenientes.  Teniendo en cuenta estos eventos, el 
propósito de este pequeño apartado es profundizar en el análisis del V Congreso de la 
ANUC y las tomas y bloqueos del año 87‟, ubicándolos en la „cúspide‟ de este periodo de 
movilización campesina de los años 80‟s. Al final de esta sección, se muestra un esquema 
que resume en buena parte las movilizaciones del movimiento campesino en Sucre para 
esta década. 
 
2.5.2.1 Hacia el Congreso de Unidad y Reconstrucción 
En el Encuentro de Dirigentes Campesinos realizado en Sincelejo en 1981, los distintos 
sectores de la ANUC (el CUC (Consejo de Unidad Campesina), la ANUC Secca (Sector 
Consecuente y Clasista), el sector 21 de febrero, y  la Junta Reorganizadora Campesina) 
habían promovido la iniciativa de realizar el V Congreso de la línea Sincelejo con el fin de 
unificar la organización campesina. No obstante, los conflictos internos habían prevalecido, 
de manera tal que el proceso había tomado una dinámica lenta que poco a poco dilataba las 
discusiones e impedía la unidad. De hecho, durante este intermedio, en 1984 surgieron otros 
procesos de organización campesina con un nivel mayor de descentralización y localización 
de sus procesos que vale destacar. En consecuencia, en 1984 la ANUC Secca se 
transformaría en la Asociación Nacional de Trabajadores Agrícolas (ANTA); el Comité 
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Agrario Nacional (CONA), creado en el 78‟ por la Federación Sindical Agraria (Fensa), se 
transforma en la Coordinadora Nacional de Organizaciones Agrarias, a la cual se vinculan 
distintos sindicatos y organizaciones agrarias. También tomaron cierto protagonismo otros 
grupos entre los cuales se encontraba la Asociación Nacional de Usuarios del DRI, la 
Coordinadora de Sindicatos Campesinos del Atlántico, la Asociación Nacional de Fiqueros, al 
igual que juntas de acción comunal y cooperativas (Salgado & Prada, 2000, p. 174). 
 
No fue sino hasta el año 1986, cuando se logró finalmente un acuerdo en torno a algunos 
puntos claves de la discusión sobre la política agraria (para entonces el gobierno Barco 
había propuesto un nuevo proyecto de reforma agraria) y las bases para la unidad, 
conformando así un Comité Unitario Agrario Nacional (CUAN) el cual se encargaría de la 
coordinación del Congreso, programado para agosto de 1987 (Salgado, 1988; Tolosa, 1987). 
Además de la participación de los distintos sectores que confluían en la ANUC Sincelejo, los 
coordinadores decidieron invitar al sector de la línea gobiernista, siempre y cuando respetara 
las reglas de juego previstas para el desarrollo del evento (Tolosa, 1987). 
 
Entre los días 26 y 28 de agosto tendría lugar el V Congreso de la ANUC en la ciudad de 
Bogotá. Según, Tulio Olivera, dirigente de la ANUC en Sucre, “en el Congreso participaron 
delegaciones de todos los departamentos, algunas muy numerosas como la de Antioquia 
que envió 600 representantes y Arauca trajo 300, hubo cerca de 3000 delegados. 
Participaron cooperativas, comités de producción e incluso una amplia base de la ANUC 
oficial” (Solidaridad Aportes Cristianos para la liberación, 1987, p. 11).  
 
Bajo el propósito de la unidad, durante estos tres días de trabajo, los distintos sectores 
participantes llegaron a unos acuerdos básicos desde los cuales se conformaría oficialmente 
la ANUC- Unidad y Reconstrucción (ANUC-UR). Entre estos criterios-guía cabe destacar: 1.) 
El carácter gremial y amplio de la organización, constituyéndose como una organización de 
masas que permitiera la participación directa de la base campesina, evitando los reiterativos 
errores del pasado referentes al sectarismo y burocratismo; 2.) la „nueva‟ ANUC partiría y 
promovería una independencia y autonomía frente al Estado, los partidos tradicionales, pero 
a su vez aceptando una variedad de tendencias políticas; 3.) La organización estaría 
dispuesta a continuar en el proceso de unidad y articulación con otras organizaciones 
hermanas (ANUC, 1987).  
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En el Congreso  también se eligió una plataforma de lucha compuesta por 9 puntos, entre los 
que se resalta: los cuatro primeros referidos a la Tierra, el Crédito, la Asistencia Técnica, y el 
Mercadeo, también sobresale la ampliación de los servicios públicos y la infraestructura, así 
como la defensa a la educación pública y a la salud (ANUC, 1987, p. 56-59). Por último, se 
seleccionó un Comité Ejecutivo que quedó conformado en la presidencia por Ángel Tolosa 
(De un sector del Magdalena Medio); Vicente Carrascal como vicepresidente (antiguo 
dirigente de la Liga ML en Sucre) y Tulio Olivera y Gabriel Barrios (del sector 21 de febrero 
de Sucre), quedaron como secretario y fiscal respectivamente (Solidaridad Aportes 
Cristianos para la liberación, 1987). 
 
A pesar de este intento reunificador del V Congreso, hubo ciertos sectores que se 
desprendieron del proceso y se negaron a participar dentro de las discusiones. En este 
sentido, ANTA abstuvo su participación, debido a su posición de llevar a cabo un proceso 
más lento de unidad. Sin embargo, esta organización estuvo presente como observadora y 
dispuesta a seguir en el proceso de unidad posterior al Congreso. De otra parte, hubo unos 
grupos de los departamentos de Sucre y Antioquia que criticaron el carácter de los acuerdos 
entre los dirigentes y prefirieron conservar su tendencia. Finalmente, pese a la presencia de 
un sector de la ANUC oficial, sus directivas no estuvieron de acuerdo con el Congreso, 
realizando un evento paralelo y manifestando su posición de apoyo a la política agraria del 
Estado (Colombia Hoy Informa, 1987; Salgado, 1988).   
 
En el marco del Congreso también hubo puntos de disputa y controversia que se prefirieron 
resolver con posterioridad, con el objetivo de avanzar en la unificación. Entre ellos estaba el 
tema concerniente a la Reforma Agraria. Así, mientras para un sector de la ANUC 
(conformado por ANTA, el CUC y una parte del 21 de febrero) era necesario dirigir un 
proyecto de reforma agraria a través del parlamento, impulsado por congresistas de 
izquierda; para otros sectores (sector independiente y partes del 21 de febrero), el énfasis de 
la lucha debía estar en las formas de presión y movilización en el campo que lograran la 
obtención de la tierra para el campesinado (Tolosa, 1987, p. 10). 
 
Además de lo referente a la reforma, había ciertas diferencias alrededor del carácter de la 
reorganización, referido a si debería ser una Central Unitaria, que promoviera la 
centralización de la organización, o se debería tomar el criterio descentralizado de 
confederación. Según el presidente de la ANUC-UR, lo que hubo aquí fueron dos 
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propuestas: una de Fensa, que promovía la visión centralista, planteando la conformación de 
una Federación Nacional Agraria Única afiliada al CUT; y la propuesta de un Sector del 
Magdalena Medio que expone la constitución de una Coordinadora Campesina e Indígena, 
que tuviera la capacidad de aglomerar distintos procesos pero que a su vez tuvieran un 
margen amplio de autonomía (Tolosa, 1987, p. 10). 
 
A partir de esta última diferencia, otros procesos de unificación se llevarían a cabo en 1987 
por fuera de esta dinámica de la ANUC-UR. Así, entre el 3 y 5 de diciembre se dio la 
constitución de la Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria (FENSUAGRO), 
afiliada al CUT y promovida por la Coordinadora Nacional de Organizaciones Agrarias 
(CONA), al igual que por ANTA. La otra unidad que acontece a finales del 87‟ se da en el 
marco de la línea Armenia de la ANUC, la cual fortalece lazos con el gobierno al 
comprometerse y apoyar el proyecto de Barco de reforma agraria que se establecería 
oficialmente bajo la ley 30 de 1988 (Salgado, 1988). 
 
2.5.2.2 Aumenta la presión social por la tierra 
Para 1987 el problema por la tierra en Sucre seguía sin recibir una adecuada solución. La 
lenta adquisición de tierra por parte del INCORA, se complicaba aún más por la falta de 
voluntad del terrateniente para vender su finca, estimulada esta actitud a su vez por la forma 
como el Instituto llevaba a cabo la compra del predio. Asimismo, el conflicto por la tierra se 
agudizaba por cuanto la región mantenía un arraigo aún muy rural, lo que significaba la 
importancia de la actividad agrícola para las 30000 familias que dependían de ella en el 
departamento (El Heraldo, 1987). De igual manera, la creciente situación represiva que 
enfrentaba el movimiento tampoco ayudaba a aliviar las tensiones entre terratenientes y 
campesinos, así como las acciones del recién creado Batallón de Fusileros y sus continuas 
acusaciones contra el movimiento campesino, tildándolo de subversivo y guerrillero (Cohen, 
1986a).  
 
Además de lo anterior, la presión del campesinado por medio de las tomas tuvo un lugar 
importante en este año de movilización, debido a la inclusión de Sucre en los planes de 
rehabilitación promovidos por el gobierno de Barco. Durante el gobierno de Betancur el PNR 
había logrado pocos resultados, por cuanto la nueva administración pretendía modificar el 
Plan de Rehabilitación, de tal forma que no fuera solo un instrumento para la consecución de 
la paz, sino también un programa de economía social. De ahí resultaría la reorientación del 
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gasto público no sólo a las zonas afectadas por la violencia sino a aquellas regiones 
marginadas en lo económico (Bejarano, 1990, p. 79). A partir de esto, el movimiento 
campesino durante la mayor parte de 1987 exigiría continuamente la aplicación del Plan a la 
totalidad del departamento de Sucre (CNRR, 2010, p. 421). 
 
Una de las primeras acciones que acontecieron durante este año fue la marcha campesina 
liderada por la ANUC, donde dirigentes de 24 municipios de Sucre protestaron por la 
violencia con la cual eran reprimidas las invasiones, así como por la demora en los trámites 
que venía realizando el INCORA. El presidente de la ANUC departamental, Tulio Olivera, 
“denunció el desalojo violento de las fincas que ocupaban los campesinos, la amenaza a 
muerte de algunos dirigentes y los atropellos de la fuerza pública contra los campesinos” 
(Cohen, 1987b). El evento fue una oportunidad para recordar los 15 años que cumplían las 
famosas tomas de tierras de 1971, impulsando la dirigencia de la ANUC una nueva oleada 
de tomas para el día 21 de febrero.  
 
Durante el mes de Marzo el llamado a invadir por parte de la ANUC en Sucre había sido 
atendido. Se encontraban invadidas 29 fincas, por 2000 familias, y se hallaban en conflicto 
10000 (has). El caso sobresaliente de estas invasiones se ubicaba en el municipio de 
Ovejas, donde 200 campesinos habían ocupado el predio La Cantaleta de 1200 (has). Los 
campesinos habían sido desalojados por la policía a finales de febrero, y alrededor de 103 
permanecían  detenidos en la cárcel de Corozal, la mayoría de ellos enfrentando cargos por 
„perturbar el orden público‟(El Tiempo, 1987; Cohen, 1987c). A finales de este mes, también 
habían sido llevadas a cabo las invasiones en los municipios de Toluviejo, donde 80 
campesinos se tomaron el predio La Victoria, y en Ovejas 34 campesinos ocuparon la finca 
Buenos Aires. Durante estos tres primeros meses el número de detenidos a causa de 
desalojos  aumentaría a 500 campesinos (Cohen, 1987d).  
 
El segundo hecho importante que efectuaría la ANUC como mecanismo de presión durante este 
año, sería la realización de un bloqueo de la Troncal de Occidente el 2 de abril, donde más de 
5000 campesinos se tomarían distintos puntos de la carretera que comunica al departamento 
con sus demás municipios y con otras ciudades importantes. Durante el bloqueo, los dirigentes 
de la ANUC, enviaron un pliego al gobernador, Oswaldo Montes exigiendo la adjudicación de 
tierras, el mejoramiento de los servicios públicos, el arreglo de carreteras y la entrega de créditos. 
Una vez más, la organización  solicitaba el cese de las hostilidades en el marco de las 
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invasiones. Finalmente, la ANUC manifestaba la necesidad de incluir a Sucre en el PNR como 
medio para solventar la crisis agraria del departamento (Cohen, 1987a).  
 
El bloqueo se mantuvo durante dos días, hasta que el INCORA y las autoridades locales se 
comprometieron a considerar los casos de predios que habían sido afectados por las 
invasiones. Adicionalmente, el gobernador solicitó la implementación del PNR en Sucre al 
Consejero presidencial para la paz, Carlos Ossa, como un mecanismo para menguar el 
conflicto agrario del departamento. En el mes siguiente, el consejero recomendó la 
conformación de una comisión tripartita, que tenía la función de negociar la tierra entre los 
representantes de los terratenientes y el campesinado (El Tiempo,  1987). 
  
Las invasiones durante el segundo semestre de 1987 estarían motivadas por dos razones: 
primero, la negativa de los terratenientes en el marco de la comisión tripartita a arrendar sus 
predios como una solución temporal al problema de la tierra (Cohen, 1987f); la demora e 
ineficacia en la aplicación del recién aprobado PNR para Sucre (El Heraldo, 1987b). Frente a 
este panorama, la ANUC promovería un segundo bloqueo de vías en Octubre, contando con 
la participación de 3000 campesinos, quienes exigían al INCORA el reconocimiento de la 
situación previa de los conflictos y la necesidad de priorizar la aplicación del PNR sobre 
aquellos predios que llevaban un largo tiempo en disputa. Adicionalmente, durante el 
bloqueo los dirigentes de la ANUC denunciaron el empeoramiento de la situación con la 
llegada del PNR a Sucre, debido a que los terratenientes comenzaron a especular con el 
valor de la tierra a ser vendida (El Heraldo,  1987a). 
 
El problema agrario se mantendría hasta el siguiente año, con la continuación de las 
invasiones en febrero y mayo de 1988. En este escenario, serían importantes las Marchas 
que acontecieron entre los días 18 y 26 de mayo, las cuales se desarrollaron principalmente 
en los departamentos de Sucre, Santander, César, Magdalena, Atlántico, Córdoba, Antioquia 
y Norte de Santander, promovidas por distintos sectores civiles y populares entre los que se 
encontraba la ANUC-UR. El objetivo de la manifestación era salir de las zonas rurales y 
tomarse las distintas capitales de los departamentos. No obstante, la represión ejercida 
contra las movilizaciones, a las que se tildaba de “focos guerrilleros”,  impidieron la llegada 
de los manifestantes a las ciudades. En Sucre, por ejemplo, el 24 de mayo fueron retenidos 
300 campesinos que provenían del municipio de Ovejas, quienes fueron obligados a regresar 
a sus lugares de origen. Al día siguiente, en Sincelejo fueron sacados de la Catedral de San 
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Francisco por parte del Ejército, 50 campesinos refugiados  (Cuatindoy, 1988, p. 17-19). La 
generalización de la violencia contra los manifestantes fue incluso peor en otras latitudes, de 
manera que en  la vereda Llana Caliente en San Vicente del Chucurí, Santander, se cometió 
una masacre seguida de múltiples encarcelamientos, detenciones, amenazas que rodearon 
a los distintos dirigentes de las movilizaciones. Una dirigente campesina resalta este punto 
como el cierre  del movimiento campesino y con ello de la ANUC-UR: 
 
Desde mayo del 88 se aniquiló al movimiento campesino. Desde los sucesos de Llana 
Caliente los agentes del Estado y las fuerzas ilegales del paramilitarismo reprimieron tanto 
a las organizaciones que éstas dejaron de existir. Nosotros como ANUC-UR teníamos un 
buen futuro pero nos acabaron; alcanzamos a durar sólo un año desde nuestro congreso 
de reconstrucción […] ¡desde ese año del 88 nos acabaron! (CNRR, 2010, p. 259) 
 
Después de haber librado una profunda pelea en el trascurso del año anterior, y a pesar de 
los acontecimientos de mayo de 1988, el panorama en Sucre finalmente dio a los 
campesinos  una pequeña victoria: los terratenientes aceptaron las negociaciones 
planteadas desde el INCORA, y vendieron sus predios a tasas comerciales (Escobar, 1998, 
p. 373). La figura 6 muestra los momentos principales de la movilización de la ANUC en 
Sucre durante los años 80‟s. 
 
Figura 6: Movilización de la ANUC en Sucre años 80‟s. 
Fuente: Elaboración Propia. 
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2.5.3 El reflujo del movimiento 
Después del auge de la movilización por la tierra de la década de los 80‟s, que tuvo como 
punto clave el año 87‟, a partir de 1989 la ANUC y el movimiento campesino en Sucre 
reducirían notablemente sus actividades, debido a tres hechos principales: primero los 
efectos que había tenido la nueva ley de reforma agraria sobre la adquisición de las 
tierras; segundo la débil actividad que tuvo la ANUC-UR desde su año de constitución; y 
el aumento de la violencia por medio de la creciente actividad del ELN así como la 
aparición de bandas criminales asociadas al narcotráfico (Escobar, 1998).  
 
Con la promulgación de la ley 30 de 1988, “por la cual se modifican y adicionan las leyes 
135 de 1961, 1ª de 1968 y 4ª de 1973”, se reactivaría nuevamente la reforma agraria a 
partir de una serie de cambios que permitirían al INCORA  adquirir y comprar de manera 
más fácil la tierra a los propietarios. En este sentido, la ley hacía énfasis en las 
dificultades para la implementación de la reforma agraria, sosteniendo “la inoperancia de 
los instrumentos legales de expropiación”, cuestión que estancaba los objetivos de 
distribución de la tierra (CNMH, 2016, p. 161) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la ley produjo los siguientes cambios sustanciales a la 
legislación previa en materia de reforma agraria:  
 
 Se eliminó la calificación de las tierras que había sido adoptada por la ley 4° de 1973, 
lo que hizo adquiribles cualquier tipo de predio rural por parte del INCORA.  
 
 Se simplificó el procedimiento administrativo de negociación voluntaria y de 
expropiación agraria. 
 
 Se expidieron normas que restringieron la consolidación y concentración de la 
propiedad adquirida sobre tierras baldías. 
 
 Se asignaron nuevos recursos para el patrimonio del INCORA 
 
 Por primera vez se comenzó a utilizar el concepto de „integralidad‟ en la implementación de la 
reforma agraria, con lo cual se buscaba involucrar a otras instituciones del Estado en el proceso 
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 Se utilizaron nuevos criterios para determinar los avalúos de los predios rurales. Como 
estos precios eran determinados por el avalúo comercial, las negociaciones con los 
propietarios fueron más fáciles, dado el atractivo que tenían estas transacciones. (Balcázar 
Vanegas, López, Orozco, & Vega, 2001; Ramos, 2001; CNMH, 2016).  
 
Esta serie de medidas tuvieron un efecto apaciguador sobre el movimiento campesino en 
Sucre, debido a que, después de dos décadas de álgido conflicto agrario, a finales de los 
años 80 e inicios de los noventa finalmente se realizaron las adjudicaciones de tierra que 
no se habían logrado en los años previos. De hecho, una exfuncionaria del INCORA, 
planteaba al respecto el siguiente escenario: “se presenta la ley 30 del 88 y viene con 
todo lo de la reinserción, la inversión en zonas del Plan Nacional de Rehabilitación. 
Entonces allí se levantó un poco el INCORA, sobre todo en materia de adquisición 
porque se asignaron recursos para eso; en ese periodo del 82 al 87 la parte de 
adquisición estuvo prácticamente muerta” (CNRR, 2010, P. 438). Es así como la ley 30, 
al eliminar algunos enredos administrativos en la adquisición y adjudicación de la tierra, 
en efecto favoreció a los campesinos de Sucre quienes obtuvieron su tierra, lo que al final 
condujo a aliviar las presiones y los conflictos por la tierra en el departamento durante 
estos años.  La figura 7 permite observar esta dinámica de adquisición de tierra en Sucre 
durante los últimos años de la década de los 80‟s. 
 
Figura 7: Comportamiento de las adjudicaciones del Incora durante el periodo 1976-1990 
en los departamentos de Bolívar, Córdoba y Sucre. 
Fuente: CNRR. (2010). La tierra en disputa: memorias del despojo. (p. 439) 
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De otra parte, la actividad de la ANUC-UR había sido marginal después de su proceso de 
conformación, sobre todo no había tenido un impacto significativo en el movimiento 
campesino de Sucre, que por lo demás continuaba dividido (El Tiempo, 1993). Así, en 
cuanto lo organizativo, la ANUC-UR no había logrado una verdadera coordinación entre 
dirigentes nacionales y municipales, lo que mostraba una falta de construcción del 
proceso desde abajo hacia arriba, adicionando la falta de personería jurídica de la 
asociación (Colombia Hoy: Informa, 1988). Asimismo, esta descoordinación evidenciaba 
el fracaso de la ANUC-UR por articular otras organizaciones campesinas que 
desarrollaban sus procesos paralelos como FENSUAGRO. Muestra de la debilidad 
organizativa podía evidenciarse en el número de afiliados a la organización que no 
llegaba a ser un tercio del reunido en 1970 por ejemplo (Múnera, 1998, p. 468). A manera 
de síntesis de la crisis, el II Congreso de la ANUC-UR comentaba lo siguiente: 
 
Por fuera de las causas externas al movimiento, es claro que nuevamente la acción 
represiva del régimen logra frenar el repunte del movimiento campesino. Sin 
embargo, persisten las causas más internas que tienen que ver con la falta de 
acompañamiento con métodos realmente democráticos de las organizaciones 
políticas, la no superación de métodos de dirección y estilos de trabajo que violentan 
la democracia interna por parte de la dirigencia gremial. (ANUC. Citado en Salgado & 
Prada, 2000, p. 176) 
 
Finalmente, la violencia en Sucre comenzaba a incrementarse por la llegada de distintos 
actores armados y su continuo enfrentamiento. En 1989 había una permanente 
confrontación de grupos armados en zonas montañosas como Colosó, Chalán y Ovejas, 
al igual que en la región sur del departamento correspondiente a la Mojana. Así se tiene 
que “en febrero de 1989, después de un asalto a un pueblo en Colosó, 200 campesinos 
salieron de sus casas ante el enfrentamiento entre las fuerzas armadas y el ELN. Se 
refugiaron en un colegio. Otro éxodo de 1200 campesinos, que buscaban escapar de la 
violenta confrontación, tomó lugar en septiembre de 1989 en la región de la Mojana. Un 
año después los campesinos de Colosó repetirían su desplazamiento al igual que los de 
Chalán” (Escobar, 1998, p. 377).  
 
El escenario se complicaba aún más con la aparición de narcotraficantes, quienes habían 
estado comprando propiedades y fincas, muchas de ellas disputadas por los campesinos, 
en municipios costeros como Toluviejo, Tolú, Coveñas, Palmitos y San Onofre, 
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asegurándose además el tráfico de drogas por los corredores de la zona (Observatorio 
del programa presidencial de derechos humanos, 2007, p. 3). Estas actividades habían 
encarecido el costo de las tierras, dificultando aún más el acceso a ellas por parte de los 
campesinos, por cuanto los terratenientes preferían vender sus propiedades a los narcos 
que al INCORA (Cohen, 1987e). Finalmente, este fenómeno venía acompañado de la 
instalación de ejércitos privados que evitaban la afectación de estos predios por parte de 
las invasiones (Escobar, 1998, p. 378).  
2.6 Recapitulando la trayectoria de la Asociación 
Toda esta trayectoria organizativa que se ha realizado alrededor del movimiento 
campesino en Sucre, ha permitido ubicar los distintos momentos e hitos de la ANUC en 
el departamento, mostrando los  procesos de unidad y reorganización que acontecieron 
durante los años 70‟s y 80‟s.  
 
Esta trayectoria ha planteado el nacimiento de la organización campesina a partir de las 
experiencias de los sindicatos agrarios y las primeras tomas espontáneas de tierra en los 
30‟s y 40‟s, sin las cuales no se podría entender la fortaleza organizativa que adquirió la 
ANUC en Sucre a finales de los 60‟s. En un segundo momento, se planteó el ciclo de 
reformismo agrario promovido desde el gobierno de Lleras, lo que le dio ese carácter 
reformista y estatista a la ANUC en un primer momento. Posteriormente, de la ruptura 
con el Estado, vino la influencia de las organizaciones de izquierda, las cuales 
participaron activamente en el proceso de movilización y organización al interior de la 
ANUC. Igualmente, la trayectoria ha mostrado como puntos determinantes el III y IV 
Congreso de la línea Sincelejo, eventos que representan la disputa por la organización y 
sus contradicciones internas. El final del ciclo de movilización de la ANUC, terminando la 
década de los 70‟s, estaría caracterizado entonces por el fraccionamiento interno de la 
organización, la instauración de una política agraria favorable para el gran propietario y la 
fuerte represión que mantuvo el Estatuto de Seguridad y la ofensiva terrateniente contra 
el movimiento campesino. 
 
Pese a este panorama desfavorable para el movimiento, la década de los 80‟s significó 
una nueva oportunidad para la ANUC en Sucre, tomando en consideración un panorama 
menos represivo, diferente al que se había instalado con el Estatuto. Durante estos años, 
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se dejan atrás las disputas ideológicas, los fraccionamientos internos y las 
reivindicaciones radicales que se habían adoptado en los años 70‟s, y ahora  se pretende 
una lucha por la tierra en términos más prácticos y menos ideologizados. Por otro lado, a 
pesar que hubo intentos por reorganizar al movimiento, estas propuestas de reunificación 
fallaron al no poder conectar la actividad de las bases campesinas con las discusiones de 
la recién creada ANUC-UR. Así, a finales de la década, este debilitamiento junto al 
predominio de la violencia y el conflicto armado durante los años siguientes, evitarían que 
la lucha por la tierra volviera a surgir en el mediano plazo. 
  
Ahora, teniendo en cuenta esta serie de eventos y periodizaciones que han marcado la 
actividad de la organización campesina, los capítulos siguientes pretenden profundizar de 
una forma más analítica en la relación ANUC-guerrilla-conflicto armado, para lo cual se 
considerarán dos problemáticas: primero, la manera como se concibió la vía armada y la 
guerrilla dentro del debate ideológico y la estructura organizativa de la ANUC; segundo, 
las interacciones de la organización con las FARC y el impacto que tuvo para la 
Asociación de Usuarios la dinámica del conflicto entre la guerrilla y los grupos 





3. La insurgencia y la lucha armada en el 
panorama ideológico y organizativo de la 
ANUC 
El auge de la guerrilla y la movilización de la ANUC han sido procesos que en gran 
medida se han visto desconectados. Así, aun cuando la ANUC tuvo su momento de 
ascenso en los años 70‟s, que se describió en el capítulo anterior, la marginalidad política 
de la guerrilla imposibilitó el encuentro entre ambos actores. Luego, en los años 80‟s, 
aunque se visualizaba un panorama de crecimiento de la insurgencia y su importante 
papel en el marco del proceso de paz, la actividad de la Asociación en Sucre y el 
discurso de sus líderes había tomado un tono más moderado y menos radical, lo que 
ponía en un lugar inconveniente a la lucha armada. A pesar de esta falta de 
correspondencia entre ambos procesos, el tema de la insurgencia ha tenido cierto lugar 
durante toda la trayectoria de la organización. En este sentido, con la finalidad de 
reconocer estas correspondencias y desencuentros entre las trayectorias de la ANUC y 
la insurgencia, el capítulo desarrollará dos planteamientos claves: 
 
 Primero, durante los años 70‟s, la Asociación sostuvo todo un proceso de 
radicalización de su lucha, que estuvo al margen de la influencia de las guerrillas. De 
esta manera, pese a la relación de los sectores maoístas con la Asociación, quienes 
defendían la lucha armada y otras reivindicaciones anticapitalistas, esta cercanía no 
estableció una significativa conexión con las organizaciones insurgentes, debido a 
tres factores: el marginamiento de la guerrilla durante los años 70‟s;  la importancia 
del discurso llerista anti-subversivo y excluyente dentro de la Asociación; y la 
exclusión que ejercieron sectores dentro de la misma izquierda hacia el movimiento 
guerrillero, rechazando su participación dentro de la actividad de la ANUC. 
 
 Segundo, en la década de los 80‟s, acontece la emergencia de organizaciones 
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insurgentes en Sucre bajo un contexto de moderación de los discursos y 
reivindicaciones de la Asociación. De esta forma, la conformación del MIR-Patria 
Libre y el Partido Revolucionario de los Trabajadores  (PRT), como estructuras 
guerrilleras que provenían de la reorganización de algunos sectores del campo ML, 
fue un intento por conectar estas luchas por la tierra con la lucha armada, de tal 
manera que la violencia fuera utilizada de una forma defensiva a favor de la 
Asociación. No obstante, estas guerrillas llegan en un momento de moderación del 
discurso y la práctica de la ANUC, en la cual el radicalismo había dado paso a la 
priorización de las reivindicaciones económicas inmediatas del campesinado y a la 
lucha de la Asociación en diversas instancias legales, ofrecidas por el sistema 
político. En este sentido, aun con una propuesta bastante limitada de su accionar 
militar, la actividad de estas organizaciones militares llegaría a profundizar la 
represión terrateniente, estigmatizando así al movimiento campesino y justificando los 
abusos contra el mismo. 
 
Considerando las anteriores proposiciones, este capítulo está estructurado en dos partes: 
un primer apartado desarrolla los debates ideológicos de los años 70‟s y las relaciones 
que tuvo la ANUC con las organizaciones de izquierda; seguidamente, la parte final del 
capítulo abordará la emergencia del Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) y 
del MIR-Patria Libre en el departamento de Sucre, como guerrillas que provenían de la 
reorganización de ciertos sectores populares, algunos de ellos vinculados a la Asociación 
de Usuarios. 
3.1 La insurgencia dentro de la ideología de la ANUC 
Para entender estas relaciones entre la ANUC y la guerrilla, es necesario considerar en 
primer lugar, sus orígenes lleristas y estatistas. De este modo, la influencia de Lleras sobre la 
Asociación le imprimió un carácter gremial y anti-subversivo a la lucha por la tierra, lo que dio 
como resultado la indiferencia y el rechazo de la ANUC por la vía armada y guerrillera. 
Luego, frente a la ruptura con el Estado, la influencia de la izquierda comienza a difuminar las 
anteriores concepciones, dándose todo un giro radical y revolucionario de la ANUC. Sin 
embargo, aun cuando se desarrolló este proceso de radicalización, las tensiones y debates 
ideológicos dentro de los distintos grupos de la izquierda, conllevaron a un nuevo rechazo de 
la vía armada y del accionar de la insurgencia. 




3.1.1 La herencia de Lleras sobre la organización      
Como se describió en el capítulo precedente, el gobierno de Lleras desarrolló toda una 
estrategia política que permitió el surgimiento de la organización campesina, a partir de la 
inscripción de los campesinos como usuarios y de la ayuda de funcionarios del INCORA 
y de  los promotores, quienes tuvieron la tarea de organizar los comités veredales y las 
primeras asociaciones municipales y departamentales. En este sentido, la contundencia y 
magnitud que tuvieron las movilizaciones y las grandes tomas de tierra de 1971, fueron 
un resultado de los esfuerzos anteriores que había aplicado toda la burocracia estatal 
creada por Lleras para hacer efectiva la reforma agraria. De hecho, fue el mismo 
presidente quien promovió las tomas de tierra que se convertirían en estos mecanismos 
de presión del campesinado. En este sentido, ya en un discurso pronunciado en 1969 en 
Sincelejo, con motivo de la conformación de la primera junta directiva de la asociación 
departamental de Sucre, Lleras planteaba lo siguiente: 
 
Como les decía ayer en la reunión de usuarios, he asistido con emoción a estas primeras 
demostraciones de la organización de la masa campesina colombiana, a la cual aspiro a 
ver actuando en el trazo de su propio destino, no recibiendo simplemente órdenes como 
algo pasivo y obediente a la voz de los amos, sino consciente de su propia 
responsabilidad, de sus propios derechos y de lo que por sí mismo deben hacer […] 
Aspiro que al dejar la presidencia de Colombia estén desencadenadas y en acción, fuerzas 
suficientes y vigorosas en la ciudad y en el campo para que el cambio social no pueda 
volver atrás. Naturalmente hay que proceder con métodos, pero de manera acelerada 
porque las necesidades son urgentes y no dan espera. (Pérez, 2010, pp. 27–28) 
 
Ahora, si bien existía esta promoción del gobierno hacia las invasiones de tierra y de los 
métodos de presión por parte del campesinado, la idea de organización campesina para 
Lleras planteaba la dependencia de ésta a los planes del gobierno, por medio de la 
interacción constante entre organización campesina y funcionarios del INCORA y del 
DOC (Departamento de Organización Campesina). En efecto, la pretensión del gobierno 
no era solo evitar la instrumentalización política y el clientelismo dentro de la 
organización, sino impedir cualquier vínculo entre la organización campesina y la 
izquierda (incluida la guerrilla), cuestión que recalcaba nuevamente el carácter 
excluyente y antisubversivo del régimen frentenacionalista. Sobre este tema Lleras 
planteaba lo siguiente: 
104 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
En las asociaciones tratarán de infiltrarse los manzanillos astutos de todos los pelambres 
y las células subversivas; se les hablará de que formen el núcleo de nuevos partidos y se 
les tratará de convertir en carne de urna; pero las asociaciones no se idearon para hacer 
política partidaria ni nido de falsas revoluciones. (Lleras, 1970. Citado por Rivera, 1982, p. 60). 
 
Sobre estas concepciones lleristas de la autonomía y el carácter gremial de la ANUC, 
algunos líderes campesinos mantuvieron la pretensión de continuar con el proyecto 
llerista de reforma agraria. Teniendo en cuenta este interés, se perfilaron entonces 
dirigentes, quienes representaban una tendencia relativamente moderada, bajo la 
representación de Carlos Ancízar Rico y Leonel Aguirre. Estos líderes, fueron enfáticos 
en rechazar cualquier tipo de intervención política en la organización, llegando a criticar 
la continua interferencia que ya ejercía la izquierda sobre la ANUC (Rivera, 1982, p. 99). 
Igualmente, con motivo del Congreso a ser realizado en Armenia en 1972, estos 
dirigentes “buscaron promover una asociación gremial autónoma respecto a todos los 
partidos, y vinculada al Estado como instrumento de negociación y presión” (Rivera, 
1982, p. 112). 
 
Esta tendencia a rechazar la intervención de la izquierda, y con ella, la injerencia de las 
ideas revolucionarias en la organización, tendría su máxima expresión en la división de la 
ANUC entre las líneas Armenia y Sincelejo. En consecuencia, los líderes que 
promovieron el Congreso de Armenia, no sólo fueron críticos con la izquierda, sino que 
ellos mismos, desde una postura fiel al Partido Conservador, concebían a la organización 
como un instrumento gremial subordinado a la política partidista, lo que los alejaba 
igualmente de las tendencias moderadas y lleristas (Rivera, 1982, p. 112). De otro lado, 
esta división y la ruptura entre la ANUC línea Sincelejo y el Estado, terminaría afectando 
seriamente al movimiento, de tal manera que, según el periodista Germán Vargas, de los 
800.000 afiliados en 1970, quedarían en la línea Armenia 10.000 afiliados, mientras que 
en la línea Sincelejo 300.000. Es decir, fueron casi 500.000 los campesinos que 
abandonaron la organización después de estos eventos  (Bagley & Botero Zea, 1978b, p. 
73). Así, aunque la línea Sincelejo mantuvo durante la década de los 70‟s el impulso del 
movimiento campesino, acompañado de los sectores de la izquierda que interfirieron en 
la organización, lo cierto fue que la mitad de los usuarios creían más en el proyecto 
reformista de Lleras que en las apuestas revolucionarias que tendría posteriormente el 
movimiento (Múnera, 1998, p. 264). 




3.1.2  La izquierda y la ANUC 
La intervención de la izquierda en la ANUC llegaba en un momento difícil para la 
organización, la cual atravesaba por las primeras tensiones con el gobierno de Pastrana 
en medio del auge de las tomas de tierra. En este sentido, la izquierda se visualizó como 
ese aliado necesario, que en efecto nutrió política e ideológicamente el discurso de la ANUC 
frente a un Estado que pasaba de ser el benefactor del campesinado a posicionarse como el 
protector del terrateniente. Con el fin de entender estas dinámicas de radicalización del 
discurso de la ANUC, esta sección va a describir de manera detallada las relaciones e  
influencias de la izquierda sobre la organización, tratando de observar las distintas posturas 
de los diferentes sectores sobre la lucha armada y las organizaciones guerrilleras, y cómo la 
disputa interna por la organización y los sectarismos evitó la formulación de un proyecto 
revolucionario común para la línea Sincelejo. 
 
3.1.2.1  El mapa de influencias de la izquierda sobre la 
organización 
El panorama de la izquierda a finales de los 60‟s mostraba las primeras fracturas de la 
hegemonía del Partido Comunista Colombiano (PCC) a partir del debate chino-soviético34 
que había dado lugar al Partido Comunista Colombiano-Marxista Leninista (PCC-ML) en 
196535, al igual que la ampliación del espectro ideológico-político bajo la generación de 
distintos grupos estudiantiles e intelectuales, como el surgimiento de las primeras 
guerrillas (Múnera, 1990, p. 12). En este sentido, hubo múltiples organizaciones y 
personajes que acentuaron esta relación entre la izquierda y la ANUC, participando 
activamente tanto en las tomas de tierra como en los ámbitos de la organización, como  
                                               
 
34
 La discusión apuntaba hacia la crítica de la coexistencia pacífica con el capitalismo que había 
sido planteada desde las directrices comunistas soviéticas, y retomada por múltiples partidos 
comunistas pro-soviéticos, como el PCC. En este sentido, se proponía la experiencia china como 
un nuevo faro de dirección, el cual reivindicaba la lucha armada planteando un nuevo modelo de 
guerra revolucionaria, la guerra popular prolongada, además de centrar la lucha en el campo, 
ubicándolo como el escenario principal de la revolución (Archila, 2008, p. 149-153). 
35
 Sobre este proceso de ruptura con el PCC fueron importantes dos eventos ocurridos en 1964 y 
1965. “Así en abril de 1964 se realiza la Conferencia Nacional de Regionales marxista-leninistas, 
donde se decide la reestructuración del partido, se plantea entonces el rompimiento con la vieja 
dirección del partido y se entra a preparar independientemente el décimo Congreso. Este 
congreso se realiza en julio de 1965 y el partido emprende ya entonces un nuevo camino como 
PCC (ML), recogiendo y difundiendo el legado y la experiencia del partido desde su fundación en 
1930” (Calvo, 1987. Citado por de La Roche, 1994, p. 157). 
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por ejemplo en su Comité Ejecutivo. 
 
Tomando en consideración este mapa fracturado y amplio de la izquierda, los primeros 
acercamientos con la organización campesina pueden rastrearse en los mismos procesos de 
construcción y promoción de las asociaciones municipales, a partir de la actividad de los 
promotores, quienes en algunos casos optaron por una posición abierta de izquierda, 
cuestión que se posibilitó debido a su entrenamiento previo en los cursos dictados por el 
Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas (IICA) y el Centro Interamericano de la 
Reforma Agraria (CIRA), donde predominaban algunos enfoques radicales y nuevas 
perspectivas de las ciencias sociales (Múnera, 1998, p. 280). Un caso emblemático de esta 
situación fue el abogado Mario Montoya, quien perteneciendo al PCC, fue el asesor jurídico 
del INCORA y de la ANUC por algún tiempo (Múnera, 1998, p. 293). 
 
A pesar de estas disposiciones de algunos promotores y funcionarios, lo cierto fue que 
inicialmente existió una desconfianza en el movimiento campesino por parte de la 
izquierda, en tanto la ANUC era considerada “un instrumento de la política agraria oficial 
y un apéndice de la fracción llerista del liberalismo” (Rivera, 1982, p. 98). Igualmente, 
existía entre los distintos grupos de izquierda cierta subestimación hacia el papel del 
campesinado en la revolución, debido a las limitaciones de su conciencia política que 
evitaban la promoción del cambio social. Así, estas interpretaciones terminaban 
otorgando un rol preponderante al obrero y una posición subalterna y secundaria al 
campesinado (Múnera, 1990, p. 13-14). 
 
No fue sino hasta las grandes movilizaciones por la tierra de febrero de 1971 que la 
izquierda empezó a interesarse por la lucha del movimiento campesino, queriendo 
aprovechar su potencial organizativo. En efecto, hubo tres grupos que comenzaron estos 
acercamientos con la ANUC: el PCC, el Bloque Socialista (sectores trotskystas) y 
algunos sectores del campo ML representados por el PCC-ML y la Liga ML (Múnera, 
1998; Rivera, 1982). Como se propuso en la parte inicial del capítulo, durante estos años 
la marginalidad de las guerrillas imposibilitó un acercamiento significativo con la 
Asociación de Usuarios. En efecto, para el periodo de auge del movimiento campesino, el 
ELN, una guerrilla que pretendía simular la experiencia cubana, no había sido capaz de 
expandir su foco de la zona del Magdalena Medio. Por otro lado, las FARC habían 
mantenido un perfil defensivo, limitando su accionar a los sitios de su influencia (Zamosc, 




1986, p. 39). Finalmente, la guerrilla que pudo estar más cerca a esta lucha por su 
relación con el PCC-ML, el Ejército Popular de Liberación (EPL), a finales de los 60‟s se 
mantenía en los bosques de El Alto Sinú, a la espera de poder enlazar su lucha con el 
conflicto agrario de las otras regiones en la Costa Atlántica (Zamosc, 1986, p. 114). 36 
 
La participación del PCC en la organización estuvo principalmente concentrada en la 
acción del abogado Mario Montoya en la oficina jurídica del INCORA, así como en la 
actividad de promotores que eran militantes o simpatizantes del partido (Rivera, 1982, p. 
100). Por su lado, el Bloque Socialista, que había agrupado a una red de grupos 
universitarios e intelectuales con filiaciones trotskistas, leninistas o simplemente 
socialistas (Múnera, 1998, p. 190) tuvo una cercanía con el dirigente nacional de la 
ANUC, Jaime Vásquez, brindando asesoría al movimiento y realizando acciones de 
solidaridad y apoyo al movimiento campesino desde las universidades (Rivera, 1982, p. 
100). En este sentido, la participación del PCC y del Bloque Socialista estuvo más 
orientada hacia la asesoría externa a algunos sectores dirigentes del Comité Ejecutivo, 
que hacia la interacción directa con las bases campesinas. Sobre este punto Múnera 
(1998) retoma el planteamiento de Froylán Rivera, dirigente costeño de la ANUC, sobre 
el Bloque Socialista: “Los del Bloque Socialista aparecían como asesores. Tenían menos 
posibilidades de influir a las masas. Eran profesionales, trabajaban en Bogotá. Su 
influencia se ejercía principalmente sobre el Ejecutivo” (p. 296).   
 
La ayuda brindada por el PCC y el Bloque, tendría su principal apuesta en la redacción 
de los documentos base de la ANUC para enfrentar al gobierno de Pastrana. En 
consecuencia, la Plataforma Ideológica, contó con la ayuda del PCC, quien le dio un aire 
anti-imperialista a las consignas del campesinado, reivindicando la independencia 
                                               
 
36
 Adicionalmente, esta marginalidad de la insurgencia es producto de varias bajas y debilidades 
militares que tuvieron durante estos años. En consecuencia, para el año 1973 la realización de la 
Operación Anorí contra el ELN puso a esta guerrilla al borde de su extinción, perdiendo su 
Columba vertebral. Le siguió una etapa de divisiones, recriminaciones y conflictos internos, por 
cuanto a finales de los 70‟s el conjunto de combatientes rurales del ELN no superaban los 80 
miembros. Para el caso de las FARC, esta guerrilla habría perdido un número significativo de sus 
combatientes al ser detectados en las zonas del Quindío por el Ejército, donde se había 
concentrado la mayor parte de sus unidades comandadas por Ciro Trujillo. Así, para 1979 las 
FARC contaban con escasos 9 frentes. Finalmente, el EPL tuvo que soportar dos cercos de 
aniquilamiento militar en los años 1967, 1968 y 1969, que debilitaron profundamente sus fuerzas 
(Pizarro, 1990, p. 329). 
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organizativa de la ANUC, así como la defensa de la reforma agraria por la vía de las 
invasiones de tierra, demostrándole al gobierno la capacidad de la Asociación de llevar 
por sí sola todo este proceso de abolición del latifundio. Por su parte, el Bloque 
Socialista, dejó su huella en la formulación del Mandato Campesino, por medio de la 
creación de los CERA (Comités Ejecutivos de Reforma Agraria), los cuales pretendían 
ser o por lo menos emular esos órganos de poder popular que promoverían las apuestas 
revolucionarias del campesinado. 
 
A diferencia de los militantes comunistas y socialistas, la actividad de los sectores 
maoístas estuvo estrechamente ligada a la lucha directa del campesinado por la tierra, 
para lo cual se efectuó toda una dinámica de migración de las ciudades y las fábricas 
hacia el campo, principalmente desde los sectores estudiantiles, quienes bajo la 
campaña de bolchevización del PCC-ML, asistieron a las múltiples invasiones de tierra, 
se solidarizaron con la lucha campesina y muchos de ellos terminaron conviviendo con la 
gente (Villarraga & Plazas, 1994, p. 65). Sobre este proceso Luis Rendón, activista del 
PCC-ML comentaba lo siguiente: 
 
Estábamos en el momento del auge de las tomas de tierra, las conocí cerca de 
Montería y en varios municipios de Córdoba. Nosotros arrancamos de la Universidad 
para Chuchurrubí, La Antioqueña, El Tomate. La mayor alegría que teníamos 
nosotros como estudiantes era estar al lado de los campesinos, ahí nos fuimos 
conociendo y compenetrando con la gente del partido […] Aquí en la Costa se dio un 
hecho muy interesante en vacaciones: se venían grupos de estudiantes, orientados 
por la organización, a vincularse al trabajo campesino de Bolívar, Sucre y Córdoba. 
Era casi una obligación, era una forma partidaria de reclutar y de comprometer a los 
jóvenes revolucionarios (Villarraga, 1994, p. 65-66). 
 
Tal como lo muestra el relato de Rendón, la llegada de activistas ML tuvo una gran 
repercusión en la Costa Atlántica, facilitando el reclutamiento de campesinos al partido. 
De esta manera, en los departamentos de Córdoba y Sucre,  “la extracción campesina de 
muchos universitarios y la fluidez de las relaciones interpersonales e interétnicas 
disminuía considerablemente las fricciones y facilitaba la captación de adherentes para 
las organizaciones de izquierda. En Sucre, por ejemplo, la mayoría de activistas ML 
llegaron a ser reclutados entre el mismo movimiento campesino” (Rivera, 1982, p. 127). 
 




La influencia del PCC y del Bloque Socialista cambiaría una vez los sectores ML 
comenzaron a tener cierta predominancia dentro de la organización. Así, dado que la 
actividad del PCC y el Bloque se redujo a asesorar a ciertos líderes, el peso del PCC-ML 
y de la Liga durante las tomas de tierra fue ganando un lugar privilegiado en la 
conducción del movimiento. Es así como, luego del Pacto de Chicoral, la dirección de la 
ANUC toma la determinación de expulsar al abogado Mario Montoya, acusado de actuar 
en contra de los intereses campesinos37 (Múnera, 1998, p. 254). Luego, durante el II 
Congreso de la ANUC en Sincelejo, el movimiento acoge la consigna tierra pa‟l que la 
trabaja, promovida desde los sectores maoístas, rechazando así el anterior lema tierra 
sin patronos, que había sido impulsado por el Bloque Socialista en los planteamientos del 
Mandato Campesino. Finalmente, la exclusión de estos sectores del proceso de la ANUC 
quedaría confirmada ante la unión  del Partido Comunista a la línea Armenia, por medio 
de la adhesión a este sector de la asociación departamental de Cundinamarca, dentro de 
la cual el partido tenía una gran influencia. Este hecho terminaría entonces aislando al 
PCC del proceso que continuaría la línea Sincelejo38 (Zamosc, 1986, p. 102).   
 
Además del protagonismo que tuvieron los sectores maoístas, hacia finales de 1972 comienza 
a tener cierta cercanía con la organización, el trabajo de intelectuales que habían estado 
pendientes del desarrollo de la ANUC. En este sentido, el trabajo de Miguel Gamboa y Alfonso 
Cuéllar fue determinante para la creación de un sector fuerte e importante de la ANUC, que se 
conocería como los sectores independientes. La influencia de estos intelectuales se dio desde 
los comités de educación, pasando luego por la recién creada Comisión Política o Comisión 
Central Impulsadora de la ANUC (el órgano „ideológico‟ de la ANUC), desde donde se 
impulsaría un proyecto político del campesinado como clase, con el cual distintos dirigentes se 
sentirían identificados, visualizando este proyecto como una oportunidad de asegurar un lugar 
                                               
 
37
 Esta expulsión se debió en parte a los permanentes ataques que se hacían desde la publicación de 
Voz Proletaria a la ANUC (Rivera, 1982, p. 112). Por otra parte, esta ruptura con el PCC ya tenía 
algunos antecedentes en la V Junta Nacional, al adoptar la organización una posición abstencionista 
para las elecciones de 1972, guiada entre otras cosas por la influencia maoísta, una determinación que 
se oponía a la política de participación electoral del PCC (Rivera, 1982, p. 111). 
38
 Fruto de esta  ruptura con la ANUC, la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia (CSTC), 
la central comunista, tomaría luego la decisión en 1975 de construir una organización agraria al margen 
de la ANUC que se llega  a concretar en diciembre de 1976 con la creación de la Federación Nacional 
Sindical Agropecuaria (FENSA), y en 1978 se conformaría el Comité Nacional Agrario (CONA), con la 
participación de ACC (Acción Campesina Colombiana) y FANAL (Salgado, 1988).  
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propio a la ANUC dentro del espacio heterogéneo de la izquierda  (Rivera, 1982, p. 131). Así, 
la influencia de estos intelectuales recaería sobre ciertos sectores del Comité Ejecutivo elegido 
en el Congreso de Sincelejo, que igualmente compartían  algunas posiciones de izquierda 
(CNRR, 2010, p. 222). 
 
Dentro de esta tendencia, también estuvo presente la actividad de Orlando Fals Borda a 
propósito de su trabajo en la asociación departamental de Córdoba y Sucre desarrollado 
por el grupo La Rosca desde marzo de 1972 (Rudqvist, 1986, p. 215). “La Rosca era un 
grupo de intelectuales independientes de izquierda sin un programa político definido, 
pero con la ambición de realizar investigaciones sociales que tuvieran resultados 
prácticos y políticos directos”(Rudqvist, 1983, p. 16). Junto a un grupo de estudio local 
denominado Fundación Caribe, el grupo La Rosca instauró un proceso de recolección de 
la memoria colectiva y popular del movimiento campesino, así como la difusión de los 
productos de investigación por medio de cartillas, tiras cómicas, obras teatrales, etc. 
(Rudqvist, 1986, 228-240). El proceso de investigación no sólo contó con la participación 
de intelectuales y profesores de secundaria interesados en el tema, sino que fue posible 
la creación de grupos de estudio donde asistía y tenía una presencia activa el 
campesinado, como fue el caso de los grupos de estudio Juana Julia Guzmán en 
Montería y el de Felicita Campos en Sincelejo (Rudqvist, 1986). La figura 8 recopila todas 
estas influencias de la izquierda sobre la ANUC.  
 
Figura 8: Articulaciones entre la ANUC y la izquierda 1970-1974 
Fuente: Múnera (1998). Rupturas y Continuidades: poder y movimiento Popular… (p. 295). 




Con este mapa más preciso de las influencias que tenía la izquierda sobre la Asociación, 
desde 1972 hasta 1977, la disputa por la organización estaría protagonizada entonces 
por los sectores maoístas, entre ellos el PCC-ML y la Liga ML, el sector independiente 
del Comité Ejecutivo liderado por Gamboa y Cuéllar, y finalmente el proceso investigativo 
desarrollado por Fals Borda en la Costa Atlántica.  
 
3.1.2.2 Las posiciones de los grupos de izquierda sobre la lucha 
armada 
Tomando en consideración las relaciones entre la ANUC y la izquierda que se plantearon 
anteriormente, se tratará ahora la relación entre la insurgencia y la organización a partir 
del análisis de la posición ideológica y de las acciones contestatarias de los tres 
anteriores grupos que lideraron la conducción del movimiento durante  la mayor parte de 
los años 70‟s. 
 
La influencia de los sectores ML en la organización campesina partía de la idea según la cual, 
la revolución en Colombia era posible a partir de una revolución agraria comandada por los 
cuadros políticos, que llevaría al inevitable alzamiento de las masas campesinas creando las 
insurrecciones tan deseadas por la izquierda de la década del setenta (Zamosc, 1986, p. 114). 
Ubicando al campo como el eje de la lucha revolucionaria, los sectores maoístas se 
distinguieron por su trabajo de base, participando activamente en las tomas de tierra, lo cual 
implicaba un acercamiento no sólo hacia los líderes del movimiento sino una relación constante 
y cotidiana con la vida campesina (Escobar, 1998, p. 237).  
 
Siguiendo toda una serie de pasos del modelo maoísta que los llevarían a la revolución, 
este sector se caracterizaba por tener una actitud más desafiante hacia al gobierno, al 
rechazar las vías conciliadoras y defender las confrontaciones directas con la policía o 
los terratenientes, mostrando así una actitud más beligerante, que en algunas ocasiones 
ponía en riesgo la seguridad de los miembros de la organización (Escobar, 1998, p. 240). 
Esta actitud era muestra del estado “pre-revolucionario” que los grupos ML pregonaban, 
afirmando en no pocas ocasiones que la ayuda brindaba por el Estado “conservatizaba” 
al campesino, impidiendo su radicalización (Escobar, 1998, p. 245).  
 
La idea de una cercana revolución y  la crítica a la intervención estatal, conllevaron a que 
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los liderazgos ML se despreocuparan por los problemas económicos inmediatos de los 
campesinos, proponiendo formas de producción autosuficientes y socialistas que eran 
imposibles de implementar en la práctica sin los recursos necesarios (Escobar, 1998, p. 
320). Igualmente, la radicalidad del campo ML estuvo presente bajo la aplicación de su 
principio de abstencionismo electoral, el cual se introdujo a las bases campesinas de la 
ANUC39 (Escobar, 1998, p. 258). 
 
Junto a esa radicalidad, vino toda una concepción de control político por parte del PCC-
ML sobre la ANUC, teniendo en mente el objetivo de convertirse en la vanguardia del 
movimiento revolucionario. En este sentido, el partido se estructuró de una forma 
autoritaria y elitista, que aprovechaba los liderazgos campesinos para suplir sus cuadros 
en la organización (Rudqvist, 1983). 
 
Por otro lado, desde la Liga ML40 se había desarrollado todo un enfoque anti-capitalista y 
anti-burgués que planteaba una extrema oposición al Estado, así como la práctica entre 
los campesinos de actividades anti-modernas, que no fueran permeadas por ningún 
“vicio” burgués.41 Para el caso particular de Sucre, en Morroa, uno de los municipios 
donde la Liga tuvo una fuerte influencia, un antiguo dirigente, comentaba lo siguiente: 
                                               
 
39
 Sobre esta posición abstencionista vale resaltar nuevamente su incidencia dentro de la 
Asociación a partir de la Junta Directiva Nacional de Tolú en 1972, en la cual la mayoría de los 
dirigentes –entre ellos una buena parte de líderes pertenecientes a los grupos maoístas- 
aprobaron un documento que desautorizaba la presentación de cualquier lista a nombre de la 
ANUC para las elecciones. De esta manera, en “Antioquia y Nariño, se lanzaron sendos 
comunicados instruyendo a sus afiliados a no participar como electores o candidatos en los 
comicios del 16 de abril” (Rivera, 1982, p. 111). Esta posición abstencionista tuvo igualmente su 
impacto en el departamento de Sucre, donde en  los municipios de Chalán, Morroa y Palmito, 
lugares protagonistas de la lucha por la tierra, hubo una considerable disminución de la votación 
durante los años 1970-1972, atribuida a este abstencionismo electoral (Escobar, 1998, p. 261). 
40
 El origen de la liga estuvo relacionado con las reagrupaciones del campo ML así como las 
divisiones y expulsiones del PCC-ML en 1967.  Estos sectores que ya no confluían en el PCC-ML 
pero se hacían llamar grupos ML, se unificaron el 14 de noviembre de 1971 en un Conferencia 
Nacional, denominándose a partir de aquel momento La liga Marxista Leninista de Colombia 
(Molano, 2004, p. 122, 124). 
41
 Al respecto Molano (2004) propone lo siguiente: “Los miembros de la Liga tenían prohibido ver 
la televisión burguesa, escuchar las cadenas radiales burguesas e imperialistas y leer la prensa 
burguesa […] En las veredas controladas por la Liga se imponía al campesinado estas mismas 
costumbres, logrando incluso a prohibir el uso de la luz eléctrica y a los niños el ir a las escuelas 
públicas o privadas. Muchas veces el argumento fue la seguridad, evitar que hubiera infiltración, 
pero en esencia era un comportamiento antimoderno de los revolucionarios. Esta visión de que 
todo lo moderno es burgués, o que todo lo burgués es “malo”, marcó en gran parte el imaginario 
de los revolucionarios” (p. 128-129). 




Aquí en el municipio de Morroa dijimos que no queríamos nada con el Estado y fue 
un grave error, porque a nosotros nos llegaban diciendo ¿Qué quieren? ¿Quieren 
tractores? ¿Cuántas vacas quieren? Y la gente decía: -no, no queremos nada con el 
Estado, porque se decía que uno para hacer un cambio, los revolucionarios tenían 
que ser demasiadamente pobres. (Líder Liga ML, 2015) 
 
Teniendo en mente toda esta radicalidad ideológica, discusiva y contestataria, el PCC-ML 
en mayor medida, y la Liga, fueron los grupos que más se acercaron y compaginaron con 
las ideas de la insurgencia de los 70‟s, cuestión que derivó en la permanente crítica de 
los sectores moderados e independientes de la ANUC. Sobre este punto, Alejandro Suárez 
un antiguo líder de la ANUC y ex activista del PCC-ML, postula el siguiente escenario: 
 
Uno tenía era un sentimiento de solidaridad ideológica con la insurgencia por las 
banderas que la insurgencia desarrollaba: la reforma agraria, la liberación nacional, la 
lucha contra los terratenientes, contra la burguesía, la construcción de un Estado 
socialista y democrático, eran de alguna manera las mismas banderas del 
movimiento campesino.  
 
(Así), cuando alguien te suelta un discurso que se compagina con el tuyo uno se 
siente como compenetrado discursivamente con ese discurso, y como eso también 
estaba acompañado del otro componente, de la guerra popular prolongada; y estaba 
acompañado con el discurso de que el campo era el escenario principal de la lucha 
revolucionaria siguiendo las enseñanzas maoístas; y como estaba acompañado 
también de la necesidad de que en el campo se pudiera construir la retaguardia de la 
revolución colombiana; de alguna manera nosotros nos sentíamos halagados con la 
discursiva, porque que se reconozca que tú eres importante o protagónico de un 
proceso futuro, eso lo halaga a uno. (Suárez, 2016) (Énfasis agregado) 
     
Igualmente, la relación entre el PCC-ML y su brazo armado el EPL, hizo que existiera 
ésta leve cercanía entre la ANUC y la insurgencia por lo menos en dos sentidos: primero, 
el partido cooptó a algunos líderes campesinos, quienes en algunos casos terminaron 
engrosando las filas del EPL (Rudqvist, 1983); segundo, hubo una correspondencia entre las 
actividades que el Partido desarrollaba con la organización y la actividad que el EPL 
emprendía en sus zonas de influencia. En este sentido, fue importante el desarrollo de los 
actos políticos, que se trataban de reuniones con las comunidades, a la manera de las juntas 
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patrióticas en el  EPL, las cuales pretendían emular esos embriones de poder popular en los 
que hacía énfasis el modelo maoísta (Calvo, 1985; Villarraga & Plazas, 1994). Sobre estos 
actos políticos,  Luis Rendón, ex activista del PCC-ML,  plantea lo siguiente: 
 
Una experiencia muy interesante que implementamos fueron los actos políticos […] 
Los hicimos en Sucre y otras regiones. Eran actos masivos en la clandestinidad. La 
gente los consideraba una forma de gobierno, y a partir de ellos se trabajaba el 
partido político, los asuntos sociales y se trataban los problemas económicos […] El 
acto político reunía así, siempre, bastantes campesinos. Se realizaban temarios, se 
trazaba la táctica que debía seguir el movimiento. De hecho, se consideraba la 
recuperación de tierras porque siempre era el eje de la lucha en la zona. Pero 
también asuntos de la economía en el área: sobre las huertas, los cultivos, el caso de 
los artesanos. Por ejemplo, el comercio de las hamacas. De esta manera el partido 
se vinculaba muy a fondo con las comunidades y podría decirse que estas 
actividades contribuían a organizar una economía en la zona […] Se estudiaba el 
periódico Revolución, pues llegaban cinco o seis, y se discutía colectivamente […] En 
general se trabajaba de todo un poco: temas políticos, militares o sociales. 
(Villarraga, 1994, p. 67) 
 
 Por el lado de la liga, la opción de la lucha armada fue una de las causas por las cuales 
este grupo se fue dividiendo poco a poco. Según José Aristizábal, antiguo miembro de la 
Liga en Antioquia postulaba el siguiente escenario: 
 
Otra parte de la Liga consideraba que había que continuar ampliando las luchas 
económicas, que si se había conquistado la tierra en Sucre, había que ver como se 
vendía mejor la hoja de Tabaco; entonces se impulsa el Paro Tabacalero, el crédito, 
ampliar una base. Se dio origen a una discusión que llevó finalmente a la ruptura de 
la Liga entre un sector que planteaba unas ideas más de tipo que llamábamos en la 
época „Reformismo‟ de preeminencia de la lucha económica y la lucha reivindicativa 
inmediata política; y otro sector que planteaba la necesidad de avanzar hacia 
procesos insurreccionales. (Aristizábal, 1994) 
 
En contraste con los grupos maoístas, los sectores independientes, y los grupos que 
estaban influenciados por el trabajo de Fals Borda, partían de una severa crítica a todas 
las organizaciones de la izquierda tradicional, incluyendo el accionar armado de la 
guerrilla. En este sentido, aunque los sectores independientes compartían algunas ideas 




de la izquierda42, desde 1973 estos grupos se dedicaron a impulsar varios seminarios 
con el objetivo de analizar una a una todas las organizaciones revolucionarias de 
Colombia, llegando a la conclusión que todas estaban desviadas y eran oportunistas 
(Pastrana, 1975. Citado por Bagley & Botero Zea, 1978b, p. 87).  De hecho, bajo este 
entendimiento, se hacía una profunda crítica al accionar de la insurgencia en Colombia, 
planteando así la incongruencia de la guerrilla, en la medida en que su actividad ponía 
como „carne de cañón‟ a la población civil frente a los ataques del ejército (Suárez, 2016). 
Así,  la izquierda en Colombia se dividía en unas organizaciones revolucionarias 
“oportunistas” y unas organizaciones guerrilleras que eran consideradas  “bandas de 
matones” (A.P. Fals Borda. Caj. 17 carp. 03 fol. 5589-5599). 
 
A partir de estas críticas, este sector iría construyendo una alternativa política dirigida 
hacia la creación de un partido agrario que estuviera desligado tanto de los partidos 
tradicionales como de la izquierda en general. Esta fórmula política se denominaría 
inicialmente Organización Revolucionaria del Pueblo (ORP) y tendría su lanzamiento 
oficial en 1977 durante el IV Congreso en Tomala, Sucre (Rivera, 1982, p. 146). 
 
Adicionalmente, estos sectores moderados eran favorables a la negociación con el 
Estado, y veían como algo perjudicial las actuaciones beligerantes de los sectores ML 
(Escobar, 1998, p. 241; Zamosc, 1986, p. 117). A partir de esta actitud conciliadora, fue 
significativa la decisión de estos sectores por suspender La Marcha Campesina Nacional 
en 1972, la cual pretendía convertirse en una masiva movilización dirigida hacia la capital 
(Múnera, 1998, p. 256). Los dirigentes del Comité tomaron esta determinación debido al 
nivel de represión con que habían sido detenidas las manifestaciones iniciales en las 
regiones. En el marco de este episodio, los líderes acordaron con el presidente Pastrana 
revisar los casos de violencia contra el movimiento así como las decisiones que se 
adelantaban en el gobierno concernientes al tema agrario (Rivera, 1982, p. 123-124). 
Igualmente en el caso de Sucre se evidencia la moderación de estos líderes en las tomas 
de tierra, favoreciendo siempre la negociación con el INCORA (Escobar, 1998, p. 323).  
 
                                               
 
42
 En particular estos grupos defendían ciertas demandas de la izquierda relacionadas con el 
rechazo al sistema capitalista, la promoción de un país socialista y hasta la posición 
abstencionista del PCC-ML (Escobar, 1998, p. 324). 
116 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
Por el lado del trabajo de Fals Borda y de los grupos de estudio que se desarrollaron en Sucre 
y Córdoba por medio de La Rosca o la Fundación Caribe, surgía igualmente una crítica a la 
actuación de las organizaciones de izquierda con respecto a la conducción del movimiento 
popular. En efecto, Fals había llevado a cabo la tarea de promover formas autogestionarias de 
producción entre los campesinos que iban recuperando la tierra mediante las invasiones. De 
este modo, Fals Borda consideraba que el problema de los campesinos cuando conseguían la 
tierra consistía en la falta de canales institucionales, lo cual les impedía preservarla. De ahí 
resulta la idea de los baluartes43 de autogestión campesina, como una forma de organización 
que pretendía resolver estos problemas a partir de la obtención de fondos de solidaridad, 
créditos a la producción y compra de los insumos y cosechas (Rivera, 1982, p. 130). 
 
Teniendo presente la idea de construir conocimiento científico desde el conocimiento popular y 
campesino, estas formas autogestionarias de organización, permitían cierta autonomía a las 
comunidades que los grupos de izquierda les negaban. Es así como, los baluartes al 
organizarse como “pequeños núcleos en los que se hallaban condiciones reales de 
democracia por su tamaño y la coordinación entre pequeñas entidades de campesinos 
independientes y organizados que definían su propio futuro, se constituyeron en un fenómeno 
nuevo, difícil de encasillar en los tradicionales esquemas aplicados por la izquierda” (Rudqvist, 
1983, p. 21). Por otro lado, el desarrollo de estas formas autogestionarias, al igual que los 
proyectos de investigación y acción participativa de Fals, tuvieron algún tipo de impacto gracias 
a la financiación conseguida por el grupo La Rosca, un aspecto que se convertiría en fuente de 
múltiples controversias, sectarismos y divisiones (Rivera, 1982, p. 130).  
 
Como se ha anotado, no sólo existía un rechazo de la ANUC respecto a la actividad de la 
guerrilla debido a su origen estatista y llerista, sino que aún, dentro de la dinámica de influencia 
de la misma izquierda, ciertos sectores mantenían sus reservas con respecto a las 
organizaciones revolucionarias y a la vía armada. Posteriormente, los conflictos entre las 
distintas facciones por las formas de conducción del movimiento, especialmente entre el PCC-
ML y el Comité Ejecutivo, junto a las pretensiones hegemónicas de estos grupos, llevarían a 
                                               
 
43
 Aquí se retomaba el término utilizado por los primeros grupos de campesinos organizados 
alrededor de la lucha por la tierra durante los años 30‟s y 40‟s en la región del Sinú, conducidos 
por el líder Vicente Adamo. El baluarte hacía referencia a estos primeros lugares donde se 
llevaron a cabo diferentes reivindicaciones por la tierra. Durante este periodo se consolidaron tres 
baluartes: El de Lomagrande, Canalete y Callejas (Fals Borda, 2002, p. 151B, 180A). 




una mutua exclusión que debilitaría significativamente la unidad de la organización. En 
consecuencia, mientras el PCC-ML y la Liga apostaban por una actitud más radical frente a las 
tomas, los líderes independientes insistían en la negociación con las autoridades, lo que 
resultaba en el reclamo por parte de los maoístas de la “débil” posición asumida por el Comité 
Ejecutivo. Por su lado el Comité, señalaba lo problemático que resultaba la acción beligerante 
del PCC-ML, en la medida en que se veían fuertemente reprimidas las bases campesinas de la 
organización. (Rivera, 1982, p. 143-144). 
 
Un caso representativo de esta conflictiva situación entre ambos sectores, fue el paro 
tabacalero de 1973, donde la facción del PCC-ML inicia una serie de críticas a la labor de los 
líderes independientes, al no alinearse a las pretensiones del partido, y seguidamente, los 
líderes moderados emprenden varios ataques contra las organizaciones políticas de izquierda 
(Rudqvist, 1986, pp. 322–323). 
 
En los meses previos a la realización del III Congreso las tensiones se profundizan, de tal 
manera que el Comité Ejecutivo comienza una tarea de exclusión de los sectores ML de todas 
las instancias de la organización campesina. Así, los líderes independientes decidieron lanzar 
una política ofensiva en las áreas donde había una supremacía y amenaza de los grupos ML. 
De esta manera, los sectores maoístas fueron paulatinamente expulsados de los comités de 
educación y de las asociaciones departamentales con la finalidad de reducir su representación 
en el Congreso (Zamosc, 1986, p. 117). 
 
Seguidamente de la disputa entre el PCC-ML y el Comité Ejecutivo, estaban las tensiones 
entre éstos y la actividad de La Rosca y los grupos „falsistas‟. Del lado del PCC-ML, los 
conflictos tenían como punto de partida el método de relacionamiento con el campesinado. En 
consecuencia, mientras el partido usaba un discurso político e ideológico basado en las 
preconcepciones maoístas, esperando el reclutamiento de cuadros dentro del movimiento 
campesino, el trabajo de Fals se concentraba más en la autonomía y auto-organización de las 
comunidades, lo que resultaba en campesinos independientes sin ningún tipo de afiliación 
partidista (Rudqvist, 1986, p. 324-325), restando cierta hegemonía al partido como la 
vanguardia a seguir del proceso revolucionario.  
 
Por el lado del Comité Ejecutivo, las relaciones con los grupos „falsistas‟ pasaron de la 
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cordialidad a la conflictividad. Así, aunque en un primer momento los líderes independientes 
estuvieron de acuerdo con las actividades de Fals, llegando a usar el material producido por 
sus investigaciones para ocupar ciertos espacios que los sectores ML tenían en el 
departamento de Córdoba y Sucre (Rivera, 1982, p. 130), las presiones del III Congreso y las 
disputas con el PCC-ML, obligaron al Comité Ejecutivo a incrementar sus esfuerzos por instalar 
su proyecto de partido agrario, lo que generó el rechazo de los grupos „falsistas‟ a sus 
propósitos. Ante estas determinaciones, el Comité empezó una campaña de restructuración de 
la ANUC en Córdoba, por cuanto se dio la llegada de nuevos líderes favorables al Comité 
Ejecutivo, remplazando a los antiguos dirigentes de la facción „falsista.‟ Toda esta intervención 
estuvo sustentada en parte, por las tendencias que el Comité Ejecutivo observaba en el trabajo 
de La Rosca y su posible propuesta de formulación de un partido político basado en la 
estructura organizacional trabajada por Fals y en los grupos de investigación y acción 
participativa (Rudqvist, 1986, pp. 334–335). 
 
 Como se vio en el capítulo previo, entre la realización del III y IV Congreso, la ANUC estaría 
sometida a estas disputas internas, que junto a las políticas antirreformistas de los gobiernos 
de Pastrana y López Michelsen, y a las acciones represivas del Estado y de los terratenientes, 
iban poniendo a la organización en una posición bastante débil. Cabe resaltar que las 
diferencias ideológicas junto a los conflictos internos de los distintos grupos de izquierda, no 
sólo produjeron ésta limitada y frágil relación entre la insurgencia y la organización, sino que, 
teniendo presente el contexto contrarreformista que tenía que enfrentar la ANUC, la disputa 
interna evitó uno respuesta más estratégica por parte de la Asociación, que estuviera 
sustentada en la unidad de la línea Sincelejo. Es en este sentido, que los esfuerzos de 
reorganización en los años 80‟s estarían guiados bajo el objetivo de unificación de la 
Asociación de Usuarios. 
3.2 La lucha armada como una propuesta en medio de la 
reorganización de la ANUC 
     A la par de los intentos de recomposición de la ANUC en Sucre en los años 80‟s, tendientes 
a la unificación de la Asociación y a la realización de su V Congreso, se dio un proceso de 
reestructuración de los sectores ML, por cuanto se agruparon distintos grupos alrededor de 
proyectos políticos y revolucionarios comunes. Así, motivados por un nuevo contexto de 
apertura, Diálogo Nacional, y de crecimiento de la actividad de las guerrillas, la conformación 




del MIR-Patria Libre (MIR-PL) y del PRT, encontraría en la vía armada una opción subsidiaria a 
la lucha política que ya venían trabajando desde hace años alrededor de diversos sectores 
populares como el movimiento campesino. No obstante, este escenario de emergencia de 
organizaciones guerrilleras en Sucre, se enfrentaría a un contexto en el cual la ANUC ya había 
moderado su postura y su radicalidad de los años 70‟s, enfocándose la Asociación en los 
temas económicos más inmediatos que afectaban a la población campesina, así como en la 
participación de ciertos espacios más institucionalizados.  
 
Con el fin de examinar estas relaciones entre el MIR-PL, el PRT y la ANUC, es necesario 
proponer algunos elementos de la reconfiguración organizativa de la Asociación durante los 
años 80‟s. Posteriormente, se abordarán los orígenes de ambas organizaciones guerrilleras, 
sus trayectorias y métodos de lucha, haciendo énfasis en los impactos y relaciones de su 
accionar sobre el movimiento campesino en Sucre. 
3.2.1 Las nuevas posturas hacia la Unificación 
 Para inicios de los años 80‟s, la situación de la ANUC en el departamento de Sucre 
correspondía a la división de la organización en cuatro sectores: el CUC (Consejo de Unidad 
Campesina), la ANUC Secca (Sector Consecuente y Clasista), el sector 21 de febrero, y  la 
Junta Reorganizadora Campesina. En 1981, estos sectores promueven un Encuentro Nacional 
de Dirigentes Campesinos, a raíz de la unificación entre el Comité Ejecutivo creado del IV 
Congreso y la línea Armenia en febrero de 1981, una unidad promovida por el gobierno en 
cabeza del ministro de Agricultura Dájer Chadid (Solidaridad: Aportes Cristianos,  1981). En 
efecto, la convocatoria al encuentro realizada por los anteriores sectores44 concebía este 
momento como una nueva oportunidad para reunificar y reorganizar al movimiento campesino, 
frente al aislamiento y división que suponía la unidad de la ANUC gobiernista (Solidaridad: 
Aportes Cristianos, 1981, p. 10). 
 
Entre los objetivos de la convocatoria, estaba la consecución de la unidad del movimiento 
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 Entre los líderes que convocan el Encuentro sobresale la presencia de Tulio Olivera, del sector 
21 de febrero; del CUC, está Froilán Rivera; y de la Junta Reorganizadora Campesina, Vicente 
Carrascal. Todos ellos antiguos dirigentes de la organización, los dos últimos habían sido 
presidentes de la ANUC en Sucre durante la primera mitad de los años 70‟s (Solidaridad: Aportes 
Cristianos, 1981). 
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campesino, que dejara atrás los antiguos sectarismos, para lo cual se planteó la necesidad de 
convocar un nuevo Congreso que diera como resultado la final unificación de la línea Sincelejo. 
Asimismo, se tenía la pretensión a partir del Encuentro, de efectuar un ejercicio detallado de las 
causas de la crisis y la división de la ANUC, así como proponer una plataforma política que 
orientara la posición de la organización de frente a las políticas del Estado (Solidaridad: 
Aportes Cristianos, 1981). 
 
La celebración del Encuentro, entre los días 3 y 5 de abril de 1981 en la ciudad de Sincelejo, 
contó con la participación de más de 1000 delegados junto a diversas organizaciones 
populares y gremiales, como Fecode y la Unión Sindical Obrera (USO)45 destacándose la 
participación del CUC, la ANUC Secca, el sector 21 de febrero, la Junta Reorganizadora, y 
otros grupos conglomerados en ligas campesinas independientes (A.P. Jesús María Pérez, 
“Informe Encuentro Nacional de dirigentes campesinos”). En este evento se definió una 
plataforma de lucha de 13 puntos, en la cual, al tiempo que se hacía alusión a la lucha contra el 
imperialismo y se recogía nuevamente el emblema „Tierra para el que la trabaja‟, se exigían 
mejores condiciones sociales y económicas para el campesinado tales como el acceso al 
crédito, una mejor comercialización de los productos, la capacitación técnica y el mejoramiento 
en la prestación de los servicios públicos (Colombia Hoy: Informa, 1981). Finalmente, se 
reivindicó la necesidad de plantear un nuevo Congreso de reunificación y reconstrucción, para 
lo cual se eligió un comité coordinador, conformado por dos representantes de cada sector 
participante (A.P. Jesús María Pérez, “Informe Encuentro Nacional de dirigentes campesinos”). 
 
Retomando algunas anotaciones del capítulo anterior, las discusiones hacia el V Congreso de 
la ANUC se dilatarían a razón de ciertas posiciones de un grupo proveniente del Comité 
Intermunicipal de Antioquia el cual, al no encontrar eco respecto a su propuesta gremialista de 
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 El encuentro contó con la participación de delegados campesinos provenientes de los 
departamentos de Antioquia, Atlántico, Caldas, Valle, Cesar, Magdalena, Santander del Sur y 
Norte, Bolívar, Córdoba, Huila, Meta, Caquetá, Putumayo, Chocó, Quindío, Cauca, Cundinamarca 
y Sucre; con participación además de delegados indígenas de los resguardos de Cristianía 
Antioquia, de Bueltas del Río Tolima, de San Andrés de Sotavento, Córdoba y 32 organizaciones 
sindicales y populares, entre estas FECODE, USO, Sintracreditario, Sintrabanca, Utrasan, 
Sintracaracol, El Comité de Solidaridad con los presos políticos de Bogotá y una delegación de la 
Facultad de Sociología de la Universidad Nacional. Otras organizaciones campesinas como el 
Intermunicipal de Antioquia, la Asociación Municipal de Usuarios Campesinos de 
Barrancabermeja, la Municipal del Magdalena Medio, un Sindicato agrario del Bajo Sinú, filial de 
FANAL y FENSA (A.P. Jesús María Pérez). 




organización y del trabajo desde la base, constituyó un sector más, denominado Sector 
Independiente, que sería muy influyente en el Magdalena Medio (Salgado, 1988).  
 
Mientras existían aún estas dificultades entre los líderes para concretar algunas propuestas de 
manera colectiva, las organizaciones en las que estaba escindida la ANUC en Sucre, seguían 
desarrollando paralelamente sus proyectos políticos y sociales. De esta manera, el CUC, que 
en la década de los 70‟s había participado en las elecciones de 1978 bajo el Movimiento 
Nacional Democrático Popular (MNDP), hacia 1982 conforma otra organización denominada 
Democracia Popular (DP), que sería la plataforma política para participar en el campo electoral.  
 
Este sector consideraba necesario volver a consolidar el movimiento campesino ya no desde la 
movilización sino mediante las instancias institucionales, como las elecciones. En este sentido 
un comunicado del CUC precisaba lo siguiente: “hoy la situación es diferente, y si no tomamos 
medidas enérgicas, el debilitamiento de la ANUC será mayor, a tal punto que en lugar de ser 
una organización que coordine y distribuya el movimiento campesino en todo el país, quedará 
limitada a unas cuantas zonas” (Pérez, 2010, p. 146). Bajo este ideario, la DP se aliaría con el 
Nuevo Liberalismo de Luis Carlos Galán que proponía un programa de distribución de la tierra, 
modernización de la producción y garantía de la organización popular (Escobar, 1998, p. 342). 
A pesar de esta iniciativa, el asesinato de Gloria Lara en noviembre de 1982, atribuido a una 
organización que se hacía llamar “ORP” (coincidiendo la sigla con el sector de la ORP de la 
ANUC), dio lugar a que líderes del CUC y la DP, tuvieran que refugiarse en el extranjero y ser 
perseguidos y acusados de un crimen que finalmente no cometieron (A. Pérez, 2014). 
 
Similar a la experiencia anterior, la Liga ML, que se había dividido en la década pasada 
conformando la Junta Reorganizadora Campesina, propone a mediados de los años 80‟s, la 
conformación de un movimiento político llamado Unidad Campesina Popular (UCP), liderado 
por el dirigente de la ANUC Vicente Carrascal. Durante los anteriores años Carrascal había 
tenido problemas con dirigentes de la Liga pertenecientes a la región de Antioquia como Arturo 
Acero quien acusaba a Carrascal de “agente infiltrado, de gamonal al servicio de los 
terratenientes, de sacar provecho de las luchas campesinas y de tener acuerdos con el 
INCORA” (Molano, 2004, p. 134). Por esta razón, el dirigente se había alejado paulatinamente 
de los grupos de izquierda, participando en las primeras elecciones populares de alcalde como 
candidato al concejo de Morroa en 1988 a la luz de la organización UPC, que ahora había 
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adoptado el nombre de Unidad Campesina Liberal, con lo cual se pretendía proteger los 
acumulados organizativos y sociales ante el aumento progresivo de la violencia en Sucre 
(Antiguo dirigente de la liga ML, 2015b). 
 
Por parte del sector 21 de febrero, algunos de sus miembros, principalmente aquellos que 
coordinaban el periódico Voz Campesina, junto a otras organizaciones de tinte marxista-
leninista, organizaron un nuevo movimiento llamado Pan y Libertad, hacia el año 1981 
(Espinosa, 2013, p. 99). A diferencia de la pretensión electoral de la DP, Pan y Libertad, se 
consolida como una organización política de masas, desde la cual sus miembros tuvieran una 
mayor relación con las demandas de los distintos sectores populares, tratando de buscar una 
identidad latinoamericana y nacional más allá de las doctrinas marxistas de las que se había 
alimentado la izquierda en Colombia. En este sentido, la organización realizaba reuniones con 
distintas organizaciones y movimientos sociales donde se estudiaban los problemas que se 
fuesen presentando en la vida diaria, por cuanto los núcleos del movimiento se construían muy 
ligados a los problemas del lugar de vivienda, trabajo o estudio. Al igual que la DP, este 
movimiento, trató de aprovechar todos los canales legales y abiertos que le permitieran 
desarrollar sus tareas de “agitación y educación revolucionarias”. De ahí que el movimiento 
tuviera la pretensión de aportar elementos importantes al proceso revolucionario desde la lucha 
política abierta (Dirección Movimiento Pan y Libertad, 1989, p. 187-190). 
 
Finalmente, durante todo este intermedio hacia el V Congreso, cabe resaltar el cambio de 
nombre de la ANUC Secca en 1984, constituyéndose ahora como la Asociación Nacional de 
Trabajadores Agrícolas, (ANTA),  buscando a partir de este cambio reflejar de manera más 
precisa las características de sus afiliados (Salgado, 1988). 
 
Todos estos procesos expresaban un cambio alrededor de la forma como se había llevado la 
lucha por la tierra en los años 70‟s. En este sentido, los distintos liderazgos dejaron atrás las 
críticas malintencionadas y el sectarismo que reinó en la década pasada, preocupándose 
ahora por conformar procesos cada vez más articuladores, e igualmente aprovechar todas las 
herramientas legales que el sistema político les pudiera brindar. De ahí es que resultan estas 
nuevas experiencias de la Democracia Popular, el Movimiento Pan y Libertad y la Unión 
Campesina Popular. En palabras de un dirigente, la situación en los años 80‟s mostraba lo 
siguiente: 
 




Los campesinos ya no queríamos discursos, queríamos resultados. En los setentas el 
movimiento campesino fracasó en la parte económica y comercial pero en la cuestión 
política avanzó a pesar de todos los desbarajustes que había. Ya en los ochentas lo que 
hicimos fue cambiar de táctica pero la posición estratégica de <<tierra pal‟ que la trabaja>> 
la mantuvimos y la seguimos manteniendo. (CNRR, 2010, p. 230) 
 
La figura 9  resume en buena parte todas estas reconfiguraciones de los distintos grupos que 
hacían parte de la ANUC desde la década de los 70‟s, observando sus transformaciones 
durante estos años. 
 
Figura 9: Cambios Organizativos ANUC en Sucre años 70‟s y 80‟s 
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3.2.2 El MIR-Patria Libre y el PRT: las otras recomposiciones del 
campo ML 
Aunque el proceso de conformación y composición organizativa del MIR-PL y el PRT fue 
distinto, ambos tuvieron un elemento en común, que se remonta a los conflictos internos 
dentro del PCC-ML en 1975, referidos a cuatro problemáticas principales: primero, el 
elevado carácter militarista del partido que menospreciaba las luchas políticas y las 
reivindicaciones económicas; segundo, la instrumentalización de las organizaciones 
populares por parte del PCC-ML, las cuales se utilizaban a su vez como fuente de 
reclutamiento del movimiento guerrillero; seguidamente, la marginalidad de su lucha, en 
cuanto el PCC-ML había abandonado el escenario urbano; por último, el abstencionismo 
radical del partido (Molano, 2004;  Restrepo & Rodríguez, 2000). De estas tensiones 
internas surgirían dos organizaciones: La Tendencia Marxista Leninista Maoísta y La 
línea Proletaria. Poco después de su conformación, la Tendencia experimentó algunas 
divisiones internas que dieron lugar a su vez a otros dos sectores: uno „minoritario‟ y otro 
„mayoritario.‟ El sector minoritario se uniría junto a otras organizaciones ML, incluida la 
Línea Proletaria, y crearían el nuevo MUR-ML que posteriormente daría lugar al MIR-PL. 
Por su lado, el sector mayoritario iría a conformar el PRT mediante una conferencia en 
Sucre en 1982 (Rampf, Castillo, & Llano, 2013, p. 6). 
 
Además de tener como origen el conflicto interno del PCC-ML y luego la división de la 
Tendencia, el proceso del MIR-PL, contaba con la agrupación de otros procesos del 
campo ML que no se derivaban o escindían de la hegemonía del Partido. En efecto, la 
conformación  del MIR-PL fue producto de la unificación entre dos movimientos: El 
Movimiento de Integración Revolucionaria Marxista Leninista (MIR-ML) y el Movimiento 
de Unificación Revolucionaria Marxista Leninista (MUR-ML). 
 
El MIR-ML había surgido en 1972 como un proceso autónomo dentro del campo ML, que 
aunque compartía algunas posiciones con el PCC-ML, se alejaba de su accionar  
vanguardista del proceso revolucionario. En este sentido, su trabajo estaría centrado en 
Bogotá y en la Costa Atlántica, donde en esta última región tendría una influencia 
importante sobre los sindicatos, los sectores de la Salud y los Servicios Públicos. 
Además de este trabajo político, el MIR-ML tenía una estructura militar llamada el 
„Especialito‟, que sería importante para el posterior proceso de conformación del MIR-PL. 
Por su parte el MUR, al igual que el MIR, provenía de una experiencia autónoma al PCC-




ML, relacionada con el trabajo social de base cristiana de algunos sacerdotes en 
Medellín, que había inspirado la participación de las juventudes en las organizaciones de 
masa, en el marco de dos grupos: La Juventud Estudiantil Católica y la Federación 
Estudiantil del Suroeste. Estos movimientos quisieron unirse a otras experiencias de 
mayor trascendencia, buscando así contactos con el ELN. No obstante, el debilitamiento 
de esta guerrilla producto de la Operación Anorí, llevó a que en 1973 estos grupos de 
base cristiana conformaran oficialmente el Movimiento de Unificación Revolucionaria 
(MUR) (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, pp. 29–32). 
 
En 1982, acontecería un hecho clave para la unidad de todos estos sectores ML, a partir 
de la agrupación entre las juventudes cristianas, el sector minoritario de la Tendencia ML, 
un sector de la Liga ML, y otro de la Línea Proletaria, que darían lugar a una nueva 
organización, el nuevo MUR-Marxista Leninista (MUR-ML). La unidad de estos sectores 
fue producto a su vez de concepciones compartidas alrededor de la crítica al foquismo y 
a las perspectivas predominantemente militares del movimiento revolucionario. De ahí 
resulta su idea de usar la violencia como un medio totalmente ligado y subordinado a la 
lucha política de las masas. Igualmente, el nuevo MUR-ML, siguió trabajando por la 
unidad del movimiento revolucionario acercándose y promoviendo otros procesos, entre 
los cuales se puede destacar el Movimiento Pan y Libertad, del que se habló en la 
anterior sección. Estos intentos articuladores darían fruto en 1983, con la fusión del 
MUR-ML y el MIR-ML, lo que derivaría en el nuevo MIR (A. R. Restrepo & Rodríguez, 
2000). 
 
Unificados todos estos sectores de la izquierda, el nuevo MIR (suprimiendo las letras 
ML), tendría una influencia importante “en la Costa Atlántica, en los movimientos 
campesinos de Sucre y Córdoba principalmente, en los sectores obreros, estudiantiles y 
en el trabajo popular en las más importantes ciudades colombianas: Medellín, Bogotá, 
Barranquilla y también Urabá y los Santanderes”(A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 
34). Adicionalmente, el MIR creó una estructura armada, que aglomeraba distintos 
grupos y milicias de las pasadas organizaciones, la cual se llamó Patria Libre, 
adquiriendo el nombre ahora de MIR-Patria Libre. La figura 10  muestra la reorganización 
del campo ML alrededor del MIR-PL y el PRT. 
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Figura 10: Reorganización Campo ML- Orígenes MIR-PL y PRT  
   
Fuente: Elaboración propia 
 
La coyuntura de los diálogos de paz junto al auge y crecimiento de las guerrillas en la 
primera mitad de la década de los 80‟s, tuvieron una influencia relevante en el desarrollo 
inicial tanto del MIR-PL como del PRT, por cuanto dicho contexto hizo que estas 
organizaciones no perdieran de vista la lucha armada como una opción imprescindible 
del proceso revolucionario, una idea heredada de su paso por el PCC-ML. En este 
sentido, el rechazo que se mantuvo por parte del PRT y parcialmente del MIR-PL46 a los 
diálogos de  paz al cuestionar ambas organizaciones la legitimidad del proceso47, llevó a 
que se reafirmaran entre ellas la validez de la lucha armada, retomando estrategias de la 
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 Mientras el MIR-ML apoyaba los diálogos, el MUR-ML los rechaza categóricamente.(A. R. 
Restrepo & Rodríguez, 2000) 
47
 Sobre este punto, el Manifiesto de Lucha del PRT dado a conocer el 20 de julio de 1984, 
consideraba que el diálogo de paz con el gobierno y la amnistía “eran tretas de la oligarquía para 
hacer zancadilla contra las posibilidades de ofensiva y de organización combativa del campo 
popular, y estiman, por tanto, que la lucha es el único camino” (García, 1992, p. 96). 




guerra popular prolongada en lo referente a la construcción del Frente, el Partido y El 
Ejército. Así, en la Declaración Política del MIR, se sostenía lo siguiente: 
 
Trabajamos por la formación de un amplio Frente de Liberación de todas las clases y 
partidos que estén por una Colombia nueva. Trabajamos por forjar un único Ejército 
Popular suma y confluencia de todas las fuerzas militares del pueblo […] Trabajamos 
por el agrupamiento de un partido, el partido de la clase obrera, en un partido 
defensor insobornable del futuro socialista y naturalmente unitario con las demás 
clases y partidos. Nuestra tarea de promoción del Frente Popular, del Ejército y del 
Partido proletario es simultánea y permanente.  (“Declaración Política MIR,” 1985) 
 
Dentro de estos elementos, el PRT, otorgaría un énfasis especial a la construcción del 
Partido, y en este sentido, de la vanguardia del proceso revolucionario en Colombia, 
proponiendo así una verdadera unidad de las organizaciones, que dejara atrás los 
sectarismos y las posturas hegemónicas de la década de los 70‟s. Sobre este punto, 
algunos documentos del PRT planteaban lo siguiente: 
 
El Partido tiene que ser entonces el motor del trabajo de masas, la garantía estratégica del 
trabajo popular, su fuente nutricia, a nivel teórico, político, metodológico y militar. En esta 
perspectiva es un espacio para la capacitación, la elaboración política y la sistematización 
del trabajo. (Viraje, 1984, p. 18) 
 
En Colombia la tarea de construcción de una organización de vanguardia ha sido durante 
largos años emprendida por los revolucionarios consecuentes sin lograr coronarla 
efectivamente. En esto han incidido negativamente las limitaciones históricas como las 
influencias dañinas que a nombre del marxismo-leninismo han desviado su construcción 
(…) Convencidos de esta limitación, seguiremos propiciando la Unidad de Acción 
Revolucionaria de nuestra organización con el fin de desentrañar más nítidamente las 
afinidades y divergencias en la tarea común de varias organizaciones y revolucionarios por 
UNIFICAR a los marxistas leninistas en un solo partido. (Viraje, 1983, p. 105) 
 
Dadas estas concepciones que recogía la lucha revolucionaria propuesta por el MIR-PL y 
el PRT, estas organizaciones se vieron inevitablemente volcadas hacia la discusión sobre 
el uso de la violencia y la construcción de un aparato militar, cuestión que generaba 
algunas dudas dentro de estos sectores que habían privilegiado durante tanto tiempo el 
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accionar político. En este sentido, se dio la necesidad de plantear una estrategia la cual 
se estableciera a partir de una permanente correspondencia entre la movilización y 
organización de las masas y la actividad militar. En palabras de Fernando Méndez, un 
dirigente del MIR-PL: “nosotros queríamos empezar la lucha armada, pero queríamos 
ligarla al trabajo político y gremial que estábamos realizando desde hacía años, 
queríamos que la lucha armada brotara del trabajo de masas, que surgiera como una 
continuación natural de esa lucha” (Harnecker, 1988, p. 45). Desde un entendimiento 
similar, el PRT comprendía esta condición a partir de lo siguiente: 
 
Un criterio importante es que el ejercicio de la violencia revolucionaria por parte de 
las masas sea en consonancia con el momento político, el nivel de organización y la 
propia experiencia del sector en otras formas de lucha. Nada más nefasto para la 
organización de masas que la radicalización artificial de sus luchas por núcleos 
avanzados que no interpretan al conjunto y que a la postre, producen dispersión y 
liquidación. Con esa visión, de acuerdo a las necesidades y posibilidades concretas, 
irán surgiendo del trabajo en las masas, mecanismos de autodefensa y milicias 
populares que se articularán a otras formas superiores de organización militar. 
(Viraje, 1984, p. 38) 
 
Dentro de estos criterios de la lucha armada, la trayectoria militar de ambas 
organizaciones estaría predominantemente dirigida hacia las actividades de propaganda 
armada y autodefensa que permitieran en parte proteger esos acumulados sociales y 
políticos que mantenían. Así, ambas organizaciones leían el momento actual como uno 
defensivo donde el movimiento popular aún era marginal y disperso. Al respecto, el 
órgano central del MIR-PL apuntaba lo siguiente: 
 
Consideramos que entre los distintos tipos de lucha armada el que más se debe 
impulsar hoy es la propaganda armada y no la guerra de guerrillas, porque las 
confrontaciones armadas, para que correspondan al proceso que viven las masas, 
deben ser producto de la agudización de los conflictos sociales, ser continuación de 
sus luchas económicas y políticas. El movimiento de masas se mantiene así en el 
terreno de las reivindicaciones económicas y políticas y no logra pasar a la ofensiva. 
En estas condiciones, las luchas armadas del pueblo no se pueden proponer ya 
como su objetivo la aniquilación de las fuerzas del enemigo sino que deben: ayudar a 
educar y entrenar a los trabajadores hacia la violencia revolucionaria, acompañar y 
respaldar sus luchas actuales para que evolucionen hacia los enfrentamientos 




violentos. Es decir, una serie de actividades que constituyen la propaganda armada. 
(Al Combate. Órgano Central MIR-PL, 1986) 
 
En este terreno de lo militar y dada su lucha histórica en regiones planas de la Costa 
como Sucre, Córdoba y Bolívar, estas organizaciones plantearían entonces un accionar 
diferenciado con la tradición guerrillera. En este punto, Alfredo Miranda, otro líder del 
MIR-PL, se refería a este punto en los siguientes términos: “Como teníamos el principal 
trabajo de masas en la Costa, en las sabanas de Sucre, Córdoba y Bolívar; como 
además queríamos ligar la luchar amada a la lucha de masas, empezamos el accionar 
guerrillero en unas zonas muy pobladas, muy planas, de sabana, donde no hay montaña, 
donde de verdad la montaña son las masas y la cosa dio resultado”48 (Harnecker, 1988, 
p. 46). En este sentido, estas guerrillas “estaban exentas de los códigos rigurosos de la 
guerrilla tradicional dada su especial composición, influenciada por la estructura y el 
sistema familiar costeño”49 (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 35).   
 
A partir de esta compenetración con la población, la guerrilla sabanera50, como se 
denominaría a estas experiencias, era una guerrilla de „medio tiempo‟. De este modo, al 
plantearse el accionar militar bajo los preceptos de la propaganda armada y la 
autodefensa, los miembros de la guerrilla “sacaban una semana, cada quince días, cada 
mes, una parte de la semana para cursos, entrenamientos y hacer las acciones” 
(Aristizábal, 2016). No se tenía la idea de conformar campamentos ni de estar al margen 
de la comunidad tras las montañas. En palabras de Aristizábal (2016) ex líder de la 
                                               
 
48
 Esta compenetración de la guerrilla con las poblaciones costeñas era constatada por la 
significativa vinculación a la guerrilla de personas provenientes de los departamentos de la Costa 
Atlántica. De esta forma, según las fuentes sobre la desmovilización de la Corriente de 
Renovación Socialista (disidencia que había resultado de la disolución de la UC-ELN, en la cual 
participó el MIR-PL), de los 865 militantes desmovilizados, 407 provenían de estos 
departamentos: Atlántico (148); Bolívar (60); Córdoba (72); Sucre (127)  (A. R. Restrepo & 
Rodríguez, 2000, p. 173). 
49
 Sobre este punto, un excombatiente del MIR-PL planteaba la siguiente descripción de „Enrique 
Buendía‟ (Carlos Prada) comandante del MIR-PL: “No era el comandante guerrillero que imponía 
su mando militar. Todavía los campesinos de la Sabana lo recuerdan por su sencillez, su amistad 
y el amor por los vallenatos. Era un amigo y un padre con nosotros los pelaos combatientes, era 
un consejero; era un costeño con sabor a ron y al son del vallenato, era un vallenatero, era lo que 
menos se parecía a un guerrillero” (Cuatindoy, 2013) 
50
 Este término hacía alusión precisamente a la ubicación geográfica de estas guerrillas, por 
cuanto las zonas de Sucre, Córdoba y Bolívar donde el MIR-PL y el PRT se ubicaron, carecían de 
montañas y áreas selváticas (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 35). 
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ANUC en Antioquia y antiguo miembro del MIR-PL, “la guerrilla vivía con la comunidad, 
no andábamos con morrales grandes.”51     
      
Entre las acciones militares concretas que realizarían estas guerrillas se encuentra un 
amplio repertorio. Del lado del MIR-PL, esta organización crearía un único frente de 
guerra denominado Astolfo González, desde el cual se realizarían dos importantes 
eventos: la toma del corregimiento El Salado, en el Carmen de Bolívar en 1984, una 
acción que sería su acto inaugural; segundo la toma de la cabecera municipal de Galeras 
en 1986 (Al Combate. Órgano Central MIR-PL, 1986). El MIR-PL intentó también tomarse 
los municipios de San Pedro y Los Palmitos, pero terminaron fracasando, y se les acusó 
del asesinato de uno de los hacendados importantes de la región, Reginaldo de la Ossa 
(Verdad Abierta, 2010a). No obstante, las actividades más comunes del grupo fueron 
propiamente las dirigidas a fomentar la propaganda armada. De este modo fueron 
frecuentes las acciones relacionadas con la expropiación y robo de armas a pequeñas 
estaciones de policías o incluso a las fincas terratenientes o tabacaleras, los asaltos a las 
oficinas de la caja agraria para sus finanzas, la colocación de petardos, lanza volantes, 
banderas, o el sabotaje a la infraestructura petrolera52 (Al Combate. Órgano Central MIR-
PL, 1986; Aristizábal, 2016).  
                                               
 
51
 Sobre estos puntos, Aristizábal en otra entrevista complementa y profundiza en lo siguiente: 
“Zonas muy cruzadas de vías de comunicación, pueblos muy cercanos el uno del otro, puestos de 
policía muy cercanos entre sí; no hay montañas, el monte más alto de Sucre es de muy pocas 
hectáreas, son puros rastrojos y topografía plana. Se decía que era un suicidio que era imposible 
armar guerrilla. Entonces nosotros armamos una guerrilla sobre la base del respaldo, del apoyo 
de la justeza de la causa aceptada por el campesinado de la zona. Con un gran respaldo, lo que 
nos permitía tener un apoyo muy grande para movernos. Nosotros teníamos corredores por donde 
caminábamos de un extremo de Sucre al otro. De los límites del Carmen de Bolívar nos íbamos 
por corredores de comunidades donde podíamos pasar con el apoyo de la gente hasta las 
ciénagas. O de allá de las ciénagas hasta Morroa o Tolú Viejo, por entre poblaciones rodeábamos 
y pasábamos Corozal sin ningún problema. Entonces hacíamos una acción, a veces utilizábamos 
una acción que llamábamos la „táctica de hacer el vacío‟: era hacer una acción militar, se 
concentraban los hombres y luego de la acción la gente se metía inmediatamente a trabajar; 
pasaba el Ejército o la Policía y militarizaban las carreteras, toda la zona, preguntaban a los 
campesinos, a veces a los mismos guerrilleros, si había pasado la guerrilla y la gente estaba era 
trabajando: cogiendo arroz, desyerbando, haciendo uno u otro oficio. Era una guerrilla muy ligada 
a la población, realmente era un campesinado aprendiendo y desarrollando la lucha armada” 
(Aristizábal, 1994). 
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 Con respecto a este último aspecto del sabotaje a la infraestructura petrolera, en el marco de la 
Unión Camilista-ELN, existió un evento denominado el Coveñazo, el cual fue una acción militar 
diseñada por el Comenda Central atacó la infraestructura del oleoducto Caño Limón-Coveñas, a la 
par que se efectuaron acciones militares en Cartagena, concentrando fuerza urbana del 
movimiento (Bula, 1995) 




Por el lado del PRT, su acción militar, aún en este ámbito de la propaganda armada, fue 
bastante limitado53 contando con algunas redes militares en el movimiento campesino de 
Sucre y Bolívar, además de unas milicias urbanas encargadas de tareas logísticas 
llamadas en su conjunto el Equipo Nacional de Operaciones (ENO) (Rampf et al., 2013, 
p. 8). No obstante, según un relato presentado por Hernández (2010), un campesino del 
corregimiento de Mampuján, municipio María la Baja, Bolívar, recuerda una incursión del 
PRT dentro del pueblo: 
 
Uno de los primeros encuentros fue con el PRT. Llegaron como seis hombres de a 
caballo y armados, dieron la vuelta en la plaza y a la salida dejaron caer un revolver y a 
pesar de que todos los presentes se dieron cuenta, ninguno lo tomó. Regresaron como 
a los 3 o 5 minutos y allí estaban. Dieron una vuelta y se fueron. Ese acto del revólver 
fue interpretado por la comunidad como una especie de prueba a la reacción de la 
comunidad. (Universidad de San Buenaventura, 2008. Citado por Hernández, 2010, p. 92)  
 
El origen de estas guerrillas, junto a su concepción de lucha armada, tendría importantes 
consecuencias en la forma como se relacionarían con el movimiento campesino en 
Sucre, y en este sentido con la ANUC. En efecto, una primera observación que es 
necesario hacer es la  inevitable cercanía al movimiento producto de las organizaciones 
que confluyeron en la conformación del MIR-PL y el PRT. En consecuencia, algunos 
líderes de la ANUC, que hacían parte de sectores como la liga ML y la Tendencia ML, 
grupos que a su vez habían participado activamente de la lucha por la tierra en los 70‟s, 
se convirtieron en cuadros de estas nuevas organizaciones insurgentes54 (Rampf et al., 
2013; A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000). De ahí resultaría la gran afinidad de esta 
guerrilla con el movimiento campesino. Sobre este punto, Aristizábal, afirmaba lo 
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 De hecho, en una reseña del PRT publicada en el Tiempo, el diario afirma que el movimiento 
nunca llegó a atacar un puesto de policía, asaltar un pueblo, o retuvo un camión repleto de 
soldados (El Tiempo, 1991). 
54
 Para el caso del PRT, uno de sus líderes importantes, Gabriel Barrios, había sido líder 
campesino de la ANUC en San Juan Neopomuceno, Bolívar. Barrios también había sido asignado 
como fiscal de la nueva ANUC-UR. Igualmente perteneció al PRT Reinaldo Rivas (comandante 
„Pablo‟) quien era dirigente de la Asociación en Ovejas Sucre, y firmaría el futuro acuerdo de paz 
con el gobierno (Rampf et al., 2013). En el caso del MIR-PL, los dirigentes José Aristizábal 
(„Gabriel Borja‟) y Carlos Prada („Enrique Buendía‟), habían sido parte de la Asociación de 
Usuarios. Aristizábal en Antioquia y Prada en Sucre (Aristizábal, 2016; A. R. Restrepo & 
Rodríguez, 2000; Cuatindoy, 2013).  
132 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
siguiente: “Las características de estas dos pequeñas guerrillas en la región son que 
venían del movimiento campesino, conocían muy bien al movimiento, habían participado 
en las movilizaciones, conocían las zonas muy bien, vereda por vereda, conocían el 
sistema organizativo, entonces les quedaba muy fácil moverse en la región” (Aristizábal, 
2016). 
 
En segundo lugar, el carácter defensivo de la actividad militar que planteó el MIR-PL y el 
PRT llamaba la atención del movimiento campesino. Así, ante un contexto de 
contrarreforma agraria y represión que había debilitado la actividad de la ANUC a finales 
de los 70‟s, la lucha defensiva de los 80‟s se convertía en un medio para mantener esas 
antiguas victorias sobre la tierra. En palabras de  Aristizábal, el escenario era el 
siguiente: 
Los terratenientes comienzan a hacer una ofensiva para recuperar esas tierras, 
comienzan a perseguir y amenazar a campesinos, les cortan las libertades, eran 
zonas donde no sólo se había conquistado  la tierra sino espacios de libertad, las 
asambleas, zonas de cultura, la música que se escuchaba, la idea de transformación, 
de revolución. Esos espacios comenzaron a ser reprimidos, como la transmisión 
radial de la ANUC, comenzó a haber más control político y social y más represión y 
amenazas (…) Ante esa situación los campesinos empiezan a plantear la idea de 
defenderse. Entonces estas guerrillas surgen más como autodefensa: defensa de las 
conquistas ganadas en los años 70‟s entorno a la tierra y a ciertos espacios de 
libertad. Eso es el contenido del MIR-PL y del PRT. 
 
Aun cuando la idea de propaganda armada y acción defensiva del MIR-PL y el PRT 
pretendía ante todo corresponder la acción militar con el nivel de desarrollo de la 
actividad política, tratando que la primera no deteriorara la última, algunos episodios 
ocurridos durante la movilización de la ANUC desde la mitad de los años 80‟s, permiten 
dilucidar un complejo panorama, donde la creciente respuesta represiva del terrateniente 
junto a estas acciones militares de la guerrilla, serían la expresión de un ambiente hostil 
al que se enfrentaría los campesinos por estos años. Así, la creación en 1986 del 
Batallón de Fusileros No. 5 en Sucre, por ejemplo, fue una respuesta del gobierno local a 
la creciente actividad del MIR-PL referente a los continuos sabotajes a la base de 
Ecopetrol en Coveñas (Aristizábal, 2016). No obstante, el Batallón no solamente se 
crearía para hacerle frente a la guerrilla. Según un dirigente campesino,  
 




Un objetivo era hacerle frente al movimiento campesino, pues es en esos años 
cuando se empiezan a titular la mayoría de las tierras recuperadas por los 
campesinos en la década anterior (…) Entonces, ¿qué pasa? Ven la necesidad de 
buscar un mecanismo para presionarnos. Entonces esta gente del batallón 
empezaron a patrullar algunas comunidades y golpeaban gente y hacían cosas, 
entonces empezó la pelea por ahí. (CNRR, 2010, p. 252) 
 
Con la instalación del Batallón y la actividad de la guerrilla, la justificación constante a las 
hostilidades efectuadas contra el movimiento campesino y las tomas de tierras, tenían como 
argumento la vinculación de la ANUC a la guerrilla. En efecto, las acusaciones del Batallón contra 
la actividad de la Asociación versarían sobre el presunto reclutamiento de jóvenes a la guerrilla 
desde los comités municipales de la organización (Cohen, 1986b), así como el entrenamiento 
militar que el movimiento campesino estaría promoviendo, lo que provocó en varias ocasiones el 
maltrato a los campesinos sobre todo del municipio de Ovejas (Cohen, 1986a). Frente a esta 
situación en varias ocasiones, Tulio Olivera, presidente para entonces de la ANUC en Sucre 
sostenía lo siguiente:  
 
Malintencionadamente se ha querido relacionar a nuestra organización con 
movimientos guerrilleros. Nuestro propósito es el de conseguir la tierra para trabajarla 
y es nuestro deseo que Sucre no se convierta en un Magdalena Medio. Somos un 
movimiento sano y ante la nación entera nos podemos mostrar como amigos de la 
Paz pero deseosos de profundos cambios sociales que permitan a nuestras familias 
vivir dignamente. (Cohen, 1987) 
 
Otro episodio que muestra el nivel de complejidad del conflicto en Sucre, podría observarse 
en el caso del asesinato de uno de los líderes regionales de la ANUC, Jairo Chamorro. Al 
parecer el crimen había sido producto de una venganza por el asesinato a su vez del 
terrateniente Luciades Pérez a manos del MIR-PL. La muerte del latifundista estaba 
asociada a un desalojo de una invasión en uno de sus predios en 1986,  que había cobrado 
la vida de un menor de edad, hijo de un campesino55 (Escobar, 1998, p. 367-368). 
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 En un documento del Archivo de la ANUC en Sucre, se narra el testimonio del asesinato del 
líder Chamorro, haciendo referencia a la toma de tierra descrita y a la contratación de un sicario 
por parte de un terrateniente llamado Abel Pérez: “Él era dirigente campesino, dirigía una toma de 
tierras en Don Alonso, una vereda del municipio de Corozal Sucre, el día 29 de julio de 1986. El 
terrateniente Abel Pérez, dueño de la Hacienda, metió la policía y como resultado del desalojo, 
apareció un niño muerto, Moisés Manuel Bohórquez, de 10 años. Posteriormente hubo una 
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Este conflicto en Sucre tendría un elemento adicional ante la unión entre el MIR-PL y el 
ELN en junio de 1987. La fusión daría lugar a la llamada Unión Camilista-ELN (UC-ELN), 
conformándose una Dirección Nacional de 15 dirigentes del ELN y 5 del MIR56. 
(Harnecker, 1988). Desde ambas organizaciones se planteaba la complementariedad de 
las dos experiencias que terminaban favoreciendo sus luchas. De esta forma se 
planteaba el siguiente escenario: 
 
En la izquierda colombiana de la época, los del MIR-Patria Libre gozaban de más 
fuerza política que militar, mientras que los “elenos”, aunque poseían modernas 
armas y gente bien entrenada para el combate, carecían de lo que llamaban un 
sólido „trabajo de masas‟-al menos en las ciudades (…) En todo caso, la Unión 
Camilista se había creado justamente para permitir a los del MIR-Patria Libre adquirir 
un brazo más beligerante en el campo y para que los guerrilleros, al mismo tiempo, 
tuvieran una mayor dimensión política a nivel nacional. (Broderick, 2005, p. 102) 
 
Esta reorganización de la insurgencia y la lucha armada, no se tradujo necesariamente 
en el fortalecimiento del movimiento campesino en Sucre. La unidad favorecería 
principalmente al aparato político y militar del ELN, permitiéndole llegar a las zonas 
costeras de Sucre y Córdoba, incrementando en esta región su actividad militar, lo que 
implicaría nuevamente señalamientos en contra del movimiento campesino acusándolo 
                                                                                                                                              
 
denuncia y el propietario fue detenido, estuvo varios meses en la cárcel de Sincelejo (…) Cuando 
el señor salió de la cárcel de Sincelejo, contrata según versiones a un sicario que también estaba 
preso, llamado el Guajiro, prometiéndole la libertad. Bueno no sabemos si el tipo salió, lo cierto es 
que a mi hermano lo mataron un 13 de enero de 1987 a las 9 de la noche. Lo matan de un tiro de 
escopeta en su propia casa. Los hechos sucedieron en el departamento de Sucre, municipio de 
Corozal, corregimiento de Chapinero. (“Proyecto Nunca Más en Sincelejo,” n.d.) 
56
 Cabe resaltar que este acuerdo de integración estuvo precedido por procesos anteriores de 
unidad guerrillera como la Trilateral o la Coordinadora Nacional Guerrillera (CNG). En el primer 
proceso lograron converger el PRT, el MIR-PL y el ELN, tratando de llegar a una fusión de las tres 
organizaciones. Sin embargo, la unión final se da entre las últimas dos organizaciones. Por parte 
del PRT el desacuerdo con la fusión estuvo sustentado en sus intenciones de seguir trabajando 
por una unidad mucho más amplia del movimiento guerrillero. Es así como al finalizar los años 
80‟s este movimiento sigue impulsando los procesos de la CNG así como la nueva Coordinadora 
Nacional Guerrillera Simón Bolívar (Rampf, Castillo, & Llano, 2013). Desde otra mirada, el PRT se 
negó entrar al ELN principalmente por su rechazo a la práctica de condenar a muerte a antiguos y 
actuales miembros por sus divergencias con la línea oficial. Sobre todo el asesinato de Ricardo 
Lara Parada antiguo dirigente del ELN” (Rampf et al., 2013). Siguiendo esta misma línea, otras 
interpretaciones han dejado ver que el “PRT ya estaba viendo que había que buscar realmente 
propuestas de gobierno desde la legalidad y que había que buscar un proyecto en la legalidad. No 
se le montaba a un proyecto de continuidad de la guerra como el que estaba buscando el ELN” 
(Ruíz, 1994) 




de subversivo (Escobar, 1998, p. 377; Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 60). Por el lado 
del MIR-PL,  la fusión significaba ahora un avance hacia la realización de su proyecto 
político de socialismo, a partir de una nueva organización que se visualizaba mucho más 
fuerte, y de un nuevo aliado que tenía un acumulado importante para influir en el país y 
ser un verdadero factor de poder (Harnecker, 1998, p. 46).  
3.2.3 La desmovilización del PRT y de la Corriente de Renovación 
Socialista 
Pese a estas trayectorias favorables de la insurgencia en los años 80‟s, al iniciar la 
década de los noventa, estos proyectos revolucionarios en el marco del MIR-PL (ahora 
Unión Camilista-ELN) y del PRT, se enfrentarían al desgaste de la opción armada, 
planteando desde esta situación la posibilidad de continuar sus luchas desde la arena 
política y electoral. Considerando lo anterior, el PRT y una disidencia de la Unión 
Camilista-ELN, la Corriente de Renovación Socialista (CRS), establecerían diálogos de 
paz con el gobierno donde se pactaría su desmovilización y reinserción a la vida civil. 
 
Con respecto a la experiencia  del PRT, los acercamientos con el gobierno ocurrieron 
antes de la disolución de la Unión Camilista-ELN, durante los años 1988 y 1990. En estos 
años, el Partido comenzó a concebir de manera más concreta la posibilidad de efectuar 
las transformaciones deseadas mediante la ejecución de unas pequeñas reformas al 
sistema político y socioeconómico. De ahí resulta una reflexión dentro del Partido sobre 
la importancia de la democracia y el pluralismo político en una sociedad. Esta percepción 
estaba a su vez sustentada en las experiencias vividas por algunos de los líderes del 
Partido en Cuba, quienes criticaron de manera enfática la censura de opiniones en el 
régimen de Fidel Castro (Rampf et al., 2013, p. 10). Tomando en consideración este 
punto, el PRT deja de lado su rígida posición con respecto a las negociaciones de paz, 
planteando así la posibilidad de entablar diálogos con el gobierno de Virgilio Barco. Las 
pretensiones del Partido iban dirigidas hacia una futura desmovilización e incidencia en la 
vida política del país, sobre todo al evaluar el caso del M-19, cuya desmovilización había 
abierto la posibilidad a sus miembros de obtener cargos de elección popular (2 
representantes a la Cámara en 1990 luego de su desarme) (Rampf et al., 2013, p. 11). 
 
Entre mayo y junio de 1990 comenzarían las negociaciones entre el PRT y el gobierno, a 
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la par que se dialogaba con otros grupos como el Movimiento Quintín Lame y el EPL. 
Durante el gobierno de Barco, el Partido declaró el cese al fuego, proponiendo como 
requisitos para su desmovilización la realización de obras en las veredas donde se 
desarrollaba su accionar, así como garantías para la seguridad de los campesinos y 
militantes del PRT durante el proceso de paz. De este modo, se propuso la concentración 
de los miembros del Partido en una zona limítrofe entre Sucre y Bolívar, donde no 
hubiera presencia militar. Así, el corregimiento de “La Haya” en el municipio de San Juan 
Nepomuceno en Bolívar, se convirtió en el lugar donde inicialmente se instalaron las 
mesas de negociación entre el gobierno y el PRT (M. García, 1992, p. 144).  
 
La firma del acuerdo final entre ambos actores tendría lugar el 25 enero de 1991, en el  
corregimiento de „Don Gabriel‟ municipio de Ovejas en Sucre. En síntesis, el acuerdo 
contemplaba tres puntos claves: primero, la garantía de seguridad de los guerrilleros, 
facilitándoles su reencuentro con la sociedad; segundo, la apertura de un espacio político 
para la nueva organización que pudiera salir del grupo guerrillero; finalmente medidas 
que favorecieran a las poblaciones en sus áreas de influencia. Adicionalmente, el PRT 
tuvo la posibilidad de nombrar a un vocero quien representaría  al Partido en la Asamblea 
Nacional Constituyente, sin tener con esto derecho al voto (García, 1992, p. 145-146). 
 
Por otro lado, el proceso de paz con la  Corriente de Renovación Socialista, tendría más 
dificultades que el del PRT, sobre todo por el contexto de disolución de la UC-ELN. Así, 
la antesala para la separación de esta organización tendría como escenario el  primer 
Congreso de la Unión Camilista en 1989 (segundo del ELN), en el cual se llevaría a cabo 
un acalorado debate sobre la continuidad de la lucha armada a la luz de la crisis 
internacional del modelo socialista. En este sentido, para un sector compuesto por 
antiguos militantes del MIR-PL y un grupo de „viejos elenos‟, había una necesidad de 
reformular los métodos de lucha encontrando otro camino para realizar las 
transformaciones institucionales. Por su parte, esta proposición fue confrontada por los 
delegados del Frente Domingo Laín, quienes acusaron de revisionistas las propuestas de 
los „renovadores‟, lo que afectaba el proyecto político-militar del ELN. Un último sector, 
compuesto por el cura „Manuel Pérez‟, promovía la conciliación entre ambas propuestas, 
tratando de unir tanto el énfasis en la lucha armada como en la lucha política. A la final, el 
Congreso adoptó las tesis de los delegados del Frente Domingo Laín, sugiriendo: 
primero, la constitución de un bloque popular para la formación de un gobierno 




revolucionario; en segundo lugar, la reafirmación de las tesis sobre la combinación de 
todas las formas de lucha; y finalmente, el rechazo categórico a la posibilidad de una 
negociación política como salida al conflicto armado (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, 
pp. 65–67). 
 
De esta disputa en el II Congreso, los sectores „renovadores‟ continuaron divulgando sus 
preocupaciones, a través de la publicación de un documento en 1991 denominado “La 
coyuntura debe ser mirada con anteojos de largo alcance”, en el cual se explicaba la 
crisis del socialismo en el ámbito internacional y sus consecuencias en el debate 
nacional. Firmado el documento por un grupo que se autodenominaba „El Parche‟, el 
texto insistía en iniciar negociaciones de paz con el gobierno como una salida realista al 
conflicto armado. La publicación de documentos que criticaban y rechazaban los métodos 
de mando del Comando Central de la UC-ELN continuaron, aumentando así las tensiones 
entre los distintos grupos, sobre todo cuando uno de estos textos finalizó con la consigna: 
Por una Corriente de Renovación Socialista. Frente a esta situación, el Comando Central en 
el marco de una reunión extraordinaria llevada a cabo en agosto de 1991, decide aceptar la 
existencia de dos grupos al interior de la Unión Camilista, con propósitos y proyectos 
políticos divergentes. De esta reunión, se comunicó oficialmente el 4 de septiembre del 91‟ la 
existencia de la Corriente de Renovación Socialista (CRS), como una organización 
autónoma e independiente al ELN (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, pp. 70-74). 
 
A partir de este reconocimiento oficial, la CRS manifestó sus intenciones de negociar con 
el gobierno, proponiendo en diciembre de 1992, el inicio de las conversaciones para el 
siguiente año. Sin embargo, la instalación de la mesa de negociaciones tuvo varios 
inconvenientes, principalmente referidos a la violencia que enfrentaba la organización, la 
cual había dejado entre 1991 y 1992 más de 112 militantes asesinados. Esta situación 
generaba desconfianza en el proceso de paz por parte de los líderes, lo que ocasionaba 
la dilatación del proceso. No fue sino hasta el 18 de septiembre de 1993 cuando se 
decidió de manera formal la instalación de un campamento en “Flor del Monte”, 
corregimiento de Ovejas, donde se concentrarían los guerrilleros, mientras la mesa de 
negociación trabajaba en otro corregimiento cercano al casco urbano de Ovejas llamado 
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“La Peña”57 (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 80). 
 
Poco tiempo después, la negociación enfrentaría un duro golpe, relacionado con el 
asesinato de dos dirigentes de la Corriente, entre ellos el comandante de la organización 
„Enrique Buendía‟. Los líderes de la Corriente se dirigían a un lugar de concentración de 
guerrilleros en el Urabá, con la intención de trasladar sus tropas al campamento en Flor 
del Monte. Sin embargo, al llegar al lugar fueron atacados por un Batallón militar. El 
incidente provocó la ruptura temporal de los diálogos, que se iniciarían nuevamente el 6 
de octubre de 1993 (A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000, p. 107). 
 
El gobierno y la Corriente llegarían a un acuerdo final en marzo de 1994, el cual sería 
aprobado por la organización en su Segunda Conferencia Nacional en abril del mismo 
año. Similar a lo pactado con el PRT, el acuerdo de la CRS proponía el desarrollo 
regional y económico en sus zonas de influencia; la participación ciudadana y política de 
sus miembros; beneficios jurídicos que garantizaran la desmovilización de las tropas; 
programas en los cuales el Estado se comprometiera con la seguridad de los miembros; 
y finalmente la conformación de una comisión verificadora (Valencia, et. al, 2005).  
3.3. Retomando las relaciones entre los movimientos 
sociales y la insurgencia 
 Para efectos de la discusión que se desarrolló en el primer capítulo sobre la 
radicalización de los movimientos sociales y la emergencia de la guerrilla en estos 
escenarios de amplia movilización social, el caso de la ANUC muestra como ambos 
procesos se mantuvieron desconectados durante la mayor parte de sus trayectorias. 
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 Estas negociaciones tendrían una agenda compuesta por ocho puntos, entre los que se 
encuentra: “1o.- Derechos Humanos. Se busca discutir su situación actual, sus perspectivas 
futuras y la identificación de quienes los violan. 2o.- Participación Ciudadana. Básicamente, los 
mecanismos para que la ciudadanía tenga mayores espacios democráticos. 3o.- Concertación 
Económica. En este punto se analizarán asuntos como el crecimiento económico y la distribución 
de la riqueza. 4o.- Desarrollo Regional. El punto busca fortalecer la autonomía y la 
descentralización. 5o.- Beneficios Jurídicos. Se discutirá la situación legal de los guerrilleros, que 
puede esclarecerse mediante el indulto y la cesación de procedimiento. 6o.- Reinserción 
Económica y Social. Mecanismos alternativos de producción de los guerrilleros reinsertados. 7o.- 
Favorabilidades Políticas. Aquí es donde el Gobierno, eventualmente, puede ofrecer curules en el 
Congreso a la CRS. 8o.- Dejación de las Armas. Se discutirá la manera como la CRS abandonará 
su equipo militar.”(Romero, 1993a) 




Tomando en cuenta lo anterior, durante los años 70‟s el movimiento campesino radicaliza 
su discurso y sus repertorios de acción, los cuales buscaban la permanente 
confrontación contra el terrateniente y las fuerzas del Estado. No obstante, pese a la 
influencia de ciertos  sectores de la izquierda quienes participaron en este proceso de 
radicalización,  a través de sus propuestas críticas hacia la negociación con el Estado, y 
la promoción de una postura revolucionaria al interior de la Asociación,  estos elementos 
no implicarían un verdadero y real compromiso de la ANUC con el uso de la violencia, 
traducido en la conformación o adhesión a las causas guerrilleras. Este desencuentro, a 
su vez estaría motivado por el carácter estatista que Lleras le imprimió a la Asociación; la 
disputa interna entre los distintos sectores de la organización, quienes en algunas 
ocasiones tuvieron una mirada crítica hacia la actividad de la guerrilla; y finalmente, la 
marginalidad de las FARC, el ELN y el EPL durante los años 70‟s, cuestión que las 
mantuvo aisladas de la lucha que la ANUC libró en el departamento de Sucre.  
 
Contrario a los años 70‟s, la década del ochenta muestra un escenario más complejo, en 
el cual se reactiva la movilización de la Asociación al tiempo que emergen ciertas 
iniciativas insurgentes, las cuales provenían de algunos sectores maoístas vinculados a 
la pasada lucha por la tierra de la ANUC. De este modo, este punto de encuentro entre la 
Asociación y la insurgencia  permite observar cómo estas guerrillas organizaron sus 
objetivos e ideales de tal forma que el aspecto militar siempre fuera un ámbito secundario 
y subsidiario de la lucha social que venían enfrentando desde los años 70‟s. En este 
sentido, la pretensión de estas organizaciones insurgentes siempre estuvo en el uso de 
la violencia como un mecanismo defensivo, que respaldara sus reivindicaciones sociales 
y políticas. 
 
Por otro lado, a pesar que estos grupos no representaron un proyecto insurgente ligado 
estrechamente a los objetivos y a la actividad  de la ANUC, si tuvieron una significativa 
cercanía con partes de la Asociación y el movimiento campesino en Sucre, pues muchos 
de los dirigentes y “fundadores” de estas guerrillas, fueron y eran líderes campesinos 
quienes tenían un profundo pasado social y político ligado a la lucha por la tierra que 
había efectuado la organización campesina. De hecho, como se planteó anteriormente, la 
actividad de “medio tiempo” de estas guerrillas facilitaba su permanente vínculo con el 
movimiento, de tal forma que siempre estas acciones de propaganda armada evitaran 
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interferir y perjudicar el desarrollo del movimiento. Considerando lo anterior, hubo cierto 
carácter societal (recogiendo el término de Pizarro, 1996) en la emergencia de estas 
guerrillas, lo que les permitió una cercanía con el movimiento campesino y sus 
reivindicaciones, teniendo como prioridad en sus estrategias estas luchas que enfrentaba 
la ANUC al igual que otros sectores populares.  
 
Ahora, por más limitada que fue la estrategia y accionar militar de estas guerrillas, su 
propuesta emerge en un contexto más motivado por el momento de los diálogos de paz, 
que por la necesidad y convicción de la ANUC y el movimiento campesino en Sucre de 
involucrarse a la lucha armada. Es más, esto es algo que ambas organizaciones 
entienden al plantear la subsidiaridad de la violencia a los objetivos políticos de los 
sectores populares, y de avanzar en lo militar acorde al nivel de desarrollo de la 
movilización social y política. En este sentido, tomando en cuenta la moderación que 
fueron acogiendo las reivindicaciones de la ANUC en Sucre, la flexibilidad que adoptaron 
los líderes y su participación en escenarios legales de la lucha electoral y social, podría 
plantearse que estas acciones de la ANUC probablemente no correspondía con la vía 
armada, incluso con el carácter defensivo que el MIR-PL y el PRT  proponían. En 
realidad, como se planteó en este capítulo, estas cercanías entre la organización y la 
guerrilla derivaron en la continua estigmatización del movimiento, en un contexto en el 
cual la represión terrateniente se había rearmado y las fuerzas del Estado habían 
aumentado tras la instalación de bases y batallones militares.  
     
Estos encuentros y desencuentros entre el movimiento social y la insurgencia planteados 
desde el estudio de la ANUC, permiten reafirmar un punto importante sobre la 
movilización social en Colombia que planteaban Archila (2003) y Pizarro (1990): la falta 
de articulación entre distintos actores y la intermitencia de la movilización, que para este 
caso concreto se concentra en la poca correspondencia entre los proyectos e 
intencionalidades políticas de la Asociación de Usuarios y de los grupos insurgentes del 
MIR-PL y el Partido. Si bien hay puntos de conexión, estas relaciones entre la ANUC y la 
insurgencia muestran una tendencia más hacia el desarrollo en paralelo de ambos 






4. El auge del conflicto armado y el declive de 
la organización campesina: Resistiendo la 
disputa entre las FARC y las AUC 
Desde finales de los años 80‟s la actividad de la ANUC en el departamento de Sucre 
había encontrado serios obstáculos para su desarrollo: la ley 30 de 1988 sobre la reforma 
agraria había desmovilizado a los campesinos; el proyecto de reunificación entorno a la 
ANUC-UR no había generado el prometido fortalecimiento de la Asociación; finalmente la 
confrontación armada entre distintos grupos y actores comenzaba a ser fuerte en el Sur 
del departamento. Este panorama desfavorable para la Asociación llegaría a agudizarse 
durante la mayor parte de los años 90‟s con la presencia de las FARC en el territorio y su 
posterior disputa territorial con los grupos paramilitares. 
       
En contraste con las experiencias del MIR-PL o el PRT, la presencia de las FARC en el 
departamento no tuvo correspondencia alguna con el proceso de movilización que había 
llevado a cabo la ANUC durante dos largas décadas. Es más, su llegada al departamento 
tuvo otros fines que no necesariamente favorecían o mantenían alguna correspondencia 
con los intereses de la Asociación. Así, siguiendo la ofensiva militar y la expansión 
territorial propuesta en su VII Conferencia, las FARC llegan a Sucre, principalmente a la 
región de los Montes de María, con la finalidad de crear un bloque armado en la Costa 
Atlántica (Duica Amaya, 2010, 2013). Asimismo, las FARC se ubicaron especialmente en 
las zonas y municipios que conformaban el corredor del Golfo de Morrosquillo, pues les 
permitía conectar sus actividades y unidades del Magdalena Medio con el Mar Caribe 
(Duica, 2013). Dichos intereses militares y económicos fueron tomando un papel 
prioritario en la estrategia  de las FARC, relegando el trabajo político y social con la 
población civil y la incidencia en las organizaciones sociales a un segundo plano (CNMH, 
2009). De ahí resulta la permanente tensión que tendrán los líderes de la ANUC con la 
insistencia de las FARC por instrumentalizar a la Asociación. 
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De igual manera, estas presiones de la insurgencia junto con la intensificación de la 
confrontación armada que viviría el departamento desde mediados de la década de los 
noventa, llevarían a que la ANUC tuviera que adaptarse a estos escenarios de disputa, 
dejando de lado la lucha por la tierra. En este sentido, los dirigentes de la Asociación 
tendrían que menguar sus reivindicaciones en tanto estas demandas los convertían en 
blanco de ataque para los diferentes grupos armados. De hecho, durante estos años,  
varios líderes regionales, algunos de ellos presidentes de la ANUC Sucre, serían 
asesinados. Es así como durante este periodo la ANUC cambiaría las tomas de tierra, los 
plantones en las oficinas del INCORA o en la Catedral de Sincelejo, por marchas y 
movilizaciones relacionadas con la paz, el cese al fuego y a la violencia, todos ellas 
encaminadas a la protección de la población civil de frente a la dinámica del conflicto 
armado. En otras palabras, la lucha por la tierra de la Asociación cedería su lugar ante la 
disputa armada entre la insurgencia y el paramilitarismo. 
 
No sería sino hasta el año 2008 cuando la Asociación de Usuarios volvería a retomar su 
lugar en Sucre, luego de un significativo descenso de la violencia producto del 
fortalecimiento militar de las Fuerzas Armadas durante los dos periodos de Álvaro Uribe y 
los años recientes con el presidente Santos. Estos últimos años traerían un nuevo 
panorama político para el movimiento campesino en Sucre, teniendo en cuenta dos 
apuestas políticas importantes del actual gobierno: la ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras y la intención de reparar colectivamente a la ANUC, al considerar a la Asociación 
como una víctima colectiva del conflicto armado. En este contexto nacen nuevas iniciativas 
tanto en el marco de la ANUC como a través de otras organizaciones campesinas, lo que 
otorga un nuevo impulso al campesinado sucreño en su lucha por la tierra.  
 
Considerando las anteriores proposiciones, este capítulo pretende explicar el impacto y 
los cambios en la ANUC a partir de las dinámicas e intensidades del conflicto armado en 
Sucre, considerando tres momentos importantes: primero, la llegada de las FARC al 
departamento de Sucre y sus intenciones con la Asociación de Usuarios; segundo, la 
reorganización paramilitar y la posterior disputa por el control territorial entre los distintos 
actores armados, una dinámica que condujo al aumento significativo de la violencia 
contra la población civil, y a la victimización de la que fue parte la ANUC durante este 
episodio; finalmente, el descenso de la violencia y el resurgimiento del movimiento 
campesino ante un nuevo escenario de “paz” entre el gobierno y las FARC.  
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4.1 Las FARC en Sucre 
La incursión de las FARC al departamento de Sucre a inicios de la década de los noventa 
debe contextualizarse con la estrategia político-militar que planteaba esta guerrilla para 
dicho periodo. En este sentido, este apartado pretende mostrar algunos elementos que 
constituyeron ese “nuevo modo de operar” de las FARC, que influyó en su 
relacionamiento con la población civil en Sucre. Posteriormente se harán unas breves 
indicaciones sobre la llegada de la guerrilla a la región, describiendo su estructura 
organizativa adoptada. Por último se exponen las ideas centrales sobre la relación entre 
las FARC y la ANUC.  
4.1.1 Contexto de la estrategia político-militar de las FARC 
Al finalizar la década de los 70‟s, las FARC se situaban como una guerrilla marginal, 
“considerada por el Partido Comunista, como una simple „reserva estratégica‟ para el 
caso eventual que accediera en el país una dictadura militar. (Así), para el año 1979, las 
FARC (contaban) con escasos nueve frentes, muy desiguales en importancia: cinco en el 
sur del país (Caquetá, Putumayo, Huila, Cauca y Tolima), dos en el centro (Magdalena 
Medio y Santander), y uno en el norte (límites entre Antioquia y Córdoba)” (Pizarro, 1990, 
p. 329–330). Esta marginalidad se debía en parte al propósito inicial de la guerrilla por 
crear zonas liberadas o repúblicas independientes en sus lugares de influencia, en los 
cuales había una profunda carencia del Estado en términos institucionales (Aguilera, 
2013, p. 56). Este tipo de estrategia pronto encontraría serios límites en su accionar, en 
tanto su carácter defensivo aislaba la lucha armada y la localizaba en lugar de 
nacionalizarla y generalizarla. 
 
Para la década de los años 80‟s, las FARC se vieron entonces a la tarea de replantear su 
estrategia a la luz de tres elementos contextuales: primero, la atención mediática que 
había provocado las acciones del M-19, a partir de su actividad propagandística y 
disruptiva. La idea del “eme” de acercar la  revolución a las masas urbanas, o como 
planteaba Bateman, „nacionalizar la revolución‟ y „ponerla bajo los pies de Colombia‟ 
(Aguilera, 2003, p. 15), le darían un segundo aire a la vía armada en el país. En segundo 
lugar, las sucesivas manifestaciones demostradas en el paro cívico de 1977, llevarían a 
que el Partido Comunista interpretara este momento como uno prerrevolucionario, en el 
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cual era necesaria la fortaleza y continua acción de su „brazo armado.‟ Finalmente, el 
triunfo de la revolución nicaragüense en el escenario internacional creaba una nueva 
oportunidad para las guerrillas que creían en la toma del poder mediante la vía armada 
(Pizarro, 2011, p. 195). 
 
Teniendo como referente el anterior panorama, la realización de la Séptima Conferencia 
en mayo de 1982, redefinió la estrategia militar de las FARC, bajo el plan denominado 
„Campaña Bolivariana por una Nueva Colombia‟ también conocido como el “Plan 
Estratégico” (Aguilera, 2013b), el cual preveía la capacidad de la guerrilla de acceder a la 
toma del poder en ocho años. La estrategia proponía entonces el paso de una situación 
en donde la guerrilla actuaba en una posición autodefensiva, a una donde se 
comenzaban a desarrollar acciones ofensivas de cerco y aniquilamiento de unidades 
militares (Pizarro, 2011, p 194-195). 
 
El desarrollo de estos nuevos planes resultaba de la combinación de líneas y fases 
básicas de los modelos de guerra popular y guerra insurreccional. En consecuencia, de 
la GPP, las FARC combinaban diversos métodos de organización, aspirando a la 
conformación del partido y el frente único. De igual forma, la guerrilla reconocía la 
inferioridad de los rebeldes de frente a la fortaleza del enemigo, lo cual involucraba un 
paulatino crecimiento de las fuerzas insurgentes desde el campo a la ciudad. Del modelo 
insurreccional, las FARC consideraron la planeación y desarrollo de una insurrección 
general que debía sostenerse a partir de redes urbanas, cercanas a la capital del país 
(Aguilera, 2013, p. 88–89). 
 
A partir de la anterior estrategia, las FARC comienzan a concebir su accionar como una 
lucha por el control de territorios estratégicos, organizando su retaguardia y líneas de 
comunicación (Ospina, 2008), de tal manera que la Cordillera Oriental fuera su centro de 
fuerza principal, mientras en las otras regiones del país se llevaba a cabo una guerra de 
guerrillas (Aguilera, 2013a, p. 89). Siguiendo esta línea, la guerrilla planteó en el Pleno de 
1985 la creación de múltiples frentes por todo el país proponiendo como meta la cifra de 
30.000 hombres en armas para 1990, de los cuales 15.000  estarían concentrados 
precisamente en el centro de despliegue de la Cordillera Oriental (Aguilera, 2013b, p. 90). 
Considerando estos planes, las FARC pasarían entonces de 802 combatientes 
distribuidos en 9 frentes en 1979 a 3600 combatientes en 32 frentes para 1986 (Aguilera, 
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2013b, p. 93). 
 
Además de este nuevo planteamiento en su estrategia, las tesis del Partido Comunista 
en torno a la „combinación de todas las formas de lucha‟, se ajustaron a las directrices 
generales del Plan Estratégico de las FARC, en tanto reafirmaban la posibilidad de 
“avance simultáneo de los proyectos políticos en la actividad legal y en la ilegal, pero 
poniendo acentos en uno u otro ámbito de acuerdo con las características propias del 
momento político”(Aguilera, 2013a, p. 122). Bajo estas tesis y accionar del PCC y de las 
FARC se entiende entonces los procesos de negociación con el gobierno de Betancur 
como una forma de demostrar su apuesta política alrededor del tema de la paz y su 
participación en la arena electoral con la experiencia de la Unión Patriótica (UP), al 
tiempo que se siguen desarrollando tareas militares que conducen al crecimiento de sus 
frentes, a su instrucción militar y disciplinaria. No obstante, esta actividad política y militar 
no siempre irían juntas, lo que derivó en profundas discusiones dentro de la UP y el PCC 
sobre las repercusiones de las acciones guerrilleras y métodos de lucha de las FARC en 
los acumulados políticos y en la legitimidad de la actividad de ambos partidos (Aguilera, 
2013a).  
 
Adicionalmente, estos propósitos de crecimiento de la guerrilla no hubieran sido posibles 
sin los recursos que habría dejado su incursión en la economía de la coca. Aunque a 
finales de los años 70‟s la posición de la guerrilla respecto al cultivo mostraba su 
oposición; la mala situación del pequeño cultivador, las necesidades de expansión de la 
insurgencia, y la temporalidad con la que finalmente se acordó el cultivo (inicialmente de 
dos a tres años máximo), justificaron la intervención de la guerrilla en la zona del 
Caquetá y Putumayo donde paulatinamente las FARC fueron regulando la 
comercialización de la coca  (Ferro, 2004). En estos territorios del cultivo, la insurgencia 
fue un actor que permitió la estabilidad entre la población civil y los actores armados y 
narcotraficantes. Así, “el orden que configuró la guerrilla se caracterizaba, entre otros, por 
garantizar la seguridad de los habitantes al respaldar las transacciones comerciales de la 
hoja y regular los precios. La guerrilla estimuló, además, la conformación de Juntas de 
Acción Comunal, y se articuló con estas, respaldando sus iniciativas y los mecanismos 
usados para lograr fines comunitarios” (Aguilera, 2013a, p. 156). 
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A pesar de este panorama, donde la guerrilla trataba de mantener cierta armonía entre 
sus objetivos militares y políticos, expandiéndose a lugares diferentes a sus tradicionales 
zonas de colonización agraria (Echandía, 1998) , y a su vez manteniendo una relación 
con los proyectos políticos de la UP y el PCC,  al entrar la década de los noventa la 
„combinación de todas las formas de lucha‟ se hizo insostenible. En primer lugar, el 
fenómeno de aniquilamiento y violencia política contra la UP junto a la ruptura de las 
FARC con el PCC, fueron eventos que deterioraron profundamente este ámbito político 
de la insurgencia (Aguilera, 2013a, p. 188). Igualmente,  el clima de diálogos de paz se 
vio afectado después del ataque a Casa Verde, santuario estratégico de la comandancia 
de las FARC (Pizarro, 2011, p. 227), cuestión que en parte impediría que esta guerrilla 
participara en la Asamblea Nacional Constituyente.  
 
Retomando los anteriores hechos, a partir de su VIII Conferencia en 1993, las FARC 
profundizan los aspectos militares de su Plan Estratégico, consiguiendo durante estos 
años sus mayores éxitos militares. En este sentido, la Conferencia enfatiza la creación de 
los bloques regionales, producto del agrupamiento de diversos frentes, ordenando así la 
ampliación de cada frente a 300 combatientes con el fin de conseguir los 30.000 hombres 
en armas, propuestos en años anteriores (Aguilera, 2013a, p. 180). Por otro lado, la 
creación de estos bloques y los llamados comandos conjuntos58 respondía a la 
necesidad de regionalizar la organización en aras de su crecimiento y control territorial. 
Esta avanzada militar vino acompañada de la consolidación de su zona de retaguardia en 
los departamentos de Meta, Caquetá, Guaviare y Putumayo, junto con el fortalecimiento 
de todo su eje de despliegue estratégico situado en la Cordillera Oriental, en búsqueda 
de tomarse la capital colombiana. (Aguilera, 2013a, pp. 231–233). 
 
Junto a este ritmo militar creciente de la guerrilla, la financiación de su estrategia a partir 
del narcotráfico, vendría a profundizarse durante estos años. En este sentido, las FARC 
no solo estarían involucradas en el cobro de impuestos a los comerciantes y cultivadores, 
sino que la insurgencia tendría sus propias fincas para el cultivo al igual que sus 
laboratorios, participando de manera activa en posibles envíos de droga al exterior 
(Aguilera, 2013a, p. 195). 
                                               
 
58
 “Los comandos conjuntos serían la unión de frentes en la perspectiva de construir otro bloque” 
(Aguilera, 2013b, p. 92). 
El auge del Conflicto armado y el declive de la organización campesina: 
Resistiendo la disputa entre las FARC y las AUC 
147 
 
La ofensiva militar que retomaría las FARC, principalmente entre los años 1996 y 2002, 
efectuando grandes e importantes operaciones contra el ejército, junto al crecimiento del 
secuestro, el narcotráfico y las “pescas milagrosas” como fuentes de financiación 
(Aguilera, 2013a, p. 195-200), darían lugar a crear la imagen de una guerrilla 
profundamente militarista, cuyas fuerzas no dependen necesariamente de grandes 
apoyos civiles, aun cuando las FARC han mantenido en algunos escenarios locales unas 
bases sociales (Gutiérrez, 2015, p. 29)  De este modo, su creciente involucramiento en 
estas actividades delictivas ha generado dentro de la opinión pública un fuerte rechazo 
en contra de sus acciones, tildándolas de terroristas o narcoterroristas.   
4.1.2 La estructura militar de la guerrilla en Sucre 
A finales de la década de los 80‟s e inicios de los 90‟s, la incursión de las FARC al 
departamento sucreño, tuvo una fuerte correspondencia con las intenciones de su 
estrategia militar de expansión y control territorial planteada anteriormente. En 
consecuencia, según lo que plantea Duica (2010) y el CNMH (2009), el interés en la zona 
por parte de las FARC estaría motivado por dos razones: 1.) buscaban crear y consolidar 
un bloque armado en la Costa Caribe; 2.) Había un interés de las FARC por controlar un 
corredor de movilidad ubicado principalmente en la subregión de los Montes de María y 
el Golfo de Morrosquillo, el cual facilitaba la conexión de sus unidades ubicadas en esta 
región y el Magdalena Medio, y permitía el contrabando de armas. En este sentido, el 
municipio de El Carmen de Bolívar, en Bolívar se convirtió en un lugar relevante debido a su 
posición geográfica, “en la medida en que está ubicado cerca del Río Magdalena, a través 
del municipio de Zambrano y del Mar a través de San Onofre, Sucre” (Duica, 2013, p. 37). La 
figura 11  permite observar esta ubicación geográfica de los Montes de María. Por su lado, la 
figura 12 muestra la presencia de las FARC en la zona a través de sus acciones realizadas 
en el departamento de Sucre y Bolívar. 
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Figura 11: Mapa División Administrativa Subregión Montes de María 
           Fuente: PNUD (2010). Montes de María: Análisis de la Conflictividad. (p. 6). 
 
Figura 12: Mapa ubicación de las FARC en los Montes de María 
 
Fuente: Observatorio Presidencia, (2002). Panorama actual Montes de María(p. 2) 
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Por otro lado, en declaraciones al portal Verdad Abierta, el jefe paramilitar Edward Cobos 
Téllez, alias „Diego Vecino‟, explicaba la presencia de las FARC en los Montes de María, 
debido a la pérdida de territorios en el Urabá debido a la confrontación con los grupos 
paramilitares que comenzaban a incursionar en la zona (Verdad Abierta, 2010d).  
 
La confluencia de los anteriores factores estuvo acompañada de la desmovilización de 
algunas guerrillas y disidencias que dejaron el panorama libre a las FARC, tal como fue 
el caso del EPL y el PRT a inicios de la década de los 90‟s, en el marco de la Asamblea 
Nacional Constituyente. Dentro de este mismo escenario de paz y Constituyente, en 
1991 surgiría la Corriente de Renovación Socialista, producto de las divisiones al interior 
de la Unión Camilista-ELN, tal y como se describió en el anterior apartado. La Corriente 
culminaría su proceso de diálogos en el año 1994 durante el gobierno de Gaviria, 
haciendo entrega de sus armas en una vereda del municipio de Ovejas, en el mes de 
abril (Gónzález et al., 2014; A. R. Restrepo & Rodríguez, 2000).  
 
Con el objetivo de instalarse en la región, la estructura militar que sostuvo la guerrilla 
para consolidarse en el territorio, estuvo a cargo de los frentes 35 y 37, los cuales a partir 
de la VIII Conferencia de las FARC, tuvieron como propósito consolidar el Bloque Caribe 
en los departamentos de Sucre y Bolívar (Verdad Abierta, 2012a), mientras el Bloque 
Noroccidental actuaba en el Sur de Córdoba, y el Bloque Magdalena en el Sur de Bolívar 
y Cesar, completando así la influencia de esta guerrilla en la región Norte del país 
(Gónzález et al., 2014). No obstante, la constitución de estos frentes no tuvo su origen 
propiamente en las zonas montemarianas del departamento de Sucre. En este sentido, 
los frentes 35 y 37  “nacieron en 1986 y 1987, respectivamente, como desdoblamientos 
del frente 18 que operaba en Córdoba, los cuales pasaron por el Bajo Cauca antioqueño 
y el sur de Bolívar, en su orden, hasta finales de esa década, cuando la desmovilización 
de las guerrillas del EPL y el PRT en 1991 precipitó su inserción territorial en los Montes 
de María” (CNMH, 2009, p. 216). 
 
Entrando en la estructura organizativa de cada uno de los frentes, el frente 35, 
denominado Antonio José de Sucre¸ operó principalmente en los municipios de Sucre, a 
través de tres compañías: la compañía Carmenza Beltrán, que registró actividades 
armadas en Morroa, Colosó, Ovejas, Toluviejo, San Onofre, Corozal, Chalán y Los 
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Palmitos; la compañía Robinson Jiménez, que operó en municipios de la Sabana como 
Betulia, Sincé, Buenavista y Galeras; y por último, la compañía Policarpa Salavarrieta, 
que actuaba principalmente en Bolívar. Por otro lado, el frente 37 llamado Benkos 
Biohó59, actuó a partir de cuatro compañías armadas: la compañía móvil Pedro Góngora, 
la compañía Che Guevara, la compañía Palenque, y las Fuerzas Especiales Unidad 
Caribe. Específicamente, el frente ha tenido influencia sobre los siguientes municipios de 
Bolívar: el Carmen de Bolívar, San Jacinto, María La Baja, San Juan Nepomuceno, El 
Guamo, Mahates, Calamar, Zambrano y Córdoba. (Echandía, 2006, p. 195). 
 
Esta estructura organizativa estuvo dirigida por Gustavo Rueda Díaz alias „Martin 
Caballero,‟ quien estuvo al mando de ambos frentes guerrilleros durante la mayor parte 
de los años 90‟s hasta el 2007 cuando fue abatido por el Ejército en la Operación 
Alcatráz (El Tiempo, 2007b). „Caballero‟ dirigió varias operaciones militares encaminadas 
hacia la consecución del control territorial de los Montes de María. Principalmente fueron 
importantes las tomas de los municipios de Córdoba y San Jacinto, de las poblaciones de 
Macayepo y San Cayetano en Bolívar; bajo su dirección se instalaron varios retenes por 
la Troncal de Occidente y del Caribe, que pasaba por los municipios de Sincelejo, 
Corozal, Los Palmitos y Ovejas en Sucre y El Carmen de Bolívar, San Jacinto y San Juan 
Nepomuceno en Bolívar (Echandía, 2006, p. 203); de igual forma estuvo a cargo de 
decenas de ataques a las torres eléctricas e innumerables voladuras al oleoducto Caño 
Limón-Coveñas (El Espectador, 2007).  
 
Bajo su mando, „Caballero‟ fue el responsable del frustrado ataque contra el expresidente 
Bill Clinton y del  secuestro del exministro de Relaciones Exteriores Fernando Araújo60 en 
el año 2000. Por todas estas acciones „Martin Caballero‟ tenía una importancia militar en 
la Costa Atlántica equivalente a la que tenía el „Mono Jojoy‟ en el Bloque Oriental. De ahí 
resulta que fuera el único miembro de las FARC que sin pertenecer al secretariado 
                                               
 
59
 Cabe resaltar que el ELN cuenta también con un frente denominado Benkos Biohó, el cual 
actúa en el departamento del Chocó. 
60
 Sobre la personalidad de „Martin Caballero‟, el exministro señalaba: “Hay un hecho de „Martín 
Caballero‟ que relata su condición de sicópata a mí me impresionó mucho en una ocasión en que 
le vi vestir una gorra en donde tenía cosidos los distintivos de algunos soldados que habían 
muerto por acción de las minas que ellos colocaban y él lo que hacía era recortar el nombre del 
militar y lo hacía colocar en su gorra, eso me pareció que era terriblemente cruel” (El Espectador, 
2007). 
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tuviera orden de extradición (El Tiempo, 2007b). La figura 13 muestra la estructura militar 
que las FARC mantuvieron en el departamento de Sucre. 
 
Figura 13: Estructura Bloque Caribe de las FARC. 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de información Observatorio DD.HH. y DIH 
 
4.1.3 Los métodos de las FARC 
Las relaciones entre las FARC y la población civil estuvieron sustentadas principalmente 
en métodos violentos que aseguraran el predominio de la guerrilla en el territorio. Como 
se planteó con anterioridad, el propósito de controlar el corredor de los Montes de María 
para sus fines militares y económicos, junto al establecimiento de una estructura 
organizativa producto del desdoblamiento de frentes y combatientes ajenos a las 
problemáticas sociales del  departamento, llevaron a que las FARC descuidaran su 
trabajo político y social en estas regiones, dando un mayor énfasis a sus actividades 
delictivas relacionadas con el secuestro, la extorsión, la destrucción de peajes, los 
retenes ilegales, las llamadas „pescas milagrosas‟, y el homicidio. De igual forma, en 
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medio de la actividad de las FARC en Sucre fueron comunes los enfrentamientos con la 
fuerza pública, principalmente debido a las tomas de pueblos y a las emboscadas, 
hechos que en algunas ocasiones terminaron afectando seriamente a la población civil. 
En este sentido, se trata entonces de una guerrilla que ha priorizado sus objetivos 
económicos y militares en el territorio, en detrimento de su accionar político y social, 
reduciendo sus interacciones con los civiles a una relación instrumental, en la cual se 
controlaba los comportamientos de la población con el fin de mantener la seguridad de la 
insurgencia (CNMH, 2009, p. 222).    
 
Teniendo presente lo anterior, la actividad bélica de las FARC en el departamento de Sucre, 
principalmente en la región de los Montes de María, fue activa durante la mayor parte de la 
década de los 90‟s, pudiéndose afirmar que cada diez días acontecía una acción por parte de 
ésta guerrilla (CNMH, 2009, p. 232). En consecuencia, las FARC se establecieron como la 
organización guerrillera con mayor predominio militar, por encima de otras organizaciones 
como el ELN o el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP), una disidencia del ELN, que 
llevaban más tiempo operando en Sucre, tal como lo indica la tabla No. 6.  
 
Tabla 6. Número de hechos de conflicto cometidos por la guerrilla en Montes de María 
(1988-2007) 
Fuente: Boletín Informativo Revista Noche y Niebla En: CNMH (2009) La Masacre de El Salado. p.233 
 
Según las estimaciones del Centro Nacional de Memoria Histórica (2009) en su informe 
sobre la Masacre de El Salado, de las 426 actividades perpetradas por las FARC en los 
Montes de María, cerca de la mitad (221), fueron acciones que violaban directamente el 
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derecho internacional humanitario (DIH), encontrándose entre éstas el secuestro, los 
homicidios, el pillaje, y la destrucción de bienes civiles. Sobre estos métodos, un líder 
campesino planteaba lo siguiente: “las FARC no practicaban masacres, eso era cosa de 
paramilitares, pero sí hicieron muchas muertes selectivas dentro del territorio”, además 
generaron desplazamientos masivos, se valieron del reclutamiento de menores de edad, 
acudieron al secuestro de ganaderos y comerciantes para financiar su guerra contra el 
Estado y ejercieron un estricto control social sobre las comunidades (Verdad Abierta, 
2014a). Por ejemplo, en El Salado, corregimiento de El Carmen de Bolívar, las FARC 
aplicaron una estricta disciplina a la población, declarando como objetivos militares a las 
personas que hicieran críticas frente a su accionar, aplicándoles una justicia 
aleccionadora y ejemplarizante; restringieron la entrada al pueblo de personas extrañas e 
igualmente pusieron restricciones a la movilidad de las personas, la cual dependía y 
estaba regulada por la guerrilla. En El Salado y en otros municipios fue común que las 
reuniones que celebraba la guerrilla en la plaza principal tuvieran un carácter obligatorio. 
En estas reuniones la guerrilla congregaba a la población civil, “lanzaba arengas políticas 
en las que reivindicaba su causa, y en varias ocasiones, antes de terminar, seleccionaba 
a un miembro de la comunidad a quien acusaba de ser informante de la fuerza pública, le 
informaba a la población que lo iba a matar y les advertía que eso era para que vieran lo 
que le pasaba a los „sapos‟.” (CNMH, 2009, P. 35-37). 
 
No sólo a partir de estos métodos coercitivos las FARC intentaron persuadir a la población y 
obtener su apoyo. Otra actividad que efectuó la guerrilla, estaba relacionada con la distribución 
del ganado y mercancías robadas, acciones que pretendían ganar algún tipo de influencia 
social dentro de la población, comprometiéndola a la causa insurgente al compartirse la 
responsabilidad de estos actos delictivos con los civiles61 (CNMH, 2009, p. 225-226). 
                                               
 
61
 Esta actividad de las FARC en muchas oportunidades indignó a los terratenientes, motivándolos 
a armarse y a combatir a la insurgencia, sobre todo a las poblaciones que se ubicaban en sus 
áreas de influencia. Dos  episodios son representativos de esta dinámica. El primero fue el robo 
de ganado de la empresaria Enilse López alias „La Gata‟, al finalizar el año 1999: “Cuando su 
ganado desapareció de la finca Las Yeguas, Policía y militares emprendieron la inútil búsqueda. El 
ganado había pasado por El Salado, y de allí desapareció. La Policía pensaba que las Farc lo 
habían repartido entre los campesinos en lotes de cinco o seis reses, y compartido ganancia con 
ellos. En diciembre de ese año, un helicóptero desconocido sobrevoló el pueblo y lanzó unos 
panfletos en los que decía: “Cómanse las gallinas y los carneros y gocen todo lo que puedan este 
año porque no van a disfrutar más” (Ruiz, 2008). Este evento ocurriría días antes de la masacre 
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El otro tipo de actividades que desarrollaba la guerrilla correspondía a los combates, 
emboscadas e incursiones, donde 46 de las 159 acciones de este tipo realizadas durante 
el periodo 1988-2007, derivaron en infracciones al DIH (CNMH, 2009, P. 233). Con 
respecto a  estas últimas, los ataques estuvieron dirigidos hacia dos blancos: atacar los 
puestos de policías y destruir las alcaldías municipales. Estas incursiones a los 
municipios se presentaron por lo menos en 9 localidades de los Montes de María, 
sobresaliendo para el caso del departamento de Sucre: Los Palmitos, Chalán, San 
Onofre y Colosó. Posteriormente, a partir de 1997 las FARC comienzan a atacar con 
mayor fuerza a los candidatos a las alcaldías y se dedican a sabotear las elecciones 
(CNMH, 2009, p. 234). 
 
 Teniendo como propósito el dominio territorial y la financiación de su estructura, una de 
las acciones en contra de la población civil a la que más recurrirían las FARC, y que 
posteriormente les pasaría factura con la incursión del paramilitarismo, sería su 
permanente acoso y asedio a las élites políticas y económicas de la región62 63. Para 
1994 un reportaje de la Revista Semana describía la situación en Sucre en los siguientes 
términos:   
 
En Sucre han sido secuestrados 36 ganaderos (más de tres por mes), la cifra más 
                                                                                                                                              
 
de El Salado. El segundo hecho está relacionado con el robo de ganado a Joaquín García 
(familiar del „Gordo García‟ y reconocido ganadero), quien es ahora investigado por la masacre de 
Macayepo, corregimiento de El Carmen de Bolívar. Según la fiscalía Joaquín y el Gordo García 
habrían planeado el tránsito de unidades paramilitares hacia Macayepo con el fin de buscar el 
ganado robado del ganadero. En medio de este hecho serían asesinadas 18 campesinos por 
estos grupos paramilitares (Verdad Abierta, 2010c). 
62
 Este conflicto con las élites regionales y los grandes propietarios, en algunas ocasiones fueron 
consecuencia de la respuesta negativa de los terratenientes a financiar a las FARC y pagar las 
cuotas que la guerrilla imponía. Según testimonios de Dilio Romero alias „Cocodrilo‟, miembro de 
las AUC en los Montes de María, él comentaba que la disputa entre las FARC y una familia de 
hacendados, Los Méndez, se debía a que “las Farc le pidieron plata al líder del clan llamado José, 
para financiar a los frentes 35 y 37, quien se rehusó y armó su propio ejército. Fue entonces 
cuando apareció en la zona el comandante guerrillero Martín Caballero, quien comenzó a atacar 
las propiedades y a las familias.”(Verdad Abierta, 'Cocodrilo' una vida combatiendo a las FARC, 
s.f..) 
63
 En este punto, uno de los principales blancos de ataque de las FARC dentro de su guerra 
contra estas élites estuvo dirigido hacia la empresaria del chance Enilse López alias „La Gata‟, 
quien había acumulado un verdadero poder económico y político en la mayoría de departamentos 
de la Costa Atlántica. “La guerra con las FARC le implicó a la „Gata‟ el asesinato de tres 
hermanos, el secuestro de su padre, el ataque a sus propiedades y el robo de ganado.” También 
dinamitaron un puesto de apuestas de propiedad de López en el municipio de El Carmen de 
Bolívar asesinando a uno de sus hermanos. (CNMH, 2009, P. 243). 
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alta de todo el país. El Fondo Ganadero de Sucre está a punto de desaparecer. En la 
actualidad se encuentra intervenido por la Superintendencia de Sociedades. En un 
departamento donde ocho de cada 10 personas viven de la ganadería, el Fondo 
Ganadero sólo tiene para mostrar 1.500 cabezas de ganado entregadas a 22 
depositarios. Comparada con la década de los 80‟s, donde el Fondo tenía algo más 
de 35.000 cabezas de ganado y 250 depositarios, la cifra actual resulta demasiado-
pobre.  
 
Pero como si el secuestro, el boleteo y la extorsión no fueran suficientes, la crisis de la ganadería 
trajo una plaga mayor: el abandono de la tierra. El gerente del Incora, José María Revollo, está a 
punto de volverse loco con tantas ofertas de fincas de ganaderos que las están rematando a 
cualquier precio. En la actualidad reposan sobre su escritorio las escrituras de 175 fincas para que 
ese instituto las compre al precio que fije. Son cerca de 40.000 hectáreas.  
 
El Incora hace lo que pueda. Acaba de comprar el 50 por ciento del área rural de los municipios 
ubicados en las estribaciones de los Montes de María, como Ovejas y Colosó, donde están 
operando varios frentes guerrilleros. Pero el instituto no tiene plata para comprar todas las tierras. 
Sólo está en capacidad de adquirir 4.000 hectáreas para parcelarlas y entregarlas a los 
campesinos. ¿Y las otras 36.000'? "¿Los ganaderos se ven obligados a abandonarlas para que 
las devore la maleza?” dice Revollo. (Revista Semana, 1994)  
 
Este panorama empeoró y aumentó la tensión entre ganaderos y FARC con el secuestro y 
posterior asesinato de Nelson Antonio Martelo el 27 de junio de 1995, ex gobernador de Sucre 
y quien en ese momento era el presidente de la Federación de Ganaderos del departamento 
de Sucre (Verdad Abierta, 2010a). Como se analizó en los capítulos anteriores,  Martelo había  
liderado la  creación del Batallón de Infantería Marina a finales de los ochenta. Este perfil lo 
llevó a su caracterización como un fiel representante de los intereses ganaderos y militares de 
la región, razón por la cual las FARC lo consideraron un blanco militar.  
 
 Además del secuestro y homicidio, la actividad contra los ganaderos por parte de la 
guerrilla se concentró en la destrucción de bienes, específicamente lo que aconteció con 
la quema de haciendas y el robo de ganado. Sobre esta situación, a mediados de la 
década de los 90‟s se pronunciaba Javier Piedrahíta, un reconocido caballista y 
ganadero, quien luego estaría involucrado en la aparición de los paramilitares en la 
región (Verdad Abierta, 2010a): “En cinco semanas, el 35 frente de las FARC ha 
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quemado viviendas, corrales y maquinaria agrícola de 13 fincas, dejando pérdidas que 
ascienden a 2000 millones de pesos. Si me toca irme al monte a combatir a la guerrilla, 
me voy” (El Tiempo, 1996).  
 
Los ataques a ganaderos por parte de las FARC fueron tan sistemáticos, que Jesús 
María Pérez, líder de la ANUC reconocía esta situación de vulnerabilidad de sus antiguos 
e históricos oponentes: “Hay que sumar el hecho de que la guerrilla también les dificultó 
(a los ganaderos)  mucho la vida, pues hubo secuestros, extorsiones, asesinatos, incluso 
murió un (ex gobernador); después de tanto problema, muchos ganaderos y 
terratenientes prefirieron vender sus tierras o vender cierta participación para poder 
manejarlas desde las ciudades” (Pérez, 2010, p. 171). En esta misma dirección, Ramiro 
Chamorro (2015), dirigente de la Asociación planteaba: “Aquí hubo un momento que ellos 
(terratenientes) se agacharon, y lloraban a los dirigentes campesinos, oiga consígame 
que me compre la finca. Aquí mataron muchos dirigentes porque no le metieron la finca 
al INCORA o al INCODER. Antes nos mataban y nos perseguían porque luchábamos la 
finca y cuando llegaron las FARC, que los hizo ir de sus fincas, entonces nos buscaban a 
nosotros para que les ayudáramos.” 
 
Finalmente, dentro de esta actividad delictiva, es importante resaltar los sabotajes a la 
infraestructura eléctrica y vial, así como las llamadas „pescas milagrosas‟ ubicadas en la 
Troncal de Occidente, una de las vías más importantes de la Costa Atlántica, donde la 
guerrilla instalaba ciertos retenes “deteniendo así varios vehículos y luego procedían a 
secuestrar a las personas condicionando su liberación a la verificación de su situación 
económica” (CNMH, 2009, p. 234). 
 
4.1.3.1 Las FARC y la ANUC: Una relación conflictiva 
Haciendo una primera observación sobre la relación entre las FARC y la ANUC, es 
necesario resaltar que ambos actores tuvieron objetivos divergentes desde un principio. 
Por un lado, el accionar de las FARC en la región, como se ha anotado a lo largo de este 
capítulo, se enmarcó en el planteamiento de su Plan Estratégico en el que se proponía la 
expansión territorial de la guerrilla, que para el caso de Sucre significó mantener un 
énfasis en la realización de los objetivos militares y económicos por encima del trabajo 
político que la guerrilla pudiera realizar. En este sentido, sus objetivos no fueron 
establecer fuertes relaciones con la población ni favorecer las organizaciones sociales, 
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cuestión que conllevó a un constante disciplinamiento de las comunidades, 
principalmente a partir de métodos violentos, que les permitiera en efecto la consecución 
de sus objetivos sobre el territorio. De ahí resultará su constante presión por intervenir en 
los espacios de la ANUC, como un medio que les posibilitara ganar más fácilmente ese 
control social sobre la población. En otras palabras, había una pretensión de 
instrumentalizar a la Asociación, y en especial a sus dirigentes, y subordinarlos a los 
objetivos de la organización guerrillera.64 
 
Por su lado, la ANUC venía de una larga trayectoria de lucha por la tierra, por la reforma 
agraria y por el mejoramiento de las condiciones del campesinado en Sucre, todo un 
proceso que construyó al margen de la lucha guerrillera de las FARC. La Asociación 
estaba en un momento en el que ya había pasado por experiencias insurgentes que 
profundizaron en parte la represión contra el movimiento campesino, y se encontraba 
ahora tratando de unificar  una vez más sus fuerzas políticas luego del fracasado intento 
de la ANUC-UR. En consecuencia, la ANUC en Sucre se muestra ante la llegada de las 
FARC, como una organización que defiende la autonomía de su proceso y la 
independencia respecto a los distintos actores políticos y armados.  
 
Partiendo de lo anterior, es posible afirmar la tensión entre ambos actores producto del 
siguiente escenario: por un lado las FARC tratando de instrumentalizar a la organización, y 
por otro lado, la ANUC, intentando salir de su crisis y debilidad organizativa, defendiendo su 
autonomía y poniendo límites al accionar insurgente. La anterior situación permite configurar 
múltiples desencuentros entre ambos actores que se pueden establecer en dos puntos: 
primero, el conflicto entre los dirigentes de la ANUC y las FARC; segundo, la estigmatización 
y desacreditación del movimiento, debido al accionar de la guerrilla.      
                                               
 
64
 En este punto es necesario resaltar la concepción de las FARC sobre los movimientos sociales 
y organizaciones como recursos que debían adecuarse a la vanguardia del movimiento guerrillero. 
Esta idea, era planteada aún en escenarios donde la guerrilla había participado activamente 
dentro de las organizaciones y movimientos sociales, como fue el caso de las marchas y 
movimiento cocalero. Al respecto un comandante de las FARC afirmaba lo siguiente: “Lo que pasa 
es que nosotros no podemos quitarle el papel dirigente, el papel de vanguardia que tiene el 
movimiento guerrillero en esa zona […] El movimiento guerrillero es una vanguardia política y es 
una organización dirigente, es una organización que proyecta, que  traza planes, que compromete 
a la población dentro de sus luchas. El movimiento armado tiene una visión mucho más 
esclarecida de la problemática, (sabe) cómo reaccionar y cómo organizar la respuesta popular 
frente a ese tipo de situaciones. (Uribe & Ferro, 2002 citado por Aguilera, 2013a, p. 250) 
158 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
Como se exponía anteriormente, la ANUC venía de una larga trayectoria que para finales 
de los años 80‟s se encontraba en un momento de descenso de la organización, tras los 
fracasos de la reunificación, la puesta en marcha de la ley 30/de 1988 y la represión ya 
vivida por la Asociación durante todo su proceso. Para el caso particular de Sucre, la 
Asociación mantenía sus divisiones en diversos sectores, compuestos por un grupo de la 
línea Armenia que había resurgido, liderado por los dirigentes Matías Funes y Héctor 
Conde; sectores de la línea Sincelejo dirigidos por Guillermo Montero; y los grupos que 
habían acompañado el proceso de la ANUC-UR encabezados por José Padilla (CNRR, 
2010, p. 264; El Tiempo, 1993a).  
  
Ante este escenario, desde el año 1991 se comienzan a convocar una serie de reuniones 
que buscaban precisamente la unidad de los sectores, decidiendo en 1993 la realización 
de unos foros promovidos por la Gobernación de Sucre (El Tiempo, 1993a). Luego de 12 
meses de discusiones, para diciembre de dicho año se logra un acuerdo con los distintos 
líderes del movimiento, llegando a la determinación de elegir a Héctor Conde como 
presidente y a Guillermo Montero como vicepresidente de la nueva Asociación Nacional 
de Usuarios Campesinos de Sincelejo. Dentro de los objetivos de la “nueva” Asociación 
se proponía toda una estrategia de obtención de la tierra sustentada en la concertación 
entre propietarios, campesinos y gobierno, pretendiendo así explotar aproximadamente 
110.000 has (Romero, 1993b). 
  
La ANUC nuevamente buscaba su fortaleza organizativa mediante la unidad de sus 
fuerzas y sectores. En medio de este proceso de concertación es que acontece entonces 
la llegada y consolidación de las FARC, y los conflictos generados entre la guerrilla y los 
dirigentes campesinos. Al respecto, un dirigente de Morroa, perteneciente a la Liga-ML 
en  años anteriores, le advertía a la insurgencia lo siguiente:  
 
Yo les decía: -Mijo yo no soy de ustedes, me formé solo y sigo con este delineamiento 
porque las mejores montañas para ustedes es la organización campesina siempre y 
cuando ustedes no las maltraten. Ahí yo utilizaba unas frases de una charla de Bateman, 
que Bateman decía que la guerrilla no podía matar a gente por matar, porque luego cuando 
ellos salieran a la ciudad la gente los entregaba. (Antiguo líder de la Liga-ML, 2015a) 
 
Tratando de mantener esa autonomía e independencia de la organización, Jesús María 
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Pérez (2010), quien durante su trayectoria había pertenecido al sector independiente de 
la ANUC, un sector crítico de la lucha insurgente y de las organizaciones de izquierda,  
relataba lo siguiente:  
 
Por supuesto, nos buscaron a nosotros porque sabían muy bien de nuestra 
trayectoria, a pesar de que nos habíamos negado a seguirlos. Sin embargo, para 
este momento ellos estaban tan asentados que por el simple hecho de no atenderlos 
nos amenazaban (p. 168). 
 
En su citado libro y en entrevistas hechas al dirigente, Jesús María Pérez cuenta cómo 
se enfrentó a las FARC en el momento en que llegaron a Los Palmitos en Sucre, tratando 
de establecer ciertos límites con la insurgencia: 
 
Imagínese ellos llegaron aquí, se identificaron (…) -nosotros somos las FARC EP, 
ejército del pueblo y solamente como revolucionarios reconocemos al EPL y al ELN. 
Después de que hablaron como dos horas, (…) entonces yo les dije: -yo no les 
entendí o ustedes no se supieron hacer explicar, ustedes cuando llegaron aquí se 
identificaron como las FARC EP, no reconocían como organizaciones revolucionarias 
sino al EPL, y a los elenos ¿Cuál es entonces la otra política de alianza que ustedes 
tienen con las otras organizaciones políticas que no están con el establecimiento 
pero no son armadas? Me aclaran eso. Entonces el tipo trato de dirigirse a todos, 
como a un equipo de 20 activistas políticos de todo el grueso de la gente. No 
pudieron dar respuesta, dejaron algunas recomendaciones y se fueron (…) 
 
     (…) Como a los 15 días volvieron, y reunieron a la gente y les dijeron que de las 
recomendaciones que ellos habían dejado ¿Qué opinaban? Todo el mundo se quedó 
en silencio, nadie opinó. Entonces les dicen: -mire nosotros sabemos que ustedes 
son duros para venir a las reuniones, que han venido a estas reuniones porque 
estamos armados, y se asustan por la presencia de nosotros, nosotros no les vamos 
a hacer nada. Esa no es la misión de nosotros. Pero les vamos a hacer unas 
recomendaciones, que ustedes tienen una diligencia que no la tiene por aquí ninguno 
de los otros corregimientos, así que cuando los convoquen asistan a las reuniones 
porque es para comunicarles cosas importantes, y a los dirigentes les hacemos una 
recomendación, que ese conocimiento se lo transmitan a los dirigentes de otras 
regiones,  porque ellos lo están necesitando, y se fueron y no volvieron nunca más. Los 
sacamos de aquí políticamente. Sin estarlos insultando y sin nada. Y se los dije, nosotros 
160 El impacto de la insurgencia y el conflicto armado en la ANUC: El caso de Sucre 
 
somos parte de una organización política y así como los respetamos necesitamos que 
nos respeten, porque nosotros tenemos nuestros principios. (Pérez, 2015) 
       
Estas tensiones entre la insurgencia y la ANUC fueron vividas igualmente por otros 
dirigentes como Ramiro Chamorro presidente de la ANUC en Sucre 1986-1991, quien en 
el pasado había hecho parte del sector de la Tendencia Marxista Leninista Maoísta, y 
participó en elecciones al Concejo de Sincelejo por la Corriente de Renovación Socialista 
luego de la desmovilización de esta organización. En su testimonio a Verdad Abierta, 
Chamorro afirmaba lo siguiente: “Después del 93-94 entró las Farc muy agresiva. Me 
tocó decirles que iban a traer muchas muertes. No dejaron a los campesinos actuar, 
mataron activistas campesinos. Yo me enfrenté con la guerrilla. La guerrilla mató a tres 
campesinos en Naranjal, no dejaban votar.” (Verdad Abierta, 2010b). Este 
disciplinamiento y control de las poblaciones que fue característico en las FARC, también 
sería un tema de discusión entre los líderes y la insurgencia: 
 
(Cuando) llega las FARC. Eso no fue fácil. Llega montando ahí criterios, a controlar y 
a la gente no le gustaba eso. Las FARC cuando llegó te permitía dos discusiones, 
pero después ni una. Y hacían reuniones grandes de 200 personas pero conmigo se 
jodieron porque yo siempre les dije que no. A mí me encontraban, yo comercializo 
yuca entonces ellos andaban en la zona,  y decían los campesinos: -¡Ah! ese fue el 
compañero que me ayudó a conseguir tierra. Pero yo nunca me metí a eso, porque 
me mandaban a buscar (…) Yo a esa guerra nada. Yo les dije a ellos en una reunión: 
-ustedes van a ser la desgracia de los Montes de María. Una reunión que convocaron 
a la gente a la fuerza, en zona rural de Ovejas, ahí cogieron a la gente y la reunieron 
y comenzaron a decir cosas y nada de eso era mentira pero, yo les decía: -¿Cómo 
que ustedes están en contra de las masacres si en Urabá mataron 27 campesinos? 
Cómo me va a decir eso si en la Casa Campesina llegaron 5 familias de tal 
corregimiento donde ustedes les habían sepultado los hijos de los campesinos en el 
campamento, le botaron la tierra, y ustedes se fueron y de esas personas solo uno 
era delincuente los demás era que iban juntos únicamente.
65
 (Chamorro, 2015) 
Chamorro (2015) también planteaba la relación de las FARC con algunos de los 
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 Sobre estos castigos a la delincuencia el CNMH (2009) indica lo siguiente:  “cuando la guerrilla 
decidió cumplir funciones judiciales y de policía, dirimiendo conflictos entre los habitantes del 
pueblo, castigando a los delincuentes e imponiendo una normatividad de vida cotidiana ello no se 
acompañó de un trabajo político” (p. 225). 
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oponentes del movimiento campesino. Así, en ciertas ocasiones la guerrilla llegó a 
establecer alianzas con algunos terratenientes, a los cuales protegieron66. De igual 
forma, sus milicias urbanas estuvieron conformadas por  delincuentes comunes, un factor 
que, según Chamorro y un antiguo dirigente de la liga (2015a), contribuyó al aumento de 
la violencia luego de que las FARC empezaran a exterminarlos.   
 
En su testimonio, Dagoberto Villadiego uno de los líderes más recientes, proponía que el 
apoyo otorgado por algunos campesinos a la guerrilla, no se tradujo necesariamente en 
un trabajo con las comunidades más allá de sus intereses sobre el territorio. Al respecto 
el líder relataba: 
 
Las FARC sí tuvo incidencia en la organización, pero en las bases no en la dirigencia, 
y si venían los guerrilleros les daban yuca, pero la guerrilla no se los ganó porque 
sólo hizo trabajo militar. Yo me enfrenté a las FARC varias veces porque yo veía que 
no estaba bien utilizar al campesino en su lucha. (Verdad Abierta, 2010b) 
 
Esta posición en contra de la instrumentalización del campesinado también fue acogida 
por Pérez, sobre todo por las consecuencias que tendría ese tipo de relacionamiento. 
Sobre este punto el dirigente decía:  
 
Por ejemplo, yo les recomendé a muchas personas que no le hicieran mandados a la 
guerrilla y que dejaran que ellos hicieran lo que fuera, pero sin involucrarse, pues algunos 
guerrilleros decidieron usar a los pobladores para mandar mensajes que iban desde un 
favor hasta la extorsión. Ese tipo de recomendaciones no caló muy bien. La guerrilla y 
sus simpatizantes me empezaron a acusar de negarles el apoyo a ellos, mientras que los 
organismos del Estado empezaron a relacionarnos con esas actividades o favores que 
pedía la guerrilla, por lo que incluso nuestras marchas y manifestaciones fueron 
atribuidas a las órdenes de los insurgentes. (Pérez, 2010, p. 170) 
Efectivamente, este funcional relacionamiento de las FARC con las bases 
campesinas, junto con la insistencia de la guerrilla por buscar y cooptar a los 
dirigentes, ocasionaron que la Asociación comenzara a ser estigmatizada 
                                               
 
66
 Lo mismo resalta Pérez (2010) en un párrafo de su texto: “Paradójicamente, los terratenientes 
olvidaron hablar de cómo se beneficiaron en algunos momentos de las vacunas que le pagaban a 
la guerrilla, pues los guerrilleros también se dedicaron a cuidar ganado y propiedades.” ( p. 171)  
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como pro-subversiva y guerrillera, lo que tuvo un impacto negativo en su 
activismo. En este sentido, al igual que la represión que vivió el movimiento 
campesino en los 80‟s, en parte por el accionar del MIR-PL y el PRT,  es 
posible afirmar, que la presencia de las FARC en los 90‟s profundizaría las 
brechas sociales y los antagonismos entre los diferentes actores y clases en 
Sucre.   De esta manera se configuraba el siguiente escenario: 
 
Mientras los estratos bajos de la población sacaban adelante sus causas 
articulándose en organizaciones sociales a través de las instancias políticas, en una 
lucha aguas arriba, la presencia de la guerrilla generó en las élites la percepción de 
nexos de las organizaciones sociales populares con los grupos subversivos. Y 
aunque la mayoría de estas organizaciones, encabezadas por la ANUC, rechazaron 
la presencia de la guerrilla, fueron atacadas como parte de la lucha contrainsurgente.  
(PNUD, 2010, pp. 14–15) 
      
Del anterior panorama, vendrían entonces los primeros asesinatos a líderes de la ANUC 
en los años 90‟s, en complacencia y vinculación con organismos de seguridad del Estado 
o por parte de bandas de sicarios. De igual forma, fueron víctimas líderes campesinos 
que habían tenido alguna relación con el PRT o el MIR-PL y la CRS, y que producto de la 
desmovilización de estas organizaciones, habían participado en elecciones 
representando a estos grupos. Finalmente, las masacres paramilitares terminarían 
también por debilitar a las bases campesinas. Sobre estos efectos de la violencia 
paramilitar sobre la Asociación se profundizará más adelante. 
 
Este tipo de tensiones que se han señalado entre las FARC y la dirigencia de la ANUC, 
permite ver un patrón en la guerrilla relacionado con su oposición a los liderazgos y a las 
organizaciones sociales que cuentan con una determinada autonomía y se encuentran 
por tanto por fuera de su control. En este sentido, es posible plantear la necesidad de las 
FARC por encontrar un nivel óptimo de organización social, el cual les facilite 
precisamente el control sobre las poblaciones. De esta forma, la fortaleza de los 
liderazgos sociales significa continuos conflictos, tensiones y desencuentros entre estos y 
la guerrilla, debido a la defensa de los dirigentes sociales por su autonomía organizativa 
y su autoridad en la comunidad.  
 
Ahora, aun cuando se mantuvo por parte de los dirigentes de la ANUC ciertas reservas y 
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oposiciones a la intervención de las FARC en las comunidades, es necesario resaltar que 
este nivel de tensión no llegó al punto en el que la guerrilla se convirtiera en el principal 
victimario de los líderes de la Asociación.67 Lo que sí produjo la continua e intensa 
actividad de las FARC en el departamento de Sucre, principalmente con el acoso a 
grandes propietarios de la tierra, fue crear la idea de unión entre la organización 
campesina y el accionar insurgente, cuestión que trajo como consecuencia la violencia 
cometida en contra de la Asociación por otros actores armados.  
4.2 El Paramilitarismo en Sucre 
Para el caso del departamento de Sucre ha sido importante entender que los orígenes de 
los grupos paramilitares tienen sus antecedentes en la lucha por la tierra librada por la 
ANUC en los años 70‟s, cuando los terratenientes arman sus grupos de seguridad 
privada, conformados por los capataces de las haciendas y la delincuencia común, las 
bandas de “pájaros” a los que se hacía alusión en el segundo capítulo. Adicionalmente, el 
paramilitarismo en Sucre tiene su cuota en el tráfico de drogas, cuando algunos 
narcotraficantes llegaron y se apoderaron de las tierras que en su momento estaban 
peleando los campesinos en los años 80‟s. Finalmente, en una última etapa, estos 
grupos fueron apoyados y financiados por importantes políticos de la región, en cabeza 
del ex senador Álvaro Alfonso García Romero, alias „el Gordo García‟, el político y 
ganadero Miguel Nule Amín, el exgobernador de Sucre Salvador Arana y la empresaria 
del chance Enilse López alias „La Gata‟ (todos ellos condenados por sus nexos con el 
paramilitarismo en Sucre). La actividad de todos estos actores en muchas ocasiones se 
realizó bajo la aceptación y participación de fuerzas de seguridad del Estado como el 
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 Por lo menos en las bases de datos e información de prensa que se consultó para esta sección, 
no se encontró algún caso en el cual las FARC asesinaran a un dirigente de la ANUC. Esta 
investigación enfocó su rango de búsqueda observando los casos de asesinatos a líderes 
departamentales de la ANUC (que habían sido presidentes o pertenecían a algún cargo directivo), 
y a los líderes de las asociaciones municipales de la Asociación, lo cual dio como resultado que 
los principales victimarios fueron grupos paramilitares o grupos delincuenciales, en algunas 
ocasiones asociados con organismos del Estado. Probablemente se presenten algunos casos en 
los cuales las FARC asesinaron a dirigentes que pertenecían a otras asociaciones, o a las juntas 
de acción comunal. De hecho, en el informe  de Verdad abierta se asegura lo siguiente: “Por esta 
razón persiguieron muchos líderes, a unos los desterraron y a otros los asesinaron. Los líderes de 
esa época de pronto tenían otra visión de paz, de armonía, en el territorio, y eso no lo aceptaban 
las FARC” (Verdad, Abierta 2014a).  Aún en estos casos no fue posible hallar información precisa 
sobre estos hechos. 
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DAS, la SIJIN, la Armada y el Ejército (Verdad Abierta, 2010a).  
 
Con base en lo anterior, más que hablar de grupos paramilitares en su ámbito 
meramente militar y armado, es necesario utilizar el término de alianza paramilitar, para 
incluir toda una red de actores políticos, económicos y militares que se tejió en el 
departamento de Sucre, y que si bien tuvo su elemento antisubversivo, también logró por 
la vía criminal lograr los objetivos políticos y económicos de sus asociados68. Así, estos 
propósitos paramilitares tuvieron su expresión en los siguientes términos: 
 
De la alianza con el narcotráfico han obtenido los recursos para financiar sus 
ejércitos, a cambio de prestar sus servicios militares para posibilitar el tránsito de la 
droga hacia el Golfo de Morrosquillo […] En alianza con algunos miembros de la 
clase política, usaron las armas para forzar a la población a votar por los candidatos 
con quienes tenían acuerdos […] En alianza con algunos grandes propietarios, 
expulsaron a los campesinos que habían comprado las tierras que el Incora les obligó 
a vender […] En alianza con algunos agentes de la fuerza pública asesinaron y 
expulsaron a líderes sociales y aniquilaron organizaciones sociales que habían 
consolidado un tejido social fuerte entre los sectores populares. (PNUD, 2010, p. 20) 
4.2.1 Antecedentes y estructura paramilitar 
A finales de los años 70‟s, la represión contra el movimiento campesino y la ANUC se hizo 
evidente, al registrarse la presencia de bandas armadas a favor de las familias terratenientes, 
lo que los campesinos llamaban los “pájaros”. Como se registró en la figura No. 4, la violencia 
anti-reformista contra las tomas de tierra constituía una continua agresión hacia el 
campesinado, lo que ocasionó los primeros asesinatos dentro del movimiento, promovidos en 
parte por el ambiente represivo que el Estatuto de Seguridad había implementado. En este 
sentido, algunos propietarios no sólo contrataban a sus „matones a sueldo‟, sino que en 
algunas oportunidades buscaron y les pagaron a agentes del Estado, de la policía y de la 
Armada quienes defendían sus propiedades (Pérez, 2010, p. 162).  
 
De estas primeras experiencias armadas, surgen en la década del ochenta una serie de 
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 Para profundizar en las alianzas paramilitares y la confluencia de actores que promovieron 
estos grupos en Colombia ver Gutiérrez & Barón (2006). 
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bandas, procedentes de familias o clanes, propietarios de grandes extensiones de tierra, 
quienes se dedicaron al robo de ganado, al asalto de camiones, y en sí a la delincuencia 
común (Verdad Abierta, 2012b; Suárez, 2016). Entre estos grupos se destacaban: la 
familia Mesa en Ovejas y San Pedro69, los Cohén que actuaban en  El Carmen de 
Bolívar,  los Méndez en el municipio de Córdoba (CNRR, 2010, p. 254); los Benítez en 
San Pedro, los „Encapuchados‟ en Colosó, y en Betulia „los Macarenos‟ (Verdad Abierta, 
2010a). En el marco de su actividad delincuencial, estos grupos actuaron de manera 
conjunta con las autoridades, desempeñándose como sus informantes y colaboradores. 
Así, “la lógica inicial era que la Policía y la Armada permitían que varios cuatreros 
comunes siguieran delinquiendo con la condición de que les colaboraran en los 
asesinatos contra dirigentes sociales” (Verdad Abierta, 2010a). Luego, ante la llegada de 
las FARC y sus actividades de secuestro a ganaderos y sabotaje a las haciendas, la 
insurgencia y la delincuencia empiezan a enfrentarse, asesinando a los presuntos 
“aliados” de ambos bandos70 (Verdad Abierta, 2012b).  
 
Paralelamente a estas bandas delincuenciales, producto de la llegada de narcotraficantes 
a la región Norte del departamento de Sucre (Toluviejo, Tolú, Coveñas, Palmitos y San 
Onofre), se crearon grupos armados al servicio de estos actores. Principalmente se 
recuerda el grupo “Los Carranceros” relacionado presuntamente con el empresario 
esmeraldero Víctor Carranza (Salinas & Zarama, 2012, p. 46), quienes cuidaban y 
vigilaban la salida de droga por el corredor del Golfo de Morrosquillo: “Eran como 30. 
Allá  guerrilla no había, así que mataban al que querían. Hacían limpieza social. Eran 
muy crueles”  (Verdad Abierta, 2010a). 
 
 El antecedente más inmediato a la conformación del Bloque, sería la creación de 
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 En este grupo armado tuvo participación el político Álvaro García, quien después estaría involucrado 
estrechamente con la formación del bloque de los Montes de María de la AUC (Verdad Abierta, 2010a). 
70
 La disputa entre las FARC y los Méndez llegaría a un nivel de alta confrontación y violencia. En este 
sentido, la guerrilla degolló a dos de los integrantes de esta familia en 1995, luego los Méndez 
respondieron a este hecho cometiendo una masacre en El Salado, zona de retaguardia de las FARC. 
El conflicto se prolongó hasta 1998, cuando las FARC asesinaron a seis miembros de la familia, 
incursionaron en unas de sus fincas y hurtaron 200 cabezas de ganando secuestrando al 
administrador. Finalmente la guerrilla expropió a los Méndez de su finca y la utilizó como campamento 
guerrillero del frente 37. De igual manera, las FARC mantuvieron conflictos con los Meza, debido a sus 
relaciones y alianzas con los Méndez. En consecuencia, la guerrilla terminó robando el ganado de esta 
familia y se apropió de su finca (CNMH, 2009, p. 245-249).  
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múltiples cooperativas de vigilancia (CONVIVIR), durante los años 1995-1996, donde 
ganaderos, hacendados y narcotraficantes legitimarían sus grupos de seguridad 
privada y estrecharían lazos con las fuerzas militares a través de la provisión de 
armamento por parte de éstas últimas (El Tiempo, 1997a). En consecuencia, en 1996 
Javier Piedrahita, un ganadero y caballista relacionado con los narcotraficantes 
Ochoa Vásquez, crea la Convivir denominada “Nuevo Amanecer”. Piedrahita contrata 
como su escolta al futuro jefe paramilitar Rodrigo Mercado Peluffo, alias “Cadena”, 
quien había sido parte a su vez del grupo delincuencial “Los Rodríguez”71. 
Posteriormente, Álvaro Botero, perteneciente a una familia de hacendados de 
Magangué, creó la convivir “Esperanza Futura” junto a Héctor Julio Alfonso, esposo 
de Enilse López „La Gata‟72. Otra cooperativa importante fue la de Salomón Chadid, 
llamada “Orden y Desarrollo”, en la que participaría Víctor Guerra de la Espriella, 
quien sería acusado de hacer parte del Pacto de Ralito (Verdad Abierta, 2010a). 
 
Todos estos grupos armados y bandas delincuenciales serían entonces la base social 
del bloque Héroes de los Montes de María (BMM) de las AUC. La conformación del 
bloque tuvo como antesala el interés del paramilitarismo de los Castaño en expandir 
su proyecto a otras regiones, unificando los distintos grupos paramil itares de 
Colombia en una sola organización (Las Autodefensas Unidas de Colombia) (CNMH, 
2009, p. 252). Asimismo sería importante para la conformación del nuevo grupo, la 
reacción de la clase dirigente y élite de Sucre a los hostigamientos por parte de las 
FARC, cuestión que los llevó a ver en el paramilitarismo de los Castaño una efectiva 
solución. Teniendo en cuenta este último punto, en 1997 tendría lugar una reunión en 
la hacienda “Las Canarias” de propiedad del político y ganadero Miguel Nule Amín, 
donde se definió la reagrupación de los diferentes grupos paramilitares en un solo 
bloque, su financiación y la colaboración de los distintos actores (Verdad Abierta, 
2011a). A la reunión acudieron el ganadero Joaquín García Rodríguez (familiar de 
Álvaro García), Javier Piedrahíta, Salvatore Mancuso, Carlos Mario García alias 
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 Piedrahita también tuvo a su mando a Úber Enrique Bánquez alias „juancho dique‟, quien se 
convertiría en comandante del frente Canal del Dique del bloque Héroes de los Montes de María 
(Verdad Abierta, 2010a). 
72
 De hecho en entrevista a la Revista Semana Jairo Castillo alias „Pitirri‟, quien maneja las 
finanzas de los paramilitares en Sucre, comenta que Enilse colaboraba activamente en el 
suministro de armas y contrataba a los matones, personas que provenían de Medellín (Revista 
Semana, 2006). 
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„doble cero‟ y el Senador Álvaro García Romero (Corte Suprema de Justicia, Casa de 
Casación Penal, proceso No. 32805, 2010).  La nueva estructura armada estaría 
dirigida entonces por Edward Cobos Téllez alias „Diego Vecino‟73 (Salinas & Zarama, 
2012, p. 46). 
 
Ante la creación del bloque, éste estuvo organizado a su vez por la conformación de 
tres frentes: el frente Canal del Dique, comandado por  Enrique Bánquez Martínez 
alias „Juancho Dique‟, el cual actuaba principalmente en Bolívar, en los municipios de 
María La Baja, El Carmen de Bolívar, San Jacinto, San Juan Nepomuceno, San 
Estanislao, Calamar, Soplaviento y la ciudad de Cartagena; el frente Golfo de 
Morrosquillo, comandado por Rodrigo Mercado alias “Cadena”, el cual tenía influencia 
en Sucre, en los pueblos de San Onofre, Sincelejo, Corozal, Betulia, el Roble, 
Sampués, Los Palmitos, Tolú, Coveñas, Palmito, Toluviejo, Ovejas, Morroa, Chalán, 
Colosó;  Un tercer frente, denominado Central Bolívar, o frente Sabanas de Sucre y 
Bolívar, el cual era comandado por alias „Ramón Zabala‟, el cual influía en los 
municipios de San Pedro, Buenavista, Sincé y Galera, Zambrano, Córdoba y 
Magangué; y el frente La Mojana, comandado por Éder Pedraza alias „Ramón 
Mojana‟, que se ubicaba en los municipios sucreños de Guaranda, Majagual y Sucre 
(Salinas & Zarama, 2012, p. 47; Corte Suprema de Justicia, 2010; Tribunal  Superior 
de Bogotá Sala de Justicia y Paz, 2014, p. 133). Además de esta organización por 
municipios, los grupos paramilitares ubicaron sus campamentos principalmente en los 
municipios costeros de los Montes de María. Así, las fincas pertenecientes al 
municipio de San Onofre como la Alemania, Vista Hermosa y El Palmar, se 
convirtieron en los centros de operación paramilitar en la región (Contraloría, 2014; 
CNRR, 2010). En la figura 14 se establece esta estructura organizativa de los 
paramilitares. Por su lado, la figura 15 permite observar la ubicación geográfica de las 
AUC en los Montes de María. 
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 „Diego Vecino‟ eran un ganadero el cual manejaba diversas fincas de Córdoba y Sucre, 
particularmente la finca Las Melenas en el golfo de Morrosquillo, y había participado en una 
Convivir de la zona (Salinas & Zarama, 2012, p. 48; Verdad Abierta, 2010e). 
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Figura 14: Estructura organizativa bloque Héroes de los Montes de María AUC 
Fuente: Elaboración Propia a partir de información Salinas & Zarama (2012); Corte 
Suprema de Justicia (2010); Tribunal Superior de Bogotá Sala de Justicia y Paz (2014) 
 
Figura 15: Mapa ubicación de las AUC en los Montes de María 
 
Fuente: Observatorio Presidencia, (2002). Panorama actual Montes de María (p. 2) 
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4.3 La disputa guerrillera y paramilitar 
Reorganizadas las fuerzas paramilitares y guerrilleras hacia mediados de los años 90‟s, 
comienza entre los grupos armados una disputa y competencia por el control territorial de 
Sucre, principalmente por la región de Los Montes de María. Estas rivalidades entre ambos 
actores condujeron a su vez al aumento significativo de la violencia contra la población civil, la 
cual quedó inmersa en una guerra de lealtades y sometimientos. De esta forma, la reacción 
paramilitar desencadenó una fuerte violencia contra las poblaciones campesinas bajo la 
premisa de que esto afectaría el poderío de las FARC, pero no sucedió así; por el contrario, el 
rearme paramilitar profundizó la actividad de la insurgencia, que decidió escalar su asedio a las 
élites regionales (CNMH, 2009, p. 242). Ante el estallido del conflicto armado, la ANUC, como 
parte de la población civil, quedaría inmersa en esta disputa, lo que traería como consecuencia 
el asesinato de sus dirigentes y la inactividad de la Asociación durante estos años. 
 
Los motivos de la confrontación se sustentaban en la competencia por dominar puntos vitales 
o posiciones geográficas dentro del sistema vial, principalmente los municipios del 
departamento de Sucre y Bolívar que comprenden la trayectoria de la Troncal de Occidente 
(que conecta el Norte y Sur del país) y la de Oriente (que conecta el Oriente y Centro del país). 
De igual manera, eran objeto de disputa corredores naturales como el arroyo Alférez que 
comunicaba el municipio de Colosó en Sucre con el municipio de Zambrano, en Bolívar. En 
este escenario de disputa armada el objetivo más codiciado era el municipio de El Carmen de 
Bolívar, en cuanto era el centro económico más importante desde el cual se podía planear la 
logística de la actividades ilícitas y la obtención de distintos recursos debido a su papel como 
eje de articulación entre el Golfo de Morrosquillo, la Troncal de Occidente y el río Magdalena 
(Observatorio del programa presidencial, 2002, p. 8).  
 
Considerando estos propósitos sobre el territorio, a partir de 1996 se profundiza el accionar de 
los distintos actores del conflicto armado, intensificándose  así los enfrentamientos entre fuerza 
pública, guerrilla y paramilitares74, así como la violencia contra la población civil con el aumento 
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 “En Sucre, la mayoría de los choques entre las Auc y las guerrillas se produjeron en Ovejas; el 
primero en febrero de 2000, en los corregimientos Flor del Monte, San Rafael y Canutal; el 
segundo en agosto de 2002 en el corregimiento de Chengue, entre miembros de las Auc y 
subversivos del frente 35 de las Farc; en noviembre de 2002 se vuelve a registrar el 
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de los homicidios, el secuestro, el desplazamiento y las masacres principalmente (Observatorio 
del programa presidencial, 2002). La figura 16 permite observar estos cambios en las 
intensidades del conflicto armado en Sucre, mostrando el escalamiento de la violencia 
precisamente en los últimos años de la década del noventa, teniendo como picos los años 
1999, 2000 y 2002, y prolongándose este ciclo casi hasta el 2005 fecha en la cual el bloque 
Héroes de los Montes de María a partir  del proceso de negociación con el gobierno nacional 
se desmoviliza (Paola García, Ochoa, Pardo, & Judith, 2015).  
 
Figura 16: Evolución de la intensidad Del Conflicto Armado en  Los Montes de María (1990-
2002) 
 
Fuente: Observatorio del programa especial de derechos humanos, (2002).  Panorama actual 
Montes de María. (p. 6) 
 
                                                                                                                                              
 
enfrentamiento entre miembros de las Auc y subversivos de las Farc. En San Onofre los 
enfrentamientos entre las autodefensas y los integrantes del frente 35 de las Farc, causan el 
desplazamiento de 200 personas procedentes del corregimiento de Cañas Frías y sus 
alrededores. El municipio de Sucre también ha sido escenario de enfrentamientos; en junio de 
2001 en el corregimiento Palmarito, un choque entre las Auc y subversivos del Erp produce la 
muerte de un integrante de las autodefensas; en febrero de 2002 en el corregimiento 
Cocobalanta, las víctimas de los enfrentamientos fueron cuatro miembros del frente 35 de las 
Farc; posteriormente, en abril en el sitio caño Misalo, se registró una nueva acción armada entre 
las Auc y subversivos del Erp de los cuales ocho resultaron muertos” (Observatorio del programa 
presidencial de derechos humanos de la vicepresidencia de la república, 2002, p. 9). 
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Muestra de este escalamiento de la violencia se puede observar en las acciones de las 
FARC durante este lapso. Así, retomando los datos de la tabla No. 6 sobre los hechos de 
conflicto armado realizados por la guerrilla en los Montes de María (1988-2007), las 
FARC duplican sus acciones armadas entre 1995 y 1996 (de 17 realizan 37). Igualmente, 
mientras que para el periodo 1989-1995, las FARC efectuaron un acumulado de 43 
acciones, durante los años 1996-2002, registran 289, con un promedio de 41 acciones 
armadas por año frente al promedio del periodo anterior de 6 acciones (ver tabla No. 6). 
Adicionalmente, al identificar los hechos de conflicto de las FARC, entre los años 1996-
2002, la gran mayoría fueron actividades que violaban directamente el derecho 
internacional humanitario (DIH). Tal como lo muestra la Tabla No. 7., las FARC realizaron 
de 1996-2002, 162 acciones contra el DIH a comparación de las 100 acciones 
propiamente bélicas.  
 
Tabla 7. Número de hechos de conflicto perpetuados por las FARC en los Montes 
de María según tipo (1988-2007) 
Fuente: Boletín Informativo Revista Noche y Niebla En: CNMH (2009) La Masacre de El Salado. p.233 
 
El secuestro fue una de las actividades que más se intensificó durante estos años en el 
departamento de Sucre, teniendo como su principal responsable a las FARC. Los años 
más críticos fueron 1999, 2001 y 2002 tal como lo muestra la figura 17. En Sucre, las 
zonas de “Sincelejo y Ovejas fueron los municipios más afectados (superando los 100 
secuestros cada uno), seguidos de San Onofre, Tolú y Los Palmitos (cada uno con más 
de 40 secuestros). A las FARC se les atribuye el 29 % de esos secuestros (185), al ERP 
el 22% (140), al ELN el 12% (79), la delincuencia común el 11% (69), las autodefensas el 
5% (29), el resto no tiene autor definido. Entre los sectores sociales más afectados por 
este delito, los ganaderos fueron las principales víctimas” (Observatorio del programa 
presidencial de derechos humanos de la vicepresidencia de la república, 2006, p. 26). 
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Figura 17: Evolución del Secuestro departamento de Sucre   
 
Fuente: Observatorio del programa especial de derechos humanos, (2006). 
Panorama Actual de Sucre. (p. 26). 
 
El aumento de los homicidios cometidos por parte de los distintos actores armados, está 
relacionado a su vez con el creciente número de masacres cometidas durante el periodo 
1996-2002, efectuándose la mayoría de ellas (alrededor de la mitad) en los años 1999 y 
2000 (Paola García et al., 2015). Estas masacres fueron el principal motor de 
desplazamiento en la región, “desocupando corregimientos enteros como El Salado en 
febrero de 2000, Macayepo75 en octubre de 2000, Carmen de Bolívar en abril del 2000; 
en Sucre: Colosó en septiembre del 2000, Chengue en enero del 2001 y Ovejas en 
marzo del 2001. […] Buena parte de las masacres fueron perpetradas por parte de 
grupos paramilitares que tenían por objeto asesinar a presuntos guerrilleros o personas 
afines a ellos, con el propósito de enviar un mensaje claro de terror a los pobladores para 
conseguir su lealtad y desocupar tierras” (Duica, 2010, p. 37–38). La figura 18 retoma la 
mayoría de masacres registradas en el departamento de Sucre durante este periodo, 
caracterizando los hechos y a los autores, quienes en la gran mayoría de los casos 
fueron miembros de las AUC. Por otro lado, la figura 19 aporta un panorama más amplio de 
las masacres identificando el autor y el número de víctimas durante el periodo 1991-2005. 
  
                                               
 
75
 Por esta masacre fue condenado el „Gordo García‟ como autor intelectual (Corte Suprema de 
Justicia, 2010). 
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Fuente: Elaboración propia. Nota: Se tuvo en cuenta los informes del Observatorio para el 
programa especial de ddhh (2002, 2006); El documento de Verdad Abierta: “Fiscalía imputa nueve 
masacres a „Juancho Dique,‟” 2014, “La masacre de Pichilín,” n.d.;  la noticia del Heraldo “Canutal 
y Canutalito después de 16 años siguen llorando a sus víctimas,” 2016; y el sitio web Las Rutas 
del Conflicto. Recuperado de: http://rutasdelconflicto.com/  
Figura 18: Masacres en Sucre 1992-2002 
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Figura 19: Masacres y víctimas en los Montes de María según Perpetrador (1991-2005) 
 
                     
Fuente: P. García et al., (2015). Informe sobre el estado actual.  
 
Estas dinámicas de violencia llegaron a convertir a los Montes de María en la 
segunda región, después de Antioquia, con el mayor número de masacres 
perpetradas y de población desplazada (Duica, 2010, p. 36). Acorde con la tabla No 
8, para el año 2002, los municipios de mayor expulsión en los Montes de María, 
registraron una cifra de desplazados de 101.596 personas, donde el mayor número 
de personas desplazadas provenían del principal municipio disputado, El Carmen de 
Bolívar, con 47.008 desplazados. Para el caso de Sucre, los mayores 
desplazamientos salieron de las zonas rurales de Ovejas, San Onofre y Colosó. 76 
      
                                               
 
76
 Según la tesis de Duica, el desplazamiento en los Montes de María generó un fenómeno de 
abandono de tierras masivo. Este desplazamiento afectó a tres grupos sociales: el gran 
propietario, población campesina que fue objeto de la reforma agraria, y a poseedores u 
ocupantes que no formalizaron sus derechos de propiedad. Según Duica las tierras abandonadas 
generaron un efecto de compra masivas sobre estos terrenos durante el 2008-2009, lo que ha 
traído el problema de los segundos ocupantes, tanto de aquellos que compraron basados en la 
buena fe, como otros tantos que aprovecharon y se beneficiaron de la ola de violencia para 
adquirir las propiedades (Duica, 2010, p. 40). 
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Tabla 8. Desplazamiento forzado en los Montes de María. Municipios con Mayor 
expulsión (1997-2010) 
Fuente: ILSA (2012) Montes de María. Entre la consolidación del territorio y el 
acaparamiento de tierras (p.30) 
 
El último elemento a resaltar en todo este ciclo de la violencia desatado a finales de los 
años 90‟s, tuvo su expresión contra los políticos locales, las elecciones y el asalto a 
alcaldías e instituciones del Estado. En marzo de 1996 las FARC atacaron una estación 
de policía en Chalán, a través de la explosión de un “burro-bomba” que camuflaba 60 
kilos de dinamita, dejando a 11 policías muertos (El Heraldo, 2015). En Octubre de 1997, 
las FARC dinamitaron la Notaría Única, la Registraduría y un comando político de la 
aspirante a la alcaldía Verena Gómez, en el municipio de Los Palmitos. Amenazaron a la 
población, de tal manera que quien participara en las elecciones sería asesinado. Las 
amenazas y asesinatos de las FARC a candidatos políticos se extendieron a distintos 
municipios del departamento de Sucre:  
 
En Colosó, a raíz de las amenazas contra los aspirantes a las diferentes corporaciones y 
el asesinato de Rafael Emiro Robles Tovar, candidato al Concejo, renunciaron todos los 
aspirantes a la corporación edilicia, así como el candidato a la alcaldía, Uriel Hernando 
Fuentes Morales. Quedó solamente aspirando a la alcaldía de Colosó, Wilmer Vanegas 
García. Así mismo, en Ovejas y zonas rurales de este municipio amenazaron a la 
población y candidatos, dando muerte a Hugo Luis Salcedo García, aspirante a la Alcaldía 
del municipio. En Chalán renunciaron también los aspirantes al Concejo, con otras 
amenazas en varios municipios de la zona. (El Tiempo, 1997b)  
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Finalmente en el marco de este proceso electoral, en 1998 el alcalde recién elegido 
para el municipio de Colosó, Wílmer Vanegas, fue asesinado por el frente 35 de las 
FARC (El Tiempo, 1998a).  El asesinato conllevó a una situación de incertidumbre 
en Colosó, donde nadie quería asumir la alcaldía (El Tiempo, 1998b). Dos meses 
después del asesinato del alcalde, las FARC no permitieron que se realizaran las 
elecciones en seis corregimientos del municipio de Sucre y dos corregimientos más 
de Morroa, donde la guerrilla quemó los tarjetones (El Tiempo,  1998c). 
 
En el transcurso del nuevo milenio, las FARC mantendría estas acciones contra las 
instituciones y los cargos de elección popular. De esta forma, en el 2000, en el 
municipio de Morroa, las FARC dinamitaron la alcaldía, donde igualmente 
funcionaba el Concejo y las oficinas de Telecom (El Tiempo, 2000). “En el año 2002 
fue asesinado un concejal de Colosó y dos en San Benito Abad, los tres por las 
FARC (…) y en 2004  las FARC asesinaron a un concejal de Chalán” (Observatorio 
del programa presidencial, 2006, p. 25). 
 
Además de este accionar de las FARC contra las elecciones, los grupos 
paramilitares también intervinieron en el tema electoral, a través de sus alianzas con 
políticos de la región, quienes manipularon las elecciones, acomodándolas a su 
conveniencia. Uno de los casos más representativos de estas relaciones fue la 
participación del senador Álvaro García Romero, como autor intelectual de la 
masacre de Macayepo en el Carmen de Bolívar, así como su involucramiento en el 
asesinato de una maestra, Georgina Narváez, en el marco del presunto fraude 
electoral que permitió la elección de Erick Morris, candidato de García, para la 
gobernación de Sucre en el periodo 1997-2000 (Sevillano, s.f.). Luego, en 2003 el 
exgobernador de Sucre, Salvador Arana junto a las fuerzas paramilitares de alias 
„Cadena‟, asesinaron al alcalde del municipio de El Roble, Eudaldo León Díaz. La 
muerte del alcalde fue bastante significativa, dado que Díaz había anunciado estas 
amenazas frente al propio presidente de la República, Álvaro Uribe: 
 
El mismo Díaz, en transmisión en directo de un consejo comunal, le advirtió al 
presidente Uribe que los paramilitares le habían declarado la guerra y que lo 
iban a matar. En efecto, su cadáver fue encontrado el 10 de abril de 2003. En el 
expediente de Arana reposan varias declaraciones que aseguran que le pagó 
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$120 millones al temible jefe paramilitar Rodrigo Mercado Peluffo,  alias Cadena, 
para que matara a Díaz porque se había convertido “en una piedra en el 
zapato”. (El Espectador, 2008) 
 
Para el año 2004, los paramilitares en cabeza de alias „Cadena‟ y alias „Diego 
Vecino‟ apoyaron la elección de Jorge Anaya a la gobernación de Sucre. Sobre el 
hecho „Diego Vecino‟ sostuvo: “Yo impartí el aval para que fuera el candidato, pero 
inicialmente quería apoyar al otro candidato, Edgar Martínez, que había sido el 
primer gobernador por elección popular. Pero como todo estaba acordado, no quise 
romper la armonía y me incliné por Anaya Hernández quien resultó elegido” (Verdad 
Abierta, 2011b). Para su elección hubo acuerdos previos. De la elección de Anaya, 
„Cadena‟ pudo nombrar a un cuñado suyo como secretario de Educación; también 
quedó bajo su poder la Lotería La Sabanera. Otras secretarías de las cuales se 
apoderaron fueron la de Tránsito, Hacienda e Infraestructura. Adicionalmente 
ejercieron su poder sobre la Corporación Autónoma de Sucre y el Insti tuto de 
Deportes (Revista Semana, 2007). 
 
4.3.1 La ANUC en el escenario de disputa 
Aunque en 1993 los intentos de unificación de la Asociación de Usuarios en Sucre 
facilitaron algunas acciones del movimiento campesino, la profundización de la 
violencia a partir de 1996  tuvo sus efectos sobre la Asociación a partir del continuo 
asesinato de los dirigentes de la ANUC77. Esta violencia ejercida contra la 
organización, fue desmotivando paulatinamente la movilización, de manera tal que 
durante este periodo cualquier tipo de demanda, evento, manifestación o marcha 
entorno a la tierra quedó suspendida. Este lapso representa entonces un momento 
de desvanecimiento de la ANUC y de su lucha por la tierra a raíz de dos hechos que 
ocasionó la dinámica de violencia: primero, el desplazamiento de la población y el 
abandono de las tierras recuperadas en décadas pasadas; segundo, la 
estigmatización de la labor de los líderes que sobrevivieron, camuflándose ellos en 
otro tipo de discurso y actividades que no tuvieran mayor relación con la pasada 
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 Según Escobar (1998) entre los años 1988-1995 habían sido asesinados en Sucre más de 12 
dirigentes campesinos asesinados (p. 44). 
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arenga de la tierra pa‟l que la trabaja. 
 
Durante toda la década de los 90‟s, la Asociación enfrentó el asesinato sistemático 
de sus dirigentes, un hecho que continúo y se profundizó durante la fase más álgida 
de confrontación guerrillera y paramilitar al finalizar esta década. Es así como a 
principios de los años 90‟s fueron asesinados Moisés Narváez, quien había sido 
fiscal de la ANUC, el antiguo dirigente Ramiro Jiménez, y Matías Funes. Todos 
estos asesinatos en complacencia con organismos de seguridad del Estado y las 
fuerzas armadas (Verdad Abierta, 2010b). Luego, en 1996, después de varias 
amenazas fue asesinado Antonio Ferradanis quien había sido presidente de la 
ANUC. Seguidamente en febrero de 1997 fue baleado Francisco Chamorro 
presidente de la ANUC en Ovejas (Verdad Abierta, 2010b). Para junio del mismo 
año la situación empeora, ante el asesinato, en manos de bandas paramilitares, del 
entonces presidente de la ANUC departamental Guillermo Montero, quien en ese 
momento aspiraba a la Asamblea por un movimiento político denominado Bloque 
Campesino de Masas  (El Tiempo, 1997c). Las figuras 20 y 21 recogen parte de 
estos asesinatos a dirigentes o miembros de la ANUC. En estos gráficos es posible 
identificar el asesinato de algunos líderes de la Asociación que simpatizaron con el 
PRT o la CRS, o que participaron en elecciones a nombre de estas organizaciones 
políticas luego de su desmovilización78.  
 
  
                                               
 
78
 Esta participación electoral de los dirigentes de la ANUC en los espacios abiertos para el PRT y 
la Corriente, muestra una vez más la cercanía entre la Asociación y estas estructuras guerrilleras.   
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Figura 20: Asesinato a líderes de la ANUC (1990-1994) 
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Figura 21: Asesinatos a líderes de la ANUC (1995-2001) 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
El aniquilamiento de los dirigentes que se vivió durante la mayor parte de los años 
noventa tuvo un impacto definitivo sobre las bases campesinas. El miedo y el temor se 
apoderó de la organización, desmovilizando y desestructurando la actividad de la 
Asociación. Tal como resalta el siguiente testimonio: “Hubo un tiempo que quedó todo 
quieto, la gente le daba pavor hablar de organización. Hubo un tiempo que los comités no 
se reunían por miedo, porque decían, mataron al dirigente que está en la ciudad, que nos 
queda a nosotros que estamos en el campo. No nos reunimos porque, qué tal que 
también atenten contra nosotros y nos maten y no queremos dejar a nuestras familias 
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desamparadas”(“Proyecto Nunca Más en Sincelejo,” s.f, p. 126). En este mismo sentido, 
Jesús María Pérez, el histórico líder de la ANUC afirmaba: “Una comunidad donde matan 
a un dirigente se asusta; se asusta la familia en primer lugar, porque sufre el golpe de 
que mataron a un miembro de la familia, y los otros de la comunidad se asustan y sufre la 
organización y se da la desintegración de la organización” (Pérez, 2015). 
 
Además de este exterminio a los dirigentes, el efecto devastador que tuvieron las 
masacres estuvo relacionado con el desplazamiento de la población campesina en 
Sucre, la cual no tuvo otra opción más que abandonar la tierra79. Sobre el tema afirma un 
dirigente campesino lo siguiente: 
 
Que maten a dieciocho, eso es muchísimo. Entonces la gente sale por miedo, y las 
tierras quedaron abandonadas. Los paramilitares fueron presionando a la gente […] 
Y toda esa gente se fue, porque los sacaban de la casa unos tipos armados. Las 
tierras las abandonaron y entraron a vender las parcelitas. Ellos lo que querían era 
que abandonaran los campesinos, porque la tierra la hacen en la violencia, se salen 
los campesinos, vienen los terratenientes y la compran y hacen otra vez la riqueza. 
(CNRR, 2010, 274) 
 
Teniendo en cuenta el anterior escenario, en efecto se produjo en los Montes de María el 
despojo de tierras80 por parte de los integrantes y comandantes paramilitares mediante 
tres mecanismos: “1.) la transferencia forzada de títulos a nombre de los comandantes o 
                                               
 
79
 Según el informe de la Comisión de Seguimiento a la Sentencia C-025/2004 (2011) sobre las 
dimensiones del abandono forzado y el despojo en Colombia, el informe expone la fuerte 
correspondencia entre el desplazamiento y el abandono de tierras, planteando el siguiente 
escenario: “El 82,9% de las tierras que poseían los desplazados fueron forzadas a abandonar, un 
1,8% entregadas a terceros sin recibir nada a cambio y un 7,6% vendidas debido o bien a una 
amenaza directa o bien como producto de la situación general de violencia imperante en las 
distintas regiones” (p. 9) . Sobre las cifras del abandono y desplazamiento específicas para el 
caso de Sucre se tiene que fueron  desplazadas cerca de 82299 personas, siendo abandonadas 
14254 hectáreas (Reyes, 2009, p. 169). Hay que indicar igualmente que la cuantificación de estos 
fenómenos en Colombia ha sido todo un desafío, dado que los distintos estudios que se han 
realizado sobre el tema, cuentan todos con diversos métodos y sistemas de medición, lo cual 
conlleva a grandes diferencias en las cifras entre uno y otro estudio (CNMH, 2016, p. 328).  
80
 Según la definición de Gutiérrez (2014), el despojo es concebido como el  “acto planeado y 
consciente de quitar la tierra a alguien, con el fin de redistribuir los derechos de propiedad entre 
otros agentes. En este tipo de desplazamiento el agente despojador, o alguno de sus 
representantes, intenta explícitamente apropiarse del predio y la víctima lo abandona, porque 
alguien le exige entregárselo” (p. 45).  
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de sus mandos medios; 2.) el “corrimiento” de cercas para englobar los predios de la 
población desplazada; 3.) y el uso de testaferros o familiares para ocultar la titularidad e, 
incluso la adjudicación de parcelas a miembros del paramilitarismo o a sus 
testaferros”(Reyes, 2009. Citado en ILSA, 2012, p. 35).  
 
Para el caso particular del departamento de Sucre, se presentaron casos de despojo 
principalmente en el municipio de San Onofre a través de la actividad del jefe paramilitar 
alias „Rodrigo Cadena‟. Según testimonios recogidos por Reyes (2009), en San Onofre 
se “amenazaba a la gente para que vendiera sus tierras a bajo precio o las mataban. 
Cuando la gente se atrasaba con los pagos de los créditos de la tierras, „Cadena‟ los 
pagaba y se quedaba con las tierras […] Cadena les decía a los propietarios que fueran a 
firmar las escrituras para hacer los traspasos de propiedad, les daba los tiquetes para 
que fueran hasta la notaría” (p. 164). Uno de los casos más representativos de este 
fenómeno en la región, fue el despojo de la finca La Alemania, en San Onofre, que había 
sido entregada a 52 familias mediante la ley 160/94 en 1997, y que por medio del 
asesinato a sus propietarios por parte de los grupos de autodefensa dirigidos por 
“Cadena”, los predios quedaron bajo el control de este actor armado. El caso presenta 
que la finca se utilizó como centro de operaciones de los paramilitares, donde se 
ejecutaban “las torturas, el entierro de cuerpos en fosas comunes, el pastoreo de ganado 
robado, entrenamiento de tropas y planeación de operaciones paramilitares y 
potencialmente de tráfico de drogas” (CNRR, 2010, p. 124). 
 
Además de este despojo de la tierra, la región de los Montes de María experimentó 
durante los años posteriores a la época de violencia, un fenómeno de compras masivas 
de tierra, especialmente durante los años 2006-2008, en el cual se adquirieron cerca de 
37000 has ubicadas precisamente en las zonas de donde fueron desplazados alrededor 
de 120000 campesinos, provenientes de los municipios de El Carmen de Bolívar, Ovejas, 
San Onofre, San Jacinto y Zambrano (ILSA, 2012, p. 36).  Según un informe de la 
Superintendencia de Notariado y Registro (2011) cerca de un 41% de los predios 
vendidos correspondían a pequeñas parcelas que habían sido adjudicadas por el 
INCORA durante los años ochenta y en los años recientes de la década de los 90‟s (a 
través de la ley 30/88 y la ley 160 de 1994). El informe también indica que en muchos de 
estos casos los campesinos estaban en una situación de presión debido a diferentes 
circunstancias: la condición de  vulnerabilidad y necesidad después del desplazamiento 
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forzado; las deudas que se habían adquirido con distintas entidades (INCORA o 
INCODER) para apoyar sus procesos productivos (Superintendencia, 2011, p. 26). 
Además, muchas de estas compras se realizaron siguiendo métodos fraudulentos como 
la suplantación de personas, falsos levantamientos de las medidas de protección, el pago 
por la tierra a un precio inferior al comercial, o el incumplimiento de los requisitos exigidos 
para la venta de predios „incorados‟ (Superintendencia, 2011; CNRR, 2010).  
 
Es así como la compra masiva de tierras es interpretada por los campesinos a partir de 
dos correlatos: por un lado, están algunos desplazados que veían a los compradores 
como personas de buena fe, quienes “llegaron en el mejor momento con las mejores 
intenciones de negociar y sin ningún interés”; y por el otro lado, otros tantos afirman que 
“aunque no les quitaron la tierra por el ejercicio directo de la violencia […] los nuevos 
compradores se las arrebataron por una miseria de dinero, aprovechando ciertas 
condiciones particulares del contexto, adversas para el campesinado” (CNRR, 2010, p. 
171). En este sentido, pese a que no fueron formas de apropiación de la tierra que se 
puedan categorizar estrictamente bajo el concepto de despojo, es claro que estas 
transacciones se ubican en algún lugar entre situaciones del mercado en las cuales el 
comprador pudo actuar de buena fe, y los efectos de la violencia en el territorio, que 
llevaron a que estos empresarios aprovecharan la situación de vulnerabilidad de la 
población desplazada y en algunas ocasiones estas compras se realizaran sin respetar la 
libre voluntad de los campesinos (García & Vargas, 2014, p. 22; CNRR, 2010, p. 175).      
    
Otro efecto que tuvo este periodo de violencia sobre la organización, está relacionado 
con la profunda estigmatización de la ANUC y del accionar de sus dirigentes, tal como 
había ocurrido en periodos anteriores de violencia, cuando apareció el MIR-PL, el PRT, o 
las mismas FARC en los primeros años de la década del noventa. Este escenario derivó 
en la prohibición de las actividades de la Asociación y sus reuniones por parte de las 
autoridades oficiales. Sobre este punto el dirigente Ramiro Chamorro afirmaba: “Después 
del 95, el ejército dijo que no permitirían reuniones de la Anuc, ni acciones comunitarias, 
que eran embriones de guerrillas. Yo soy muy frentero y les dije que no estaba de 
acuerdo.” En la misma dirección, Dagoberto Villadiego, líder reciente de la Asociación, 
recordaba: “Nos propusimos convencer a las autoridades de que nosotros no éramos 
guerrilleros, con todos los alcaldes, gobernadores, desde 1995. Era un peligro hacer 
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reuniones. La Ley nos detenía. Se veían dos o tres camiones diarios de gente detenida 
en Colosó, Ovejas, Sincelejo, la mayoría asociados nuestros” (Verdad Abierta, 2010b). 
 
Esta serie de obstáculos que se ponían a la actividad de los dirigentes comenzó a 
tenerse presente en las bases campesinas, de tal forma que generó desconfianza por la 
labor del líder: 
 
Tú llegabas a la vereda y eras alguien importante para las masas. Después vino un 
periodo donde nadie quería verte, cuando vino la violencia, al verte a ti en la casa de 
alguien era un peligro. Entre los dirigentes mismos fue tan grande el bajón que 
decían:-¿Andas con ese chicharrón? ¿Y a ti por qué te mandaron pa‟ acá?  Le decían 
a uno y uno entiende a la gente. (Chamorro, 2015) 
 
De frente a este escenario de escalamiento de la violencia, los líderes que se 
mantuvieron, tuvieron que actuar de formas distintas, cambiando sus repertorios de 
acción, escondiendo su pasado de lucha por la tierra y contra los terratenientes. Así, los 
líderes se idearon ciertos modos de actuar que les permitía seguir en contacto con las 
bases campesinas sin llamar mucho la atención de los actores armados (Villadiego, 
2015). En este punto hacía énfasis el dirigente Chamorro (2015) planteando: 
 
Matan a Ramiro Jiménez, gran dirigente campesino, matan a Rodrigo Montes, nos 
matan a “Cico” (Francisco) Chamorro, Moisés Narváez, matan a Guillermo Montero 
(…) Entonces nos matan esa cantidad de compañeros entonces ya quedan como 
pedacitos de la organización. Ya yo no estoy en la dirección ejecutiva. Se me da 
entonces por organizar un mercado campesino, para las viudas, mujeres e hijas de 
los dirigentes asesinados y se monta aquí en la casa campesina, eso no duró más de 
cuatro meses. Pero ahí fuimos conociendo gente y relacionando de nuevo. Para no 
perder contacto con la gente uno se inventaba cualquier cosa. 
      
Por otro lado, los dirigentes comenzaron a participar ya no en la ANUC sino en 
organizaciones más locales y pequeñas, concentrándose  en otros objetivos que ya no 
hicieran alusión al tema de la tierra (CNRR, 2010, p. 286, 287). Igualmente se mantenían 
en permanente movimiento por todo el departamento de tal manera que fuera difícil 
contactarlos (Villadiego, 2015). Algunos se comienzan a refugiar en las juntas de acción 
comunal, justificando la legalidad de estos espacios ante el Estado (Pérez, 2015). De 
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este modo, la violencia atomizaría a la Asociación de Usuarios, quedando pequeños 
núcleos ubicados en los niveles veredales. La figura 22  muestra la ubicación de estos 
grupos y asociaciones locales, y los compara con el nivel de influencia que tenía la 
organización campesina en el departamento durante los años 80‟s, mostrando en efecto 
la reducción del movimiento campesino durante estos años de arduo conflicto armado.  
 
Figura 22: Organización campesina de Sucre años 80‟s y 2000 
 
 
  Fuente: CNRR, (2010). La Tierra en disputa. p. 241, 267. 
       
Entre 1997 y 1998, en el marco de esta nueva forma de participación, se propone por 
iniciativa del líder Dagoberto Villadiego, la constitución de 14 Mesas Campesinas en los 
municipios de Montes de María con la ayuda del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) (Villadiego, 2015). Esta forma de participación se caracterizó por 
tratar temas de índole general para toda la comunidad: problemáticas de salud, la 
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educación, nada que tuviera que ver con el problema de la tierra (Villadiego, 2015). La 
idea era que las mesas fueran espacios de discusión que aglomeraran las distintas 
organizaciones pequeñas y locales, que se habían formado como una medida de 
protección frente a la violencia (CNRR, 2010, p. 287).  
 
También la marcha fue un repertorio que usó la organización campesina y que le permitió 
hacerse escuchar durante la arremetida de la violencia. Por ejemplo, en julio de 1998 se 
realizó una manifestación de aproximadamente 5000 campesinos demandando la paz en 
Sucre y conmemorando los 28 años de la ANUC (El Heraldo, 1998). La marcha 
acompañó al Décimo Congreso de la ANUC, donde se manifestó la necesidad de mejorar 
las condiciones en el campo dado que las principales víctimas del conflicto armado 
seguían siendo los campesinos y campesinas colombianas. Aún con el continúo 
asesinato de presidentes de la organización, el congreso elige a Nancy Tarrá de 
Montero, esposa de Guillermo Montero, como presidenta de la organización para dicho 
año (El Tiempo,  1998d).  
4.4 Los años recientes: el Resurgimiento de la 
organización campesina 
 A partir del año 2005, la violencia en el departamento de Sucre tuvo un descenso 
significativo, debido en parte al proceso de negociación con las AUC y al fortalecimiento 
de las fuerzas militares en Sucre, quienes dieron golpes contundentes tanto a los 
paramilitares a través de sus operaciones contra el narcotráfico, como a las guerrillas a 
partir del operativo  donde resultó abatido el comandante alias „Martin Caballero‟ de las 
FARC en 2007. Dentro de este panorama, los antiguos líderes de la ANUC retoman una 
serie de actividades en el año 2008 con el propósito de poner sobre la mesa nuevamente 
la problemática de la tierra en Sucre. A través de las mesas campesinas creadas desde 
1997, se incentivan diversas iniciativas relacionadas con la posibilidad de crear una Zona 
de Reserva Campesina en los Montes de María; se lleva a cabo un importante evento 
para el movimiento campesino de la región denominado “Convergencia Afro-indígena-
campesina Caribe”; y en el 2015 bajo el impulso del Estado y en el marco del proceso de 
paz, la ANUC es reconocida como víctima del conflicto armado, estableciendo algunas 
bases para su reparación. 
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4.4.1 Un cambio en la dinámica del conflicto armado: La ofensiva 
de las Fuerzas Militares 
Desde el año 2002, la intensidad del conflicto armado en Sucre mostró un ostensible 
descenso debido al inicio de las negociaciones con las AUC y al cese de hostilidades 
declarado por esta estructura militar al finalizar ese mismo año. A pesar de esta 
disminución, Echandía (2006) señala que durante el periodo de negociación de las AUC, 
estos grupos continuaron delinquiendo, principalmente mantuvieron sus negocios del 
narcotráfico y profundizaron su infiltración en la política (p. 198). Sobre este punto alias 
„Diego Vecino‟ ha planteado la participación que tuvieron en la elección de 14 diputados 
en Sucre, del control que mantuvieron en decenas de alcaldías, su colaboración en la 
elección de Jorge Anaya como gobernador de Sucre en 2004, el manejo de los recursos 
por regalías, y su infiltración en la Universidad de Sucre (Revista Semana, 2007). 
 
Por el lado de las FARC, dadas las acciones de las AUC contra la población civil, y los combates 
librados con los grupos paramilitares y la fuerza pública, a partir del año 2002 la guerrilla queda 
replegada hacia las zonas más montañosas de los Montes de María así como hacia la Serranía 
de San Jacinto, continuando con acciones de hostigamiento a la fuerza pública que requerían un 
gasto militar mínimo (Echandía, 2006; Observatorio del programa presidencial, 2006). 
 
En medio de esta disminución del accionar de un grupo armado y continuidad de otro, ante la 
llegada de Álvaro Uribe a la presidencia, se toman una serie de medidas que buscan recuperar la 
ofensiva militar por parte de las Fuerzas Armadas, lo que contribuye a desmantelar las 
estructuras paramilitares y guerrilleras en Sucre. En consecuencia, se declara a la región de los 
Montes de María como una zona de rehabilitación y Consolidación (ZRC), cuestión que fortaleció 
el accionar de la fuerza pública a partir del incremento de pie de fuerza, y la adhesión de más 
policías y soldados campesinos a las fuerzas del Estado; también fue significativa la 
consolidación de la fuerza pública en municipios de Colosó y Chalán así como el establecimiento 
de cinco escuadrones contraguerrilla. Se conformó el Comando Conjunto del Caribe hacia 
comienzos del 2005, lo que conllevó nuevamente al incremento del pie de fuerza de los militares,  
al sumarse la Infantería Marina, tropas del Ejército y el apoyo de la Fuerza Aérea (Observatorio 
del programa presidencia, 2006, p. 4). 
 
Este cambio en las operaciones de las Fuerzas Militares, propició significativos golpes a 
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los grupos de autodefensas, a través de las operaciones que ejecutó la Armada Nacional, 
“realizando una serie de allanamientos, persecuciones y trabajos de inteligencia que 
produjeron el decomiso de más de 3,5 toneladas de cocaína en el Golfo de Morrosquillo” 
y la captura de 30 integrantes de estos grupos en 2004 (Echandía, 2006, p. 198). En 
estos operativos fue importante la labor del comandante de la primera brigada de 
infantería Marina, Rafael Colón, quien de manera continua persiguió las actividades de 
alias „Cadena‟, hasta el punto que el jefe paramilitar, usando el poder político que tenía 
en Sucre, intentó su traslado, fracasando en el hecho. Bajo su mando, Colón no sólo 
logró desmantelar la banda paramilitar, ante la captura de alias „el Oso‟, lugarteniente de 
„Cadena‟, sino que en los allanamientos a la finca El Palmar en San Onofre, centro de 
operaciones de los paramilitares, se lograron encontrar más de 72 fosas comunes, lo que 
daría lugar a las posteriores investigaciones que la Fiscalía realizaría alrededor del 
fenómeno paramilitar en Sucre (Revista Semana, 2005). Junto a esta iniciativa militar de 
la Armada, la desmovilización en julio de 2005 de 594 miembros del Bloque Héroes de 
los Montes de María, sería un hecho contundente para el descenso de la violencia en el 
departamento (Paola García et al., 2015). 
 
El éxito militar de las Fuerzas Armadas contra los grupos ilegales continuaría en 2007 
cuando fue abatido el jefe guerrillero „Martin Caballero‟ en la operación Alcatráz, 
planeada entre marzo y octubre de dicho año. Dentro de la operación participó un grupo 
élite de las Fuerzas Armadas llamado Fuerza Conjunta de Acción Disuasiva (FUCAD), 
compuesto por los mejores hombres de cuatro brigadas móviles. También se contó con 
la intervención de unos 7000 hombres de todas las fuerzas quienes trabajaron 
principalmente en la zona de los Montes de María (“Así se tendió el cerco a „Martín 
Caballero‟ en Montes de María,” 26 octubre 2007a). El 24 de octubre ocurrió el 
bombardeo al campamento guerrillero ubicado en el sitio Las Aromeras, entre Zambrano, 
El Carmen de Bolívar y San Juan Nepomuceno. La muerte del comandante tendría como 
efecto el repliegue de las FARC hacia sus frentes en el Sur de Bolívar. 
 
Desde el año 2007, el Plan Nacional de Consolidación Territorial, propuso a la región de 
los Montes de María como uno de los 14 lugares donde se concentraría de manera 
integral las fuerzas militares con el objetivo de enfrentar principalmente a las FARC y al 
ELN (ILSA, 2012, p. 18). No obstante, a pesar del aumento de la presencia militar de la 
fuerza pública en estas zonas de conflicto, y del proceso de desmovilización de las AUC, 
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entre los años 2008 y 2010 el país ha asistido a un proceso de rearme paramilitar, que 
para el caso de Sucre y Bolívar, se constata la presencia de las llamadas “Águilas 
Negras”, “Los Paisas”, “Los Rastrojos” y “Los Urabeños” (ILSA, 2012, p. 19). Este 
escenario, más allá de dificultar la tarea de consolidación territorial del Estado, ha 
implicado que estas bandas no sólo se dediquen a tareas criminales relacionadas con el 
narcotráfico, sino que sigan empleando los métodos violentos de los grupos 
paramilitares, principalmente los asesinatos y las amenazas contra organizaciones 
comunitarias y líderes campesinos que denuncian su actividad y sus  reuniones con 
políticos y ganaderos de la zona (ILSA, 2012, p. 21). 
4.4.2 Los líderes retoman la lucha por la tierra 
Frente a la disminución significativa de la violencia, la organización y el trabajo de los 
líderes campesinos vuelve a resurgir a partir del espacio de las mesas campesinas que 
se venía desarrollando desde 1997, sobre todo en la región de los Montes de María. El 
anterior proceso comienza a desdoblarse, multiplicándose las mesas de trabajo entre los 
años 2004-2006 (Villadiego, 2015). El objetivo de estos espacios consistía en mantener 
la unidad del movimiento campesino, pese a los estragos que la violencia había dejado 
tras su paso. Así, en las mesas se aglomeraron un sin número de organizaciones locales 
dedicadas a diversos temas como el agrario, productivo, comunitario, la defensa del 
medio ambiente y de los derechos humanos (CNRR, 2010, p. 287). Liderando esta 
actividad, Dagoberto Villadiego, presidente de la ANUC en Sucre para 2008, aprovecha 
el momento de baja intensidad del conflicto armado y de proliferación de dichos espacios, 
para convocar una marcha contra el Hambre y la Pobreza, criticando la utilización del 
suelo para la producción de biocombustibles y proponiendo una reforma agraria integral 
como respuesta adecuada para la crisis de alimentos en Colombia (Martínez, 2008) 
 
De estos primeros pasos, en 2009 con la ayuda de distintas ONG‟s se formuló un 
proyecto que buscaba el fortalecimiento de las Asociaciones municipales de la ANUC en 
los Montes de María81. Dentro del propósito del proyecto, se pretendía reconstruir ese 
                                               
 
81
 El proyecto se titula “ Fortalecimiento integral, con perspectiva de derechos, género y 
generacional , de las 15 Asociaciones de Usuarios Campesinos-ANUC de los Montes de María: 
Una apuesta socio política e institucional para incidir en las políticas públicas de tierra y desarrollo 
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tejido social que la violencia había destruido, e igualmente a partir de algunas 
orientaciones brindadas a las bases campesinas, encontrar diversas formas con las que 
la Asociación pudiera incidir en la política agraria de los gobiernos locales y en el 
desarrollo rural de la región. Durante el desarrollo del proyecto y los diagnósticos 
realizados para la región, se insistía en las consecuencias que había traído el conflicto 
armado para el campesinado en Sucre, al ser desplazado y despojado de sus tierras. 
Sobre este punto Villadiego, durante la presentación de los resultados del proyecto 
sostenía: “Nosotros no estamos en son de violencia, sino que se le reconozcan los 
derechos a cada uno de los ciudadanos que por una u otra forma se fue de la región, que 
dejó sus bienes, y llegar a acuerdos con los poseedores de hoy para ver como logramos 
resarcirle los derechos a los campesinos. Hoy están retornando, y hay mayor 
confianza82”(Quiroz, 2010). 
 
Durante el desarrollo del proyecto, se fortalecieron las mesas campesinas, lo que dio 
como resultado la conformación de una Mesa Regional para los Montes de María en  julio 
del 2009, la cual planteó por primera la necesidad de constituir una Zona de Reserva 
Campesina (ZRC) para los Montes de María, como solución al problema del 
campesinado en la región. Posteriormente, la idea se refuerza ante la realización de dos 
foros importantes (“Tierras y Territorio, Un Reto de Desarrollo y Paz” Jul/10 Cali y 
“Tierras, Prosperidad y Paz”) donde participaron funcionarios del gobierno en cabeza del 
ministro de agricultura. Ante la realización de estos eventos, en diciembre del 2010 se 
lleva a cabo la primera reunión entre funcionarios del INCODER y la mesa campesina de 
Montes de María en cabeza de los líderes Dagoberto Villadiego y José Macareno. Para 
                                                                                                                                              
 
rural en el orden municipal y de la región de los Montes de María”, contando con la participación 
de la Corporación Nuevo Arco Iris, , la Fundación Red Desarrollo y Paz de los Montes de María, y 
Acción Social (ANUC & Corporación Nuevo Arco Iris, 2011). Este proyecto se desarrolló a partir 
del programa “Laboratorios de paz” financiado por la Unión Europea desde 2002, el cual pretende 
promover la participación ciudadana desde las zonas principalmente afectadas por el conflicto 
armado, llegando a obtener soluciones colectivas  a los problemas de la pobreza y la violencia 
(Vincenti, Rudqvist, Van Sluys, & Tascón, 2005). El proyecto de los Montes de María hace parte 
específicamente del Tercer Laboratorio de Paz.  
82
 Durante la etapa álgida violencia en Sucre, los dirigentes que sobrevivieron, muchos de ellos se 
trasladaron a otras ciudades como Cartagena, Barranquilla o Sincelejo. Cuando acabó este 
episodio del conflicto armado, algunos líderes fueron retornando a sus hogares. Tal fue el caso de 
José Miguel Cárdenas, antiguo dirigente de la ANUC en Ovejas, que ante las amenazas de los 
paramilitares tuvo que huir a Barranquilla en 1997. No obstante, a partir de este nuevo escenario 
de reemergencia del movimiento campesino, Cárdenas vuelve a Ovejas retomando este ejercicio 
de base, fortaleciendo las Mesas Campesinas en los Montes de María (Verdad Abierta, 2012d). 
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febrero del 2011 se comienza el trámite para la delimitación y creación de la ZRC en la 
región y se considera la consolidación de un Comité de Impulso el cual se establece el 29 
de enero del 2012. Este comité hasta la actualidad ha liderado todo el proceso de la ZRC 
que aún se encuentra en trámite (Informe del comité de impulso de las ZRC de Montes 
de María, 2013). 
 
 Al lado de esta iniciativa de la Zona de Reserva, en 2010 se comienza a gestar un 
proceso de unidad entre distintos sectores sociales y populares del caribe colombiano, 
alrededor de la propuesta “Convergencia Afro-indígena-campesina Caribe.” La 
“Convergencia” nace a partir de los diálogos que establece el gobierno con los 
campesinos ante la promulgación de la Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras (ley 
1448/2011). En este escenario se da lugar al planteamiento del proyecto Memoria, 
organización y liderazgo campesino para la restitución de tierras y el desarrollo rural 
apoyado por la Universidad Tecnológica de Bolívar y financiado mediante la cooperación 
alemana, el cual tuvo como objetivo el fortalecimiento de las organizaciones campesinas 
de base así como la reivindicación por su derecho a participar en la elaboración de la 
política agraria gubernamental. En junio de 2011, con el anterior propósito en mente, se 
reunieron una vez más los distintos actores que participaron bajo “La Convergencia”, en 
cabeza de algunos líderes históricos de la ANUC como Alejandro Suárez, Jesús María 
Pérez y Frolián Rivera, y desarrollan un documento denominado, Propuesta para 
implementar la política de desarrollo rural democrática, pronta y por la dignidad, la cual 
plantea, en términos generales, la democratización de la política pública agraria, 
reivindica una vez más la necesidad de una reforma agraria, y pretende establecer 
verdaderos canales de diálogo entre el gobierno y el campesinado83 (Iriarte, s.f.).  
 
En enero de 2012 la propuesta fue presentada al gobierno del presidente Santos en 
Barranquilla, dando lugar a una amplia concentración (50.000 personas) de las 
organizaciones sociales que componen “La Convergencia” (Evolución Caribe,  n.d.). 
                                               
 
83
 Sobre este punto el líder Jesús María Pérez de hecho propone la necesidad de una 
circunscripción electoral especial para el campesinado: “El gobierno necesita al campesinado 
organizado para ejecutar la ley de restitución de tierras, y nosotros queremos pedir la 
Circunscripción Nacional Electoral Campesina para que podamos elegir nuestros representantes 
en el parlamento” (Iriarte, n.d.). 
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Durante su intervención el mandatario anunció la entrega de 130 mil hectáreas a más de 
10 mil campesinos, y aclaró los componentes de la ley de Restitución de Tierras: “No es 
solamente repartir las tierras. Es darles a los campesinos todos los elementos para 
realizar ese sueño de volver ciudadanos dignos a cada uno de los campesinos de 
Colombia, con ingresos dignos, con acceso a servicios públicos dignos, con nivel de vida 
digna” (El Heraldo, 2012). 
 
En este nuevo escenario político para el movimiento campesino a partir de la ley 1448 de 
2011, y en 2012 con la instalación de los diálogos de paz con las FARC en la Habana, se 
abre de manera clara una nueva posibilidad para hablar de la tierra y del campesinado, y 
de los efectos del conflicto armado sobre el Campo. En consecuencia, los distintos 
liderazgos que promovieron los anteriores espacios organizativos, se proponen discutir 
desde el 2012 junto al Centro Nacional de Memoria Histórica, la elaboración de una 
propuesta que permita la reparación colectiva para los campesinos de la región Caribe 
(Equipo de Investigación CNMH, 2015). De ahí resultan  una serie de reuniones y talleres 
durante 2012 y 2013 con ex líderes y líderes de la ANUC y otras organizaciones 
campesinas de Sucre y demás departamentos de la Costa (Equipo de Investigación 
CNMH, 2015, P. 9). El documento de trabajo que surgió de dichos encuentros, fue una 
guía metodológica que pretende la reparación colectiva de la población campesina del 
Caribe, por medio de un proceso de reconstrucción de la memoria histórica. La idea 
presente en esta propuesta enfatiza que más allá de la victimización que sufrió la ANUC 
como organización gremial, el campesino ha sido la gran víctima del conflicto armado, sin 
tener en cuenta la organización a la que perteneciera. (Villadiego, 2015).  
 
Siguiendo con los propósitos de reparar al campesinado colombiano y en particular al de 
la Costa Caribe, un último evento en esta dirección se presenta en abril del 2015, con el 
reconocimiento por parte del Estado de las distintas formas de victimización que los 
grupos armados legales e ilegales ejercieron contra los miembros de la ANUC, 
considerando a la Asociación como uno de los sectores sociales que más ha perdido 
durante esta guerra.  Después de este reconocimiento por parte del Estado, lo que 
esperan los sectores de la ANUC es poder acordar con el gobierno un plan de reparación 
colectiva, después del diagnóstico que miembros de la ANUC y la Unidad de atención a 
Víctimas ya han realizado durante el 2014 (El Espectador, 2015). 
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4.5 Retomando las relaciones con la insurgencia y el 
impacto del conflicto armado en los movimientos 
sociales 
Este último capítulo ha recogido nuevamente las relaciones entre la insurgencia y la 
ANUC, planteando ahora el caso de las FARC y su llegada al departamento de Sucre. Al 
igual que en el escenario propuesto por el MIR-PL o el PRT, las  interacciones que se 
mantuvieron entre las FARC y la Asociación han reafirmado de una manera más clara el 
desencuentro entre la lucha insurgente y la lucha por la tierra. Sin embargo, a diferencia 
del capítulo anterior,  la falta de correspondencia entre la actividad de las FARC y la 
Asociación, estuvo sustentada por la desconexión de la guerrilla con las causas y 
trayectorias del movimiento, así como por el énfasis que le otorgó a sus objetivos 
militares y económicos en el departamento de Sucre.  
 
Tomando en cuenta la anterior proposición, en efecto, la llegada de las FARC al 
departamento  no tuvo un interés político ni social relacionado con la lucha por la tierra 
que la Asociación había desarrollado en décadas pasadas. En este sentido, su presencia 
en la región estuvo relacionada principalmente con los propósitos de expansión territorial 
adoptados en su VII Conferencia. Adicionalmente, el énfasis de la actividad de la guerrilla 
en el departamento de Sucre estuvo dirigido hacia la consecución de sus objetivos 
militares (la construcción de un bloque militar en la Costa Atlántica y la conexión de sus 
unidades) y económicos (el contrabando de armas). Recogiendo los planteamientos de 
Weinstein (2006) y Pizarro (1996), la predominancia de dichos objetivos económico-
militares condujo a que en efecto la relación entre  las FARC y la población civil estuviera 
basada fundamentalmente en métodos violentos que exigían cierta disciplina y control 
sobre las comunidades. La anterior dinámica se convirtió en un factor determinante para 
que el trabajo político de las FARC en la zona no tuviera mayor relevancia, dado que los 
civiles cumplían un papel muy limitado, brindando un apoyo logístico (comunicaciones, 
refugio, provisión de comida, información) a la estrategia de las FARC en la región.      
 
Considerando estos propósitos sobre el territorio y sus relaciones con los civiles, los 
dirigentes de la Asociación mantuvieron un continuo rechazo por el accionar de la 
guerrilla, principalmente cuando las FARC trataron de cooptarlos e instrumentalizar a las 
bases campesinas. Volviendo al análisis de Arjona (2010) sobre la resistencia de la 
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institucionalidad local al accionar insurgente, es claro que los dirigentes de la ANUC, 
desde una posición de autoridad y liderazgo al interior de sus comunidades, mantuvieron 
una relación ajena y distante con respecto a la guerra desarrollada por las FARC, 
buscando establecer ciertos límites al accionar de la insurgencia, cuestión que propiciara 
el respeto y la autonomía de la organización. De igual forma, con estas actuaciones, los 
dirigentes  pretendía proteger sus acumulados organizativos, asegurándose que su 
accionar no fuera estigmatizado. No obstante, la continua actividad de la guerrilla en el 
departamento de Sucre condujo a que las autoridades oficiales y los grupos de 
autodefensa establecieran cierta correspondencia entre la ANUC y la insurgencia, lo cual 
trajo como consecuencia la violencia ejercida en contra de los dirigentes, asociados, 
comités y demás espacios de la organización.  
 
Esta represión ejercida en contra de la Asociación, estuvo relacionada a su vez con los 
constantes conflictos que las FARC mantuvieron también con otros actores sociales, quienes 
representaban una institucionalidad local aún más fuerte y poderosa en la región. Este fue el 
caso de los ganaderos y terratenientes, quienes expresaron sistemáticamente su rechazo y 
resistencia al accionar insurgente. En consecuencia, el secuestro a ganaderos, el robo de 
ganado y la quema de fincas, fue aumentando las intensidades del conflicto, al punto que 
algunos ganaderos, después de oponerse a las ventas de sus fincas al INCORA durante los 
años 80‟s, prefirieron venderlas o abandonarlas. Por su lado, otros tantos propietarios, optaron 
por rearmar sus grupos de seguridad privada mediante las CONVIVIR y finalmente participaron 
en la conformación del bloque Héroes de los Montes de María de las AUC. 
 
Lo interesante a resaltar de estos relacionamientos que tuvieron las FARC con la población 
civil, particularmente las tensiones presentadas con la Asociación de Usuarios y los ganaderos,  
es que las FARC mantuvieron en general múltiples problemas con los principales actores del 
pasado conflicto por la tierra.84 Estas condiciones dan a entender que efectivamente el acento 
puesto por las FARC a su ámbito militar en el departamento de Sucre, conllevó a que su 
dependencia por la población civil fuera mínima, lo cual le permitía un amplio margen para 
utilizar la violencia contra diferentes actores y sectores sociales, políticos y económicos. 
                                               
 
84
 Por supuesto este comportamiento tiene sus matices, pues algunos ganaderos se aliaron con las FARC, y 
algunos campesinos que conformaban las bases de la ANUC, en medio de este conflicto apoyaron las 
acciones de la guerrilla, cuestión que complejiza aún más tanto el conflicto social por la tierra como la 
dinámica del conflicto armado. 
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A partir del fortalecimiento guerrillero y la reorganización  paramilitar, la región de los Montes de 
María pasa a convertirse en uno de los lugares más conflictivos del país al finalizar los años 
90‟s. El territorio se vuelve una zona de disputa por las rutas y corredores del tráfico de drogas, 
así como por la infraestructura vial que conecta la Costa con el Magdalena Medio. La lucha por 
las lealtades y la eliminación de posibles aliados termina en el aumento significativo de la 
violencia contra la población civil. Según lo planteado por Uribe (2002, 2006), la configuración 
de una zona de disputa vuelve riesgosa la movilización social de los civiles y la actividad de las 
organizaciones sociales, especialmente el activismo de los dirigentes, pues es concebido como 
comportamientos que deben ser controlados por los actores armados, sobre todo en estos 
momentos cuando la seguridad del grupo armado está puesta en cuestión.  
 
Para el caso de la ANUC en Sucre, la disputa paramilitar y guerrillera no sólo desmovilizó al 
campesinado sino que destruyó a su dirigencia a partir del asesinato sistemático de los líderes, 
algunos de ellos habían sido presidentes en su momento de la ANUC en Sucre. Junto al 
asesinato, vinieron las masacres de los grupos paramilitares, las cuales ocasionaron el 
desplazamiento de la población, y el posterior apoderamiento de la tierra. Es así como esta 
disputa territorial, tuvo unos efectos profundamente desmoralizantes y atemorizantes sobre la 
organización y el movimiento, sobre todo si se tiene en cuenta que uno de los actores armados 
tenía por objetivo la apropiación violenta de la tierra. El conflicto armado logró entonces 
comprometer de manera directa el propósito de ser de la Asociación de Usuarios Campesinos: 
el derecho a poseer y trabajar la tierra. 
      
A pesar de estos escenarios desfavorables para las reivindicaciones de la Asociación, los 
líderes que sobrevivieron adaptaron su repertorio de acción a estos momentos de alta 
intensidad del conflicto armado. Las banderas de la ANUC ya no serían la Tierra, sino la Paz y 
el Cese al Fuego, demandas abstractas que no los implicaban con alguna parte del conflicto. 
Especialmente los dirigentes comenzaron a emplear otros métodos que les permitiera 
mantener el contacto con la gente pero al mismo tiempo protegerlos de la violencia. Esta 
adaptación posibilitó la supervivencia de la Asociación durante los años del conflicto armado, 
permitiéndole hoy en día liderar una serie de procesos organizativos en el marco de un nuevo 






El ejercicio que se ha desarrollado durante estos capítulos acerca de las relaciones entre 
la ANUC y las guerrillas en Sucre, y los impactos del conflicto armado sobre su 
organización y movilización, han permitido plantear distintos escenarios, donde se 
resaltan tanto los desencuentros como ciertas correspondencias entre la actividad de la 
Asociación y la lucha insurgente, así como las adaptaciones de su accionar en contextos 
de alta intensidad de la violencia y la confrontación armada. De esta forma, se han 
analizado tres problemáticas de estas interacciones que es necesario retomar con el 
objetivo de observar estos puntos de conexión y desunión entre la dinámica de la 
movilización social y el conflicto armado. 
 
A. Sobre la radicalización de la ANUC y la emergencia de las guerrillas 
La trayectoria de la ANUC en Sucre, que ha comprendido las décadas de los años 
setenta y ochenta, ha permitido observar una débil correspondencia entre la movilización 
de la organización y la emergencia del fenómeno insurgente. Así, durante los años 70‟s, 
pese a todo el auge de la movilización social de la ANUC y la radicalización de sus 
discursos y repertorios mediante la elaboración de documentos como la Plataforma 
Ideológica y el Mandato Campesino, la Asociación no encuentra en la lucha armada una 
vía para lograr sus demandas, debido a cuatro elementos que fueron analizados 
previamente: la marginalidad y aislamiento de las FARC, el ELN y el EPL para dicho 
periodo; el legado gremial y estatista de Lleras sobre la organización; el rechazo de 
ciertos grupos de izquierda respecto a la lucha insurgente; las dinámicas de división y 
sectarismos dentro de la ANUC. En consecuencia, esta movilización en la década del 
setenta muestra todo un proceso de movilización y radicalización del movimiento 
campesino sin el auge de la lucha guerrillera.  
 
Por el contrario, en la década de los años 80‟s se asiste a un proceso de fortalecimiento y 
cierta legitimidad que asume la lucha guerrillera en el país, al tiempo que se reactivan las 
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acciones de la ANUC en el departamento de Sucre. En consecuencia, producto de las 
divisiones organizativas, los distintos grupos que conforman la Asociación empiezan un 
proceso de reorganización hacia la unificación, que da como resultado el V Congreso de 
Unidad y Reconstrucción. En el marco de este propósito de unidad, las distintas 
facciones de la Asociación moderan su discurso y comienzan a participar en escenarios 
más legales, sobre todo en los electorales, dejando la radicalidad y el abstencionismo 
que había sido predominante en años anteriores. 
 
 A partir de esta reorganización y del escenario de diálogos de paz que acontecía en el 
gobierno de Betancur, emergen ciertos proyectos insurgentes de la mano de algunos 
dirigentes y campesinos que habían participado en la pasada lucha por la tierra. De esta 
manera, la propuesta del MIR-PL y el PRT, consistía en la defensa de los movimientos 
sociales, especialmente de las victorias obtenidas por la ANUC, ante la violencia 
terrateniente y las políticas anti-reformistas que se venían implementando. No obstante, 
esta propuesta insurgente, aún con su carácter defensivo y su limitado accionar militar, 
llega en un momento donde el aire radical y revolucionario de la Asociación se había 
desvanecido. Es así como la presencia de estos grupos se convierte en una justificación, 
casi que en una excusa, para ejercer la violencia en contra de los campesinos. En este 
escenario se puede observar entonces la emergencia de proyectos insurgentes sin la 
radicalidad del movimiento social. 
 
B.) Sobre los conflictos entre las FARC y los líderes de la ANUC 
Sin lugar a dudas el análisis de las relaciones entre las FARC y la población civil, tiene 
varios matices, pues esta guerrilla ha mantenido un amplio accionar en distintas regiones 
del país, y conserva una larga y prolongada trayectoria de lucha armada. No obstante, 
para el caso específico de Sucre, el predominio de lo militar sobre lo político y social que 
asumió la guerrilla en el territorio, conllevó al establecimiento de unas relaciones con los 
civiles basadas en su disciplinamiento, y en la asignación de labores militares y 
logísticas. El ámbito político y social, entendido este como el apoyo a las demandas 
sociales o el intercambio de servicios con la comunidad, estuvo bastante limitado en su 
accionar, debido a dos razones: primero, el ya mencionado objetivo de las FARC de 
consolidar su poder militar a través de la conformación de un bloque armado; segundo, la 
consolidación de este poder se vio en parte limitada y hasta desafiada por ciertos actores 
locales que en estos escenarios ya prevalecían: por un lado los grandes propietarios de 
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tierras relacionados con el poder político y el poder militar en la región, por el otro lado, la 
ANUC que había sido el referente de las comunidades en el campo para organizarse 
alrededor de la lucha por la tierra. En consecuencia, las FARC llegaron a mantener una 
permanente tensión con los dos actores principales de la disputa por la tierra en Sucre: 
con los terratenientes, sus frecuentes víctimas del secuestro, y con la Asociación de 
Usuarios, tratando de adherirlos a su lucha armada. 
 
Los propósitos de las FARC por cooptar a los dirigentes, considerándolos como un medio 
más “eficiente” para obtener la lealtad de la población, serían proposiciones 
constantemente rechazadas por los mismos líderes de la ANUC, quienes defendían la 
autonomía de la Asociación exigiendo el respeto por parte de la guerrilla hacia sus 
espacios. Como se anotó en el cuarto capítulo, la ANUC venía de un largo proceso de 
lucha por la tierra y de organización del campesinado, cuestiones que había obtenido y 
preservado de manera autónoma, enfrentando a los terratenientes y al Estado por medio 
de los distintos repertorios de acción que la Asociación utilizaba: las tomas de tierra, los 
paros, los bloqueos, los plantones en las iglesias, en las oficinas del INCORA, en las 
plazas centrales,  se habían realizado al margen de la lucha de las FARC. En otras 
palabras, “la ANUC se había hecho sola”, e involucrarse con un actor armado, era 
perjudicar sus acciones, al ser posiblemente tildadas de “guerrilleras” y atacadas 
irremediablemente por las autoridades.  
 
Ahora, esta falta de correspondencia entre las guerrillas y la ANUC, que se ha observado 
a partir de las trayectorias de las FARC, el MIR-PL y el PRT, representa un hecho 
importante en la caracterización del fenómeno insurgente en Colombia. En consecuencia, 
ésta débil relación que mantuvo la guerrilla con la organización que lideró el movimiento 
por la tierra y la reforma agraria en el país, cuestión que ha sido finalmente la bandera de 
lucha de la insurgencia, denota las dificultades que tuvieron sus estrategias para 
conectar esta movilización popular a sus proyectos revolucionarios.  
 
De igual manera, es necesario resaltar que las diferencias entre las FARC y la ANUC no 
son equiparables a las relaciones que mantuvo la Asociación con el MIR-PL o el PRT. La 
experiencia de estas dos últimas organizaciones guerrilleras tuvo como propósito el 
fortalecimiento de sus acumulados sociales y políticos por medio de un uso defensivo de 
la violencia. Por su parte, las FARC venían de un proceso de reorganización donde 
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pretendía hacer el tránsito hacia una violencia más ofensiva sustentada en una apuesta 
por expandir su control territorial a otras regiones. En este sentido, es claro entender para 
la reflexión del conflicto armado en Colombia, que el movimiento insurgente ha tenido 
una diversidad de proyectos revolucionarios alrededor de múltiples organizaciones, y que 
en parte esta proliferación de las organizaciones guerrilleras, impidió la unidad del 
movimiento que se trató de consolidar en varias oportunidades durante la década de los 
80‟s. 
 
Pese a estas diferencias de las trayectorias entre la guerrilla y la Asociación, durante 
toda su movilización la ANUC sería frecuentemente estigmatizada, tanto por los grandes 
terratenientes, como por el gobierno y las fuerzas militares, como “embriones de la 
guerrilla”. Es así como en sus distintos periodos de movilización, la Asociación enfrentará 
la respuesta represiva del Estado a su accionar, configurándose tres momentos de álgida 
confrontación dentro de su trayectoria: primero, la promulgación del Estatuto de 
Seguridad; seguidamente la creación del Batallón de Infantería Marina en Sucre, 
justificado por la actividad del MIR-PL y el PRT; y finalmente la intensidad que le agregó 
la actividad de las FARC a todo este conflicto, aumentando significativamente la violencia 
contra la organización, principalmente a partir de la presión que la guerrilla ejercía sobre 
los hacendados y grupos delincuenciales para rearmar sus bandas de seguridad privada. 
Estos procesos permiten entonces ver como el conflicto por la tierra librado en el marco 
de la ANUC, paulatinamente fue absorbido por el conflicto armado 
 
C.) Sobre la  zona de disputa y el desvanecimiento de la organización 
Durante toda su trayectoria, la ANUC en Sucre había experimentado momentos de auge 
y de descenso de la lucha por la tierra. Igualmente había convivido con la violencia 
terrateniente y estatal, producto ésta última del Estatuto de Seguridad y de la creación de 
batallones militares en Sucre. Sin embargo, la combinación de las masacres junto con el 
asesinato continuo de sus dirigentes más visibles, fueron dimensiones de la violencia que 
la organización llegó a experimentar solo en la década de los noventa. Es por esta razón 
que en estos años es cuando la Asociación vive un verdadero momento de 
desvanecimiento organizativo, mediante el aniquilamiento de sus bases y dirigentes 
campesinos. En este periodo, la Asociación oculta su reivindicación entorno a la tierra, 
acogiéndose a repertorios que lograran proteger al campesinado de la violencia. En este 
sentido, se organizan marchas a favor de la paz, foros sobre salud o educación, 
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temáticas generales que no tuvieran relación con la pasada lucha por la tierra de la 
Asociación. De igual forma, los líderes que permanecen, se incorporan en organizaciones 
más pequeñas y locales, que les permitan continuar con su activismo y contacto con las 
bases. 
 
Bajo este contexto, la lucha por la tierra cede entonces ante la dinámica del conflicto 
armado. La Asociación pierde sus horizontes políticos y, tal como afirmaba García 
(2005), sus acciones se concentran únicamente en la necesidad inmediata de detener el 
ciclo de violencia o de protegerse de los actores armados.    
 
Este escenario de conflicto armado prevalecería hasta los primeros años del nuevo 
milenio, reactivándose la actividad de la Asociación después de un significativo descenso 
de la violencia y un panorama político diferente, en el cual se retoma el tema agrario, y 
con ello, el derecho del campesinado a la tierra. Es así como en el marco de este periodo 
de resurgimiento del movimiento campesino en Sucre, el papel del Estado ha sido 
importante para impulsar nuevamente los distintos liderazgos de la Asociación de 
Usuarios. En otras palabras, el panorama actual de descenso de la confrontación armada 
y el lugar que ha tenido el problema de la tierra en el marco del gobierno del presidente 
Santos, ha permitido redefinir nuevamente los horizontes políticos a los antiguos 
liderazgos de la ANUC, y posicionarse la Asociación  una vez más alrededor de la lucha 
por la tierra, sumada a esta reivindicación la lucha por el medio ambiente, por el territorio, 
el derecho de las víctimas, entre otras demandas. 
 
 Todo este contexto actual se termina configurando en una oportunidad para que el 
gobierno piense nuevamente en esa antigua alianza que quedó en los años 60‟s entre el 
Estado colombiano y el campesinado. Es el momento para renovar esta estrategia ya no 
como una medida antisubversiva producto de un régimen políticamente excluyente, sino 
como una herramienta central para la construcción de paz en los territorios, en el marco 
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